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y dad ci confusión que hicieron muchas veces nuestros decos 

me e egaci o confinamiento y destierro. — Penas de sujeción a la 

gilancia de la autoridad y de prohibición de salir del domicilio, o de 


i Gobernador; aplicación del «don de gracia»; libertad de procesados y 
penados; modificación de sentencias ejecutoriadas; Real Orden que dictó 
Carlos III contra el uso que de la prerrogativa del don de gracia hicieron 
los Consejos, , Audiencias y Gobernadores; existen en nuestros archivos 


numerosos casos de aplicación del don de gracia. 


CAPITULO XXVIII. 


Los «Perdones Generales del Rey» . . - + + + + + ot Pág. 283 
En qué cónsistían; hechos por los cuales se decretaban; delitos incluídos 


nuestra ciudad, o de intramur ES 
de conducta: el caso de «la as o pa Aoi e a cluídos; procedimiento para ampararse a los indultos. Oposición 
Pen iya Eni , ` i o Juan enez. — y excluidos; a mes 

ya A Penas infamantes: la argolla y la exposición a a esa clase de perdones. — Requisitos para invocar el derecho de perdón 
l cuando existía «parte agraviada», — Algunos vecinos conocidos de Mon- 


terminados indultos: Marcos Pérez, 


la vergüenza LE 
gü pública. Penas pecuniarias. — Confiscación, multas y 
el del 6 de Enero de 1784, llamado 


Pe P ia an de silencio perpetuo. Pena de retractación en 

+ — Conmutaciones de penas antes de dictada la 

Una curiosa pena militar Tambié E ica 

. — n era curioso el cómputo 

se aplicaba la pena a «las centinelas» dej i Sr 
que dejaban huir a 1 

Pena de galeras, posteriormente 11 los En od 

amada de «trabajos forzad 

navíos del Rey». — Formas a 
>. primitivas de esa pen : modifi 

que existían en nuestros tiem olor s. - a 

pos coloniales. — «Cuestión de to ; 

e qué consistía?; ¿la «cuestión de tormento» era una ame 

origen de las actuales arbitrariedades policiales para rea f 

siones a los detenidos. AR 


tevideo a quienes favorecieron de 
Javier Gaitán; el indulto de 1778; 
«de motivo doble». 


CAPITULO XXIX. 
Abogados . © 5s e o e a e e n . Pág. 286 
Grados académicos relacionados con el ejercicio de la abogacía. — 
Universidades y Facultades; Facultad de Jurisprudencia y subdivisión 
en Cánones y Leyes; estudios que se hacía en la Facultad de Juris- 
prudencia; duración de los estudios; obtención del grado de Bachiller; 
grado de Licenciado; grado de Doctor; la prerrogativa de «abogar»; 
Congregación o Agremiación de los Abogados; los «Prácticos»; exáme- 
nes ante las Audiencias y ante el Consejo General de España y el Con- 
sejo Supremo de Indias; Abogados de los Reales Consejos y Abogados 
de las Reales Audiencias. — Los primeros Abogados que actuaron en. 
Montevideo; su número en algunos períodos del tiempo colonial. — Defensa 
letrada obligatoria. — El primer hijo de Montevideo que ejerció la aboga- 
cía en la ciudad. — Calificativos que por decisión real correspondían al 
ejercicio de la abogacía y prerrogativas. — Prevención contra el «Gremio 
de Abogados»; prohibición de su intervención en los juicios mercantiles; 
gente nociva...; pedido de informes desde España sobre el número de Abo- 
gados que había por aquí; indicaciones que se hicieron desde Buenos Aires 
a España sobre el número de Abogados cuyo ejercicio podía autorizarse. — 
Contrasentidos... Yo no sé. — Actuación que tuvieron fuera de los 
estrados varios de los Abogados que profesaron en nuestra ciudad colonial. 


l CAPITULO XXV. 
Sentencias de pena de muerte . . . . .. E Pág. 261 


eN sentencia de muerte dictada y cumplida en la ciudad; fuero 

A E Segunda y tercera sentencias de muerte pronunciadas en la 
; fuero militar, — Los esclavos; primera sentencia de muerte dada 

en el fuero común, aplicada a un esclavo. Segunda sentencia de t 

en el fuero común, en que también se condenó a un esclavo. — Sa a 

SPÝR pa Pa en el fuero común, dictada en la ciudad contra 

o de raza blanca. — Diversas maneras de apli 

de muerte, — Sentencia seguida de un io a, 

por su ferocidad. — Suceso que prolongó durante unos dí 

un condenado a muerte. o 


CAPITULO XXVI. 
Prisión por deudas . . . . . . . . . . Pág. 277 


El incumplimiento de obligaciones civiles; temperamentos aplicados' en 

PS as legislaciones antiguas contra los deudores remisos; las legisla- 

BEET prisión por deudas, medida coercitiva más bien que 

tada 'en d que le dieron nuestros Jueces; una obligación Fedde 

on eo, en aquellos años. — Procedimieñ z 

después de decretada la prisiór i ento que se seguía 
: prisión; deudores «ricos E 

alegaciones de éstos ant «ricos3 y deudores «pobres»; 

ante los Jueces; sustitución de la prisión por deudas 

con una «fianza de cárcel segura»; extr amplitu: O aua 

nuestros Jueces en esta materia, — ema amplitud con que procedían 
a. — ba da E 

de 27 de Mayo de 1716. Real Pragmática Sanción de Carlos IN, 


CAPITULO XXX, 


Procuradores A o ts a ia e E A DÓB, 290 
Defensa personal y procuración; para la procuración no se requería el 
previo cumplimiento de requisitos. — Causas que explican la cantidad 
de Procuradores que en los primeros tiempos hubo en Montevideo. — 

El primer Procurador que se debe mencionar entre los de nuestra ciudad: 
Antonio Vila, un soldado de Infantería; concesiones que para su actua- 
ción en la procuración se hicieron. — Principales Procuradores que 


ejercieron en Montevideo. 


CAPITULO XXXI. 


Escfibanoss Acidos. < s a E ei POE ¿900 a 
«Gremio de Escribanos»; Escribanos de Su Majestad y Escribanos O e 
«Escribanos de Audiencia»; de quién emanaba la autoridad de ellos; 
Escribanos cuya autoridad procedía del Magistrado. — Clases de Escri- 
bano: de número, de la ciudad y del Gobierno; de Cámara; Notarios 


CAPITULO XXVII. 


A TES a e pie 0i 
, Privadas y públicas; é aliza 

kea ; épocas en que se 

ada afio, las visitas públicas; estas visitas eran ejercidas o “al 


Visita de cárceles y presos 


Eclesiásticos; «Registro Público»; atribuciones y prerrogativas. — Epoca 
de que datan los Escribanos en Montevideo. — Gestiones para que se 
dotara a la cludad de una Escribanía de número. — Actuaría del Juzgado 
Eclesiástico; Escribanos de la ciudad y del Gobierno, sus titulares, 
incidencias; designación de Escribanos de Gobierno, como independientes 
de los «de la ciudad»; información sobre el precio de adquisición de 
algunas Actuarías. — Recordación de los nombres de Escribanos que 
actuaron en los expedientes judiciales de Montevideo. — Proyecto de 
modificaciones en la organización de las Escribanías. — Uso indebido 
que algunos Escribanos hicieron de atribuciones ajenas; reclamación 
y pleito; pronunciamiento del Cabildo y de la Real Audiencia. 


CAPITULO XXXII. 
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La Justicia durante la ocupación inglesa . . . . . +. . Pág. 


Repercusión de esa ocupación en la organización judicial; con rela- 
ción al Juzgado del Gobernador. — Frente a los Juzgados del Cabildo. — 

Retiro de Auchmuty con motivo del arribo de Whitelocke y nom- 
bramiento del Coronel Browne como Jefe de Montevideo. — Coexis- 


tencia durante los dos meses últimos de la ocupación inglesa, de leyes. 


y Jueces españoles e ingleses sobre determinado territorio. — Incum- 
bencia especial del Juzgado de la Real Hacienda con ocasión del retiro 
de Montevideo de la fuerza expedicionaria inglesa. — Un a dos 
años posterior al reembarco de esa expedición. 


CAPITULO XXXIII. 


La Justicia durante la desintegración del Virreynato . . . Pág. 


Repercusión en nuestra ciudad de los sucesos de Buenos Aires, de 
Mayo de 1810, — ¿Ante quién deberían cursarse, en adelante, los recursos 
cuyo conocimiento competía a la Real Audiencia Pretorial de Buenos 
Aires?; arbitrios adoptados; situación en que quedaría respecto de los 
grados de instancia la tramitación de los procesos. — Inaplicación de 
lo proyectado; supresión, de hecho, en los juicios ordinarios, de los 
recursos de apelación y nulidad. — Aumento de las causas llamadas 
de «jurisdicción voluntaria» y disminución de las contenciosas; motivos 
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Caída de la dominación españiola; mi homenaje a España. 


APENDICE. — Jueces Alcaldes que hubo en Montevideo 
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CAPITULO I 


LA POTESTAD DE JUZGAR 


La facultad de distribuir justicia; justicia 
propia de la ciudad y justicia delegada. 
Los fueros; sus clases; reclamos sobre la 
absorción de asuntos por algunos fueros y 
sobre la latitud de éstos; fluctuaciones en 
las disposiciones sobre la organización de 
fueros. Extensión territorial sobre la cual 
pronunciaban justicia los organismos de 
Montevideo. División de esa circunscripción: 
«intramuros» y «extramuros» de la ciudad. 
Modificaciones operadas en la extensión de 
esa circunscripción territorial y sus motivos. 


Dentro de las concepciones de derecho público existentes en 
España en la época a que se va a referir este estudio, la facultad 
de distribuir justicia era una de las más excelsas prerrogativas 
reales. En este sentido, fuera de aquellos casos de rara excepción 
en que el pronunciamiento personal del Rey decidía un litigio o 
solucionaba la situación de un delincuente, todo cometido de dis- 
tribuir justicia era delegado, pues implicaba una función pública 
que se ejercía «por el Rey», es decir, con personería del Rey y «en 
nombre del Rey» por los Jueces y autoridades a quienes incumbía 
el desempeño de esa misión. l 

Sin embargo, las normas corrientes entonces no regulaban 
así esta definición. Aunque fuera la autoridad real el asiento de 
la prerrogativa, cuando esa facultad pasaba por un solo grado 
a los Jueces de la ciudad en que iba a practicarse, no se conside- 
raba justicia delegada sino propia de esa ciudad. Merced real 
tenida por título de máxima honra para la pọblación que con ella 
se iba a ver beneficiada. Cuando la delegación era a dos o más 
grados, esto es, cuando un órgano facultado primariamente para 
administrar justicia habilitaba a otro funcionario o entidad para 
que actuara permanentemente en distinto lugar geográfico, dentro 
de una delimitación territorial, con facultades que aquél le tras- 


mitía conforme a disposiciones reales, esa administración de jus- 
2 
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ticia se llamaba delegada o subdelegada 4 
trasmisión. gada, según los grados de 


ontevi ) sde el primer moment 
como justicia propia de la ciudad, la llamada ordinaria, poes 


lla la civil y la criminal: 
más tarde, en parte, la que radicó en el Gobernador; posterior- 


circunstancia de haber sido nuestro 

; puerto el Apostadero N 
del Río de la Plata; la justicia comercial z ele 
cuando la dictaban los Alcaldes; 


el Juez mercantil era Comisionado del Consulado de Buenos Aires 


La potestad de juzgar ooa , 
se ejercia median i 
llamados fueros o jurisdiccione te diversos estatutos 


o militar que se subdividía en 


que era un fuero 
el fuero mercantil; el de hacienda, 
entas de diezmos y otras subdivi- 


rian disposición expresa; 
fuero común y, si invocaba otro 


2 


| Sólo la ley, por prescripción preestablecida y que aplicaba la 
“autoridad competente, podía privar a una persona del fuero de 


que gozaba, desaforarla, salvo, naturalmente, la voluntad real que 
también podía hacerlo pero que sólo se movía a este respecto en 


casos muy especiales; también la ley y la autoridad en su caso 


podían, ante determinadas circunstancias, aforar a una persona, 
esto es, someterla a una justicia y a unas leyes que no eran las 
suyas propias, como, por ejemplo, someter a fuero militar a un 
civil por un hecho que, ejecutado en condiciones distintas de las 
que, ocasionalmente, determinaban ese fuero, hubiera tenido que 
comparecer ante el Juez Ordinario y hubiera sido juzgado con 


arreglo a las leyes comunes. 


- En aquellos tiempos, a que mi relato se refiere, la extensión 
que se daba al fuero militar en cuanto a las personas a que 
comunmente alcanzaba y a las que, ocasionalmente, podían quedar 
comprendidas en él, y respecto de los actos que lo determinaban, 
'era extraordinaria. Que un civil, vecino de Montevideo, salía a 
campaña, integrando las milicias de la ciudad, en una «corrida 
contra los indios» y caía en función de armas o fallecía en el 
campamento... pues por esos hechos su juicio sucesorio corres- 
pondía a la justicia militar. (2 Que Paulina González, mujer de 
Pedro Sacristan, «Teniente de Infantería de la guarnicion de la 
Plaza» se veía en una incidencia — que ni valía la pena — y que 
ella narra así: «...habiendo ido el Domingo pasado, nueve del 
> corriente mes de Marzo, a la Iglesia de la Compañía (Iglesia de 
» la Residencia de los Padres Jesuítas) á la novena de San Fran- 
» cisco Xavier (2 llevando a mi hija con la cual estaba juntamente 
» sentada, entro a esta sazon Josefa de la Paz y Manuela su her- 
» mana y habiendo esta ultima sentadose tan inmediata a dicha mi 
> hija que las sayas de ella estaban sobre las de mi hija todo a fin 
» de buscar cambalache y provocar a mi hija como otras veces lo 
» tiene hecho por evitar yo encuentro con semejantes, suplique 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Varios expedientes. l l 
(2) Se refería a la novena anual que en reverencia del Santo se 
inicia el 4 de Marzo y termina el 13, aniversario de su canonización, 
devoción muy difundida y popular en Indias, durante la dominación 
española. i l 
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» a otra mujer que estaba junto a mi me hiciese el favor de hacer 
» lugar el cual desocupado tire la mantellina a dicha mi hija y 
» sin hablar palabra hice seña que se levantara y se sentase en el 
> lugar que tenia dispuesto para que la dicha gente no estuviese 
> largando cañuelas... lo mismo fué levantarse mi hija que dicha 
» Manuela de la Paz le dijo: mirame tirame la lengua que me la 


> has de pagar y no haviendosele res i i 
pondido palabr 
» acabo la funcion me sali q p a luego que se 


> salido dicha Josefa: por la 
» hermana: no salgas por ai que van hu 
pues por ser Paulina González mujer 

fué a la justicia militar. Que un armero 


regimiento subía a los estrados judicial 
los de los Jueces militares. 


yendo de la quema.. .»; (1) 
de un militar, su querella 
, que un talabartero de un 


Esta latitud del fuero con relación a las personas 
legios que lo constituían, la circunstancia de que este 
activo y pasivo para los incluídos en él, es decir que t 
raba cuando el militar o su familia eran ; 


los privi- 
fuero era 


RN 


(1) Archivo del J ON 
de Primer Turno. uzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


y 


e la Iglesia y que haviendo asimismo... 
puerta traviesa lé dijo Manuela su. 


es..., éstos tenían que ser 
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a sus sacrificios de sangre; resultaba que casi no había en el primer 
~ tiempo asuntos judiciales civiles o gestiones de carácter criminal 
` en que uno de los litigantes no impusiese al otro su fuero militar, 


cuando no eran los dos los afectados por igual disciplina. | 
El Cabildo atacó el asunto ante la autoridad de Buenos Aires 

gestionando la supresión de las concesiones de comercio a los 

militares; esta modificación traería aparejada la disminución de 


+las'causas de fuero militar. No fueron del todo felices las diligen- 


cias (aunque áparentemente se sancionaron favorablemente), no 
obstante habérselas encomendado por el Cabildo a uno de los 
vecinos más capacitados, don Juan de Achucarro, que al efecto se 
trasladó a Buenos Aires. (© Más fuerza que las de nuestra ciudad, 
debían producir las reclamaciones originadas en otros puntos,. 
sostenidas ante autoridades más altas y vigorizadas con la mayor 
alcurnia y con la inmensa mayor riqueza de quienes las formu- 
“laban. A esas instancias más calificadas correspondieron oídos más 
propicios de parte de los Consejeros reales. Serie de resoluciones, 
unas de retroceso en la extensión y privilegios concedidos al fuero, 
otras de nueva marcha hacia adelante, dieron, después de muchos 
años, a ese fuero, en materia de prerrogativas, una curva de radio 
muy reducido con relación a la existente a principios y mediados 
del siglo XVIII. | 
. . Pero ello planteó la crisis en el otro campo. En la milicia 
y en la marina. o i 
«La considerable falta (que hace muchos años) experimenta 
el Exercito» — dice la resolución real de 9 de Febrero de 1793 — 
» que fue preciso contemplar con la saca de doze mil hombres de 
» milicias .el año mil setecientos setenta y con quintas los de 


o» setenta y tres, setenta y cinco y seis la qual segun los ynformes 


» de barios oficiales de graduacion, y lo que repetidas vezes me 
» ha presentado mi Supremo Consejo de Guerra puede atribuirse 
» á la derogacion de muchos casos de fuero y privilegio que con- 
» cedieron a los militares mis augustos predecesores los Señores 
» Reyes Don Carlos Primero y Don Felipe Segundo...» «He resuelto 


 » para cortar todas las disputas de jurisdiccion que en adelante 


» los Juezes militares conozcan privativa y exclusivam.t* de todas 
ə» las tausas civiles y comerciales en que sean demandados los indi- 


o Actas del Cabildo. Sesiones del 5 de Marzo y 18 de Mayo de 1744. 


Lal 


O del ejército...» (© Se exceptuaban, solamente, en materia 
civil, «las de maiorazgos, su posesion y propiedad y las particiones 


de bienes». En materia criminal, ninguna. De modo que el fuero 
E 


Saa ctivo, es decir, no alcanzaba a indivi 
a dea eran demandantes, y tenía a e 
en poa a na amparando a esposa e hijos de militares 

n inadas condiciones, a todos los asimilados qu 
«vistos» como integrantes del ejército y comprendía e T 
de E SETE cuando actuaban bajo banderas de aa iS 
ua i ; 
» ei os PEA se adoptó en el fuero de marina. «Las 
de Marina» P que me han hecho los Intendentes 
quando hë sido e Real Decreto de 9 de Febrero de 1793 — 
de a o convocar la marineria matriculada para 
» respectivas a los De an y con especialidad en las Provincias 
» tándome la e amentos. de Cadiz y Ferrol, maniies- 
moveron mi Red eR que se experimentaba en su número, 
» para tratar del a j E pa A O 
is ladera de tn portante paño a 1a derogación 
ü a 

> ES privilegio en muchos casos... siguiéndose de ello 
ei controversias entre los de dicho fuero y el Real 
, ardido -y con A objeto de poner fin a las disputas de 
la gui A A o tocante al Fuero militar que goza la 
» los juicios civiles a y se entienda comprehensivo de todos 
ino a E en que sean demandados... excep- 
especial dentro del fuere Como el fuero de marina era fuero 
S A ero militar, las excepciones son las que he 
omo decretadas de un modo general para este fuero; 


como se habrá adverti 
ertido, las dos i 
: resol z 
igual fecha. uciones son análogas y de 


(1) Archivo General 

l de la Nación. D ; 

de . Documentos i 

SEE a de Primera Instancia en lo las O 
En e . Causa o O. 

por Pajarito. inal contra el Dragon Pepe, conocido 
(2) Cedulari : 

divo pp e n Real Audiencia de Buenos Aires. Publicaciones 

e la Provincia de Buenos Aires. Advertencia de 


Ricardo Levene, Directo 
g > rH i E 
y igulentes onorario del Archivo. Volumen II, pág. 92 


. 


O arregi 
> excluían otros casos qu 


` organismos de Montevi 


pe 


e a 


ódas estas resoluciones, de tanteo, para encontrar el ajuste 
C co Mena de dificultades en su legislación y que debía 
s : distintas tendenċias, no conseguían establecerlo de 
lo preciso. Cada pocos años, una nueva decisión real denun- 

“+ revenidos conflictos. Si un militar se veía envuelto en 

| , de preferencia? ¿El fuero 


a de contrabando, ¿qué fuero era 
y el fuer acienda? Los que sostenían la preferencia 
preguntaban si él no era, acaso, UN fuero del Rey 
131 Patrimonio, y el cual 
debía atraer a s en que se debatieran asuntos 
que se refirieran a bienes del Fisco. En vano fueron las repetidas 
“resoluciones, casuísticas la may 
o a determinadas circunstancias y que PO 
å zos que no mostraban iguales características. 
o vió América bajo dominio español la defini- 


En vano fueron; n 
ción precisa de materia tan llena de asperezas. 


El territorio sobre el cual se pronunciaba justicia por los 
ideo fué, originariamente, el que se esta- 


bleció como «términos» y «jurisdicción» de la ciudad. El frente 


lo constituía el Río de la Plata desde la barra del arroyo Cufré 


hasta las Sierras de Maldonado, siendo su «mojón» por ese lado 


el Cerro de Pan de Azúcar; su fondo se prolongaba hasta. la 
cuchilla que divide aguas, por una parte a los ríos Santa Lucía 
y San José y por otra al Yí y al Río Negro; por el lado del Oeste 
el arroyo Cufré desde sus puntas sobre los cerros de Ojolmi hasta 
su boca en el Río de la Plata, y por el Este la línea de las sierras 
hasta encontrar la indicada cuchilla divisoria de aguas en las pro- 
- ximidades de las puntas de Cebollatí. ®© Encerraban, pues, esos 
«términos» todo lo que son hoy los departamentos de Montevideo, 
Canelones y San J osé y parte de los de Maldonado, Florida, 


Lavalleja y Flores. 


Sobre la extensión territorial relacionada hubo, a los efectos 
los Jueces, una división. Estuvo marcada por 
ó la primitiva fortifi- 
te de tierra, a 


de intervención de 
«la Cortadura». La «Cortadura» constituy 


cación de Montevideo; un parapeto, la mayor par 


(1) Documento de Pedro Millan. 24 de Diciembre de 1726. 
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trozos de piedra en seco, con algunas obras complementarias de 
fagina, destinadas a defender la entrada por el lado del Este a la 
naciente población. Fué construída unos cientos de metros más 
al Este de donde después se levantaron las obras de la Ciudadela y 
murallas, de la Bahía al Río. La «Cortadura» dividía el territorio de 
la ciudad en dos zonas, «intramuros» y «extramuros». Refiriéndose 


a esa delineación, dijo Zavala en su auto de 28 de Enero de 1730, 0). 
que determinadas causas que «se aprendieren Extramuros de la : 


» Ziu.d que se entendera de la Cortadura en adelante»... Verá el 
lector, en el capítulo siguiente, el objeto judicial de esa división de 
circunscripción. . 


No en todo el transcurso de lo que encierra mi relato per- 
manecieron inalterables, a efectos de administración de justicia, 
las demarcaciones apuntadas. La formación de nuevós pueblos 
dentro de los «términos jurisdiccionales de la ciudad», provocó, 
necesariamente, la disminución del territorio sobre el cual actuaba 
el Cabildo de Montevideo, pues algunas de esas nuevas pobla- 
ciones tuvieron sus Cabildos con facultades de justicia y los 
«términos» para ellas se establecieron a expensas del área origi- 
naria de la del Cabildo de Montevideo. Por lo general, las juris- 
dicciones territoriales, de justicia, de los Cabildos de dichos 
pueblos, se circunscribían «al recinto de la Villa y sus Chacaras 
o Quintas Zangeadas»; (2% se determinó, sin embargo, que «los 
cabildos menores» pudiesen excederse de sus lindes, en casos de 
urgencia, sobre las zonas de las inmediaciones, bien que el cono- 
cimiento en esos casos debería ser «interino» pues, posteriormente, 
tenían que asumir facultad los Jueces de Montevideo. Pero el hecho. 
fué que muchos expedientes no llegaron a los estrados de la 
justicia capitular de Montevideo, pues se dedujeron recursos que 
los llevaron por otras vías. . 9 vz 

También, de 1788 en adelante, los primitivos límites de la 
Gobernación de Montevideo, circunscriptos hasta entonces a la 


(1) Actas del Cabildo. Sesión del 3 de Febrero de 1730. 

(2) Decreto del Gobernador Joaquín del Pino, de 29 de Julio de 1734, 
referente a la jurisdicción del Cabildo de San Bautista (Santa Lucía). 
Se cita en el expediente Mitre C. Anastasia Ruiz, sobre tierras, 1786. 


Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 
Primer Turno. 


O e 


aló Zavala para jurisdicción de la ciudad, 


Cuando la Colonia del Sacramento pasaba 
“a dominio español, sus campañas quedaban de derecho bas 
al id d directa de Buenos “Aires, pero, en el hecho, depen: i 
i pa ; Gobernación de Montevideo. En igual situación ambi- 
or to a mando militar atañía, se encontraban las zonas 
Ra a San Carlos, de Maldonado, de Pueblo Nuevo (o 
pi z k Tao de Maldonado o Pueblo Nuevo de San BEN 
eS a tres modos se designaba a San Carlos), de Santa ] pá 
46 Santa Tecla, de la Parroquia de las Víboras, campos € 
å a Ne TO, y otras, por lo cual se tomó por el Virrey de Buenos 
e pS ES Setiembre de 1788, la resolución de que E D 
| dicción de la Gobernación se extendiese a los coa 3 pa 
nc (1) Pero ello no influyó, salvo casos de excepción, 
A jurisdicción capitular de los Alcaldes como or aa 
pleitos» pues las «campañas de las Fortalezas», 


: Aira Sa 
-y Santa Tecla, estuvieron bajo autoridad totalmente Sp 
| prendida: en las otras zonas geográficas enumera as ; 


unas tributarias de los Cabildos de Colonia, aoa ars 

Carlos, etc., y otras a a ción del Juzgado del 
i rilitares. En cambio, | E | 

naa pen aumentada, territorialmente, y le a ne 

dantes aportes de expedientes para su justicia propia y he E ep 

pues todo asunto que ocurría en esas zonas indicadas, ue 

ia risdicción capitular, se ventilaba en la Gober- 


la atracción de la jur ! 
i eri- 

nación; para todas esas demarcaciones y otras que se fueron 
? 


. LA g . O io 
giendo en esta banda del Uruguay se consolidó un régimen propio, 
que en su lugar voy a indicar. 


demarcación que señ 
“tuvieron ampliación. 


cumentos del Cabildo. Oficio 


S ; Nación. Do 
(1) Archivo General de la cecha 7 de Setiembre de 1788. 


del Gobernador Joaquín del Pino al Cabildo, 


CAPITULO 11 


JUZGADOS DEL CABILDO 


i ) 


Juez de Naturales y Juez de Menores 


otros miembros del Cabildo como asist 


Quad.o de la S. 


remunerado?; lo que 
i ; percibían los Jueces 
servicios; iniciativa del Cabildo para que as 


a: Alcaldes de Barrio o Jueces 
Unciones, Alcaldes de Calle o Jueces de 


Nicolás de Zamora : 
à » Primer Amanuense y Ofi $ 
de los Tribunales Ordinarios de a nba 


n judicial, 
y Segundo Voto; 
: Concurrencia de 
encía 
de Menores. Alcalde de la Santa He a 
Her.“ Juez Cuadrillero ` 
1 ro de la 
Hermandad, y Alcalde Provincial, «Juez de los po 


Barrio; sus 
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dida la administración de la justicia real ordinaria en la extensión y 
grado que expondré. 

Bruno Mauricio de Zavala creó, con las siguientes bases, la 
administración de la justicia propia en nuestra ciudad: «...y En 
» cumplimiento de lo Determinado en dhas R* Leyes He resuelto 
» El q* para El Govierno de esta Rep. el dia de año nuevo pr la 
» mañana porestar tan ynmediato sehaga nombramiento de los 
» Individuos siguientes: primeramente un Alcalde de primer voto 
» y Juez de Naturales, otro de Segundo voto y juez de menores 
» a quienes de Conformidad dela ley 2? que ba referida les doy 
» y conzedo toda la Jurisdizion ordinaria q* por dro. sea nezessaria; 
» y esta conzedido alos demas Alcaldes de las Ciud.“*, Villas y 
» lugares destos Reynos sin limit.” alguna...». Esta resolución es 
de 20 de Diciembre de 1729 y se consigna como decisión inicial en 
el primer libro capitular. (1) 

Además de los Alcaldes de Primer Voto y Segundo Voto tenían 
en el Cabildo cometidos de pronunciar justicia el Alcalde Provincial 
y el Alcalde de la Santa Hermandad. Dice Zavala en su citado 
documento: «Ytt. Que se nombre un Alcalde Provinzial, y otro de 
>» la Santa Hermandad para laGuardia y custodia destos campos 
» como se acostumbra en lasdemas Ciudades deste Govierno.» (2) 
No se manifiesta en estas palabras, expresamente, que conciernan 
a estos cargos facultades de Jueces, pero ello se establece en 
cuanto se refiere Zavala a la costumbre de las demás ciudades 
y en razón de que, más abajo, en el mismo documento, las fija 

Zavala al preceptuar cómo debían actuar dichos Alcaldes en los 


«Casos de Justizia». 


Han tenido nuestros escritores de historia indecisión y errores 
en la interpretación de estas disposiciones en cuanto a la extensión 
de la facultad de administrar justicia, adjudicada a estos Alcaldes 
de nuestro Cabildo colonial. Se ha creído, corrientemente, que el 
cometido era muy restringido, circunscribiéndose a causas de 
«menor cuantia», a funciones de «justicia menor». Pero esto no es 


(1) Archivo General de la Nación. Primer libro de Actas Capitulares. 


Publicación del Archivo. 
(2) 
Publicación del Archivo. Documento citado. 


Archivo General de la Nación. Primer libro de Actas Capitulares. 


A 


cn A 


A e e imah 1a. 


NC 
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así. Z isposici ! | 
avala, de acuerdo con disposiciones generales vigentes, invistió 


-a los Alcaldes con el ejercicio de la justicia ordinaria «sin limita- 


ción»; así 
; así lo expresa el documento, es decir, que les correspondía 


otros Jueces. 


E expedientes judiciales de nuestros archivos confirman el 
ba a que doy a las disposiciones de Zavala. La intervención d 

c S caldes fué, en lo civil, sin límite de cantidad a 
sm exclusión de delito. ds 

C à} f ele 

pas E Pe ee los Alcaldes tenía a su cargo excluyente alguna 
Ea ra; en todas las otras no exceptuadas podía: 
indistintamente, ambos Jueces; : a 
Alcaldes a prevención; en otros períodos 


Las característi tercia 

jhdical ias a o. de: los Alcaldes en materia 

era «Juez de Natura] ; ER Ra El Alcalde de Primer Voto 

cimiento de todas 1 a, mermbía, privativamente, el cono- 

Darie ic: a oo causas, civiles y criminales, en que fueran 

cualquier modo int » es decir, los indios, y en aquellas que, de 

considerado Rs E llos. Los indios eran entonc: 
S como relativamente incapaces cualesquiera que ane 


=> 


su edad y condición; tenían una especie de tutela ejercida por 


el «Protector de Naturales» y su Juez propio, el Alcalde de 


Primer Voto. 


-El Alcalde de Segundo Voto era «Juez de Menores»; entendía, 
privativamente, en todas las causas, civiles o criminales, en que 
estuviesen comprometidos la vida, la integridad física, la salud, 
la libertad, la honra o los intereses de los menores, llevada esta 
norma a tal extremo que bastaba que a un proceso concurriese un 
menor aunque fuese, conjuntamente, con mayores, o que se venti- 
lasen intereses de un menor, aunque en el mismo asunto se litiga- 
sen los de mayores, para que del juicio tuviera que conocer el 


Alcalde de Segundo Voto. 


-. Concurría también a los juicios referentes a menores, como 
miembro del Cabildo que en ejercicio de su ministerio debía asistir 
al Juez, el «Regidor Defensor de Menores», cometido que en los 
primeros tiempos de la ciudad colonial fué desempeñado por el 
Alguacil Mayor, y más tarde, cuando las ocupaciones de éste, 
propias de su cargo, fueron muchas, por el Fiel Ejecutor o por el 
Depositario General. «El cargo de Defensor de Pobres y Menores 
» es servido por mitad entre los Regidores Fiel Ejecutor y Deposi- 
ə tario, bien que muchas veces sucede tener que ser uno solo la 
» mayor parte del año ó todo el pension de dicho trabajo y no 
» menos gravamen por no haber quien lo releve a causa de enfer- 
» medad u otros graves motivos que absolutamente lo impi- 
> den...». Esto dice un párrafo de un informe del Cabildo, año 
1791, al Gobernador, sobre gestiones para la creación de nuevos 
cargos de Regidores. 9- a 

Esta situación continuó hasta las postrimerías del período 
colonial, año 1804, pues fué en Abril de ese año cuando se resolvió 
el nombramiento de un Regidor especial para la protección de los 
menores y el cuidado de sus intereses de todo orden. Se llamó 
«Regidor Defensor de Menores». (2) | 


El Alcalde de la Santa Hermandad «J.Z Quad.? de la Sa Her», 
Juez Cuadrillero de la Santa Hermandad, y el Alcalde Provincial, 
«Juez de los campos», también tenían, según se ha visto, facul- 


(1) Archivo de la Escribanía de 'Gébierno y Hacienda. Año 1791. 


Expediente 63. 
+ (2) Archivo General de la Nación. Actas del Cabildo, sesión del 


-4 de Abril de 1804. 
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tades de Jueces. Voy a explicar esos Cargos y los caracteres e 


incumbencias de esos juzgadores en la parte que nos interesa, 


analizar. 

La Hermandad o la Santa Hermandad era un instituto per- 
manente cuyos componentes tenían por misión organizarse en 
bandas o cuadrillas para perseguir y castigar la delincuencia en 
despoblado. Hermanados los vecinos en este alto designio de 
defensa, su institución se llamó Hermandad o Santa Hermandad. 
Originariamente estas organizaciones eran españolas, y de España 
pasaron a Indias. Poseían sus «constituciones y prontuarios de 
delitos» con las penas aplicables; a veces sus leyes se diferencia- 
ban en el fondo y en el procedimiento, substantiva y adjetiva- 
mente, de las leyes comunes. En Indias, para las campañas de las 
ciudades y pueblos de españoles, se instituía, generalmente, la 
Hermandad, A leyes y procedimientos peculiares de ese «ramo», 
correspondía su Juez propio. Era el Alcalde de la Santa Hermandad, 

El Alcalde Provincial, como su nombre lo indica, era el que 
tenía potestad en una Provincia, excluídas las partes de ella some- 
tidas expresamente a la jurisdicción de otro Juez. También se le 
llamaba, como he dicho, «Juez de los campos». El territorio de 
actuación para el Alcalde Provincial de nuestro Cabildo, era el 
que se extendía en la jurisdicción territorial de éste, desde la «Corta- 
dura» para afuera, territorio llamado de extramuros de la ciudad. 

Todos estos Jueces y competencias eran mucha cosa para el 
Montevideo recién fundado. Aparecieron desde el primer momento 
las contiendas que en razón de esas múltiples competencias se 
iban a promover y Zavala, previsor y diligente, acudió a provi- 
denciar lo conveniente para obviar dificultades. Voy a mencionar 
las normas que dictó. 

Decía el Gobernador y Capitán General del Río de la Plata 
que para «el mejor regimen de la Ciudad» y para «su conservación 
y lustre» era conveniente que se expresasen «algunos puntos que 
se debe observar». Lo primero que la «jurisdicción ordinaria de los 
alcaldes» comprendía a toda la ciudad y su jurisdicción, es decir, 
a todo el territorio que se le había demarcado como «terminos». 
Podían en toda ella prender delincuentes y embargar bienes por 
sí o por persona comisionada al efecto «sin que, en campaña lo 
estorben los Alcaldes Provinzial y de la Hermandad». 

Declaraba también que «en las causas que estos aprehendieren 
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extramuros», las que aprehendieren los Alcaldes de la Santa Her- 
mandad y Provincial, no se «entrometan» los Alcaldes Ordinarios. 
a Definía a continuación cuáles eran las causas de Hermandad, 
a saber, en lo cual Zavala se ajustaba a lo que se establecía en las 
disposiciones generales: «conocer contra los ladrones, facinerosos 
» y matadores y robadores de mujeres de cualquier estado y calidad 
» que sean y contra los vagabundos y los incendiarios que pegan 
» fuego en el campo en tiempo prohibido de cosechas». Y agregaba 
que ¿si alguna persona en el campo demanda a otra por cantidad 
» que le debe y no le paga cualquiera de los dichos alcaldes Pro- 
> vincial y de la Hermandad lo remitirán a los Alcaldes Ordinarios 
» pero si se quejare de que le han hurtado buey, vaca o caballo 
» ropa ú otros géneros pueden proceder contra el acusado por 
» razón de que los hurtos son cosa de la Santa Hermandad y su 
» jurisdicción». | 
Analizando estas normas resulta que, dentro de los términos 
territoriales de la ciudad, la jurisdicción en materia civil era total- 
mente de los Alcaldes Ordinarios; en materia penal, para hechos 
ocurridos en el campo, extramuros de la ciudad, quedaron anotados 
.por. Zavala los casos que correspondían a la Santa Hermandad, 
enumeración que no podemos considerar como estrictamente taxa- 
tiva, pues ello hubiera estado en contradicción con lo que estable- 
cían los prontuarios de la institución y con lo que resultó en la 
práctica y costumbres dentro de las cuales los preceptos de Zavala 
adquirieron latitud. Las que quedaron confusamente consignadas 
fueron las atribuciones del Alcalde Provincial, pues si en materia 
civil se debían concretar, como las de su colega de la Santa Her- 
mandad, a remitir los asuntos a los Alcaldes Ordinarios, en materia 
criminal, el auto dice, solamente, que en «determinados hechos, 
hurtos, podía proceder contra el acusado por ser «casos de Santa 
Hermandad». Agrupados así los casos y salvo la ambigiedad del 
texto de Zavala en cuanto atribuye al Alcalde Provincial la facul- 
tad de actuar contra los acusados en los casos de hurto que eran 
«casos de Hermandad», parece que se debe de entender — y así 
se admitió en muchas circunstancias — que el Alcalde Provincial, 
en los casos de delito, había de conocer cuando no estaban éstos 
comprendidos en los de Santa Hermandad. El Alcalde Provincial, 


(1) Archivo General de la Nación, Libro primero de Actas 
Capitulares. Publicación del Archivo. a 


O E: 
muy útil en puntos de organización y de extensiones territoriales 
distintos de los que tuvo Montevideo, fué entre nosotros, en mi 


concepto, un magistrado que sobraba. Los hechos lo confirman a 


Varios de los choques de atribuciones entre nuestros Jueces colo- 
niales se originaron por la indefinición de los cometidos del Alcalde 
Provincial y por el celo con que algunos de estos Alcaldes defen- 
dieron sus fueros cuando los consideraron invadidos. Del estudio 
de los expedientes de la época española, se desprende que el 
Alcalde Provincial tuvo siempre muy poca actuación como Juez; 
quedó muy frecuentemente relegado a Juez Comisionado para 
cumplir en campaña, en sitios muy apartados de la población, 
diligencias dispuestas por los Alcaldes Ordinarios y a ejecutar 
otras veces, en campaña, funciones de Alguacil Mayor. Algunos 
de esos Alcaldes alegaron, en detrimento de sus funciones de 
Jueces, que si tenían que instruir y sentenciar asuntos, ellos les 
obligaba a permanecer en la ciudad con abandono de las funcio- 
nes de atención al campo y con el perjuicio que para el sosiego 
de éste iba a crear una situación como la expuesta. 


Los cuatro primeros Jueces de Montevideo, o sea los cuatro 
Alcaldes del primer Cabildo, fueron nombrados, como todos los 
demás componentes de la Corporación, en su constitución inicial, 
directamente por Bruno Mauricio de Zavala «departe de S. M. 
(q.* Dios g.1)», ® E | 
-~ La duración de esos empleos, conforme a disposiciones vigen- 
tes y a lo ordenado por Zavala, era de un año, razón por la cual a 
esos magistrados se les llamaba añales o cadañeros (de cada año). 
Los nombramientos posteriores tenían que efectuarse todos los 
1? de Enero y debían ser hechos por los miembros del Cabildo que 
cesaba, con el requisito de ser sometidas las designaciones a con- 
formidad, primeramente, del Gobernador y Capitán General de 
las Provincias del Río de la Plata, por intermedio de su Teniente 

de Gobernador en Montevideo, Comandante del Presidio, y, poste- 
riormente, cuando tuvo nuestra ciudad su Gobernador, a aproba- 
ción de éste, que debía recibir, a los efectos de esa aprobación, 
comisión de la autoridad política, superior, de Buenos Aires. 


(1) Archivo General de la Nación. Actas Capitulares. Reunión del 
1% de Enero de 1730. 


sit 


| j os 
Este sistema del nombramiento de los Alcaldes por los miembr 


C- 
del Cabildo que cesaba, cambió, fundame talmente, en las ele 


ciones para 1813 y 1814, después de la promulgación de la al 
titución de Cádiz, de 1812. Las elecciones fueron entonces 
ó opular. Mm E l 3 
ao a período de nuestra historia colonial en e El | 
régimen de los Alcaldes «añales» O «cadafieros» SO 
í sanció a «Ordenanza para el Esta 0 ) 
> a raíz de la sanción de la «Ordenanss p 1 ES pl 
A tica de Intendentes del Exercito y o ña Se À a 
ato de Buenos Aires» de 28 de Enero de 1782; © con mo a 
le se preceptuaba en el Art. 8? de esa Real Ordenanza sos SS e 
odio que las disposiciones iniciales de la EE a 
justicia en nuestra ciudad habían sido modificadas y qu 


a ; taro e 
i i ; vi repancias de criterio 
des tenían que ser «bienales»; vivas discrep 


: ¡ i es de Enero 
suscitaron entonces sobre ese punto; las actas capitulares 


aa 

de 1784 y de 1785 reflejan puntualmente los aspectos que se E 
yeron discutibles de esa Ordenanza; todo se trajo P E paa 

i indivi Cabildantes, opini 

y iniones individuales de los ildan! pir i 

PANE en leyes y costumbres institucionales, o p a 
i inión sostenida en la < ] 

or y de Virrey y hasta la opini ds a 
a opúsculo que contenía noticias generales para residen: 

, 


i cuales se 
tes temporarios y transeuntes en el Virreynato, entre las s 


capitulares; siete años se requirieron para ho P 
video la decisión real que se había impetra o y qı SOA 
debía estarse a las primitivas normas de aE x e 
e eS Po o excepcional- 
nuestro Cabildo se re i 

a hubo de acudirse para nombramiento de ES os pa 
dimiento distinto de los indicados: dena rocas 
personalmente por el Virrey. Fué en un período en que, 


. , S, 
dados varios integrantes del Cabildo, ausentes O enfermos otro 


oración si etidos. 
quedó la Corporacion sin poder llenar sus com € 


(1) Archivos de la Nación Argentina. Daea a dE a 
j inación Política de la 
endencia y Emancipación líti ep 
pico a Buenos Aires, 1914. Establecimiento ea de 


i Preusche. , i a 
i Sa bo General de la Nación. Actas del Cabildo. Sesiones IM 


cadas y la de Enero de 1791. 
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Preceptuó Zavala que los nombramientos de los miembros del 


debían efectuarse con: 
voto secreto, «con cedulillas todas de un tamaño, sin diferencia” 


Cabildo, en consecuencia, los de los Jueces, 


alguna» etc.; pero ese régimen no se cumplió. Ello se comprueba 
no sólo por lo que establecen muchas actas pertinentes, sino tam- 
bién por una incidencia que sobre el modo de votar se originó en 
la reunión del 1? de Enero de 1748. (1 Las elecciones de carácter 


oficial, en aquella época, se verificaban en dos formas: elecciones 
por cédulas y elecciones por votos; 


y secretas, las segundas, verbales y, 
determinado que nuestros Cabildantes, nuestros Jueces, fueran 


elegidos por el primer procedimiento, la práctica y la costumbre 
impusieron el segundo. (2 


padrón de la misma, sus 
Habían de ser personas 
o . .- E 

a y fama, «demanera q° nosean Ynferiores nitengan raza 
» alguna de morisco Yndio ni mulato». (3) | 
À Ni siquiera se exigió en ellos la calidad elemental de saber 
eer y escribir, debiendo en los casos de analfabetismo firmar las 
a de esos magistrados un «testigo legal». Pudieron más 
arde ser capitulares los españoles del «Gremio de Abogados» y 
comerciantes que se avecindaron 'en la ciudad, 


La reciente fundación y escasa v 
concesiones en el régimen de los Alcaldes, Jueces de Montevideo 
Los miembros del Cabildo de las ciudades y pueblos de es AROÍSS 
no podían ser reelegidos, por lo general, sino después E 
curridos tres años desde la terminación de su mandato. Por las 


`- 


(D Archivo Gen 
19 de Enero de 1748. 


(2) Archivo' General de la Nación. 
nes de elección de capitulares. 


(3) Archivo General ; 
Capitulares, - al de la Nación. Primer Libro de Actas 


eral de la Nación, Actas Capitulares, Sesión del 


Actas Capitulares. Diversas sesio- 


las primeras eran por escrito 
como tales, públicas. Aunque - 
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causas que se indican en la Ordenanza, se hizo excepción con los de’ 


"¿Montevideo. Estableció Zavala: que «si se hallare por conveniente” 


» que alguno de los Alcaldes del año antecedente ú otro oficial del 
» Cabildo prosiga en su empleo siendo todos de este parecer sin que 
» ninguno lo contradiga quedara reelecto...» «y en atencion al 
» corto numero de vecinos de esta poblacion se dispensa por ahora y 
» hasta que otra cosa se resuelva por el Gobierno que en pasando un 
» año de por medio puedan los vecinos de ella ser sorteados nueva- 
» mente y ejercer los oficios del Cabildo». (1 Como se ve, con una- 
nimidad de votos podía operarse su nueva elección inmediatamente 
de que un Cabildante terminara su mandato; no habiendo unanimi- 
dad debía correr por lo menos un año antes de que un vecino pudiese 
ser elegido otra vez. Reelecciones votadas en la reunión del 1° de 
Enero de 1771 originaron serias controversias, sobre el particular, 
con el Gobernador, y dieron motivo a que el Cabildo, en sesión 
del 16 de Enero de ese año, dejara constancia de nutridos antece- 


, dentes demostrativos de que la práctica autorizada por la Orde- 


nanza de Zavala se había cumplido siempre sin observación 
ni reparo. 


En los casos de muerte de los Alcaldes Ordinarios o de enfer- 
medad o ausencia que imposibilitasen al titular para el desempeño 
de su cargo, era «depositario de su vara de justicia», el Alférez Real. 

Explico esta disposición. Imposibilitado uno de los Alcaldes 
Ordinarios, lo subrogaba el Alférez Real. «Yo Don Miguel Ignacio 
» de la Quadra, Alferez Real de esta Ciudad que por ausencia del 
» Señor Alcalde de primer voto administro la vara de el», leo en 
un expediente. (2 La subrogación se entendía, en primer término, 
para las causas de conocimiento privativo del subrogado; en causas 
que no fuesen de esa naturaleza intervenía, con preferencia, el 
otro Alcalde. Sin embargo, hubo casos en que, probablemente, por 
estar también impedido el Alférez Real, se nombró, en caso de 
enfermedad de un Alcalde, en la persona de otro Regidor, un 
Alcalde interino. Véase este caso: «En la Ciudad de S! Felipe de 
» Montevideo a dos dias del mes de Diziembre de mil sétez ochenta 


(1) Archivo General de la Nación. Primer Libro de Actas 
Capitulares. ; 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1764. k 
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y y quatro, el señor Dn Luis Anto Gutierrez, Rexidor Fiel executor 
» Interino Alcalde Ordinario de Primero Voto: por enfermedad 
» del Propietario...». (1 : 

La imposibilidad del Alcalde Provincial y la del Alcalde de 
la Santa Hermandad no eran mayormente sentidas por la escasa 
` actuación de ambos Jueces. Comisionados de los Jueces Ordina- 
rios, nombrados al efecto, podían siempre llenar los cometidos 
de aquéllos. 


Tuvieron los primeros Jueces de Montevideo sus días y horas 
fijadas para la administración de justicia. 

_Las ordenanzas dictadas para Buenos Aires que debían apli- 
carse al Cabildo y Justicia de Montevideo en lo que no fueran 
expresamente modificadas, establecían que a los litigantes se les 
atendiese todos los días dos horas por la mañana contadas desde 
«que tocan a Missa mayor» y dos por la tarde «desde las tres a 
otras dos horas». Pero para Montevideo, en el período inicial de 
la ciudad, el régimen fué otro: «teniendo presente las ocupaciones 
> en que por ahora se hallan los Alcaldes... tendran dos Audien- 
» Cias publicas Cada Semana que seran los dias Lunes, y Jueves 
> en el Ynterin se desocupan para hacerlo todos los días». (2) 


También quiso Zavala providenciar sobre el «indumento» 
o «vestidura» del Juez. Su ejercicio requería en España, por tra- 
dición tomada de las más antiguas. legislaciones, que el J uez, en 
los actos públicos de administración de justicia, se presentase 
con determinados atributos y vestidura, variantes según la cate- 
goría del magistrado, e inspirados en el deseo de reflejar honor 
sobre el Juez y ornarlo de cierto carácter externo que significase 
distinción y que prestigiase su cargo y su función. Es evidente 
que Montevideo no estaba entonces para togas, ni para placas, 
ni para collares; le eran suficientes sus varas de justicia. Ni lo 
estuvo Buenos Aires al dictarse las primeras disposiciones para el 
funcionamiento de su Cabildo. Si respecto de éste, del Cabildo 
de Buenos Aires, se prescribió para «el lustre que requiere él 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1784. 


(2) Archivo General de la Nación. Documentos capitulares. Auto de 
Zavala de 2 de Enero de 1730. 


» mismo Oficio» que ningún Alcalde podía vestir «sino fuere 


4 ces, de color 
decentemente», esto es, según el concepto de entonces, 


negro; y si en atención a la «cortedad de la tierra» y a la falta 
«que acontece algunas veces haver de generos negros» se per- 
mitió — en Buenos Aires — vestir de color «muy honesto» o sea 
muy oscuro, excepto en los actos públicos a los cuales habían 
siempre de concurrir «con dicho traje decente» vale decir, repito, 
negro, Zavala para Montevideo hubo de dictar disposiciones modi- 
ficativas de fundamental tolerancia y dijo, al efecto, que «por la 
» suma pobreza de los Vecinos desta Ciudad (de Montevideo) les 
» permito y dispenso (a los Alcaldes y Regidores) que se puedan 
» vestir de color honesto, como cada cual pudiere, y puedan con- 
» currir con dho Traje a los Actos publicos sin la precision de que 
» hayan de ser de color negro, entendiendose esta Tolerancia por 
» ahora y en él interin otra cosa se. ordena por mi ó por otro. 
» S. E. Gobernador que me subceda en el referido empleo». 
De modo que a nuestros Jueces coloniales les .fué dado concurrir 
a todos- los actos judiciales con traje de color honesto, de color . 
oscuro, sin necesidad de que fuera, precisamente, negro. 


Se pudo actuar ante nuestros Jueces del Cabildo y, poste- 
riormente, ante todos los otros de la ciudad, con merced de sellado. 
Es decir, usando papel común. Fué gracia de Su Majestad conce- 
dida a Montevideo y que subsistió durante toda la época española. 
Pero sólo para la actuación en Montevideo. Cuando sus vecinos, 
por vía de apelación, u otro recurso, debían acudir a Tribunales 
con sede fuera de la ciudad, tenían que tramitar en sellado. Y si 
en juicios litigados ante otros Jueces de fuera de la jurisdicción 
de Montevideo, se pedía el cumplimiento de diligencias en nuestra 
ciudad, el sellado había de ser usado y, en su caso, repuesto. 

En vano intentaron algunas veces, los Oficiales Reales, modi- 
ficar las disposiciones de S, M. sobre la «merced del sellado» para 
Montevideo. La prerrogativa se mantuvo no obstante los afanes en 
contrario de los mencionados funcionarios, imbuídos ya entonces 
de la consabida voracidad fiscal. 


Las carátulas de los expedientes eran enteramente cristianas; 
en un tiempo tenían el signo de la Cruz y la invocación a Jesús, 


(1) Archivo General de la Nación. Documentos ya citados. 


— 22 — 


María y José, escritos estos nombres con todas sus letras o con 
las iniciales; bastaban por cierto, en aquel tiempo, las iniciales 
de esos-nombres, pues dentro del concepto cristiano imperante era 
práctica iniciar por Dios toda obra, a El dirigirla y por Dios 
terminarla. Cuando en los Juzgados del Cabildo se empezaron a 
usar las iniciales, en los expedientes militares se mantuvo la cos- 
tumbre de escribir íntegramente dichos nombres de Jesús, María 


y José. Los litigantes, por su parte, durante casi todo el período. 


colonial comenzaban también los escritos, frecuentemente, con el 
signo de la Cruz. 


El cargo de Juez, ejercido por el Alcalde, ¿era de desempeño 
gratuito o era remunerado? Puede decirse que gratuito; no era 
absolutamente gratuito, pero la exigüidad de la paga permite 
calificarlo así. Sus servicios se compensaban con la asignación 
que a sus desempeños judiciales correspondía según el arancel 
de costas decretado por la Audiencia de Charcas y que rigió en 
Montevideo durante gran parte del período colonial objeto de mi 
estudio, () si bien en los primeros años, de extrema pobreza, pasó 

- muchas veces inaplicado; tampoco fué aplicado en los expedientes 
seguidos de oficio en que no hubo sentencia condenatoria en 
costas, y en muchos que, iniciados a instancia de parte, fueron 
abandonados. 

Para apreciar la relación entre el servicio de Juez y la paga, 
tomo algunos expedientes de la época. Testamentería de Lorenzo 
García Tagle, uno de los expedientes más trabajosos de aquellos 
días, 315 fs. aunque con mucho documento particular foliado. Es del 
año 1763. (2 El tasador de costas, el primer tasador de costas que 
tuvo la ciudad, Pedro León de Soto Romero, se expide así: 


(1) El] arancel de costas, muy extenso y minucioso, está incorporado 
al acta de la sesión del Cabildo, de 3 de Noviembre de 1759. 

Hago esta afirmación de que ese arancel rigió en nuestra ciudad 
durante casi toda la época colonial, porque si bien en 1786 se sancionó 
por la Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires un nuevo arancel, modi- 
ficativo, en parte, del de Charcas, en Montevideo se aplicó escasamente, 
pues se entendió que los juicios iniciados bajo el imperio del arancel de 
Charcas debían ajustarse a éste, y, además, aún muchos otros nuevos 
juicios no fueron arancelados por las reglas de la Pretorial de Buenos Aires. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1763. 
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«Primeramente un poder para testar un peso y 


» cuatro y medio reales . . +. + + E A D 001. 4 Y 
<, Ytt. Por su testimonio un peso y medio real. . D 001. 0% 


» Ytt. Por el testimonio original cuatro pesos . . D 004, 0 
» Ytt. Por su testimonio tres pesos . . +. +. + D 003. 0 
» Ytt. Por cinco autos dos a peso, dos a cuatro 


» reales y uno en diez que todos hacen cuatro 

>» pesos y dos reales . . . . +.» + + D.004. 2 
» Ytt. cuatro días y medio invertidos en. las asisten- 

o» cias de los inventarios de papeles y bienes y 
» tasa de estos a cuatro pesos cada uno . . D 018. 0 
>» Ytt. En la actuación de los carteles para las almo- 
> nedas tres pesos y seis reales . . . . + D 003. 6 


» Ytt. Por tres almonedas a dos pesos . . . + D006. 0 
» Ytt. Por dos decretos a cuatro reales. . . . D 001. 0 
» Ytt. En lo escrito sin tasar en las anteriores 


» actuaciones seis pesos y siete reales . . . D 006. 7 
» Ytt. Por el papel gastado de oficio, dos reales D 000. 2 
» Hasta aqui el señor Alcalde Don Josep Mas D 049, 6» 


Para que se comprenda bien la parte numérica de la tasación, 
prevengo que un peso contenía entonces ocho reales. | 

A fin de que se extraiga con acierto el importe de la remune- 
ración, por tarea propiamente judicial, que correspondió al Alcalde 
en la indicada tasación de costas, advierto que los cuatro primeros 
rubros de la tasación se refieren a funciones consideradas «notario- 
capitulares» y que no eran, en consecuencia, de carácter judicial. 
Ellas importan en la tasación nueve pesos con cinco reales, de 
modo que el trabajo de Juez, en todo el juicio, se abonó con 
cuarenta pesos y un real. | 

Y recuerde, repito, el lector, como se lo he indicado, que se 
trata de uno de los expedientes más voluminosos y de más atención 
de aquellos años. 

Anoto otro expediente: le corresponde al Juez doce pesos.(!) 
Otro, al Juez cuatro pesos y siete y medio reales.2 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1763. Criminal contra Juan Soria. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1763. Demanda Fernández de Ibarra 
contra García Montero. 
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mente para cargos de la Corporación. No es justo, decian, con 


i ió remu ión, se consideraba À j reto 
Esta situación, de tan escasa remuneració , Se consideraba A E textualmente, pero que interp 


«denigratoria» por «los principales de la ciudad» y en menoscabo 


del designado como Juez, pues el empeñoso cumplimiento de sus 
tareas lo apartaba del cuidado de las personales y la desatención 


de éstas se traducía en quebrantos de intereses, sistema contra el. 


cual se produjeron moderadas quejas que nunca obtuvieron el 
resultado deseado. 


El Cabildo, en 1791, tocó este aspecto de la función de Juez, - 


la remuneración de sus servicios, con motivo de las gestiones que 


la Corporación provocó para que el número de Regidores fuera 


aumentado en cuatro. Presentó el petitorio a Su Real Alteza la 
Audiencia de Buenos Aires. Se le mandó ocurrir donde correspon- 
diera. El Cabildo se dirigió, entonces, al Rey. Y el Rey dió inter- 
vención al Virrey y a la Audiencia de Buenos Aires. A solicitud 
del Gobernador cuya opinión deseaba el Virrey conocer, se expidió 
el Cabildo y décía; entre otras cosas, en nota de 17 de Noviembre 
de 1791, refiriéndose, en general, a «todos los oficios de la Cor- 
poración»: «Los oficios que van expresados jamas han disfrutado 
» de dotacion alguna, siendo servidos por los Yndividuos electos 
» sin respecto a remuneración, o sueldo fijo con que puedan 
» contar para subvenir a los indispensables gastos de su empleo 
> en el año», y se formulaba a continuación la sugerencia de que 
se les pagase un sueldo con el «Caudal de Propios como en otras 
» Ciudades». () La iniciativa no prosperó. 


- Cargo de alto honor el de Juez y, en general, el de Regidor, , 


muy apetecido en los primeros tiempos de la colonia, acabó por 
ser pesado para los vecinos, según termino de recordar, por la 
absorción de tiempo y el abandono de tareas particulares que 
exigía, con detrimento de intereses y por los gastos que suponía. 
Lo fué aún más cuando las complicaciones internacionales de la 
Metrópoli exigieron en estos vecindarios organización permanente 
de milicias y servicios de adiestramiento militar y de comisiones 
de esa naturaleza. Juan Balbin de Vallejo, Cristobal Salvañach 
y Bernardo de la Torre, por si y en representación de jefes y 
oficiales de sus respectivos cuerpos de Milicias, en 1801, hicieron 
Oposición ante el Gobernador a que el Cabildo: los eligiese nueva- 


_(D Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Año 1791. 
Expediente 63. 


fielmente, que cuando hay en la ciudad más de cincuenta e 
que ya han servido a la República y que son, en o a 
competentes para el desempeño de esos cargos, y que ahor a 
exentas de funciones militares, se les deje libres de cargas, mi 
tras que los firmantes y aquéllos en cuya personería qa 
que también hemos verificado ya nuestros servicios con a Eo 
blica en los puestos del Cabildo y que actualmente raros $ i 
la ley de Milicias, seamos recargados Pon reelección para A 
cargos’ Estamos cumpliendo en la milicia nuestros deberes, la 
devengar sueldo ninguno, y designarnos nuevamente a G S 
sería opuesto a lo que establece el capítulo 964 que Tala e i 
Milicias de Cuba e Indias que dice así: «A ningun Oficial, sargen O, 
» cabo ó soldado Miliciano se le podrá echar oficio que le sirva e 
» carga, ni tutelas contra su voluntad, ni DES alojamiento 
» de tropa, ni vagage sin precisa necesidad». A ) l 

Los opositores salieron con éxito en esta incidencia. 


Completaban en el Cabildo el cuadro de los Er ls 
facultades que correspondían a la rama judicial, el as el ; 
que también usaba vara de justicia, y era «el Ministro À 
delas Ordenes y Mandamt.” de los Alcaldes Ordinarios», cui a a 
de las cárceles en lo que a procesados y condenados se refería 4 
desempeñaba, al principio, según lo ya expuesto, la ENE 
de Menores». (2 También el Alguacil Mayor fué el « - ; 
Executor delas Ordenes y Mandamt.”» de otros Juzgados de la 
ciudad. 


En el transcurso de cuarenta años, el crecimiento demográfico 
de la campaña de Montevideo había sido | importante. a n 
tada población había traído la subdivisión de la propie a Y 
valorización de la riqueza. Las atenciones de la justicia iban hacién- 
dose, día a día, mayores. Los Jueces del Cabildo, recargados de 
quehacer, se veían imposibilitados de cumplir a satisfacción sus 


(a) Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Año 1803, 


Expediente 93. | 
(2) Auto de Zavala e Instrucciones ya citados. 
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vés, etc., mientras las primitivas zonas eran constantemente objeto 
de subdivisiones. A principios del siglo XIX, existían numerosos 
«Jueces Comisionados»; unos correspondían a circunscripciones 
comprendidas en las jurisdicciones territoriales de los Cabildos; 
diez y seis estaban fuera de ellas; el «Juez Comisionado» general 
de éstos era entonces el Comandante General de la campaña, 
también designado por «Juez General de la Campaña», función 
que desempeñaba a la sazón Lorenzo de Larrauri, delegado a 
estos efectos del Gobernador de Montevideo; a su vez, tenía 
Larrauri sus subdelegados. Ejercía en esa época en el Yí, Félix 


Ribera, (1) 


Se ha entendido por Bauzá, a quien sigue H. D., que en los 
Jueces Comisionados está el origen de los actuales Comisarios de 
policía, sin duda porque fueron considerados como «Tenientes del 
Gobernador», en campaña. Es opinión que requiere un análisis. 
En la época de la creación de los Jueces Comisionados, y también 
posteriormente, las funciones de policía de arrabales de Monte- 
video y de toda su circunscripción territorial fueron desempeñadas 
por los pelotones militares destacados en los llamados «puestos» 
o «guardias». Puesto o guardia del Cordón, puesto o guardia del 


Buceo, puesto o guardia de los Migueletes. Existía, pues, policía . 


militar. Y siguió existiendo. 

Los «Jueces Comisionados», Tenientes del Gobernador y con 
obligación de celar la comisión de delitos, fueron, especialmente, 
auxiliares de los Jueces del Cabildo. Ejercían en sus jurisdiccio- 
nes respectivas, sin menoscabo de las atribuciones del Alcalde 
Provincial y del Alcalde de la Santa Hermandad, funciones esen- 
cialmente judiciales, en las siguientes condiciones. En los casos 
de crímenes y faltas podían intervenir de inmediato, personal- 
mente, sin recibir «mandato de comisión» especial para ese caso. 
Tenían una comisión permanente para ello, que era de esencia 

- en el nuevo instituto. En tales términos que la confesión de un 
detenido y las declaraciones de testigos prestadas ante un Juez 
Comisionado se consideraban rendidas ante Juez competente, 


sin perjuicio de procurarse en todos los casos que fueran ratifi-. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno; expedientes de 1803 y de otros años. Entre otros, Inven- 
tario de bienes de Ermenegildo Laguna. 
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) 1 

de Su Majestad y como SU representante AE A 

libró el título de «Alguacil Mayor PAT «para durante los días 

de Cazeres (escribían «sion a Pi Cabildo, Justicia Y 

422 con asiento, VOZ Y VO ción de 

A E Pa o ciudad, sometido el título a s Ta nE 

E Real Audiencia del Distrito, aprobación E =n 1801, cedió 

E , término dé dos años. © Cazeres, a tar E ca Sua 
EnEn E AAC etuo a favor qe 

al alguacilazgo perPS* = * ea en la época en que 

pd a Ortega que lo ejercia aún de la AA le 

o pel “mi relación. (2) También hubo perio aane tuvieron 

Jo. a ahi vendidos y Sus 

argos del Cabildo fueron l ó nunca a 

a a propietarios perpetuos, pero ello a O uo 

los oo de Alcaldes Ordinarios, aunque T pe ayd 

z al de Alcalde Provincial. Asim ismo al e aan A 

a Depositario: Este oficio de aa a Jon o0 M E 

E édula de it ] 

adi virtud de Real Cédu ersonas 

pa a a adelante, Se encargasen de ese empleo P 
ose que, €r a 


vi Ó lir esa Real 
ienas al Cabildo. En Montevideo se comenzó a cump a 
aj | 

Cédula en Enero de 1804. E 


de población de españoles, miró Montevideo este régimen en el 
cual gran parte de los vecinos podían ser, por turno, Jueces, como 
distinción inherente a los privilegios con que el Rey por el minis- 
terio de las ordenanzas generales y por aplicación especial que 
hizo su representante político y militar, Zavala, como honra para 
los que se poblaron primitivamente en la ciudad, para sus des- 
cendientes y para las personas a quienes su «Gremio» les granjeó 
igual prerrogativa. Algunas iniciativas de modificación funda- 
mental, propiciadas desde otras partes, no tuvieron andamiento. 
Tan fué esto así que, al dictarse en el Pardo la Real Ordenanza 
de 28 de Enero de 1782 relativa a la reorganización del Virreynato 
del Río de la Plata, la estructura sobre la administración de jus- 

ticia en nuestra ciudad se mantuvo en su forma originaria, no 
obstante las alteraciones de fondo que se implantaron para otros 
sitios. (© Por lo demás fué de ver la resistencia que se opuso a 
algunas disposiciones de la Constitución de Cádiz, que rozaban la 
organización de la judicatura del Cabildo, y cuyo conocimiento 


a nuestra ciudad llegó tardíamente, por lo cual no pudieron ser 
aplicadas. ` `- o 


Sin embargo, algunas variaciones trajo a Montevideo el andar 
del tiempo, en aspectos no substanciales. 

El cargo de Alguacil Mayor pasó a ser perpetuo. Por obra y 
gracia de Don Juan José Vertiz, «Caballero Comendador de Puerto A Ca; cido en 1 , 
Llano en la Orden de Calatrava, Mariscal de Campo de los Reales de AANER, 7 pia de los Tribunales. Duraba A 
Ejércitos, Inspector General de las Tropas Veteranas y Milicias DS: E un período largo ara descanso de los Jueces sino en beneficio E 
del Río de la Plata y Gobernador y Capitán General de ellas», etc., o No se estableció p es ese tiempo de inacción judicial coincidia í 
quien, en virtud de gestiones iniciadas por el vecino de Montevi- los vecindarios, be has y tenía por objeto que los vecinos paa 
deo, Don Francisco de Lores, que aspiraba a la compra de ese determinadas qe : ed para concurrir a sus faenas oe E i 
cargo, oídos el Promotor Fiscal y el Defensor de la Real Hacienda alejarse de S A E e erjuicio alguno en razón de los términos bn 
y cumplidos los avalúos, pregones y remates de práctica, y habién- E Se a uan y sin la preocupación ce EN P ese 
dose aceptado la propuesta de Don Ramón de Cázeres, y mediante los pleitos que S$ iones. Reminiscencias £ 
haber entregado. éste, al contado, a los Oficiales Reales, mil qui- 

nientos pesos por compra del empleo y “ciento tres pesos y siete 
reales por concepto del impuesto de «media anata», (2 en nombre 


: ja judicial. 
A ciones o feria JU da 
naria, sus períodos de vaca anterior al descubrimiento 


Antaño, un antaño muy as leyes procesales españolas 


sus ausencias se les E de los primeros núcleos de 
i encontrarse en a E 
sistema pueden 


población española en América. os 
Pero cuando se alcanzan los tiemp 


de la fundación de Mon- 
(1) «Documentos referentes a la Guerra de la Independencia y 
Emancipación Política de la República Argentina». Publicación del Archivo 
de la Nación Argentina. Buenos Aires. 


(2) Anata era un impuesto que se pagaba por el ingreso a un empleo. 


Generalmente se computaba por la mitad de la dotación del primer año, 
Por eso se llamaba media anata. 


AS me ril de 1772. 
ido. Sesión de 24 de Ab f 
a) Actas del Cabildo o de Enero de 1812 y sigtes. 


(2) Actas del Cabildo. Sesión de 1 o el 
(3) Actas Capitulares. Sesiones de 3 de Febrero y 
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el de Semana Santa y Pascua de Resurrección. 


Del primero se registran notici 
m notici E 
los días de fundación de la daa en las actas del Cabildo desde 


. . Ed í | 
N uestro Cabildo colonial se reunia, reglamentariamente salvo 
, 


terminaciór año judici 

i a ea del eel Judicial, pero, de hecho, quedaba cerrado 
as a sea OS primeros tiempos de Montevideo, se limitaba, 
í ICho, a las causas civiles. «Dar el punto a las causas 
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Cabildantes cerraban el punto para Navidad y lo abrían, en unas 
épocas el 2 de Enero, y, en otras, uno o dos días después de Reyes; 
omitían muy frecuentemente la constancia de la apertura, pero. 
en caso de silencio el punto quedaba abierto automáticamente 
pasado el día de Reyes; ello resulta del estudio de los expedientes 
judiciales y de expresiones que se leen en diversas actas del 
Cabildo. «Acordamos, como de costumbre, dar el punto hasta 


» despues de la Pascua de Reyes, a todas las causas» se escribe en 


el acta del 23 de Diciembre de 1779. 
El feriado de Semana Santa y Pascua de Resurrección no 


se consignó durante mucho tiempo en las actas. ¿Por qué? ¿Por 
qué esa diferencia? Porque de Navidad a pasado Reyes se incluían 
muchos días hábiles que con el cierre del punto quedaban feriados 
para la justicia; en cambio, la costumbre cristiana había instituído- 
como feriado toda la Semana Santa y lunes y martes de Pascua. 
Siendo, de hecho, feriados todos esos días, no había motivo para 
hacerles declaración especial. 
- El alcance de este feriado de Semana Santa y Pascua fué dis- ' 
cutido en cuanto a si cubría los juicios criminales o no. Hay una 
causa de esta índole en que el Promotor Fiscal sostiene, en gerieral, 
que el término para apelar no se interrumpe porque «se diese el : 
punto» y dice que dicho punto — se refiere al de la Semana Santa 
y Pascua de 1781, él se expide en Abril 16 de ese año — no es 
para las causas criminales, sino sólo para las civiles. (1 Sin 
embargo, desde que hay constancia en las actas capitulares del 
cierre del punto en Semana Santa, ese feriado fué para las causas 
de ambas clases. Tomo un acta, la del 19 de Marzo de 1796: «y porq." ` 
» el día de mañana entra la Semana Santa en la qual Nra Madre 
» la Iglesia celebra los Altos Misterios q.* obró p." la Salud del 
» genero humano Nro Redentor Jesu Christo se acordó quede 
» cerrado, y cerró el punto para toda causa civil, y criminal empe- 
» zada, hasta q.* p.* su continuacion se buelva a abrir en la forma 
» ordinaria el miercoles despues de Pascua de Resurrección». 
Las constancias en las actas en lo relativo al feriado de 
Semana Santa aparecen después de conocerse la Real Cédula de 
2 de Mayo de 1789, en la cual se redujeron las fiestas de los Tribu- 
nales. En ella, en lo que se refiere a mi tema, se acortó la feria 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1781. Querella de Cayetano Torres. 
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de Navidad fijándola «desde el veinticinco de Diciembre hasta el. 


1° de Enero siguiente» y preceptuó «las vacaciones de Resurrec- 
_ción desde el Domingo de Ramos hasta el Martes de Pasqua». ®© 
Sin embargo, entre nosotros, en lo que respecta a la feria de 

` Navidad, siguió imperando durante un tiempo, la costumbre; se 
extendía hasta el día siguiente de Reyes: «siendo costumbre bien 
recibida», decían unas actas del Cabildo, «según costumbre», se 
lee en otras, se fijaba esa feria con la duración que he indicado, 
salvo algunos años de abundancias de causas que fueron excep- 
ción. Primó la costumbre sobre la Real Cédula. (2) Y, a veces, 
aunque se abría el punto por derecho el 1? de Enero, y se con- 
signaba ello en las actas, en el hecho quedaba cerrado, no se 
actuaba. 


No voy a dar aquí la nómina de los Jueces del Cabildo que 
ejercieron en el período español; siendo cuatro los Jueces, y 
«añales» o «cadañeros», debemos contar desde el 1° de Enero 
de 1730 hasta 1813 cerca de trescientos cincuenta Jueces;. sus nom- 
bres'van al final de la obra en forma de apéndice. 

Pero quiero rememorar, antes de concluir este capítulo, a 
Nicolás de Zamora o Nicolás Zamora, persona de diligente actua- 
ción en los anales judiciales montevideanos. 

Algunas gestiones hechas, sucesivamente, por el Cabildo para 
que, en falta de Escribano con título, hiciesen sus veces en las 
actuaciones procesales y en la contratación Cosme Alvarez y Pedro 
Pascual Hidalgo habían tenido resultado negativo; las referentes 
al primero por haber considerado los Abogados de Buenos Aires, 
a quienes se consultó, que esa pretensión era ilegítima, y las rela- 
tivas a Hidalgo porque después de haber sido presentado éste por 
el Cabildo al Gobernador, en 1757, como «persona fiel y. hábil 
para ejercer dicho oficio de Escribano» redactándose la respec- 
tiva instancia “en términos que tendían, evidentemente, a evitar 
a sù candidato el requisito previo del examen, la modificación 
de los integrantes del Cabildo hizo cambiar de opinión a la Corpo- 
ración, pues insinuó. más tarde, en 1758, que el propuesto rindiera 

(1)  Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires. Advertencia 

de Ricardo Levene, Director Honorario del Archivo. Volumen I. Publi- 
caciones del Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires. Tomo Il. 
. La Plata, 1929. 
(2) Varias actas capitulares. 
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xamen, lo cual provo 
E | 
i ado esas situaciones, Nicolás de Zamora fué nom- 
brado amanuense» y «Oficial Mayor de los Tribunales Ordina 
ios “de la: Ciudad». (2) Tomó la jefatura del despacho de. os de 
l Juz sados del Cabildo, fué el organizador del trámite, «testigo» 
“eneralizado en los casos en que, a falta de Escribano, debía e 
| Juez actuar con un «testigo legal», secretario de los Alcaldes, etc. 
a Larga su actuación. Hasta que mejor empleo en la Aduana M 
Resguardo, y sús funciones en la Junta Municipal de emp a 
z= Jidades en la cual ejerció de Escribano por inexistencia de pro e 
: -sional con título, lo apartaron de sus actividades judiciales. 
Más tarde alcanzó a ser Escribano titulado, Escribano de Su | 
Majestad. -> 
Otro Amanuense: 


có la molestia de Hidalgo, que se desinteresó 


Francisco Xavier Medrano. Méritos pudo 
tener; pero aquí lo cito únicamente para recordar el auto que 
mereció con motivo de la queja de un litigante: «El Amanuense 
» de este Juzg.? Don Fran. Xavier Medrano no se mixture en 
» lo subcesivo en dar plumada, ni escribira de modo alguno en : 
» estos autos...».(“ Se le imputaba a Medrano que se había 
inmiscuido en una causa, asesorando y aún redactando escritos 
para una de las partes: de ahí que la sanción contenga dos partes; 
una de alcance general, que el Amanuense «no se mixture en dar 
plumada», y otra concerniente a los autos en que se originó la inci- 
dencia^ «que no escribira en modo alguno en estos autos». 


Previsor en todos los detalles, como los buenos fundadores 
de ciudades que tuvo España en Indias, nuestro Don Bruno de 
Zavala precavió todos los pormenores de la ciudad que quiso 


organizar. : | | o 
Dijo. cuál había de ser la casa capitular, o «Casa de Justicia», 


(1) Actas del Cabildo. Sesiones de 2 de Octubre de 1757 y 6 de 
Febrero de 1758. . : o 
oHa . (2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
Ti . de Primer Turno. Expedientes de 1761 y de otros varios años. l 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Diversos expedientes. Archivo de la Nación, Caja 133 
y mi «Epoca Colonial. La Compañía de Jesús en Montevideo». 
al “(4) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
| - de Primer Turno. Pedro González contra Antonio Salgueiro. 1778, 
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como también se le llamó en su época. Interin se construía la casa 
capitular con cárcel, en la cuadra eque para este efecto esta 
» señalada por el Capitan de Caballos corazas Dn Pedro Millan», 
sería sede del Cabildo y, por consiguiente, de los Juzgados Ordi- 
narios, «la (casa) que se compro por cuenta de S. M. de los bienes 
del capitan Pedro Gronardo». (1) | 

¿Cómo era y dónde estaba esta casa? Lo dice la diligencia de 
amanzanamiento y reparto de solares a los pobladores. «Quadra 
» N? 5 y luego a su linde Calle real en medio, se sigue la Quadra 
» del N? 5, siguiendo siempre la ribera del Puerto y en ella 
» halle una casa de adove que fue de Pedro Gronardo difunto por 
» cuya Muerte se compro lo edificado por cuenta de S. M....>» 

La casa era, pues, de adobe. La manzana N? 5 es la encerrada 
por las calles entonces denominadas de la Frontera, de la Iglesia, 
de la Fuento y del Puerto Chico, más tarde, respectivamente, San 
Miguel, San Juan, San Luis y San Joaquín y, ahora, también res- 
pectivamente, Piedras, Ituzaingó, Cerrito y Treinta y Tres. El cuarto 
de cuadra en que se encontraba la «Casa de Justicia» era el que 
forma el ángulo de Piedras e Ituzaingó. 

Desmoronada pronto esta edificación, la justicia quedó durante 
un buen lapso sin casa propia, teniendo que seguir las vicisitudes 
del asiento del Cabildo; esta Corporación, hasta que se edificó. su 
nueva sede, sesionó unas veces en la Iglesia (en sus cuartos anexos) 
otras, en casa de los Alcaldes, otras, en la habitación del Coa 
dante Militar, otras, en viviendas de particulares, si bien, por lo 
general, durante ese período, era sede de la justicia la casa del 
Alcalde al cual incumbía el asunto. 

La segunda «Casa de Justicia» estuvo situada en la calle 
llamada hoy Juan -Carlos Gómez, en la cuadra entre Rincón y 
Sarandí, próxima al sitio, esquina de Juan Carlos Gómez y Sarandí 
en que se levantó más tarde el edificio del Cabildo que fué la 
tercera y última «Casa de Justicia» de la dominación española. 


(1) Archivo General de la Nació 
) ón. Documento del Cabild i 
a amanzanamiento y reparto de solares. ° Ro 


(2) Trabajo de Don Francisco J. Ros, i ' 
= . Ros, publicado en «Roj 
Año II. N? 1, Montevideo, Enero 19 1911. iS 


CAPITULO III 


LOS PRIMEROS AÑOS 


Inadaptación a las reglas de justicia que 
promulgó Zavala; algunas actitudes indivi- 
duales de pobladores y Jueces. Conflictos 
entre la justicia y la autoridad militar de 
la Plaza; quejas del Cabildo ante el Capitán 
General, en Buenos Aires; forma diferente 
en que procedieron los Capitanes Generales 
Miguel de Salcedo y Domingo Ortiz de Rozas; 
serio incidente entre un Juez del Cabildo y 
el Comandante Domingo Santos de Uriarte; 
anotación sobre la oposición de puntos de 
vista, en períodos posteriores, entre Jueces 
del Cabildo y Comandantes Militares. 


Fueron en vano, en los primeros tiempos, los esmeros que 
había puesto Zavala en la organización de nuestra: justicia. Cuando 
la máquina tuvo que moverse no funcionó bien. Los resortes, en 
ocasiones, no sabían de su cometido. Puede decirse también que, a 


- veces, el elemento en cuyo beneficio había de ejercitarse el insti- 


tuto, el poblador, no lo comprendió; y ajeno a disciplinas proce- 
sales y, sin mentores de preparación para darle consulta y consejo, 
se evadió de las normas fijadas y las trastornó a fondo. 

Aquellos Jueces de las horas incipientes de la ciudad, rectos 
de intención pero extraños a las nuevas «pragmáticas», ornados 
con prerrogativas y atribuciones que, si no eran excesivas para 
su virtud, rebasaban todo lo que en orden de sus aspiraciones 
humanas habían podido apetecer en medio de la rudeza de sus 
trabajos agrícolas o de haciendas, en sus islas de origen o en sus 
otras procedencias agrestes; amigos de las dos partes que venían 


al conflicto y del perseguido en caso de delito pues a unos con 


otros los ligaban los afectos creados en su tierra nativa, o a bordo 
del «Nuestra Señora de la Encina», el barco de Alzaibar en que 
habían venido, o el agradecimiento por el recibimiento que los 
vecinos ya poblados aquí dieron a los que arribaron, esos Jueces, 


digo, no interpretaron en algunas circunstancias el alcance de, 


las disposiciones de Zavala, o consintieron en que las partes no 


i 
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se pusieran bajo ellas, satisficiéndose con que «algun Juez» dictara 
justicia, o actuaron como pudiera hacerlo cualquier vecino que 
ante el derecho penal violado limita su procedimiento a intervenir 
. asegurando al delincuente y a esperar de un Juez la sanción 
para el ofensor. i | 

Registrando la primera década de la vida de Montevideo y 
con referencia a mi anotación de que los pobladores se salían de 
las normas fijadas, anoto dos o tres casos, uno de 1732, en que el 
demandante Andrés Aguilera quiere elegir el Juez; pide que la 
sentencia Ja pronuncie Bruno Mauricio de Zavala y no el 
Alcalde; (1 no se le hizo el gusto, falló el Alcalde; otro de 1739, 
actor Pedro Romero; éste comparece no ante su Juez natural, el 
Alcalde, sino ante Domingo Santos de Uriarte, Comandante de la 
Plaza, Oficial subalterno dependiente de la Capitanía General de 
Buenos Aires, pero Santos de Uriarte envió la gestión al Alcalde. Y 

Hay causas en que se invocó por el Alcalde, como justifica- 
tivo de alteración de las reglamentaciones dictadas, «el interés de 


la administración de justicia», que quería decir, en estos casos, . 


necesidad de que se dictara justicia, como si el propio Alcalde no 
fuera el autorizado para pronunciarla; consigno un caso de 1733. 
"Causa criminal instaurada por denuncia del Cirujano Esteban de 
Almansa, radicada en el Juzgado Ordinario de la ciudad. Motivo: 
heridas recibidas por una joven vecina. Heridor, Francisco de 
Acosta, que pronto fué un «huído» de su prisión en el Fuerte. 
Resolvió el Alcalde que «por convenir a la administración de 
» justicia mando su merced que se saque un testimonio de estos 
» autos en sumario y que se remitan con el patron Pedro Gonzalez 
» (patrón de lancha) al Exmo. Señor Gobernador Don Bruno de 
» Zavala y asimismo dos negros de dicho Francisco Acosta (heridor 
» y «<huído») para que S. E. en su superior juzgado determine lo 
> que hallare de justicia». 9 En este texto he respetado sus ideas, 
pero no su ortografía.  -. | lo 

- La segunda década de la vida de la ciudad se caracteriza por 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1732. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1739. 

(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1733. 
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a muchas menos desviaciones de las normas de jurisdicción y com- 
a petencia en cuanto su cumplimiento dependía del magistrado O 
"de la parte, pero se sindica por las interferencias que en os 
; sio orden de materias produjeron los intentos de intromisión efectiva, ` 
a “de los Tenientes de Gobernador, oficiales subalternos de la Capi- 


tanía de Buenos Aires, en asuntos de justicia y por algunas. 


** desavenencias graves que por tal motivo se suscitaron entre las 
-> autoridades judiciales y el mando militar de la Plaza. Las inci- 


dencias más «bravas» se produjeron, precisamente, con quien 
menos eran de esperar, con el Comandante Domingo Santos de 


' Uriarte. Emparentado con Bruno Mauricio de Zavala, Santos 


de Uriarte tuvo siempre predilección por Montevideo y a él debe 
la ciudad el establecimiento de la instrucción pública por la dona- 


ción que hizo, a ese efecto, a la Compañía de Jesús. (1) Hombre 


de carácter pronto y violento, celoso de su autoridad, estallaba 
cada vez que se discutían la preeminencia y la extensión de sus 
facultades. Durante su ejercicio de Comandancia, interpretando 
excesivamente sus atribuciones, quiso inmiscuirse, como' algunos 
otros jefes, sus antecesores, en la administración de justicia. A su 


` pretensión correspondió el Cabildo con inexorable firmeza. Diputó 


a su Alcalde de Segundo Voto, Juan de Achucarro, para que se 


trasladase a Buenos Aires y, con la personería del Cabildo, solici- 


tase del Capitán General remedio para varias cuestiones que inte- 
resaban a la ciudad y, entre ellas, la de la propensión de los 
Comandantes de la Plaza a invadir los fueros de los Jueces. 
Se concretaban, especialmente, las acti zades de Santos de Uriarte. 


Salcedo, entonces Gobernador y Capitán General de las Provin- 


cias del Río de la Plata, que estaba visiblemente dispuesto a 
apoyar a su subalterno Santos de Uriarte, hizo al respecto prome- 
sas, que no cumplió, de dar instrucciones adecuadas. 


Preso Salcedo y separado poco después del «mando, entró a 


substituirlo un gobernante más ponderado, Domingo Ortiz de 
Rozas, que volvió por la integridad de la organización de Zavala. 
Decía Ortiz de Rozas a nuestro Cabildo, en comunicación del 6 de 
Octubre de 1744, respecto a las disposiciones de Zavala relativas a 
las facultades de administración de justicia: «que no hallo motivo 
» para hacer novedad en ellas, ni alterarlas, y asi se deberan 


© (D Véase mi «Epoca Colonial. La Compañía de Jesús en Montevideo». . 
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» arreglar a ellas tanto por lo que toca en su contenido a los 
» Comandantes como por lo respectivo a esa ciudad de manera 
» que la jurisdiccion ordinaria en primera instancia sera privativa 
» de los Alcaldes con las apelaciones correspondientes á este 
» Gobierno sin mezclarse en ellas el Comandante». (1% De manera 
que quedaron entonces confirmadas en su plenitud las normas 
originarias que dictó Zavala. 

Pero las incidencias continuaron; unas trascendieron más allá 
del ambiente judicial; otras se ventilaron circunscribiéndose a él. 
Voy a reproducir de un expediente, en lo fundamental, las piezas 
respectivas para que se conozcan los términos con que, en uno 
de esos casos, el Alcalde se dirigía al Comandante de la Plaza, 
y los que usaba el Comandante para replicar al Alcalde. Repro- 
duzco literalmente sus expresiones, aunque no su ortografía. (2 

Decía el Alférez Real, Francisco Morales, en ejercicio de su 
vara de Alcalde, al Comandante Santos de Uriarte que: «el primero 
» del presente mes (1? de Noviembre de 1748) había entrado a la 
» ciudad José “Nieva, vecino de ella, mortalmente herido de un 
» balazo que le habían dado en el campo...; pasé luego a tomar 
» declaración al dicho herido de lo que resulta reo Francisco Luis, 
» soldado de Infantería de la partida del Comandante José Gomez, 
» con cuatro compañeros; pase luego a tomar declaración al Ciru- 
ə jano del navio de comercio «El Soberbio» quien curó a dicho 
» herido que resulta estar atravesado de dos balas mordidas a 
> propósito que le sacó haciendo la contra abertura quien declara 
» ser mortales las heridas; que no obstante haber hecho dicho Fran- 
» cisco Luis y sus compañeros el delito referido el dia veintiseis del 
» mes próximo pasado Octubre y haber tenido de ello pronta 
» noticia el dicho señor Comandante no ha procedido a aprehender 
» las personas de los complices que han estado en esta ciudad 
» debiendo haberlo hecho por derecho natural hasta averiguar 
» la verdad, antes les ha permitido andar a sus anchas por esta 
» ciudad y fuera de ella (cosa nunca vista) en agravio de la parte 
» paciente y con escandalo de toda la Republica por lo que y 


» siendo necesario substanciar la causa por mi comenzada sobre . 


(1) Actas capitulares. Sesiones 3 de Febrero, 5 de Marzo, 18 de 
Mayo, 27 de Mayo, 1° de Junio y 30 de Octubre de 1744. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1748. 
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: s dicho delito para concluida que sea remitir al señor a | 
dor y Capitan General de estas Provincias para que en vista 
Su Señoria sentencie lo que sea de justicia conviene al servicio 
yii ade Ambas: Magestades que sean presas las personas de dicho 
o Francisco Luis y sus compañeros y que por mi se le tome decla-, 


» racion sobre dicha causa en cuya consecuencia y para que tenga 
» el debido efecto, en nombre y de parte del Rey, Nuestro Señor, 
» (que Dios guarde) exorto y requiero a V. Mi señor Domingo 
> Santos de Uriarte, Comandante de la Plaza, y de le mia le ruego 
» mande luego poner en prision segura, y con division, para evadir 
» cualesquiera malicia, las personas de dicho Francisco Luis y los 
» que con el fueron complices en el delito de haber mortalmente 


» herido a dicho Jose Nieva y permitir que por ante mi y en mi 


>» Juzgado declaren por esta causa...» 


El Alcalde habló severamente; su deber se lo exigía ante la 
libertad de que disfrutaban estos delincuentes con agravio del 
paciente y agravio y escándalo de la República, maxime no 
pudiendo aquél en razón de esa libertad continuar los proce- 
dimientos que había iniciado. SO 

Pero el Comandante reaccionó bruscamente; usó de términos 
descorteses y de expresiones destempladas y quiso ver una con- 
tienda de competencia donde en realidad no la había. El proveído 
a esa nota no está escrito de puño y letra de un amanuense; está 
escrito personalmente por el Comandante Santos de Uriarte. 

' «No ha lugar — dice el decreto — a la pretension que el señor 
» Alcalde solicita en este exorto; y respecto de pedir que delegue 
> mi jurisdiccion en Vm.* (Vuesa Merced) para tomar declaracion 
» a los soldados digo que no ha llegado a mi noticia el derecho 
» que Vm. tiene para tomar la declaracion segun cita en este 
ə exorto; y respecto a citarlo deseare saber cite en que autor y 
» capitulo y folio para que de esa forma delegue dicha jurisdiccion 
» militar a la justicia ordinaria y me parece que mas es natural 
» que la jurisdiccion ordinaria pase sus diligencias practicadas a mi 
» que no yo delegue mi jurisdiccion militar a la justicia nia 
» que repugna para providenciar en lo que hallare de justicia como 
» lo ha estado ejecutando; y en cuanto al escandalo del pueblo 


» que Vm.! cita digo que solo a los pulperos y sus agregados seran | 
» los que se escandalizan pues los hombres racionales consideraran 
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» cuando no les he preso habré tenido justifi 
justificadas raz 
> hacerlo de que no tengo que dar parte a V, M.t». A 
> a Alcalde, en vista de la respuesta, replicó. Siempre. guar- 
an o o Quería, «en cumplimiento de su oficio», proseguir 
e Pi Ema en que se le diera por la fuerza el auxilio que 
la, auxilio de fuerza, que «no puede negars ingús 
| as i garse en ningún f ; 
E E pédirlo no implicaba solicitar «delegación de J Aer 
el reo no está seguro de grillos as, E 
i y cadenas, «realizó 
alevosía» pues «las heridas 1 j A 
osía» as ejecuto con balas mordidas y y 
i > | or 
detrás»; le correspondía «la pena de muerte»; no obstante a - 
y ? 


> recibir ni o-de los Sa nto 
e a ninguno de los Sacramentos. Vim.i señor Alcalde, se ser. 
virá de S E 
Md a Aia los presos cuando los tenga y no meterse a 
Se da 
tener en custodia mis Presos». Y después de sostener 
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expresa al Alcalde que el reo «esta libre de esa calumnia». (% 


Es evidente que en esta incidencia tenía el Comandante algu- 


nas razones válidas con que asistirse, desde que tratándose de 
“militares, como eran el autor de las heridas y sus cómplices, y 
' "habiéndolas ocasionado además en acto que debía considerarse de 
“servicio, el asunto entraba en la zona de los fueros, tan debatida 
+ ¡ entonces. El Comandante consideraba que el caso caía en el fuero 
militar y manifestaba que él ya estaba actuando; al Alcalde lo 

© irritaba la libertad en que se encontraban los autores y la apa- 
> rente inacción del Comandante y quería restablecer la justicia 
en la sociedad. En los expedientes de nuestros archivos yo no he 


visto la terminación de esta incidencia que el Comandante logró 
encaminar a resolución de su superior militar en Buenos Aires. 
La oposición de puntos de vista en cuanto a facultades judi- 
ciales entre los Jueces y la autoridad militar de los Comandantes 
y la militar y política de los Gobernadores continuó, en algunos 
períodos, durante los cincuenta años primeros de la vida de la 
ciudad, aunque con variada intensidad y alcances, dependiendo en 
mucho la tensión de las situaciones del: carácter personal del 
Gobernador y de sus vinculaciones con la gente de la ciudad. 
Vamos a entrar a los conflictos con los Gobernadores; pero 
de orden es que antes de proseguir el análisis de esas incidencias, 
estudiándolas con relación a los Gobernadores de la ciudad, 
exponga que el Gobernador de Montevideo fué también titular 
de justicia propia de la ciudad, de modo que los conflictos de la 
índole de que me ocupo fueron desde entonces entre Jueces. Voy 
a establecer las atribuciones que en la administración de justicia 


competía a la Gobernación. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno; expedientes de 1748. 


. de Montevideo en las Pr 


CAPITULO IV 


“JUZGADO DE ARRIBADAS» O 
= DEL GOBERNADOR» 


«JUZGADO 


Creación de este nuevo Juzgado; erección 
de la Gobernación de Montevideo; su primer 
titular; su sede, Facultades del Juzgado de 
Arribadas: sus atribuciones en lo concer- 
niente a la navegación Mercante; concurren- 
cia de un <Conjue ; dependencia de este 
Juzgado; funciones propiamente administra- 
tivas. Cometidos esencialmente judiciales que 
incumbían al Gobernador como «Juez de 
Arribadas», y en que actuaba sin asistencia 
de «<Conjuez». Procedimiento a que debía 
ajustarse este Juez 
productan conflictos 


en escala en nuestro puerto, en las materias 


Montevideo. -En el Real De 
en que se comunicaba al 


de un Gobernador Políti 
conferían a. ese cargo, 


del 13 de Marzo de'1751, se decía: 
» de embarcaciones con Registro 
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a | inform ici estas dependen- 
| : i orme, onoticia de 

(de. Aires) sele pida cia o 

> (de autos osinellos ha deser desu obligación el darsele s gun, 
as ele pidiere, y ovedecer las ordenes que le comuni ar 
3 y cOmO- sele piaus | 


- »enestos negocios.» 


Se estableció pues, en la ciudad, el «Juzgado de Arribadas», 


. ; dor 

i titular el primer Goberna 

> ` iniciá e en sus funciones como titu i no- 

jaa a ne eo José Joaquín de Viana. A ese Juzgado se le deno- 
i de ba corrientemente, el «Juzgado del Gobernador», el « 

'  minaba, 


ió , 
ní la casa de la Gobe n 
“nal del Gobernador ». Tenía su sede en rnacio 


ue es la Plaza Zavala. o 
j nie la denominación del cargo y lo que al respecto dice 
unicación al Cabildo parecen hacer circunscribir las facul- 
inden de este Juez a cuestionės exclusivamente relacionadas con 
5 navegación, no fué así. A dicho Juez se le cometieron en primera 
a , indi j Í materia 
i ibuci das, que incluían en 
j cia las atribuciones indicadas, i e 
Davegación al Río de la Plata una parte de las propias del Presi 
ión de Sevilla, Juez de - 
e la Casa de Contratación s 
anfrodo en todas las líneas a Indias, «Protojuez de Poli ; 
pero por otras vías le pertenecieron, en virtud de ese nombramien ‘or 
i ados de las disposici 
importantes cometidos de Juez, eman 
vigentes o de los usos y costumbres procesales del Río de la Plata 


as comi de Indias. ` 
7 on 5 uez de Arribadas debía conocer en todos los asuntos 
de entrada y salida de buques, permisos de carea y descarga y en 
todas sus «incidencias y dependencias», per act ar con ur 
« juez», que, en esa época, sería el Teniente de Oficia es , 
idat -n nuestra ciudad. Además, en su intervención en = 
clase de cuestiones, dependía del Gobernador y Capi án General 
con sede en Buenos Aires. Como se ha visto, sus ones en do 
enunciado eran más bien administrativas y policiales, en e ensa 
del Fisco y de vigilancia general, que judiciales, sier o e| P jo 
porcentaje los expedientes que de administrativos deri ar 


iento fué del Gi rr. Ni siquiera . 
contenciosos, cuyo conocimiento fué del Gobernador. Ni siqui 


cumplía el Juez de Arribadas, personalmente, esas funcionės se 
índole administrativa; delegaba su representación en uno i os 
oficiales de los cuerpos de la guarnición que se trasladaba Š or 

a dar la entrada al barco, a anotar, por declaración del ! api án, 
las ocurrencias del viaje, especialmente en lo que podía interesar 


e 
Y 
S 

el 
a 
A 
ue 
4 


— 46 — 


a materia de seguridad y de orden internacional, a verificar la 
minuciosa revisación de documentos de los pasajeros, quedando 
reservado primeramente a los Oficiales Reales y más tarde a otros 
- funcionarios de la Real Hacienda todo aquello que podía incumbir 
a los aspectos tributarios. También uno de los aludidos oficiales 
concurría a bordo a dar la salida, después de haberse hecho ins- 
pección desde días antes, por gente habilitada para ello, del estado 
del buque en lo que tocaba a sus condiciones de navegabilidad. 


Fuera de esta clase de facultades, tenía también el Gober- 
nador, como Juez de Arribadas, otras de estricta índole judicial; 
era Juez privativo, sin asistencia de Conjuez, en todos los asuntos 
que se originaban entre el Capitán y la tripulación de rol de los 
barcos de tiltramar que llegaban a este puerto, o entre el Capitán 
y los hombres de mar cuyo ajuste se hacía para continuar la 
navegación al Pacífico o para hacer el retorno a España; en todas 
las cuestiones entre el propietario del buque, el armador o el 
Capitán y el comercio de plaza, por motivos relacionados con la 
proveeduría. del buque, su mantenimiento y enseres, O por razones 
del cargamento y su entrega, o por recepción de la carga a bordo 
cuando se preparaba la partida. Intervenía también en lo criminal 
en los delitos que se cometían a bordo de esos buques, fondeados 
en nuestro puerto, o en tierra, por elementos de su tripulación. 
Todo ello comprendía un conjunto de cuestiones de cuya venti- 
lación quedaban apartados los Jueces del Cabildo. 

Cuando un buque se encontraba en escala en el puerto y 
surgía alguno de los conflictos anotados, debía atender el Juez de 
Arribadas a no perjudicar en lo posible los intereses del barco 
con la demora que se imponía a éste por el procedimiento judicial 
instaurado. En.esos. casos, llenado aquí el procedimiento hasta que 
llegara la oportunidad de partida para el buque, o cumplidas, en 
aquellas incidencias : que se producían cuando el buque estaba 
próximo a salir, las- diligencias indispensables, el Juez de Arri- 
badas entregaba las actuaciones originales al Capitán del buque, 
quedando un testimonio de ellas en el Juzgado; el Capitán debía 
poner esas actuaciones en manos del Juez de Arribadas del puerto 
donde cumpliese su registro, salvo que ese puerto fuera Cádiz u 
otro puerto cercano a éste, pues entonces la entrega debía de 
hacerla el Capitán ante el Presidente, o en su defecto, ante los. 


. a Oidores de la 
i asuntos en que a 
` reducido a prisión, 
E para que :lo condujera 


| -perturbadoras de sus p 


` muert 


hallaba a “bordo. «Yo lo entregaré en 


k cicio.. .como- “inherentes, por reglas g 


Esas facultades de justicia fueron por estos concep 


E “de Primer Turno. Expedientes de 1757. 
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en. Cuando se trataba de 
de la Contratación. 

o de los hombres de a bordo tuviera que ser 
e le era entregado en esa calidad al Capitán 

1 

a su puerto termina 
sus armadores y capitanes, 
os propietarios de buques, 
hata a aa intervenciones del Juez de Arribadas, tan 
S ooi lanes de salida de sus barcos y del ER 
episodio 
Montevideo, acerca de. esto, un 

A 757 se encontraba en. nuestro 
Era su dueño el Marqués 


de a bordo. Se 
que deseo recordar. En Mayo de 1 


puerto el buque «Gran Poder de Dios». 


de Casa Madrid. Este linajudo personaje se hallaba también en | 
- de 

` Montevideo desde Enero de ese año, 
- la ciudad, a la € 


con residencia ocasional en - 

ual había venido por sus negocios e 

| arinero de su buque hirió a bordo a otro, produciéndole : 

a e œ Instruídas las diligencias, se le e A A 
adrid la entrega del preso, 

a E E la Casa de Contratacion», 

la respuesta 

eral se lo entregaría». Esa fué 

Aa ts los términos del conflicto, se llevó a 


ués. Suavizados 
e i oraa correspondiente y þajo promesa del Marqués 


de Casa Madrid de entregar el preso en Cádiz, a ce a 
a de la Casa de Contratación, se franqueó la s 


del buque. 4 


mente, 


Si como «Juez de Arribadas» le correspondieron al Gober 
-nador de Montevideo las facultades de justicia que he enun ; 


de su ejer- 
dicado — que fueron también 
a n o enerales O especiales, y POr 


jstumbre, a la función de Gobernador Político y Militar. 


do z E tos en mucho 


jeron 
“mayor número y de mayor importancia que lás que le. eop 


como «Juez de Arribadas». E PEE 
Fué Juez de primera instancia en todos’ 


- pondientes al fuero de guerra, salvo los exceptuados, habiendo 


cierta clasi- 
también sido de su resorte fallar personalmente en 


; i Civil 
Primera Instancia en lo 
(1) Archivo del Juzgado Letrado de Prin José Sambrano a Rosendo 


de Montes». 
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ficación de delitos de ese fuero no considerados de gravedad; y 
conoció en los demás delitos graves, con el Consejo de Guerra 
y como presidente de él. En toda la actuación como Juez militar 
era subordinado del Gobernador y Capitán General de las Pro- 
vincias del Río de la Plata, siendo de su obligación obtener la 
aprobación de éste para el cumplimiento de determinadas senten- 
cias y acatarlo en toda indicación que sobre justicia le formulase. 
Aunque, en general, el Gobernador y Capitán General no 
torcía las decisiones de Montevideo, hubo algunos casos en que 
lo hizo, por información extrajudicial de lo que se había decidido 
o porque el Juez Gobernador elevó en consulta el caso. Véase uno. 
Año 1758. Es un sumario militar. El soldado Domingo Pasero, 
preso, huyó de la crujía de la Ciudadela. ( Se instruyó proceso a 
«la» centinela de la Ciudadela, «la centinela» decían entonces, no 
como ahora «el». centinela; a «la» centinela Bernardo Ygares. El 
Comandante de la Tropa, Francisco Gorriti, pugnaba por el castigo 
de Ygares; Viana estaba blando; se fué en consulta extemporánea- 
mente al superior. Y se corta la causa con esta diligencia del 
Gobernador: «Montevideo, 29 de Diciembre de 1758. Yo Jose Joa- 
» quin de Viana (sus títulos) digo que por cuanto he recibido el 
` » dia de hoy. una carta del Exmo. Señor Dn Pedro de Ceballos, 
» Gobernador y Capitán General de estas Provincias del Rio de 
» la Plata escrita en el pueblo de San Borja el 15 de Octubre de 
» este año en la que me expone el siguiente capítulo = He recibido 
- » la carta de V. S. de fecha 27 de Septiembre con el testimonio 
» de las diligencias practicadas para averiguar de que forma hizo 
> fuga de la prision el soldado Domingo Pasero; y resultando de 
» ellas que no tuvo culpa la centinela que estaba en aquel caso 
» como V. S. tambien me dice, se le pondra en libertad a que haga 
» el servicio como antes; y hallándose. dicha centinela en la 
» prision en que se halla por el Comandante de Tropa Don Fran- 
» cisco Gorriti debo mandar y mando que se le pase orden para 


(1) Se denominaba crujía de la Ciudadela a un salón largo y 
angosto destinado a dormitorio de presos. Entrando a la Ciudadela por 
la puerta principal que daba al Este, la crujía estaba en el ala derecha; 


al extremo, sobre el lado Oeste, separada por una mampara de quincha . 


que permitía al través de ella la visibilidad hacia la crujía, se encontraba la 


cuadra de la tropa y el cuerpo de guardia. Era de obligación mantener 
durante la noche, en la crujía, una vela o candil encendido. 


l i 
` ə referido soldado. Viana.» (1) 


» hiciese el servicio en la Isla del Pu 
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cumpliendo lo que S. E. manda se ponga en libertad al 
» que 


J 


. . s.f de la 
Otro caso; éste no es de consulta, es de modificación 
? $ 


. sentencia. 


El soldado de Infantería Antonio Defendini fué condenado a 


eis años de destierro en el presidio de Valdivia. Hay en el 
S 


j iana. «Sin embargo de la sentencia que 
ap o cents el soldado Antonio Defendini y 
ea orden verbal que me dió el 26 de Octubre del pasado 
p e 1763 el Exmo Señor Dn Pedro de Ceballos Capitan 
a “esta Provincia fué destinado y conmutado a que 
as erto de Maldonado y habien- 


dolo en su cumplimiento despachado a aquel a la 
devolvio el Coronel Lucas Ynfante, Comandante de Ma A 4 
, sin permitir que pasase a aquel destino por cuyo motivo subsis 


n la Ciudadela de esta plaza. Viana.» (2 


dicho Defendini preso e i E i 
l Otro cometido judicial de importancia tuvo también el Gober 


i eria 
nador; fué Juez de alzada, desde determinada fecha, a a 
mercantil; igualmente actuó como Juez e justicias deleg ; 
todo ello se conocerá en los respectivos capítulos. 


el Gobernador era “Juez de Extranjeros Transeun- 


. . (e) . 
pe merciales que se suscitasen 


tes» en todos los pleitos civiles O CO à m 
entre ellos, como actores y Como reos, y en los q e pnas del 
mismos caracteres se promoviesen contra ellos por pe a 


i ircunstancia 
país. Tenía su fundamento esta prerrogativa en la cire 


en aquellos años por el fuero militar, a a 
de paces» se estableciera para él otro regimen. a 
amparaba solamente al extranjero en las San RT 
enunciadas. Tratándose de delitos as A et 
daba bajo «las justicias del tu 
a ADE encon estas Cosas, arraigadamente, ce o 
justicias de estas Provincias, durante el período de f 


l | j i Civil 
a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Ci 


j Turno. Expedientes de 1758. ` ; E 
i Ai del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Ci 


de Primer Turno. Expedientes de 1763. 
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Los casos que se ventilaron en la ciudad fueron ajustados a esos 
preceptos hasta que en 1803 una Real Resolución datada en 9 de 
Febrero, en Aranjuez, y dictada con motivo de un conflicto de 
jurisdicción ocurrido entre el Gobernador de Montevideo y el 
Delegado del Consulado y resuelto a favor del primero, el fallo 
fué expuesto al Rey el cual se pronunció en esa Real Resolución 
diciendo que la solución era Opuesta a lo decidido por Real Cédula 
de 7 de Febrero de 1801, que declaraba que el fuero militar conce- 


dido a los extranjeros tr 
anseuntes no tení e 
de Indias. (1 a lugar en sus dominios 


CAPITULO V 


"LOS GOBERNADORES JUECES FRENTE A 
LOS JUECES DEL CABILDO 


Apreciación sobre la actitud de los Gobernadores 
Jueces frente a los Jueces del Cabildo; José Joaquín 
de Viana en su primera Gobernación; apoyo que prestó 
a los Jueces del Cabildo. Agustín. de la Roza Queipo 
de Llano y su sustituto interino Claudio Macé; con- 
flictos entre éste y los Jueces del Cabildo; modifica- 
ciones que introdujo Pedro de Cevallos en las reglas 
de jurisdicción que dictó Zavala; firme actitud del 
Cabildo; tendencia de De la Roza a absorber las 
facultades propias de los Jueces del Cabildo; presión 
de este Gobernador en la elección capitular del 12 de 
Enero de 1771; prisión de los Alcaldes y Alguacil Mayor 
electos; orden de arrésto respecto de todos los Cabil- 
dantes; De la: Roza se constituye en depositario de 
toda la justicia; el «Juicio de Residencia» respecto de 

} De la Roza; separación de éste de su cargo. Segunda 
Gobernación, con calidad de interina, de Viana. Joa- 
quín del Pino; carácter recio y erizado de este Gober- 
nador; su conducta, por lo general, mesurada; excep- 
ción; violenta posición de Del Pino frente a los Jueces 

, capitulares Juan Antonio de Haedo y Domingo Bauzá; 
s altivez y fortaleza de éstos; castigos que les impuso 
Del Pino; quejas elevadas por los castigados al Rey; 
vindicación de la conducta de esos Jueces por el Rey; 
Resolución Real. Antonio Olaguer Feliú; José de Busta- 
mante y Guerra; Pascual de Ruiz Huidobro; Francisco 
Xavier de Elío, Gobernadores interinos. Gaspar de 
Vigodet; resolución pronunciada en los últimos días 
del período colonial. Algunas consideraciones sobre las 
condiciones de nuestros Jueces del Cabildo, que se 
relacionan con la materia de este capítulo. 


| Retomo el hilo de mi narración, interrumpida al final del 
- Capítulo III. Bien. Los conflictos entre los Jueces y los Goberna- 
.. dores fueron, en adelante, conflictos entre Juecés. 

Respecto del primer Gobernador de Montevideo, José Joaquín 
de Viana, que se posesionó de su puesto en 1751, dice Francisco 
-—Bauzá que aquél tuvo «la obseción de su superioridad» y «juntó 
«* en muchos casos la displicencia con la grosería», incluyén- 


o 


(1) Archivo de la Escribanía de Gobierno. 1803. Nọ 57. 


ns 


dolo el distinguidísimo historiógrafo entre los «gobernadores 
mandones». (1) 

En lo que se refiere a las funciones de Viana como Juez y 
frente a los Jueces del Cabildo, no comparto esta opinión de 
Bauzá. En esa materia, fué de actitudes suaves y correctas, no 
provocó conflictos ni incidencias; antes bien buscó la ayuda y 
cooperación de esos Jueces y salió en defensa de los fueros y 
prerrogativas de ellos, cuando, conjuntamente con los suyos, fue- 
ron desconocidos o indebidamente considerados por un Juez 
Gobernador de Buenos Aires. 

A poco de llegar a la ciudad, Viana inició su noviazgo con 
María Francisca de Alzaibar, hija de Juan de Alzaibar, sobrina, 
en consecuencia, de Francisco de Alzaibar. Contrajo matrimonio 
con ella el 4 de Noviembre de 1755.(2 Desde muy pronto, por 
lo tanto, después de llegado, se vinculó Viana a la sociedad de 
la ciudad y se emparentó con una de las familias de más arraigo 
y ascendiente y con todas ellas mantuvo alta cordialidad y cum- 
plidas deferencias. Y dentro de esta' línea’ de comportación llevó 
a sus atribuciones funcionales de J uez estrictos procedimientos 
de respeto y reciprocidad. 

En los juicios que por desviaciones del demandante se lleva- 
ban indebidamente a su Juzgado, fué solícito en proveer que 
recurriese la parte a los Alcaldes; aún en asuntos que eran de 
su resorte, fueron numerosos los expedientes en que invocando 
«estar ocupado'en asuntos graves del Real servicio», los envió a 
los Alcaldes para que éstos los diligenciasen hasta ponerlos en 
estado de decisión, reservándose para él las sentencias porque la 
ley así se lo imponía. Hubo juicio bien propio de sus facultades, 
en que siendo parte Francisco de Alzaibar, Viana, después de 
invocar las razones de su atención a los asuntos del servicio del 

Rey, establece que, siendo notorio que ha contraído matrimonio 
con María Francisca de Alaibar, debe por esa razón inhibirse 
de conocer en la petición y lo pasó a los Alcaldes, (3) 


(1) Francisco. Bauzá. Historia de la Dominación Española en el 
Uruguay. Apéndice crítico, r 

(2) Archivo de la Metropolitana. Libro 19 de, Matrimonios y mi 
«Epoca Colonial. La Compañía de Jesús en Montevideo». 


- (8) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1758. 


¡de Viana con los Jueces d 


“dole el proceder de E 
p es de Montevideo. ; 
. e an fué la Real Cédula de Su Majestad, de fecha 2 de 


** Diciembre de 1761, que dice: 


-» participastéis 
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no j i sa conducta 

D ntrado incidencia alguna en que e 

O el Cabildo haya sufrido eclipse. , 

| irse ai irigi 1 Rey exponién- 
“veo erguirse airado y dirigirse a l 

ns Juez, con sede en Buenos Aires, para con 

Consecuencia de ese reclamo del Gober- 


«El Rey. Don Joseph Joachin de Viana, Goberdor de la Plaza 


2 “yde Monte%e en carta del 3 de Junio del año proximo pasado 


que el Goberdor Interino de Buenos Aires no m 
» del estilo de exhortos con los Alcaldes ordinarios de esa Ciu 


l . s . 


» Juezes q* exercen igual J urisdcion sino que expide D paa 
» dandoos como si estubieses subordinados a el suplicandom: e 
» sea servido declarar si en semejantes Pleitos es e sl e 
» Jurisdsion á la Vuestra y a la de los referidos Alc r P e 
» y habiendo visto en mi Consejo de Yndias con lo que « ado 
» Fiscal y consultandome sobre ello: he resuelto que UERS = 
» assi, el Gobernador propietario de Buenos Ayres como € inter g 
» lo mando (lo mandado) por R! Cedula de la creacion E E 
» Gobierno observen con Vos lo mismo que Con. los demá 


E blas 
» Goberdores de esta Provincia en cuanto a las causas contenciosa 


» entre partes que pendan o hayan fenecido en Voes TURE 
» o en el dessos Alctes Ordinarios a cuio fin he librado el corres 

» pondiente Despacho con la fecha de este y os lo participo E 
» que lo tengais entendido. Dada en Buen Retiro a dos de Diciembre 


1 i A Rey». (1) 
» de mil setecientos senta y uno. Yo el i 
Esta apacibilidad en las relaciones entre Jueces iba a termi 


nar muy pronto. 


En la sesión del Cabildo, de 8 de Abril de 1764, a la a 
concurrieron el Gobernador Viana, ya entonces Brigadier de da 
Reales Ejércitos, y el Coronel de los Reales Ejércitos, a a 
Regimiento de Infantería de Galicia, Don Agustín de A oz 
Queipo de Llano Cienfuegos, designado sucesor de e a 
ocupar la Gobernación política y militar de la ciudad, se leyó e 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en PEAR 
de Primer Turno. Testimonio de los autos obrados contra Juan O 
Cuelo y Libro de Acuerdos de la Ciudad. 21 de Octubre de 1762. 
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título del nombramiento de éste, cuyo texto se incorporó al acta 
de la sesión. Se le confería el cargo «en los mismos términos en 
- que lo había ejercido» su antecesor. 
Habiéndosele. dado al Gobernador, durante el año 1765, una 
licencia por el Gobernador y Capitán General de las Provincias 


del Río de la Plata, entonces Don Pedro de Cevallos, lo sustituyó - 


interinamente en su cargo el Coronel Claudio Macé, del Regimiento 
de Mallorca, de guarnición a la sazón en nuestra ciudad. Si intem- 
perante era, a veces, el carácter de De la Roza, agresivo y virulento, 
no le iba muy en zaga el de su sustituto. Con su entrada a funcio- 
nes se inician los conflictos con el Cabildo, ya vislumbrados en 
los primeros meses de la actuación del titular. En la sesión del 
10 de Julio de 1765, el Alcalde de Segundo Voto hizo presente 
que en tres decretos expedidos en diferentes días por el Coronel 
Macé «manifiesta en ellos tener o pretender superioridad de Gober- 
nador Político sobre los J uzgados Ordinarios de la Ciudad». 
Incumbiéndole al Cabildo la defensa de la jurisdicción ordinaria, 
se le pasó al «Comandante de las armas de la Ciudad» carta 
atenta y urbana advirtiéndole que si no cesaba «en sus compe- 
tencias» se le harían «las protestas, exhortos y requerimientos 
que convengan en el asunto». 
` No cejó el Comandante. Y como se le puso seria su disidencia 
con el Cabildo, consultó directamente las dudas con el Goberna- 
dor Cevallos quién se las definió, de lo cual informó Macé al 
Cabildo. Entre los puntos sometidos a consulta, se incluía el 
siguiente, que atañe directamente a la materia de este estudio: 
<A quien corresponde arrestar los Paisanos q! cometen algun 
» desorden, sin ponerles la pena». Y contestó Cevallos: «Toca al 
» Comandante o cualquiera de los Alcaldes y assi el primero que 
» aprehendiere al Reo o delinquente, conosera de la Causa». (1) 
Esto era alterar a fondo el régimen de jurisdicciones establecido 
por Zavala. El Cabildo le contestó en términos firmes,  refirién- 
dose a todos los puntos que se le proponían como resueltos “por 
Cevallos. «En consideración de todo lo cual, careciendo V. S. de 
» titulo legitimo en forma, sin hacer el juramento acostumbrado 
» ni dar fianzas de juzgado y sentenciado ¿cómo podrá el Cabildo 


(1) Actas Capitulares. Sesión del 12 de Setiembre de 1765 y Archivo 
de la Nación, caja 13, Carpeta 4. 
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desde luego le protesta a V. S. este 


“usando de alguna violencia, D Por enoe, 


su derecho como le convenga». 
| j | , y vuelto éste a su 
in: licencia de De La Roza y E 
Aa a sieu su intención de absorber las facul 
pert a. Sus providencias la denuncian. 
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las funciones de su empleo y cargo, 
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violencia, no obstante la osició i 

a ne E Hizo prender z i r pe cid pe 
pd os a o apa ai oo 
Ha PaE E iaa para todos los demás miembros 
a e. aprehendidos los Jueces y los demás 
tarse totalmente de ella. el ata a 


A i a ya se habían colmado. Llamado el Brigadier 
: a, a la sazón era Brigadier, a Buen i 

; ; nos Aires, ién- 

dosele instruído aqui «el Juicio de Residencia», es decir Pti 


P diciendo que «en consecuencia de órdenes de S. M ue 
n comunicado á este Gobierno (el de Buenos Aires) a 


' (1) E A 
da alado g Caja 19, Carpeta 7, documento 1 
i uza. Historia de la Dominaci ñol 
Uruguay. Tomo II, pág. 207. Edición A. Barreiro ee PERO = id 
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castigado, como merecía serlo; lo cierto es que trámites posterio- 


“' res originados por actitudes inflexibles pero bien justificadas de 


'huestro Cabildo modificaron esa situación del ex-Gobernador, pues 
éste, cerca de dos años después de su nota a aquella Corporación, 
fué embarcado bajo conocimiento a España, es decir, como preso, 
junto con su hijo Subteniente de Infantería Felix De la Roza, en 
el paquebot correo El Principe, «acompañándose los autos origi- 


=. "¡nales acerca de la conducta del primero y de su separación de 
>" '»s aquel mando». Así lo anunciaba Vertiz, (1) 


Llamado De La Roza a Buenos Aires, entró por segunda vez 
a la Gobernación de Montevideo, ya Mariscal de Campo, José 
J oaquín de Viana. En esta ocasión, con calidad de interino. 
El segundo período de su actuación en dicho puesto se caracterizó, 
como el anterior, frente a los Jueces del Cabildo, por un constante 
respeto de las atribuciones y prerrogativas que a ellos corres- 
pondían y, además, en este ejercicio, por una franca solicitud de 
evitarles el pronunciamiento en asuntos graves, que entrañaban. 


-la imposición de pena de muerte. Como se vé, fué este Gobernador 
- condescendiente en extremo, ya que para librar a los Alcaldes de 


-trances tan amargos, aceptaba dictar sentencias en asuntos que, en 
primera instancia, eran extraños a su jurisdicción. 2 
A 


4 

A Viana, en su segundo período de Gobernación, sucedió el 
Teniente Coronel del Cuerpo de Ingenieros, Joaquín del Pino. 
Reputado como muy experto en construcción de fortificaciones. 
El estudio de su actuación, trae ál ánimo la convicción de que 


` era hombre de carácter recio y erizado, como las obras militares 


e 


t 


: >. a 


2 -que proyectaba y hacía construir. Su mando en Montevideo tuvo 


A 5 
Dn 


una duración de aproximadamente diez y siete años. 
' - En-estos tres largos lustros, Del Pino, como Juez frente a 
los Jueces del Cabildo, fué, ordinariamente, mesurado, propenso 
a: pasarles asuntos de jurisdicción propia, severo contra sus subor- 
- dinados que no prestaban a aquellos Jueces el auxilio debido y 
T contra los que lesionaban las atribuciones y la autoridad de ellos. 


(1) Copias de documentos concernientes a la Historia del Río de 


„la Plata, extraídas por mí del Archivo de Indias, Sevilla. 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


. de Primer Turno. Expedientes de 1771. 
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Le apuntaban, algunas veces, sus rasgos de jefe militar, acostum- 
brado a ser obedecido y con tendencia a ver en los otros ciertos 
- sometimientos de jerarquía; pero todo ello no salió de amagos, 
manteniéndose siempre dentro de línea aceptable. Salvo una vez. 
Una vez que vale por muchas. En que abrió el cauce de sus viru- 
o lencias y violencias. Fué implacable con los Jueces Capitulares 
Juan Antonio de Haedo y Domingo Bauzá. A raíz del nom- 
bramiento de éstos, año 1782, pretendió innovar en las prácticas 
judiciales y les hizo saber que debían de darle, antes de ejecutar 
sentencias en determinadas causas, conocimiento con autos de los 
asuntos para que él, el Gobernador, pudiese determinar lo que 
debía de hacerse. Constituía esto una subversión contra la ley 
y contra el procedimiento de uso y estilo constantes. Los Alcaldes 
se plantaron con altivez ante el Gobernador, cara a cara, de 
igual a igual, como inspirados por la reminicencia clásica «cada 
uno de nosotros vale tanto como Vos, y los dos más que Vos». 
El recuerdo- de los decisivos textos legales que aducían los 
Alcaldes, con los cuales replicaban a las exigencias del Gobernador, ` 
la mención de la existencia de la Audiencia del distrito cuyas 
atribuciones parecía el Gobernador olvidar pretendiendo suplan- 
tarlas con las que él se creaba a su favor, hacían más recias las 
reacciones de Del Pino quien encontró apoyo en el Virrey Vertiz, 
que por entonces estuvo en Montevideo, actuando los dos a una 
con trato ya descortés y desconsiderado, ya agresivo, contra ambos 
Alcaldes, y pronunciando además, el Virrey, ilegítimas penas 
contra éstos pues los hizo confinar a Haedo en la Isla de Gorriti, 
írente a Maldonado, y a Bauzá en la Isla de Ratas, en la Bahía 
de Montevideo. Pero nada conseguía con ello; a estos desbordes 
oponían los Capitulares perseguidos las indomables bizarrías de 
Alcaldes que saben su significación y su derecho. 

Oyó el Rey las quejas de éstos y se complació en la energía 
con que defendieron la jurisdicción real que les estaba atribuída; 
a la exposición redactada por Domingo Bauzá, por sí y por su 
compañero Haedo, ya ánciano y enfermo mentalmente como resul- 
tado de las incidencias, proveyó el Rey, en 4 de Diciembre de 1784, 
habiendo oído previamente a su «Consejo de Indias en Pleno» 
que «los oficios del Gobernador de Montevideo, de once y veinti- 

» cuatro de Febrero, en el modo y forma en que están concevidos 
> son contrarios a la disposición de las leyes, ...y por haver con- 


a derecho para daños y per] 
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no obstante su genio, recio y erizado. 


Ningún conflicto con la justicia ordinaria provocó Anton . 
Olaguer Feliú, — Feliú decía su media firma en las trama acinos 
judiciales — durante el período en que fué titular de 
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'a los del Cabildo la intervención en muchos 
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períodos cortos o extensos la Gobernación interina; , 
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(1) Archivo General de la N 
varias sesiones de la época; Archivo 
Hacienda, y Francisco Bauzá, Historia de 
Documentos de prueba. 
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después Comandante, Francisco Gorriti, el Brigadier Tomás Hilson, 
el Brigadier Joaquín de Soria. 


Pero, en cambio, merece anotación el proceder del Mariscal. 
Gaspar de Vigodet cuando, ya retirado de Montevideo Elío, tenía 


el comando de Capitán General de las Provincias del Río de la 
Plata. Corrían los últimos tiempos de la dominación española; 
los sucesos se desarrollaban en forma completamente adversa a 
lo que el Jefe anhelaba para su madre España. El dominio español 
se le escurría de entre las manos. Sus vacilaciones, sus nerviosida- 
des eran muchas y explicables. Si había que pasar por sobre la 
línea de demarcación de los cometidos judiciales, Vigodet estaba 
dispuesto a hacerlo. Y lo hizo una vez. 

El material humano para acrecentar el ejército era, en aquellas 
circunstancias, recurso apetecible. Por ello, y tal vez como medida 
política para consecución de adeptos, se despertó en Vigodet una 
propaganda de conmiseración hacia los presos recluídos en las 
cárceles y «demas sitios de su custodia»: él, Vigodet, deseaba la 
liberación del mayor número de procesados y celaba la dedica- 
ción: de los Jueces del Cabildo para que definieran en término 
breve todas las causas criminales pendientes que correspondían 
en conocimiento y resolución a los Alcaldes. «Las frecuentes recla- 
» maciones q.* llegan a este Sup.” Gov."%» dijo Vigodet al Alcalde 
de Segundo Voto el 27 de Julio de 1812, «sobre la lentitud en la 
» substanciación y determinación de las causas criminales, y mis 
» ardientes deseos de precaver los males q.* afligen a los reos en 
» la Carcel, y demas sitios de su custodia, han dado justo motivo 
» p.* prevenir a V. S. remita á mis manos con la mayor puntua- 
» lidad una razon certificada p. Escribano de todas las causas 
» criminales pendientes en él Juzgado de V. S., expresiva del 
> dia q.* tuvieron principio, motivo de su prision, y de su actual 
» estado p.*? en su vista. poder determinar lo mas justo y conve- 
» niente al mejor servicio del Rey, y cumplim.t? de las Leyes. 

» Dios g.“* á VS ms:a.* Montevideo y Julio 27 de 1812.» (1) 


La exposición de mi asunto permite analizar algunos aspectos 
importantes de las condiciones de los Jueces del Cabildo. Analfa- 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1812, 
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i Rey la 'icitud de su procedimiento hasta alcanzar 
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i acia del Capitán; ¿no po ) e se 
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Explicaba Don Pedro Crespo al Rey que: 


be 5, en su buena parte, 


algunos acadé 


» Toda la justicia vuestra , 

» Es sólo un cuerpo no mas; 

ə Si este tiene muchas manos 

» Decid ¿qué más se me da 

» Matar con aquesta un hombre 

» Que estotra había de matar? 

» Y ¿qué importa errar lo menos 
» Quien ha acertado lo más? 


=b 
y asiente Felipe II: 


co... 
9900000 ..onmoooonoon.nooooo 


: » Bien dada la muerte está 
? = » Que errar lo menos no importa 
» Si „acertó lo principal.» 


CAPITULO VI 


Y luego, premió el Rey al Alcalde: 
E j REMEDIOS CONTRA LA INSUFICIENCIA 


DE LOS JUECES LEGOS 


» Vos por Alcalde perpetuo 
» De aquesta Villa quedad». 


¿Cómo era posible que fuesen administradores de 
justicia los primitivos vecinos de la ciudad? ¿Cómo 
podían subsanarse los inconvenientes que ` había en 
ello? La delegación de justicia; auto de' delegación; 
delegación de substanciación - (delegación limitada) 
y delegación dé sentencia. Las asesorías; asesores 
necesarios y voluntarios; carencia en Montevideo, en 
los primitivos tiempos de la ciudad, de hombres pre- Ea 
parados para asesoría; asesoría en Buenos Aires; falta 
de fondos para abonar asesorías que nuestros Jueces 
solicitasen de Buenos Aires; decisión tomada en un 
caso por el Alcalde; alcance del dictamen de asesoría; 
recusación de Jueces y de asesores; modalidad de la 
recusación; nombramiento secreto de asesores. Asesor 
permanente en el Juzgado del Gobernador; asesores 
en Buenos Aires que actuaron en las causas de Mon- 
tevideo. Asesores en nuestra ciudad. Epoca en que 
aparecen; «asesores ordinarios»; obligación de nuestros : 
Jueces de oir dictamen de letrado. Fijación de hono- 
rarios del asesor; distintos sistemas que hubo para 
ello. «Jueces de Comisión; sus nombramientos por las 
Audiencias; exacción que éstos suponían para el vecin- 
dario de Montevideo; Reales Cédulas diJtadas para 
cortar los abusos en esa materia comtra los vecinos 
de nuestra ciudad. 


Y bien pudo el Alcalde cérrar su conversación con el Rey: 


» Solo Vos a la Justicia 
» Tanto supierais honrar». (1) 


El lector podrá preguntarse, como yo mismo me interrogué, 
después de conocer las calidades que debían de tener personalmente 
nuestros primeros Jueces, o, mejor dicho, las calidades de que 
podían carecer: ¿cómo era posible que fueran Jueces de la ciudad, 
hombres legos en derecho, legos en todo, incluso en el aporte 
| cultural primario de la lectura y de'la escritura? ¿Acaso bastan 
. las sencillas rectitud y hombría de bien, desprovistas de todo 
a : conocimiento que debe de dar la lectura, acaso bastan para admi- 
| nistrar justicia a los ciudadanos en las cuestionés de índoles varia- 
das que se promuevan entre ellos? ¿Cómo podía la sociedad 
depositar la misión del restablecimiento de su derecho, en los 
casos de delito, en hombres despojados de todo conocimiento 


() Calderón de la Barca, «El Alcalde de Zalamea». 
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humano adquirido sen la lectura? Estas clases de insuficiencias 
habían sido prevenidas de un modo general por las instituciones 


procesales con dos arbitrios: la delegación de justicia y las aseso- 


rías. Puedo agregar, como tercer arbitrio, el de los «Jueces de 
Comisión». - 

En las legislaciones de nuestros tiempos no se admite, corrien- 
temente, la delegación para administrar justicia; entonces, en los 
años coloniales, sí. Aunque la facultad estaba autorizada, origina- 
riamente, para casos de enfermedad y de necesidad por ausencia 
de los Jueces, se hizo extensiva también para los de insuficiencia 
de conocimientos. Son abundantísimos los casos de delegación de 
justicia que registran los anales judiciales en Montevideo, en la 
época de la dominación española, especialmente en sus etapas 
de iniciación. | 

Infórmese el lector de este auto de delegación que explica 
bien la forma y el alcance con que se proveía el asunto. Está 
dictado en un expediente arduo en que el Alcalde de Segundo 
Voto, Francisco Xavier Ximenez, resolvió delegar su jurisdicción 
en el Capitán General de Buenos Aires; pero habiéndose creado 
en el entretanto la Gobernación de Montevideo a la que se creyó 
correspondía un Teniente de Gobernador, función que duró poco 
tiempo por entenderse más tarde que designaciones de esa natura- 
leza, entre nosotros, eran improcedentes, y habiendo recaído ese 
nombramiento en Don Pedro León de Soto Romero, decretó el 

Alcalde Ximenez haciendo en éste su delegación de justicia. 
He aquí el auto: «En la ciudad de San Felipe de Montevideo 
» el veintidos delmes de Agosto de mil setecientos cincuenta y 
» cuatro años, yo Don Francisco Jabier Ximenez, Alcalde Ordi- 
» nario de segundo voto de esta dicha ciudad por S. M. digo que 
» respecto que para el seguimiento de esta causa con la brevedad 
» que su naturaleza pide, en tiempo y desembarazo, me hallo muy 
» ocupado en otros negocios de mi cargo y mas que todo necesi- 
» tarse de mucha inteligencia, y noticias de las materias, y reglas 
» que previene el derecho, y practica judicial para su mas acele- 
» rado, y recto curso y concurriendo estos predicados, y recomen- 
» daciones en el señor Teniente General de la Gobernacion de 
» esta ciudad, y jurisdiccion, y tan acreditadas por tanto en aquella 
> vía, y forma que mejor pueda, y haya lugar en derecho, resigno, 
» cedo y traspaso el conocimiento, y curso de esta causa en el todo 


` 


zbe 


» desapartandome del derecho que a ella tengo en el eera 

General para que como juez a quo de ella la conoe E od 
>d termine como hallare ser de derecho, y justicia, sup ES 
: Sa y admita en si, en cuya Íe la actué, pronuncie y declare, 


i i ñía. Fran." 
» presentes los testigos que firmaron en mi pee a 
Xavier Ximenez Miguel de Larraya. José Ant gas. 
» $ * 


3 
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a la substanciación del asunto; otras, 
la facultad de dictar sentencia. 


. . e. . .P ES ina da 
Las asesorías constituían asimismo una institución dest 
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i más inteli á instruidos y 
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i de justicia». 
entados en las cosas l Ñ 
gn o hubo asesores necesarios. Tampoco, durant 
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ici carece en 
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» que se obtuviese el expresado arbitrio para hacer p: 


j i Civil 
(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Ci 


de Primer Turno. Expedientes de 1749. 
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» Aires estos autos a uno de los referidos sabios letrados». (1 

La referencia que hace Nicolás Herrera a la inexistencia de 
rubro para costear de oficio el dictamen del asesor se explica 
porque la función de asesoría debía abonarse; lo corriente era que 
las partes depositasen previamente el importe de la opinión del 
consultado, ocho pesos,' catorce pesos, diez pesos; cuando se trataba 
de litigantes pobres, especialmente en los juicios criminales, de 
oficio debía suplirse el pago del dictamen con imputación a rubros 
de justicia; agotados éstos, se llegaba hasta paralizar los expedien- 
tes por no poderse pagar la asesoría, deteniéndose así el castigo 
que se debía aplicar a un delincuente. 

Caso hubo en que antes de llegarse a extremos así, rompió el 
Alcalde con las pragmáticas y organizó el instituto según su 
criterio. Requerido en un juicio el Alcalde Jaime Soler, por Pedro 
de la Quadra, para que procediese al nombramiento de asesor 
puesto que era lego en derecho, y no pudiendo aquél designarlo 
de la ciudad por no haber sujeto habilitado para ello, ni de Buenos 
Aires por no existir fondos para pago de asesores, constituyó por 
su propia: autoridad un cuerpó “consultivo. En efecto, estableció 
que resolvería la causa recurriendo a un modo singular. La sen- 
tenciaría «con precisa asistencia del Alguacil Mayor y Fiel Ejecutor 
» y por ausencia o legitimas excusas de los sobredichos con concu- 
ə rrencia del Depositario General a cuyas dos personas elijo por 
» mis votos consultivos para que no alegue esta parte se le agravia 
» con lo que ultimamente resolviese». (2 


Una particularidad interesante de las asesorías consistía en 
que cuando el dictamen lo producía el asesor necesario, el Juez 
no podía apartarse del parecer que aquél le daba; en los casos 
en que intervenían asesores voluntarios, no era de ley pero sí de 
práctica seguirlos en su opinión, desde que si el Juez, a título de 
insuficiencia propia recurría a un asesor, hubiese constituído una 
anomalía que se apartase de su dictamen, erigiéndose en crítico o 
«censor» de la opinión que el asesor le había dado. Hay contados 


= (1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia én lo Civil 
de Primer Turno. Año 1759. Denuncia de Javier Gaitan. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Expedientes de 1765. «Barbara Rodríguez y Pedro de 
la Quadra.» 
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casos en los anales judiciales españoles, de nuestra ciudad, en 
que recibida la opinión de un asesor voluntario, Abogado en Monte- 
video, no la siguiese el Juez, sino que no conformándose con 


' ella, más por interpretación de hecho que de derecho, remitiese 
x ? ; Ñ 
el asunto a Buenos Aires, a otro asesor. (1) De modo que, siendo 


obligatorio ajustarse al dictamen del asesor, en realidad, el pase 


del expediente à asesor significaba la delegación de la facultad 
de pronunciar justicia. Tanto era esto así, en aquellos días, que la 


responsabilidad en que podían incurrir los Jueces legos con su 
sentencia pesaba sobre el asesor que le hubiera dado su dictamen. 


Si estas circunstancias, la falta en Montevideo de personas 
aptas para asesoría y de fondos para obtenerla en Buenos Aires, 
entorpeció y paralizó muchas veces la acción de la justicia, esas 
situaciones se hicieron más delicadas cuando los litigantes, como 
ardid de defensa, echaron mano de las recusaciones de los Jueces. 
La recusación, «remedio judicial», «excepción contra el Juez», 
llamada así entonces por muchos, fué muy usada por los prácticos 
y muy preconizada por los que escribían en aquellos l tiempos 
sobre materia procesal, pues veían en ella la virtud de prevenir 
una decisión injusta dictada bajo la inspiración de la enemistad 


y un medio eficaz para evitar recursos contra las sentencias, y 
para abreviar, en consecuencia, los juicios y hacerlos menos 


onerosos. o 

El procedimiento colonial en Montevideo ofrece pocos casos 
de inhibición de Jueces; pero los hay, numerosísimos, de recusa- 
ción. La recusación revestía modalidades muy singulares. Para 
solicitarla, oponiéndola a Jueces de primera instancia, no se exigía 
expresión de causa; bastaba decir, respecto del Juez, que se le 
reputaba de sospechoso para su causa, y jurar, el recursante, que no 
lo movía intención de calumniar al Juez ni sentimiento de malicia. 
Otra modalidad peculiar de ese instituto legal era la de que el 
Juez recusado no se apartaba del conocimiento del asunto; tanto 
en causas civiles como en criminales, previo juramento de correc- 
ción que hacía el Juez por los Santos Evangelios y por la Cruz, 
que marcaba el Juez en el expediente, nombraba a un vecino de 


G) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1787, Autos criminales contra Vicente 
Rodríguez, 1792. Resolución del Alcalde Mateo Vidal. 
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respetabilidad para que, en calidad de «asociado» o «acompañado» 
o de.«Conjuez», prosiguiese con él los procedimientos rituales hasta 
pronunciar, los dos conjuntamente, la sentencia; si al nuevo Juez 
también se le recusaba, el primer recusado le nombraba sustituto 
eligiendo al efecto a un «hombre bueno» de la ciudad, el cual 
concurría a la «asociación» conjuntamente con: los otros dos. Si 
actuando dos Jueces había discordia, se integraba la «asociación» 
con un tercero en la forma indicada; para que la sentencia fuera 
válida se requería dos votos conformes. Esta exposición va como 
antecedente para mejor comprensión de lo siguiente. Siendo los 
asesores, como ya lo he explicado, verdaderos Jueces en quienes 
los titulares delegaban su facultad de pronunciar justicia, era 
lógico que se diese a las partes respecto de los asesores igual 
derecho de recusación al que tenían contra los Jueces; el pro- 
cedimiento era similar, no se necesitaba expresar el motivo de 
recusación sino que bastaba que se hiciese por el recusante 
las manifestaciones apuntadas para los casos de recusación de 
Jueces. El asesor recusado quedaba apartado de .intervención. 
Como la gestión, la dé recusación de asesor, se deducía inme- 
diatamente de producirse el nombramiento, el asesor no entraba 
en funciones sino que el Juez debía proceder a la designación 
de otro asesor. De ahí que, si se oponía la recusación del 
asesor nombrado en primer término, y luego la del otro, y así 
sucesivamente, no había asesor que pudiese entrar en funciones 
y como el Juez lego tenía necesidad de la concurrencia de asesor, 
la causa: quedaba, prácticamente, en imposibilidad de ser con- 
cluída, ello con satisfacción del litigante que tenía la parte débil 
en un juicio civil o con la del delincuente tratándose de tramita- 
ciones de asuntos criminales. Este modo de impedir el pronun- 
ciamiento de sentencia fué erigido en sistema por muchos litigantes 
o encausados. A tanto subió el abuso en nuestra ciudad y en otras 
de las comarcas del Río de la Plata, que la Real Audiencia del 
distrito, en este caso Audiencia de Charcas, tuvo que intervenir 
y para evitar tal subversión dictó una Real Provisión, de 16 de 
Mayo de 1774, «sobrecartada», es decir, cursada dos veces, autori- 
zando, para los casos en que se repitiesen en una causa las recu- 
saciones, el nombramiento secreto de asesores con el fin de que 
no conociendo las partes las designaciones efectuadas se vieran 
impedidas de usar del derecho de recusación.: Se sabía quién era 


el asesor después de eml 


i ediente.. i 
«incorporado al exp a a io 
ono y uez de apelación, recurrió alguna vez al nombram. 
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tido su dictamen, cuando éste estaba 
El Gobernador Del Pino, actuando 


: a) | | 
ecreto de asesor. a EA 
i - No obstante las características propias entonces del institu 


| ecusación de los Jueces, esto es, la facultad de oponerla sin 
5 on de causa y la continuación de actuación por parte del 
E recusado, hubo litigante que no Se avenía con que ea Da 
no se apartase del conocimiento del asunto y Juez ka E sí 
quiso saber los motivos que asistían a la parte oponente p 
ue «fulminó» en 1759 causa criminal contra 
Lorenzo Montes de Oca; le imputó, le «acumuló», como Ta 
decir entonces, un abigeato cometido en haciendas del quere cl 
Morales y Montes de Oca eran, respectivamente, suegro y Yerno, 
al avenidos. l 
o Mn de Oca en su confesión, explicando e 
malquerencia de su suegro hacia él y el espíritu de RRA 
que había llevado ese asunto a los estrados, que como E E 
«por la authoridad paterna que respecto de mi Muger Ea A 
» tomase la mano de perturbar frequentem.!* la paz de a mi 
» casa con sus torpezas, aburrido cierto dia le dije que sl assi 
» aviamos de andar todos los dias tratase de honrarme non su 
» ausencia no llegando a mi casa ni asomare por mis ES E 
» Picado pues dho mi suegro de que yo le hubiese echado 
j poa i 
i ie Juez ante el cual se introdujo la querella, Bruno Muñoz, 
Alcalde de Primer Voto. J acinto Morales lo recuso; Muñoz decretó 
que lo «acompañase?» el Alcalde de Segundo Voto, Nicolás A 
Ambos, conforme a derecho, prosiguieron la causa, a pesar A a 
instancias con que el reo pretendía que Bruno Munoz r e x 
del conocimiento de ella. Montes de Oca acudió «al Tri una - 
Gobernador de Montevideo» y. el Gobernador decretó Ea PA 
sase el querellante las razones que tenía para pr a P e 
de Primer Voto acompañado como estaba del eE ques a 
Dió una larga lista de razones. Véase la primera; se exp 


j j Civil 
a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera apaga da 
de Primer Turno. Expedientes de 1774. <María del Cris 


Juan Francisco de Alzaibar.> 
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algunos modos de decir muy llenos de sabor castizo, y que pre- 
sento depurados en parte de su ortografía: «Porque habiendo el 
» dicho Bruno Muñoz, antes que fuese Alcalde, pedídome le ven- 
» diese un caballo de que se había prendado, para regalárselo a 
> Don Melchor de Viana, yo, con la frase común del país, le dije 
» que si lo había menester lo llevase de valde que yo no había 
» de menester dinero. Esto le dije por cumplimiento mas dicho 
» señor lo tomo de veras y en este supuesto ofreció el caballo 
» al mencionado Don Melchor de Viana y como al tiempo de la 
» entrega yo ya me hubiese deshecho del caballo, cierto día que 
» me encontró dicho Don Bruno Muñoz me dijo con sobrado 
» enfado y sobrecejy: Cierto, señor Montes de Oca, que V. m. me 
» ha hecho quedar como un negro, a que añadió otras palabras 
» de sentimiento que ahora formalmente no tengo presentes. Desde 
» ese día he observado en el semblante de dicho señor Bruno 
» Muñoz (aun cuando nos saludamos) sobrado . desabrimiento». 
«No ha lugar á la apelación» proveyó el Gobernador; había 

sido interpuesta extemporáneamente pues aún no había sentencia 

definitiva y el reo sólo se quejaba de.que, no obstante sus reparos, 
equivocados evidentemente, los Alcaldes recusados continuasen 
los procedimientos. 

Montes de Oca era uno de los litigantes a que antes he hecho 
mención, que se había trazado un plan para entorpecer la secuela 
de su causa. Cuando recusó al Alcalde de Segundo Voto, y en 
virtud de advertir al Alcalde que recusaba también eventualmente 
a todo el Cabildo, fué designado para que actuase como «Conjuez 
asociado» el vecino Joseph Mas de Ayala. También lo recusó. 

En esas condiciones, habiéndose acortado distancias entre 
suegro y yerno y conseguido por éste que su suegro desistiese de 
la acción entablada, persistiendo Montes de Oca en su doctrina 
de que los Jueces recusados no podían seguir conociendo en el. 
pleito y de que lo que obrasen sería por esa razón «nulo» y ale- 
gando, además, que el desistimiento de su suegro ponía fin a la 
querella, resolvieron los Jueces «asociados» designar asesor en 
Buenos Aires al Licenciado Juan Manuel de Labardén, a quién 
se remitió el expediente. o 

El asesor observó algunos ligeros vicios de procedimiento, 
suplidos más tarde; pero sostuvo la legitimidad de que se conti- 
nuase el proceso con los Jueces recusados y expuso que, siendo 


< desistimiento no p 12 
. pena que se debía aplicar. 


o el acto de la notificación, el Juez de alza 
la Plaza — nombró ase 


“. condenado que expresase sus agravios, 
y verbal en 
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se llaman públicos, el 
ito imputado de los que en derecho Hama O 
el delito P aralizaba la acción de la justicia e indicó la 


je i Oca en 
"apelada la sentencia por Montes de 
e da, — el Gobernador de 
sor al Licenciado Martín Antonio de Zava- 
que sé debía de permitir al 
pues en la forma lacónica 
no se sabía si la 


Y así se falló. 


leta, de Buenos Aires, el cual propuso 


que había interpuesto el recurso, 
apelación era «frivola» o no lo èra. 


ió i or 
Y tenemos entonces la recusación del asesor Zavaleta p 


j : ya dor 


ó entonces su asesor al «Sr. D. Don 


es e orden legal. Viana nombró 


o a egez . les d 
se inhibió en virtud de causa iana 
ro - asesor, al Doctor Benito Navarro, el cual era «Abogado de 


6 ' video. 
los Reales Colegios», accidentalmente, a la sazón, n Montev o 
inó bía confirmar la sen a 
Opinó Navarro que se de i 
Alcaldes y su Conjuez; se falló de acuerdo con este ip 
é i iso Montes de Oca reabrir - 
Después de un tiempo quiso tes o 
sedimientos, y lo hizo aduciendo; principalmente, que el ases r 
Doctor Navarro «le era sospechoso» y que lo recusa a, p Ñ P > 
niendo que se oyese a Zavaleta, asesor recusado, era, 
] ca, entera- 
; ación, la opuesta por Montes de , enter 
por su suegro; recusación, ontes de e tendía a 
| | d. Era una pretensión q ¡ 
mente fuera de oportunida e lo el Goberna- 
i j o impidió e 
otra instancia. Todo esto lo vió y 
dor. Y con algunos trámites para cobro de costas termina pse 
asunto uno de los más enconados y debatidos del período 
' , 


colonial. (1 


o La falta de asesores en Montevideo fué allanada por el Gober 
nador Viana, durante el interinato de su segundo período di 
“Gobernación, proveyendo el nombramiento de a asesor Pom 

en su Juz mara asuntos administrativos Qe S . 
nente para su Juzgado y para asuntos adn ; a 
; ió f ; ción recayó en el Dr. g 

Esto ocurrió por el año 1771; la designa 
Pereyra, Abogado de la Audiencia de Charcas. El Gobernador ofe 
ció a los Alcaldes los servicios de su asesor y llegaron a cursar 


i í ese 

algunos expedientes; pero pronto surgieron las anomalías que 
(1) Archivo del Juzgado Letr 
de Primer Turno. Expedientes de 1759. 
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ciones que daban la ley y los autores. No eran «necesarios» porque 
no habían sido designados para esa función y ese oficio como de su 
propiedad por el Rey ni por Corporación que lo representase; 
tampoco eran «voluntarios» desde que el Juez no podía prescindir 
de ellos, y su elección, en beneficio de la prontitud de la justicia, 
debía forzosamente hacerse, salvo casos de excepción, entre los 
Abogados de la ciudad. 
En los juicios, esos asesores firmaban juntamente con el Juez 
todas las deċisiones; a veces, las diligencias de mero trámite lleva- 
ban sólo la firma del asesor. o 


Estos señores asesores vieron muchos cambios en el sistema 
de la fijación de sus honorarios. 

Primitivamente, era el Juez de la causa quien estimaba los 
emolumentos del asesor: un Juez lego, pues, aforaba los servicios 
de un letrado. Esta particularidad era más vulnerable si se pone 
atención en que, generalmente, la regulación se hacía antes de 
expedirse el dictamen, de modo que el Juez, además de ser lego 


en la materia de la especialización del asesor, debía establecer el ' 


valor del servicio, sin saber, siquiera, la importancia material del 
trabajo. Se aforaba el servicio previamente y, pasado el tiempo 
de suma pobreza de la ciudad en que los fondos del pago de ase- 
sorías debían salir de un rubro de justicia, se exigía de la parte 
que había pedido el dictamen, o de ambas partes, por mitades, 
cuando la iniciativa de oir asesor era del Juez, que vertieran el 
importe del honorario, el cual era remitido al asesor conjunta- 
mente con el expediente en el cual debía de dictaminar. Era esta 
última la manera de asegurar, contra toda eventualidad, el cobro 
del honorario de asesoría. Las estimaciones eran módicas: seis 
pesos, ocho pesos, diez pesos, catorce pesos. 

Desde .luego que, aún prescindiendo del mérito técnico del 
dictamen, era notoria la falta de equidad del sistema, pues no 
se hacía diferencia apreciable entre el servicio prestado en el 
expediente de doscientas fojas, con muchas piezas y pruebas que 
leer y analizar y el obrado en veinte o treinta fojas en las cuales 
se encerraba, únicamente, una cuestión de puro derecho, diluci- 
dada por las partes en cuatro escritos. Se hicieron representa- 
ciones a este efecto. 

Surgió entonces un sistema mixto que fué autorizado por la 
Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires. A los asesores había 


“ces la estimación del trabajo, 
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abonarles un real por foja en todos los ELO pe a 
E aen a dictamen, y, además, el pios que Da E 
zo técnico. (2 Cuando se 

<a fijase por el trabajo técnico. e 
EA hata E Jueces de Montevideo, de no substancat Sta 

j a sin asistencia de asesor, el cual era siempre, no a 
pedimento uno de los Abogados de la ciudad, PR 

i ión, pues desde - 
i i te sistema de regulación, pues ; 

e ya producido por el asesor, la hacia 
jé ecto 

otro de los Abogados de la ciudad a quien se pasaba, es 

el expediente respectivo; por otra parte, también, po Bs a 
se había cambiado la norma cuando el asesor era un Abog 


i i io dejó 
i j ión previa del importe del honorari > 
epa la ER incluía en la planilla de costas, asi 


. Š a i 
hacerse efectiva; su V ] na 
a el servicio de regulación, que estaba establecido, corrier 
co 


i io siguió subsistiendo 
mente, en dos pesos. El sistema del pago previo a o 
solamente, y no por mucho tiempo, para los E a 
designaba asesor ocasional a uno de los Abogados 


Buenos Aires. 
Resumiendo lo que Te 
establezco que, modificado € 


sulta de nuestros expedientes coloniales, 
1 primer sistema de regulación a 
«cios de asesorías, rigió a fines del siglo XVIIL y in E 
a la siguiente regla: asesorías emitidas en Buenos a 
Ps te tarifado de tanto por foja del expediente e importe, ap E 
ad A el Juez de la causa, del trabajo técnico del asesor; 5 E 
a EA corrientes de Montevideo: durante un EE 
tarifado de tanto por foja y estimación, hecha a io 
del servicio de asesoría; en otro período, a pac 
de providencias, de las cuales las de trámil E pee 
ranceladas, y honorarios de las sentencias asis ERR 
sustipreciándolo fuera de arancel por i o o 
i rte del honorario a costas, € c 
E da los casos, Como las costas mismas. 


: isió | nstituían 
Los nombramientos de «Jueces: de Comisión» no Co 


un medio a que recurrieran nues E e a PA 
su insuficiencia, como fueron los indicados 


i i Civil de 

(1 Archivo del Juzgado Letrado de Primera aio a ao 
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cedentes; era acto de las Audiencias del distrito, las cuales que- 
riendo precaver las inconvenientes consecuencias de dejar a 


nuestra rudimentaria judicatura la decisión de ciertas causas 


delicadas entre vecinos, encomendaban a elementos más prepa- 


rados, de fuera de la ciudad, su presencia en ésta y el abocamiento 
de determinados pleitos. Esa fué, aparentemente, la razón de que 


viniesen «Jueces de Comisión» a actuar a Montevideo; pero el 


abuso en que degeneró esta facultad de las Audiencias demostró 
que ese afán de justicia ilustrada, que se autorizaba por ellas, 
era el manto con que se cubría muchas veces el designio de lograr 
una prebenda para gente allegada. 

A costa de la pobreza del vecino de Montevideo se quiso, en 
esos casos, sancionar pródigos emolumentos para los titulares de 
esas designaciones de favor, verdaderas exacciones que pesaron 
sobre el litigante y que, en su número y repetición, tuvieron eco 
y reprobación en el ánimo de los Reyes. 

Contemporáneamente con las instrucciones dictadas con motivo 
de la creación de la Gobernación de Montevideo, se enviaron 
órdenes precisas a la Audiencia de Charcas con el objeto de poner 
coto a procedimientos tan abusivos. Los términos de la Real 
Cédula pertinente denotan la firmeza con que el Rey vituperaba 
tales procedimientos: «...y Porque Soleis enbiar juezes de comi.” 
» por Causas leves y con Salarios excesivos enque los Vezinos de 
» aquel territorio Reziben agravios: os ordeno, y mando que deaqui 
» adelante no proveais tales Juezes». La presencia del Gobernador 
en Montevideo, serviría bien, en adelante, a la Audiencia, en 
concepto del Soberano, para los cometidos de la índole indicada 
que el alto Tribunal quisiera disponer. La del Rey no era sólo una 
orderi: ella contenía un apercibimiento: «con aperzevim.to de que 
de lo contrario se proveera remedio». (9 - ya 

Si estos abusos continuaron, de su persistencia, mientras la 
superintendencia de los Juzgados cupo a la Audiencia de Charcas, 
no se halla documentación en nuestros archivos; pero talvez se 
perseverara en ello, y si no fué así, volvió el sistema a entronizarse 
en la Audiencia de Buenos Aires, sucesora de aquélla en la auto- 
ridad y superintendencia sobre nuestros Juzgados, procediendo 
ésta en lo que se refiere a nuestra ciudad, con iguales demasías 
y excesos que su antecesora; tuvo el Rey, desde Aranjuez, 


(1) Actas Capitulares. Sesión del 14 de Marzo de 1751. 
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nar con apercibimiento a la 
Virrey, y en idéntica fórmula, 


renta años antes, cuando el nom- 
Monte- 


el 18 de Mayo de 1789, que orde 


da cua 
tualmente, que la usa nD 
aa del Gobernador Viana, que cesase el envio 


b . 1) 
video de «Jueces de Comisión». í 
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(1) Cedulario de la Audiencia 
Ricardo Levene, Director Honorario 
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sales y erigieron oportunos principios relativos al enjuiciamiento, 
los defectos y vacíos que éstos entrañaban, la diversidad de pro- 
cedimientos para los diferentes fueros y comarcas, la omisión en 
las recopilaciones de numerosas reglas que se habían dictado, ori- 
ginaron, en varias partes de América, cierta despreocupación por 
el régimen procesal, que debía hacerse más manifiesta en una 
población como Montevideo dadas las condiciones de sus Jueces, 
en lo que a preparación atañía, y a la ausencia, en gran parte del 
período que estudio, de personas letradas a cuyo consejo se 


pudiera ocurrir. 


Las demandas civiles hasta diez y nueve pesos se ventilaron 
siempre verbalmente. «Que no haya procesos en las demandas 
que fueren de menos cantidad de veinte pesos» había estable- 
cido Zavala. Así se interpretó la disposición de Zavala: «pro- 
ceso» quería decir juicio escrito; «de menos cantidad de veinte 
pesos» significaba que los de veinte pesos quedaban fuera de la 


Las resoluciones generales para Indias consignaban, desde 
muy remotas fechas, a los efectos de prohibición de procesos, 
cantidades más elevadas que las que fijó Zavala. Desde fines del 
siglo XVI. (% Por los tiempos de la fundación de Montevideo era 


bastante corriente en América establecer el monto dentro del. 


cual no podía hacerse procesos en quinientos reales vellón, es 
decir, sesenta y dos pesos y cinco reales. 4% Aunque esto era 
prescripción para determinada clase de Alcaldes, se extendió a 
otros. De manera que en lo que se refiere a la justicia en Monte- 
video, Zavala fué menos riguroso que el precepto de las leyes de 
Indias pues admitió procesos desde cantidades muy exiguas. 
Pugnando esto con las normas recordadas y que regían entonces 
en algunos puntos de estas Provincias del Río de la Plata y 
siendo, además, de manifiesto anhelo real, reiteradamente expre- 
sado, que los pleitos fueran «lo menos dilatados y dispendiosos» 
y habiendo también dispuesto la Audiencia de Charcas, como 
norma general, «que los asuntos de cortedad se vean en juicio 
verbal» hubo situaciones en nuestra ciudad en que se amalga- 


(1) Archivo General de la Nación. Documentos capitulares. 
(2 —Novísima Recopilación. 
(3)  Novísima Recopilación. 
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maron todas esas disposiciones y deseos, y se ventilaron los juicios 
fuera de las reglas de Zavala aplicándose para los comprendidos 
entre los diez y nueve y alrededor de cien pesos procedimientos 
mixtos, parcialmente verbales, parcialmente escritos. (1) 


Para esos asuntos hasta de diez y nueve pesos, calificados como 


de «mínima cuantía», el demandante comparecía ante el Alcalde 
y le anunciaba su demanda; éste, el Alcalde, por medio de un 
empleado, enviaba de ordinario, de palabra, al demandado, si era 
avecinado de la ciudad, «recado de comparecer», para que concu- 
rriese en el acto a la sala de justicia, o, en otros casos, para 
fecha y hora que se le indicaba; reunidos Juez y partes, todos de 
pie, el Juez las oía y daba patriarcalmente su decisión que a 


veces consignaba por escrito en un volante. Sin derecho a recurso 
de ninguna clase. 


En el juicio civil ordinario contencioso, primera instancia, 
cobro de pesos por cantidades desde veinte pesos inclusive arriba 
o en que se dedujese cualquiera otra acción, la iniciación se hacía, 
sea presentando el actor su demanda por escrito, sea compare- 
ciendo ante el Alcalde para hacer su exposición que quedaba 
consignada en acta. Hay expedientes, — son de excepción, — en 
que, deducida la acción, el juicio se abría a prueba de justificación 
y no se notificaba ni se emplazaba al demandado hasta después 
que aquélla se hubiese producido por el demandante, proporcio- 
nándose al reo, en oportunidad de su presentación, la facultad de 
pedir término probatorio para sus descargos. En otros, — regla 
general — producida la demanda, en una de las formas indicadas, 
se procedía a citar al demandado para que respondiese a aquélla 
y con esta contestación, o en su silencio, se abría la causa a prueba. 


En el juicio ordinario, el término de prueba era de nueve 
días, término común. Véase como se procedía según detalle que 
se expone en una sentencia del Gobernador: «...debe empezar el 
> término de los nueve días a correr y atento también a que en 
» este litigio que se sigue en via ordinaria la parte actora debe 
» tener en si los autos por la mitad del tiempo señalado para la 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Varios expediéntes. Entre otros, Pedro Espíndola contra 


Cayetano Torres, año 1761; Bernardino Rodríguez contra Pedro José 
De la Quadra. Id. Id. 
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» prueba porque los ultimos dias deben parar en el reo BE 
» al efecto de que con vista del proceso puedan formar sus pruebas 
» y alegatos...» “) 

Producida la prueba, se alegaba. 

Pero todo ello, todo el juicio, en sus diferentes estados, con 
gran profusión de vistas y traslados, oyéndose hasta tres o cuatro 
veces a cada parte sobre las mismas alegaciones recíprocas, en 
lo principal y en los incidentes. Cuando al Juez le parecia que 
la causa estaba suficientemente substanciada, un «traslado y autos» 
o un «traslado quedando citadas las doi para sentencia» dejaba 

i unto de pronunciamiento. 

e! el 1770 ER a observarse más estrictez en el 
procedimiento. Aparece, por entonces, entre otros usos, el decreto 
de «publicación de probanzas». Pero como hasta esa época la 
prueba en nuestros procesos no se registraba en pieza aparte, pues 
una.calidad de prueba, la denominada «justificación: O «prueba 
de justificación» que consistía en presentación de documentos o 
en información sumaria de testigos sin audiencia del demandado, 
ésta última «sin perjuicio de ulterioridades», se hacía en el propio 
expediente, y aún todas las otras probanzas, de cualquier clase 
que fueran, se decretaban y diligenciaban en él, resultaba que, 
cuando se decretaba la publicación, el empleado judicial que 
atendía el curso del expediente y aún el propio Juez, a e 
expresaban que no había nada que agregar pues «todo esta a 
de manifiesto». Hay que introducirse francamente en el último 
cuarto del siglo diez y ocho para anotar notoria evolución, puso 
no completa, hacia la regularización procesal de los asuntos. 


En materia criminal, fuero común, los expedientes se iniciaban 
con la denuncia del «querellante» ante el Alcalde, en A 
cencia personal, que éste recibía por escrito formalizando E E A 
que constituía «cabeza de proceso», o por denuncia que, 2 
ante el Gobernador por el interesado, por un tercera, o por los 
militares en función de policía, era puesta por el Gobernador a 
conocimiento del Alcalde, o por denuncia elevada por el Akal e 
Provincial, que se consignaba en el acta correspondiente se ? 
caso. Las querellas criminales que se formulaban personalmente 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente N? 3. Año 1770. 
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ante el Juez por el ofendido, se inician con frases como éstas, de 
tan constante uso, que eran casi de rúbrica: «Que... con poco 
temor de Dios y desacato de la Real Justicia»; que... «sin temor 
de Dios y con menosprecio de las leyes de S. M.», y en casos de 
delitos contra la honestidad «con poco temor de Dios é inclina- 
ción a la Barbarie». | 
Recibida la querella, se decretaba la prisión que era cumplida 
en la Real Ciudadela, salvo aquellos casos en que la calidad de 
la persona denunciada o circunstancias de salud de la misma, u 
otras particularidades relativas a ella, llevasen al Juez a disponer 
que el inculpado quedase con la casa o la ciudad por cárcel, o 
que aquél redujese la medida a prevenirle que no podía salir de 
la jurisdicción de la ciudad, ni embarcarse para Buenos Aires, 
sin previa autorización. Tratándose de muertes o heridas se hacía 
examinar la víctima por el Cirujano; si el «crimen» era contra la 
propiedad ajena se procedía, por lo general, de inmediato, a 
embargo de bienes del delincuente, medida que también se adop- 
taba muy corrientemente en los casos de homicidio y lesiones . 
para asegurar el pago de las costas en que se condenaba siempre 
a los reos, el abono de servicio del Cirujano, que también les 
incumbía, y las demás indemnizaciones a que podía haber lugar. 
Luego el interrogatorio del «fulminado»; se decía «querella 
_fulminada», «causa fulminada» y al reo también se le decía «ful- 
minado»; las declaraciones de testigos; vistas y traslados al proce- 
sado; y cuando el juicio parecía substanciado se ordenaba la rati- 
ficación de la confesión del reo y de todas las declaraciones 
prestadas, a lo que se llamaba «prueba de plenario», que podía 


ampliarse con otras declaraciones y careos. Alguna defensa del 
reó. Y después de esto, la sentencia. 


Habrá advertido el lector que en materia penal actuaba un 
solo Juez; el Juez del sumario era el Juez de sentencia. 

Acaso habrá advertido también que en el desarrollo del pro- 
ceso, según lo acabo de exponer, no concurría acusador fiscal. 
En la inmensa mayoría de los procesos coloniales, de orden crimi- 
nal, del primer medio siglo de la ciudad, no actúa acusador fiscal; 
no existía ese cargo en nuestra ciudad. 

Su aparición data de 1761 y no como cargo permanente sino 
ocasional y sólo a efectos de un proceso determinado. Durante ese 
año se ventiló en Montevideo un juicio lleno de serias dificulta- 
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des para el Juez actuante, Joseph Mas de Ayala, Aleide = 
Primer Voto. Supo. éste por aviso que le envió el os or 
Viana que había fallecido una mujer negra, de nombre nea 
esclava de Marcos Pérez, vecino de la ciudad, «al parecer e 
resultas de castigo de azotes que le dió su amo». Marcos pérez 
era, como he dicho, vecino de la ciudad, «vecino de arraigo 7 
de los de' número» según consignaba, el Alcalde, significando a 
última parte de esa expresión que era uno de los vecinos empa- 
dronados al fundarse la ciudad; en consecuencia, gozaba de ma 
legios manifiestos y de la más alta voluntad favorable de A 
Majestad. Había castigado a la negra Lucia porque, ausente él, 
Marcos Pérez, de la ciudad, enferma en su casa su esposa, acom- 
pañada sólo de esa negra y de otra negra joven, la primera. «se huía 
de noche»; era una «negra bandolera», como decian entonces; al 
regresar Pérez a la ciudad le dió cuenta al Gobernador Viana de 
lo que le pasaba con la esclava; aquél lo autorizó para que la E 
tigara; «la castigó tres dias seguidos, le dió diez y orbo azo es 
» cada vez, siendo una sola vez la que le pegaba cada dia»; el cas- 


tigo lo aplicaba «con un rebenque de guasca»; todos estos porme- . 


nores los explicó don Marcos en su confesión judicial. Pasados 
dos o tres días, enfermó la negra con grandes dolores de cabeza 
y de garganta, pronto cayó en coma y falleció «sin que amo 
le proporcionara auxilios espirituales ni temporales». Tos iruja- 
nos Francisco Martínez y José Plá nó pudieron dictaminar que 
hubiera relación de causa a efecto entre los castigos y la muerte; 
antes por el contrario, establecieron «que la contusión (en la 
nalga) no es en sí o per se mortal» —palabras de Martínez—, «la 
» cual contusión no reconoce que se le hubiese seguido tan pronto 
» la muerte respecto de que se había de haber seguido una gan- 
» grena la cual podía haber hecho algun reflujo en las partes 
internas», dijo Plá. | 

Todas estas circunstancias y conclusiones creaban para el 
Alcalde profundas indecisiones, y al llegar a cierta altura del 
juicio, no pudo seguir sin la asistencia de Fiscal. Y creó, por 
primera vez en Montevideo, y para este proceso, ese Cargo. 
El Alcalde se fundaba en que si bien no había Fiscal perma- 
nente la ley autorizaba a los Jueces para designarlos en procesos 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de ler. Turno. Expedientes de 1761. 
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o el que tenía a resolución. Legalmente, a ese funcionario se 

e denominaba «Promotor Fiscal» y algunas veces aunque mu 
Ld » ? 

raramente, se le decía «Juez en discordia». Su misión era divar 


el cumplimiento de las le e 
contra el reo. yes penales y formalizar la acusación 


a; , debía replicar el Promotor 
o Po acusado. De modo que Arce debía hablar dos 
S; pero el desorden procesal a > 
; que ya me he referid 
desborde de traslados sólo contenido por el arbitrio judicial pes 


Juan M é 
anuel de Labardén, de Buenos Aires, a cuyos conocimientos 
y experienċia también recurrió el Alcalde | 
a Sp a Fiscales se les abonaba por costas sus hono 
“105. Los fijaba el tasador de costas: iteri i 
4 ostas; su criterio inspi 
el número de escrito : MERE 
s presentados, su extensió | icció 
a i MOS pr OS, SU lon y la erudicción de 
E erudicción, como se ve, apreciada por quién no la 
a ni era profesional de 1 i 
a materia. De los o i 
E l A nce escritos 

5 i 
E a po que intervino Arce en este caso, se le ie 
seis a dos pesos cada i 

uno, dos a cuatro 

E no, pesos cada uno 
RAS n cada uno, y uno a quince pesos; se le asignaron 
Cuatro pesos por otros trabajos judiciales inherentes a 


su cargo. (1) El procedimiento de fijación de honorarios del Pro- 


del expediente. 


Desd De | 
por la an 710 en adelante la «acusación fiscal» se hacía a veces 
e agraviada, o sus padr a 
i es o sus hijos; es 
intimad ye 1JOS; esa parte era 
a por el Juez para que concurriese a] juicio como «Ar 
sador Fiscal», | ( o «Acu- 


Par f . . b i A 
Pie comparecer en Juicio ante la justicia ordinaria, en mate- 
era necesario concurrir personalmente o por represen 


(1) Archivo del Juz 
Ñ gado Letrado de Primera i Pa 
de Primer Turno. Expediente citado. encia ea Ig civi 
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' tante legalmente instituído y capacitado. En materia penal, el 


acusado debía comparecer personalmente, pero podía designar 
defensor; si no parecía de una u otra manera, por estar «huido» 
o ausente, se daban pregones y se le citaba por avisos que se 
colocaban en la puerta de la Casa de Justicia y en alguna parte 
concurrida de la ciudad; si al término del emplazamiento no se 
hacía presente el delincuente, se le seguía el juicio en rebeldía. 
Si el delincuente era menor de 25 años, se le nombraba defensor; 
si era mayor de esa edad-y no quería defenderse, el proceso con- 
tinuaba «en su silencio». El padre tenía que comparecer como 
defensor nato del hijo menor de edad; el amo, por su esclavo; 
el Protector de Naturales, por el indio. 

Había casos en que si durante el proceso criminal fallecía el 
enjuiciado, la causa continuaba; esto ocurría siempre que podía 
recaer sentencia con una pena de las que se consideraban infa- 
mantes, destinadas a reflejar oprobio sobre el delincuente, menos- 
precio que debía extenderse más allá de la muerte; también pro- 


"seguía la causa en todos aquellos asuntos en que del hecho criminal 


podían derivarse responsabilidades de carácter pecuniario. 


En la jurisdicción ordinaria del fuero militar, los procesos 
criminales eran mucho más precisos que en la vía civil, de 
procedimientos más constantes y con marcada diferenciación con 
los juicios civiles. l l 

Por de pronto, en esos juicios el Juez del sumario no era 
Juez de sentencia, pues había un «Juez pesquisador» que se encar- 
gaba de la averiguación de los hechos y ese Juez era, a su vez, 
el acusador. El nombramiento de «pesquisador» recaía por lo gene- 
ral en el Ayudante de la Plaza o en uno de los oficiales en 
servicio de las fuerzas de la guarnición, que comunicaban la denun- 
cia del hecho delictuoso al Gobernador y pedían licencia para 
proceder a su esclarecimiento, a lo que el Gobernador proveía 
«como se pide». Hecho el sumario, instruído con la confesión del 
procesado, declaraciones de testigos, dictámenes del Cirujano, ins- 
pecciones oculares, etc., según la naturaleza y circunstancias del 
acto delictuoso, y ratificadas la confesión y declaraciones, el acu- 
sador pasaba con su exposición el asunto al Gobernador, el cual, 
si la causa era de las que se llamaban leves, la fallaba de por sí 
y siendo de las de índole grave, homicidio, lesiones, deserción, 
falta de cumplimiento a sus deberes o consignas militares, etc., 
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ordenaba que se citase al Consejo de Guerra, llamado ordinario 
cuando se juzgaba a individuos de tropa, y de oficiales generales 
cuando había que juzgar a oficiales. El Consejo de Guerra se com- 
ponía de seis oficiales presididos por el Gobernador o por quien 
hiciera sus veces, Daba su parecer y su pedido de pena, en primer 
término, el pesquisador, cuando no lo había hecho por escrito; se 
leía la exposición de la defensa, luego cada uno de los compo- 
nentes formulaba su voto personal; en último término lo hacía 
el Presidente del Consejo, o sea el Gobernador; reunidos después 
excepto ẹl pesquisador fiscal, discutían el caso y pronunciaban 
sentencia que firmaban todos. 


l Como comprobación de la afirmación que he hecho de la poca 
sujeción que a veces se prestaba a las normas del procedimiento 
abandono que significaba siempre, en mayor o menor medida, 
el desamparo en que quedaba el procesado respecto de la ley de 
fondo y de su derecho a la tutela que debían prestarle las leyes 
adjetivas, anoto en seguida un caso en que se falla al mar en 

en absoluto, de todo trámite procesal. SOn 
Ya por entonces se procedía contra los indeseables de modo 
harto expeditivo; sin sumario, sin otras pruebas que las que el 
lector apreciará, sin oirlos y sin recurso. «Por cuanto Joaquin 
» Duarte de oficio cordonero en el corto tiempo que ha que arribó 
»a ella (a la ciudad) ha manifestado un genio osado, inquieto y 
> bullicioso, e igualmente provocativo por lo que ha dado que 
» sentir (sufrir?) a varias personas buenas de esta misma ciudad 
» asi por lo referido como por otros motivos injustos é inhonestos 
» procedimientos del sobredicho, de que se ha formado queja 
» ante mi por lo que he pasado a recibir acerca de esto verbales 
» informes de personas de toda excepción y honor he sido impuesto 
» de lo cierto de dichas querellas y de haber el mismo Joaquin 
» propalado y ejecutado algunos hechos contra varias personas de 
» honor y notoria buena fama, haciéndose por todo digno el suso- 
» dicho de ser expelido de esta República: En consecuencia. de 
» todo ello condeno al mencionado Joaquin Duarte a que salga 


>» desterrado de esta ciudad para no volver más á ella con ningún 
» motivo ni pretexto...» (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letr i 
: ado de Primera Instanci ivi 
de Primer Turno. Expedientes de 1768. ancia en lo Civil 
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Y véase ahora otra causa en que la categoría del demandado 
hace vacilar al Juez y lo desvía de las normas del juicio. El deman-- 
dado era Francisco de Alzaibar, debo decir Don Francisco de 
Alzaibar, pues nadie en su época se refirió nunca a ese caballero 
sin designarlo con ese título de honor y de dignidad, reservado 
para gentes de su linaje, de sus servicios y de su predicamento. 

Juan Antonio Carricaburu, Contramaestre del navío «San 
Bruno» demandó a Alzaibar, propietario y armador de la nave, 
por 2053 pesos, importe de diez y siete o diez y ocho años de 
sueldos. Había empleado, para cobrarse, «los más eficaces y humil- 
des medios». Pero sin efecto; le hizo promesa Alzaibar de que, 
en Cádiz, en uno de los viajes del «San Bruno», se los abonaría 
Francisco Pérez Saravia, con producto de cueros ' vacunos de 
Alzaibar. Nada. Y entonces, como el deudor era Alzaibar y no 
Pérez Saravia, recurrió al Juzgado del Gobernador, demandando 


a aquél. 
El Juez-Gobernador pasó la demanda al Juez del Cabildo, 


- Joseph Mas de Ayala, para que administrase justicia. Y el Juez 


se fué a casa de Alzaibar a hablarle del asunto, retirándose de 
la visita con palabra que le dió éste de que ampliaría las 
razones en que podía justificar su excepción. El Juez fundaba 
esta su rara actuación, en que se trataba de un pleito en que se 
iba a gastar mucho dinero y que era preferible evitarlo. Alzaibar 
exigió que el demandante presentase el justificativo de su crédito, 
crédito, como he dicho, derivado de largos años de servicios a 
bordo del «San Bruno», que no se documentaban. Cansado el 
Conitramaestre, pidió que se diese testimonio de las actuaciones 
para ocurrir donde creyese conveniente. © 


Los elementos de probanza eran los mismos que se admiten 
ahora. Documentos, con reconocimiento de firmas y cotejo de 
letra cuando eran privados; posiciones, testigos, inspecciones ocu- 
lares, peritajes. No enumero las presunciones porque no se consi- 
deraban pruebas, desde que no estaban constituídas por hechos 
que se demostrasen por el interesado durante la estación de prueba. 
Unas presunciones eran admitidas por las disposiciones de fondo 
basadas, generalmente, en leyes de la naturaleza; las demás eran 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1758. 
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conjeturas o raciocinios del Juez o de las partes, para llegar a la 
verdad de un hecho controvertido o incierto partiendo de otros 
comprobados. | 

La forma del interrogatorio de testigos o herídos, era en nues- 
tros juicios coloniales, curiosa. Tomo una de un expediente de 1764. 
«...le recibi Juramento que lo hizo por Dios Ntro. Señor y una 
» Señal de la Cruz so cuio cargo ofrecio decir verdad en lo que 
» supiere y fuere preguntado y siendole que es lo que siente o de 
» que se halla enfermo dijo de una herida que le ocasionaron los 
» hijos de Dn. Marcos Velazco vecino de esta ciudad llamados 
» Antonio y Domingo y responde, : 
> Preguntado en que paraxe que dia y en presencia de que 
» Personas fue herido el declarante de los susodichos dijo que lo 
» hirieron en el Arroyo de la Carreta Quemada en derechura de 
» la Estancia de Don Manuel Texera, asimismo vecino de esta 
ə ciudad de (el) dia de ayer antes de medio dia y que no presencio 
» esto mas que un mozo llamado Roberto que ha venido acompa- 
» ñando al declarante y responde.» l E 

Las respuestas, escritas en el expediente, todas empezaban 


estableciendo dijo y terminaban y responde. Esto en gran parte 
del decurso de la época española. 


Los términos debían correr por mandato de la ley pero fre- : 


cuentemente no corrían en el proceso, fuesen perentorios o no. Por 
motivos fáciles se prorrogaban o quedaban en suspenso. Una enfer- 
medad seria, una estadía en campaña para faenas rurales, más 
larga que la proyectada, la falta de devolución de un expediente, 
los «malos tiempos», todo ello solía merecer ampliación o suspen- 
sión de términos. Tan habituados estaban todos a ello, que 
véase la forma en: que pidió ese beneficio Simón Adrián de 
Jauregui en la causa que le seguía Isabel Amaro; expediente 
iniciado en 1775, escrito firmado en Noviembre de 1781; pidió, 
con fortuna, que se suspendiese sin fijación de conclusión su tér- 
mino, ya prorrogado, para alegar de bien probado. Anótese la razón: 
«y Como sea cierto q. de resultas de las novedades de la presente 
» Guerra, se hallase todo este Pueblo como avm. bien le consta 
» en una suma inquietud, y desasosiego, ya por hallarnos todos 
» empleados en la Milicia sin cuidar de ningun otro asunto de 
» nuestros respectivos Cargos, y destinos de la vida, y trato cibil, 
> como tambien por el desvelo q. continuamente nos incita la dha 


e] 
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PRIORA 5 
» presente ocurrencia a da a 
» me muebe y pone en la indispe ; Ae 
» Sd Justifica.” notoria de Vm para que en PY pie a ei 
» mentos expuestos se sirva declarar como lo pido m Oy 
» nó se aquietan, ni serenan enteramente la ET ; se nene 
» desasosiegos en q. permanecemos sumergidos E O: DE 
» de este Pueblo a causa de haver divulgado la a laa co 
> nuestros enemigos los Vasallos del Rey de e pi ER 
» pretenden venir a invadir este Puerto y Plaza: no 


ino que se 
» sino antes bien estar por el todo suspenso el term q 


i or la causa | 
ta a quien me he valido p TAEA 
» tambien por serme a mi preciso (como ya ES a E 

esentes dias) el salir destacado fuera de esta eN 
e tacado en las Baterias donde se hace hacer e de 
E ] omo a los demas que nos hallamos alistados en a 
Da de Milicias de Artilleria de. la -propia Plaza». sd 
l T la de términos, en aquellas épocas PE aia 
la caridad, la virtud excelsa, jugaba a a ade, Pl a sa 
cuencias que del vencimiento de uno de ellos p 


Í i l ión el Juez 
los litigantes. A la caridad se referia en cierta ocasión € 


j de 1792: 
Marcos José Monterroso en este auto de 17 de Febrero de 


i aridad por su condicion 
€ lante aque sin embargo de que en c e 
Eo fue avisada por mi actuario Juez la ada e A 
Marquez deestar por expirar el termino probatorio p Sea 
dalla tar lo hiciese dentro del y no haverio 


» testigos que presen ta dos a las cinco de la 
» hasta oy dia de la fecha en que presen de sus decla- 


i ion 
»tarde, traslado de su pretension sobre a recepci 
y . 
» raciones a Don Geronimo Sureda...» 


con ido 
La sentencia, decisión del Juez sobre el punto controvertido, 


í É mi i i regime 7 


i ? lo Civil 
(1 Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en 


de Primer Turno. 
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libre contra Geronimo Sureda,» etc. 
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juicio criminal, el «Juramento de Calumnia» era el que se podía 
exigir al denunciante de que no hacía imputaciones injustas. 

Este «Juramento de Calumnia» se pedía después de contestado 
el pleito y sólo podía requerirse una vez en cada instancia; se 
refería al fondo del asunto pleiteado y tenía por efecto que nunca 
podía el juzgador condenar en las costas del contrario a la parte 
que había prestado el juramento. 

En la: práctica se evitaba que la otra parte presentase la 
petición del juramento usando en su escrito de acción o de excep- 
ción, él que quería impedirlo, las frases «juro lo necesario», «juro 
lo que fuese preciso» u otras semejantes. Es lo que se anota en 
varios expedientes de nuestra época colonial. (1) 

El «Juramento de Malicia» era muy semejante al anterior y 
su objeto muy parecido. Deseaba evitarse con él que el contrario 
procediese con engaño o malicia. Podía requerirse a la contra 
parte a que prestase ese juramento antes o después de iniciado 
el juicio y cuantas veces se sospechase, aún en la misma instancia, 
de. su rectitud, tanto en lo principal cuanto en las incidencias o 
artículos; este juramento influía de la misma manera que el 
«Juramento de Calumnia» en la condenación dé costas. | 

La «Restitución in integrum» de sentencias. Cuando una sen- 
tencia producía lesión en menores de edad o en algunas personas 
privilegiadas, podía lograrse, a solicitud de persona habilitada y 
dentro de cierto tiempo, la reintegración de los lesionados a la 
situación anterior al fallo judicial. Especialmente en lo que se 
refería a la «minoridad», el beneficio era de fácil obtención y su 
gestión podía ser fundada en la poca diligencia puesta por el 
¿utor en el asunto, o por haber confesado el menor por error o 
¡nadvertencia un hecho perjudicial, o callado uno favorable, o 
or haber aparecido, después del pleito, documentos o testimonios 
tiles, o porque su Abogado no actuó eficazmente, o por haberse 
fallado el asunto en otro fuero que el propio del menor. 

Afianzamiento de Calumnia. Cuando se formulaba una denun- 
cia imputándole a alguien un hecho desdoroso, que de ser cierto 
afectaría su honor, y se le iniciaba juicio por ello, podía el imputado 
exigir el «Afianzamiento de Calumnia». Consistía en la fianza que 
gebía dar el acusador de que estaría a las resultas del juicio, 


o Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de primer Turno. Diversos expedientes. 
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ones pec 
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CAPITULO VIII 
JUICIOS EXTRAORDINARIOS 


Cuáles eran los que generalmente se ins- 
tauraban en esa época. Juicio executivo. 
Testamentarías y juicios de herencia. Juicio 
de acreedores. Juicios de tenuta. Juicios de 
limpieza de sangre, de población y de servi. 
cios. Juicio -de despojo. Demanda de vida 
maridable; relación de un caso de esa clase 
de juicio. Juicio original incoado por Don 
Francisco de Alzaibar. 


Los juicios que se ventilaban fuera de las normas del ordi- 


nario, se denominaban extraordinarios y también especiales. Los ` 


que subsisten, pocas diferencias tenían con relación a su ritua- 
lidad. Voy a señalar algunas de ellas y a indicar deter- 


minados juicios seguidos entonces como extraordinarios o 
especiales. 


El juicio «executivo» tenía, entre otras, la particularidad de 
que, tratándose de iniciación mediante documento privado, se pres- 
cindía muchas veces del previo reconocimiento de firma. Como, 
generalmente, suponía la prisión del deudor, se decretaba ésta 
y el embargo de bienes, sin conocimiento del demandado. Después, 
si el obligado desconocía su firma, se procedía al «cotejo de letras». 


Testamentarías y juicios de herencia. La apertura de testa- 
mento cerrado, y las distintas etapas del juicio sucesorio, inven- 
tario, avalúo, partición, eran sensiblemente como en el proce- 
dimiento actual. No había, por cierto, declaratoria de herederos, 
Como singularidad curiosa, expresaré qué casi todos los juicios 
de testamento y sucesión, especialmente en los primeros tiempos 
coloniales, se tramitaban sin la presentación del certificado de 
defunción. Los fallecimientos de los vecinos eran hechos públicos 


y notorios en la diminuta ciudad y no requerían ser legalmente 
acreditados. 
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Juicios de acreedores. Muy frecuentes. En ellos, mucho E 
arbitrio de Juez en el procedimiento. Porfiadas incidencias en lo 


relativo a privilegio y pago. 


J uicios de tenuta. Eran los que se instauraban por Ss 
o pertenencia de bienes de mayorazgos. No hay entre sea E 
al menos no ha venido a mis manos, ningún expediente re 
a esa clase de litigio. 


Juicios de limpieza de sangre y de población y servicios. 
Eran los destinados a comprobar que el interesado no tenía en 5 
sangre mezcla alguna de la que suponían inconveniente para E 
opción a determinados honores o privilegios, para el ejercicio $ 
ciertos cargos, para contraer matrimonio con persona de cali- 
dad, ete. Se seguían, indistintamente, en parte de la época espa- 
ñola, administrativamente, ante el Cabildo, o, judicialmente, ante 
su Juez Ordinario aunque, propiamente hablando, no eran juicios. 
También, de igual manera, se hacían las probanzas de ser, -o 
minada persona, de los primeros pobladores de la ciudad o des- 
cendiente de ellos, o de haber servido al Rey en funciones de guerra 
de la ciudad contra los indios o los enemigos. A fines del siglo 
XVIL se introdujo en esta clase de expedientes la intervención 
obligatoria del Síndico Procurador de la ciudad; pero más bien 
como tutelador de derechos reputados públicos, que como parte. 


Juicios de despojo. Los destinados a recuperar la propiedad 
o la posesión por parte del que las había perdido, o el uso de 
algunos derechos que a los demandantes les habían sido desco- 
nocidos, o cuyo goce o ejercicio se les había turbado. 


Demanda de vida maridable. El derecho del marido a que 
la mujer lo siguiese en su domicilio, el de la mujer a que aquél 
la recibiese en su casa, el suministro de auxilios recíprocos entre 
los esposos, constituían un conjunto de relaciones Jurídicas nds 
petición en juicio por uno de los esposos se denominaba demanda 
de vida maridable. Como estos juicios se incoaban, generalmente, 
como consecutivos de otras gestiones ante el Juez Eclesiástico, 
como Juez privativo que era de las cuestiones de matrimonio, y, 
a veces, después del pronunciamiento del Juez Eclesiástico con- 
trario a separación de cuerpos, la tramitación de la mencionada 
demanda seguía, según las circunstancias, reglas variadas. 
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Hay un caso, en nuestros anales judiciales, que bien vale la 
pena de rememorar. Es el iniciado por un negro liberto contra su 
mujer, también negra liberta. Esta era Rosa Zedor, esclava que 
había sido del Teniente Antonio Zedor; una hacendosa morena 
que con sus ahorros había logrado comprar la libertad del moreno 
que iba a ser su marido. Este, «el negro Bernardo», deseaba 
abandonar la ciudad en procura de trabajos rurales; la negra 
quería permanecer en ella atendiendo sus trabajos de lavados y 
otros servicios domésticos. Y le parecía a esta negra recelosa que 
su marido, al intentar salir al campo, andaba con intenciones 
aviesas... Y no se quería ir... 
Se querellaba el negro en estos términos: 
«Señor Alcalde de prim” Voto.» 
» Bernardo Ramos Negro Liverto, Marido, y conjunta persona 
» de Rosa Sedór tambien Negra liverta, como mas aya lugar en 
» dro. y al mio combenga; ante Vm.i parezco, y digo, que a mi 
» dro. combiene, que Vmd. Justicia mediante, se sirva mandar 
> que la dha. Rosa Sedor mi esposa haga vida Maridable .con migo, 
» viviendo en mi compañía; sea en el campo, o en la Ciudad, pero 
» mas en aquel, que en esta, en atencion aque en aquel es donde 
» tengo radicada mi conveniencia, y vuen vivir, como es bien 
> publico y notorio. I respecto, quela dha mi Esposa antes de 
» ahora, ante Vmd. tiene preferido, q.* de ninguna suerte, hará 
» vida con migo en el campo, vajo de frivolos pretextos, que 
» todos tiran aun vivir livertino; se ha de servir Vm.i no consi- 
» guiendose por su mandato el que me acompañe, y Verificado 
ə que ella sequede en esta Ciu.i y, yo salga ami: ordin* travajo 
>» de afuera, mandar, que sean tasados nros. vienes, adquiridos 
» durante nro. matrimonio, que estoy pronto a manifestar, y que 
» se dé acada qual, lo quele pertenezca, desuerte, que yo pueda 
» asegurar lo que legitimamente es mio. Por todo lo qual, y lo 
» que por ahora dejo de alegar.» 
» A Vind. pido, y Suplico. Se sirva probeer, y mandar comollevo 
» pedido, por ser de Justicia, que imploro con costas, Juro lo 
» nezesario.» 
» Por el Exponente. (Firmado) Cosme Alvarez». 

La providencia fué esta: 
«Por present. I notifiquesele a Rosa Zedor, que incontinentem.te 
» siga asu marido ala casa donde este tiene su avitacion dentro, 
> o fuera de esta Ciu.d vajo de apersevim.to deq.* no cumpliendolo 


` 
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» assi dentro de tres dias primeros sig.'** conel apremio que corres- 
> ponde sele entregará asegurada asu satisfacion a esta parte su 
» marido; a. menos que por el juzgado ecleciastico de esta Ciu.t 

» aquien compete el conosimiento de los divorcios, ó apartamiento. 
> delos casados: no se declare es justa su separacion, y en cazo q." 
» assi se: verifig. e estaparte ocurryrá nuevam.!'* á este Tribunal á 
> seguir su instancia en orn. ala divicion y particion delos vien.* 

> gananciales, que .se ayan adquirido ensu matrimonio; porq.* 
> enquanto a estó se avoca assi este Juzg.1 el conosim.t? de esta 


» instancia». 
Y contestaba la negra Rosa: 


«S.r Alc.de de 12 Voto.» 
» Rosa Sedor Negra libre lexitima Muger de Bernardo negro en 


» la ynstancia, que este hace, intentando, que le siga a su arbitrio, 
» estribando solo en el contrato matrimonial para esta pretenza, 
» y lo demas deducido, digo: Que venerando el Superior decreto, 
» y providencia deVm. suplico de ella, y devo hacer presente, no 
» haver sido, ni ser.mi animo el faltar a la maridable comp.? por 
» haber omitido el seguirle a la campaña, en donde sin ningun 
» fundam.t* se mantiene; solo si he mostrado, y tengo mucha 
» repugnancia en reducirme á habitar en los terminos, que el dho. 
» mi Marido intenta, por muchas razones, que haré patentes, y 
» es la primera, y principal la conservacion de mi Individuo, pues 
» amenazada de el cada dia, con la muerte acompañada la amenaza 
» con malos tratam.tos de obra, me he llegado a persuadir, no ser 
> otro su animo, que sacarme fuera de la Ciudad para libertarse 
» del Yugo del matrimonio, y 'acabar con mi vida como me lo ha 
» significado, con arta confussion mia.» 

> Otra: Que saliendo yo a vivir la vida, que mi Marido pre- 
» tende, se hace prescisso, que abandone mi pobre casa, y las 
» agencias que en ella gozo, (que es lo unico, qué por falta de 
>» socorro suyo me sustenta, y mantiene) reduciendome a tener 
» ningunas en la Campaña; pues en materia de ellas tengo ninguna 
>» practica, ni intelligencia, y expuesta a perderlo todo, como me 
» sucedio ya, q.* por seguir sus erradas maximas, dexé de dis- 
» frutar sobradas conveniencias, que me hacia mi difunto amo 
» Da, Anto, Zedor.» 

» Lleno está este, y otros Pueblos de Matrimonios de los 
» quales, el marido habita comunm.'* en la Campaña atendiendo 
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> á sus labranzas; y en la Ciudad la muger al cuidado desu casa, 
> y labor, satisfaciendo, no obstante á lo que es el contrato matri- 
‘> monial, ayudandose mutuam.t* y con buena Armonia para. lo 
>» que llaman passar la vida humana: Si en el mio hay alguna 
» circunstancia, por la qual paresca, que Yo continuam.'" deva 
» estar a la vista de mi Marido, desde luego pido (y se evidencia 
» que no huyo de su Compañia) sea el apremiado, y compelido, 
» á que asista a la Ciudad, y en mi casa al cuydado de ella; pues 
» ademas que en ella tendrá mas agencias, como es sin disputa, 
» tengo mas dro. å su Persona, y servicio, siendo mi propio dinero, 
» el q.* lo sacó de Esclavitud, y lo ha puesto en estado desubsistir, 
» y esto con la mira deque me asistiesse sin darme motivo de 
» disgusto, ni sozobra, como la espero, y tengo expuesto.» 
> Considero, que reflecxionando Vm. con su acostumbrada 
» madurez, el caso, y razones, que llevo expuestas, se servirá 
» retirar, y moderar su citada Provid.2 y que mirando a la paz, 
» y concordia de este Matrimonio, E que el dho. Bernardo 
» mi marido haga eleccion entre conservarse en los terminos regu- 
` » lares, y sin perjuicio mio en las labranzas, que dice tiene en la 
» Campaña, o en venirse á mi casa, y servirme en ella de com- 
» pañia, y hutilidad deuno, y otro. =Por todo lo qual= 
» AVmd. pido, y Suplico se sirva proveer, y mandar como llevo 
» pedido, que es Justicia. Juro por Dios nro. Sr. y esta Señal de 
» Cruz (hay una cruz) no procedo de malicia. Agravios protexto 
» &.? (Firmado) Rosa Sedor». 

Y óigase al Juez: 

«Por presentada, y respecto deg.* en el matrimonio sea Caveza 
» el Marido de ambos a dos cuerpos redusidos por el contrato 
» Matrimonial, y Sacramento que lo Santifica a vno solo; y por 
» consiguiente que la caveza mande los demas miembros aquien 
» deven estar sugetos, y obedientes: Rosa Sedor justificará con 
“» provanza q.* equivalga para creerse el vicio q.* apadesido en el 
» castigo que le ha. dado su Marido, y Riesgo evidente que expone 
» deperder la vida si le sigue fuera de Muros en el termino peren- 
» torio de Tres dias con denegación de otro». (1) 

El expediente no ofrece más antecedentes. 


(1). Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. <«Inst,a de Marido y Mujer, Neg.s, sobre pretender 
aser Bida maridable.» 1772. 
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Cuestión judicial original la incoada por Don Francisco de 
Alzaibar en 1764. Pretendía que todo el ganado orejano, esto es, el 
ganado «sin fuego», sin marca diríamos ahora, que existía en la 
jurisdicción de Montevideo, era de su propiedad. Cuestión, por su 
alureleza de juicio ordinario, pero que fué considerada por su 
originalidad como de juicio de excepción, especialísimo. 

Aducía Don Francisco de Alzaibar “estos hechos. Desde los 
primeros tiempos de la ciudad, sus vecinos marcaron a fuego sus 
ganados en virtud de resoluciones del Cabildo y, por lo general 


registraron sus marcas en la Corporación; él, Alzaibar, no había 


marcado, no por concesión capitular en ese sentido, — yo, a lo 
menos, no la he podido encontrar —, sino por acto propio y cos- 
tumbre de él; luego, decía, todo el ganado orejano que se encuen- 
tra en la jurisdicción, es mío. e 

Los que entienden de estas cosas saben de la cantidad de 
ganados orejanos de aquellas épocas; aún, en otras muy poste- 
riores, que muchos de mis contemporáneos alcanzaron, existieron 
sobre los campos abiertos y montuosos del país, en sus cerros y 
sierras, en sus bañados y pajonales, grandes «trozos» de haciendas 
cimarronas, reacias a los rodeos y al costeo, que se sustraían a 
las yerras; para Alzaibar todo el ganado que hubiera en esa condi- 
ción, que pastase en los campos de la jurisdicción de Montevideo, 
era exclusivamente de su propiedad. En vano para Alzaibar, se 
habían ventilado ya judicialmente, por entonces, solicitudes de 
hacendados pidiendo que le fuesen entregados ganados propios, 


- orejanos, mezclados con haciendas de otros vecinos, gestiones que 


prosperaron y tuvieron resolución judicial favorable. 

Nada de esto valía para Alzaibar en su peregrina «pretensa», 
tan encuadrada en el afán de absorción de campos y reses, notorio 
en el actor, y bien resistido por Cabildo y vecinos. 

Don Francisco de Alzaibar invocaba un precedente: «...en que 
» siendo cierto que todo mi ganado desde la primera fundacion 
» de la ciudad (desde que se fundó la ciudad) ha sido y es su 
» marca orejano y los ganados de Don Manuel Duran y todos los 
» demás vecinos es de sus marcas por las cuales se conocen y 
» cada uno de por si tiene el derecho de recogerlos por sus marcas 
» en cualesquiera partes que se hallasen mezclados con otros gana- 
» dos por cuia razon no habiendo en esta jurisdiccion mas ganado 
» orejano que el mio se me debe entregar todo aquel que se halle 
> en esta jurisdiccion cuia decision esta determinado en esta misma 
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s forma en la Real Audiencia de Chuquizaca a instancia de Don 
» Juan Ignacio San Martín, en igual caso como el presente. . .» (1) 
Es sensible no conocer este casò en sus particularidades, porque 
acaso la igualdad no fuese tan absoluta como la que invocaba 
Alzaibar. Hay que suponerlo así. En este juicio se paralizaron los 
procedimientos, antes de la sentencia. 


CAPITULO IX 


LOS RECURSOS 


Organismos superiores de la justicia colonial. Audien- 
cias; razón de su fundación; jurisdicción audiencial en 
la cual se comprendía la justicia de Montevideo; la 
«Audiencia de Charcas»; el Sello Real.: Inconvenientes 
de la distancia desde Montevideo a la sede de la 
Audiencia de Charcas; medidas con .que se procuró 
atemperar esos inconvenientes. Erección de la Real Au- 
diencia Pretorial de Buenos Aires. Características de este 
organismo; noticias acerca de él, El Real y Supremo 
Consejo de Indias: El Rey. Recurso de apelación; tiempo 
y forma de oponerlo. Juez ad quem para. las apelacio- 
nes interpuestas contra las sentencias de primera instan- 
cia, dictadas en nuestra ciudad por la justicia civil 
ordinaria; hasta la creación de la Gobernación; después 
de erigida la Gobernación; segunda apelación. El Virrey: . l 
facultades de justicia de que se consideró asistido o que E 
se le atribuyeron; algunas incidencias con nuestros Jue- Ma 
ces que produjo la intervención del Virrey en' materia ; 
judicial; regularización del procedimiento como 'conse- 
cuenċia de la fundación de la Real Audiencia Pretorial de 
Buenos Aires. Atribución al Virrey, por el Rey, de facul- 
tades de justicia excepcionales para determinados casos. 

Apelaciones en la justicia ordinaria de carácter penal. 

La «diligencia de consultas. ¿La diligencia de consulta 

constituía una instancia? Apelaciones en las. «causas de 

arribadas». Apelaciones en el fuero militar. Recurso de 

nulidad. Recurso de suplicación. Recurso de segunda. 

suplicación. Recurso de injusticia notoria. Los recursos Ed 
en los juicios extraordinarios. En Montevideo no hubo CA 
Real Audiencia, pero hubo de haber habido. Funcio- ` o 
nario que, para las zonas que en el texto se indican, 
invistió facultades de Real Audiencia. 


Las Audiencias y Chancillerías eran cuerpos de constitución 
colegiada, representativos de la persona del Rey, con cometidos 
políticos, administrativos y judiciales más o menos extensos, según 
el rango de la Corporación y su lugar de funcionamiento. Origina- 
rios de España, sú trasplante a Indias significó un engranaje bene- 
ficioso en la organización de los territorios de Indias y fueron, en 
el concepto de los monarcas, la prenda que aseguraba la conser- 
vación de los nuevos reinos, su desenvolvimiento ajustado a la 
justicia y a las conveniencias temporales que era dado: esperar 
de ellos. El móvil inspirador de la erección de esas entidades en 


Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1745. 
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Indias, se expresa en los preámbulos de las Ordenanzas que se 
expidieron para la creación de la Audiencia de Méjico, una de las 
primeras, en el orden de fechas, que se establecieron en el nuevo 
mundo. «Nos deseando el bien y pro comun de las nuestras Y ndias, 
» por que nuestros súbditos y naturales que pidieren justicia, la 
» alcancen, y Zelando el servicio de Dios N. Señor, bien, provecho 
» y alivio de nuestros súbditos y naturales, y á la paz y sosiego de 
» los pueblos de la Nueva España y Provincias de suyo declaradas, 
» segun somos obligados á Dios y á ellos, para cumplir el oficio 
» que de Dios tenemos en la tierra, havemos acordado de mandar 
» poner una nuestra Audiencia y Chancilleria Real», etc. (1 Si en 
términos generales esa puede ser la inspiración' creadora de las 
Audiencias en Indias, pesaron “también, para cada una de ellas, 
causas de diversa índole, razones locales de utilidad para el fisco 
y sus ingresos, y motivos de otra entidad que se aprecian en el 
análisis detenido de cada una de las fundaciones audienciales. (2 
No desciendo a pormenores sobre la jurisdicción distrital en que 
estuvo comprendido, desde los más alejados tiempos, el territorio 
sobre el cual había de levantarse Montevideo. Bástame decir que, 
suprimida la primera Audiencia de Buenos Aires, creada por Real 
Cédula de 6 de 'Abril de 1661 y extinguida diez años después, 
Real Cédula de Diciembre 31 de 1671, (9 cuando en 1730 se orga- 
nizaron los primeros Juzgados españoles de nuestra ciudad, su 
territorio y el de su jurisdicción se hallaban comprendidos dentro 
de los límites asignados a la Audiencia de Charcas. 

Tenía esta Audiencia su sede en lo que es hoy ciudad de 
Sucre, capital de la República de Bolivia. Entonces, en los años 
de mi relación, esa población era llamada La Plata, Chuquisaca 
y Charcas. La Plata la denominaban los documentos reales que 
se relacionan con la erección de la Audiencia; Chuquisaca se le 
decía cuando se aludía a asuntos de instrucción, pues era cabeza 
de jurisdicción universitaria con su antigua y famosa casa de 


() Política Indiana, del Dr. Don Juan de Solorzano. Año 1647. 
Libro V, capítulo MI -8. Edición de la Compañía Ibero-Americana de 
Publicaciones S. A. 

(2) Para ampliación y consulta, el completo estudio del Dr. Enrique 
Ruiz Guiñazú, La Magistratura Indiana. Editado por la Facultad de Dere- 
cho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. 


(3) Estas Reales Cédulas pueden verse en la citada obra del Dr. Enri- 
que Ruiz Guiñazú. 
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A desisnaba muy frecuentemente por Char- 
a estudios; e a n bien a una comarca que 
i a FA E todo de los indios que la habitaban. En el pal pa 
-` los expedientes judiciales de nuestra ciudad se le Ena A e 
general, Audiencia de Charcas, o, simplemente, «Audiencia. d 


Audiencia Territorial»; en alguna ocasión, Audiencia 
de Chuquisaca; muy pocas veces la he visto designada por 


Audiencia de La Plata. 


De entre las clases de Audiencias, la de Charcas era de las 
subordinadas, sea por su dependencia del Virrey del Perú, sea a 
la limitación de sus atribuciones a cometidos ainia E 
judiciales, o con vinculación estrecha con la justicia, sea por esta 
presidida por un presidente togado. 


Era' característico de las Audiencias disponer, para sus pro- 
visiones, del Sello Real con el cual se le daba autoridad y a 
ticidad a aquéllas. Su recepción, la del Sello Real, debía rra 
con cierto protocolo y solemnidad. Véase cómo se recibió e : 
esta Audiencia de Charcas, según la*descripción que expone e 
Dr. Enrique Ruiz Guiñazú: «La Princesa Gobernadora Re a 
» despacho fechado en Valladolid a t de septiembre X a a 
» Sabed que nos embiamos a essa Audiencia nuestro Se a sn 
» para que con el sellen las provisiones que en ella se despac a 
» y porque saveis, cuando el nuestro Sello Real entra en 5 - 
» quiera de las Nuestras Audiencias Reales destos Reynos en ra 
» con la authoridad que si Nuestra Persona Real entrase y ansi 
» es justo y conviene que se haga en essa tierra; por ende Yo Vos 
» mando que llegando el dicho Nuestro Sello Real a essa tierra, 
>» vosotros y la Justicia y Regimiento de essa Ciudad de la Plata 
> salgais un buen trecho fuera della a recibir el dicho Nuestro 
>» Sello y de donde estuviera hasta el dicho pueblo vaya encima 
» de una mula o caballo bien aderezado; y Vos el Regente o el 
» Oidor mas antiguo, le llevad en medio con toda la veneracion 
» que se requiere, segun y como se acostumbra hacer en las Audien- 
» cias Reales de estos Reynos; y. anssi por este orden vais hasta 
» le poner en la Cassa de essa Audiencia Real, donde el dicho 
> sello esté, para ella tenga cargo la persona que paresieredes para 
>» que sirva el officio de chanciller del dicho sello, entretanto que 
» Nos proveemos del, a quien fueremos servido de sellar las provi- 
» siones que en essa Audiencia se despacharen». (1) 


(1) Dr. Enrique Ruiz Guiñazú. La Magistratura Indiana, 
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- Cuando se implantó la administración de justicia en Monte- 


video, «la Audiencia del distrito», esto es, la Audiencia de Charcas, 
era presidida por un togado que al mismo tiempo ejercía de «Capi- 
tán General de la ciudad de La Plata». Cinco Oidores y un Fiscal 
completaban su cuadro de Ministros. 


Saltarán desde luego a la comprensión del lector las graves 
dificultades que suponía para la administración de justicia en 
Montevideo la larga distancia a que se encontraba la sede de este 
Tribunal Superior, al cual correspondía la superintendencia sobre 
los Juzgados de nuestra ciudad. En el orden de las apelaciones, 
como se verá más adelante, la, costumbre creada en casos simi- 
lares en otros lugares de | Indias y aún disposiciones que en vista 
de esos inconvenientes se dictaron desde España y también por 
la propia Audiencia, ' modificaron el régimen del recurso para 
ante las Audiencias y si bien no lo prohibieron dieron remedio 
por otro conducto para la reparación de los gravámenes que cau- 
saban las sentencias de los Jueces inferiores. Apelar a la «Audien- 
cia Territorial», a la` «Audiencia del distrito», en esa época, era 
exponer el asunto a un trámite de años, especialmente cuando 
la Audiencia no podía pronunciarse con los elementos de juicio 
que se enviaban a su Regio Tribunal. He anotado en uno de los 
expedientes del Montevideo español que, al concederse por el 
Gobernador Del Pino una apelación para ante la Audiencia de 
Charcas, dió al recurrente un término de seis meses para presentar 
aquí el testimonio que acreditase haber comparecido ante dicha 
Audiencia a mejorar el recurso. (1 Dificultades surgían también 
en virtud de la distancia y de las exiguas comunicaciones con las 
provisiones cariadas, esto es, con las resoluciones que sobre asun- 
tos de justicia tomaba la Audiencia y hacía saber por carta a los 
Jueces de Montevideo; muchas cartas se extraviaban o llegaban 

. anormalmente retardadas a esta ciudad, lo que ponía a la Audien- 
cia en la necesidad de sobrecartar sus provisiones, es decir, reite- 
rar por carta la orden o resolución, y esto tres o cuatro veces en 
algunos casos. ` o E B 

Se quiso atemperar en un tiempo esos inconvenientes de la 
distancia, destacándose en Buenos Aires a algunos de los Ministros 
de la Audiencia de Charcas. Según fluye de la lectura de los 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1774. José Enrique de la Peña con 
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“expedientes de la época, archivados en nuestros Juzgados, cum- 


| + plieron su función en Buenos Aires, con atribución de la Audiencia 


de Charcas, Don Juan Gregorio de Zamudio, que ejerció a título 
de Oidor de la Audiencia de Charcas, el cargo de Protector 
General de los Naturales de esta ciudad (Buenos Aires) y su 
Provincia», y el Dr. Florencio Antonio Moreyra, «Oidor de la 
Real Audiencia de las Charcas, Teniente General y Auditor de 
Guerra de estas Provincias del Rio de la Plata». (1) Este último 
tuvo intervención desde Buenos Aires, en virtud de su cargo, en 
muchos juicios seguidos en nuestra ciudad. Pero ello no orillaba 
las dificultades en cuanto a poner los asuntos, en toda su ampli- 
tud, dentro de los moldes de las leyes y ordenanzas de entonces. 
Varios resortes de la administración política se resentian conjun- 
tamente con los de la justicia con esa ubicación tan lejana de la 
Audiencia. Como el número de juicios era cada vez mayor, y 
las cuestiones discutidas, de más importancia, el clamor general, 


“buscando remedio a situación tan irregular, pedía la creación de : 


la Audiencia de Buenos Aires. Informes, estadísticas, solicitudes, 
iodo era concorde en el sentido de esa necesidad; organizado el 
Virreynato del Río de la Plata, creadas las Intendencias, planti- 
ficadas todas las instituciones de relación y de conexión dispues- 
tas en la Real Cédula sobre Intendencias del año 1782, faltaba, 
como justa coronación de todo ello, la erección de la Audiencia 
de Buenos Aires. 

Y finalmente, después de un proceso de preparación y de 
estudio que duró diez años, se dictó la Real Cédula que la esta- 
bleció. Ese documento fué dado en Madrid el 14 de abril de 1783. (2) 
Audiencia de rango ésta creada para el Río de la Plata, con sede 
en Buenos Aires. No era una Audiencia subordinada como la de 
Charcas; de categoría superior, Audiencia Pretorial, como la llama 
la Real Cédula de su erección, o pretorial virreinal dentro de la 
clasificación del Dr. Enrique Ruiz Guiñazú, (% debía tener como 
Presidente al Virrey del Río de la Plata y se constituiría, además, 


(19 Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente sobre reclamo de pago a Jacinto Morales, 
1746, y otros varios expedientes de años posteriores. | 

(2) Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires. Volumen I, 
pág. 7, del valioso conjunto documental publicado por el Archivo, Histórico 
de la Provincia de Buenos Aires bajo la dirección del Dr. Ricardo Levene. 

a) Ohra nitada i 


a 
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con un Regente, cuatro Oidores y un Fiscal que sería, a la vez, 
«Protector de los Indios»; disponiéndose que esos cargos se lena- 
ran, por la primera vez, dos, con Ministros de la Audiencia de 


Lima, uno, con elemento de la de Charcas, otro, con los de la. 
Audiencia de Chile. Sería, pues, innecesario desde entonces, y así 


lo decretaba la Real Cédula, el ejercicio de atribuciones a que 


antes me he referido, cometido a funcionarios de la Audiencia de 


Charcas destacados en Buenos Aires, esto es, el cargo de Protector 
de Naturales y el de Auditor de Guerra, así como otros que expresa 
la real decisión. Estos cometidos se cumplirían, en adelante, en 
la forma habitual, por la nueva Audiencia. "Sa 

Había además, en la Audiencia, un conjunto importante de 
otros funcionarios. Dos Agentes Fiscales, dos Relatores, dos Eseri- 
banos de Cámara, un Chanciller, dos Receptores, cuatro Procu- 
radores, un Tasador, un Repartidor, un Abogado y un Procurador 
de pobres. Dos porteros y un barrendero, como sirvientes. 

La Audiencia tenía su Capilla y su servicio de Capellán con 
obligación el Capellán o Capellanes de decir misa «a los Pobres 
de la Carcel» — así expresa la Real Cédula — «y de enseñarles 
la Dottrina Cristiana». A : 

Disponía la decisión real que se procediese, una vez consti- 
tuída la Audiencia, a formular las Ordenanzas para el funcio- 
namiento de la misma, debiéndose ellas ajustar a las de las 
Audiencias de Lima y Charcas y a las dictadas para la primera 
Audiencia de Buenos Aires, «arreglandose. para su formación a 


lo dispuesto en las Leyes» y <adaptandose alactual estado de las. E 


cosas»; y tenían que ponerse de inmediato, aunque provisional 
mente, en ejecución, pues debían de ser elevadas a real aprobación. 
El texto de esas Ordenanzas, que se compone de trescientos treinta 
artículos, puede leerse en la obra del Dr. Enrique Ruiz Guiñazú. © 
Subidas a consideración del Rey, fueron desaprobadas, a lo menos, 
en parte, indicándose en la real resolución, en términos muy gene- 
rales, las modificaciones que había de introducírseles, Manifiesta 
el autor menciónado que no se conoce que se haya dado el cum- 
plimiento efectivo a lo dispuesto por el Rey. ik g 
- Se inauguró la Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires, a 
la que correspondía el tratamiento de Su Alteza, en Agosto de 1784. 
La Real Provisión con que el hecho se comunicó al Gobernador | 


(1) La Magistratura Indiana. Apéndice. 
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Montevideo Del Pir 10, se publicó en nuestra ciudad el 30 de 
¡ 1 f 1 ` » P 
a mes, ©- También para esta Audiencia se recibió en forma 


olemne' el: Sello Real, 


Por sobre las Audencs estaba el Real y Supremo' Consejo 


de las Indias. Si discutieron los autores acerca del año de su Se 
a “dación — se dá ahora por seguro que data de 1524 — y si con ; 
Aa transcurso del tiempo y bajo distintos monarcas varió en cuanto 
àl número de sus integrantes y en lo que se refiere a la categoria 

: z ne ‘Ministros y funcionarios, todos están acordes en que signi- 
a -ficó la más alta autoridad sobre los. territorios españoles de piri 
=. rica, resumiendo en sí facultades legislativas, ejecutivas y k i- 
“* ciales. Constituía el órgano por el cual el Rey «oía y libraba» os 
asuntos de Indias. | 


- Por lo que se refiere a las facultades judiciales del Sa 
Consejo, que son las que tocan a mi tema, aunque doctrinariamen e 
se reservaba su intervención para casos muy especiales, enume- 
rados, en estrictos términos, casi taxativamente, para Apo l a 
este Cuerpo de la avalancha de recursos y reclamaciones que hubie- 


ran llegado a él si no se hubiese limitado esa vía, el caso es que, 
: prácticamente, tomó ingerencia en cantidad importante de cues- 
eS tiones que se ventilaron en estas Provincias y aún diré que en algu- 
nas tramitadas en Montevideo, sea por quejas presentadas por liti- 
o gantes, “por medio de personajes de privanza ante el Soberano, 

- sea porque fueron introducidas allí, en la forma habitual escrita 
. «de recurso, a la consideración del Real Consejo. 


c y por sobre el Consejo Supremo de Indias, el Rey. El Rey, 
dictando justicia, ya sea por el órgano de su Consejo Supremo de . 
Indias, cuando el 'asunto subía normalmente al conocimiento del 
Consejo, o cuando se le llevaba directamente a su consideración, 


. como ya lo he indicado, por personajes de valimiento ante él. 
"Y el Rey resolvía, dentro de la norma corriente, por el ministerio 
de sú Consejo Supremo de Indias, o, a veces, con solo oir al Consejo . 


o asu Fiscal, o, aún, por su propia resolución, es decir, sin dicta- 
men. Por este último modo, sólo hubo raras decisiones de excepción. 
Un expediente de nuestros Juzgados recuerda una de estas 


(1) Da esa fecha el Dr. Enrique Ruiz Guiñazú, en su citada obra. 
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intervenciones reales, ejecut 
ada fuera | . 
del proceso. de las normas habituales 


» le oponen...» 
E i 
l Rey estaba mal informado porque, además de ubicar a 


Don Franci i 
) sco de Alzaibar como vecino de Buenos Aires cuando 


obstante su ; : 
Buenos Aires e tablen temporarias, a veces pr olongadas, en 
el Gobernador sta 0 que la instancia se había introducido ante 
, Cuando, en realidad 
E » Y COMO procedía por der 
erecho, 


s había deducido ante el Juez Alcalde 
seguí : i i i 
guia el Rey: .. . «replicando que a fin de que no se continuen 


sión i j 
relativa a los pleitos, largos e intrincados pleitos, suscitados 


1) ivo A | 
de Primes mavo Tyg ado Letrado de Primera Instancia en lo Ci il 
. 1775. Autos civiles en iv 
como apoderado del Vizconde de Azpa De Marné a agmundo Muñoz, 
y zaibar. 
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entre los intéresados en la herencia del Mariscal José Joaquín 
“de Viana. Subidos estos asuntos a pronunciamiento del Consejo, 
el Rey, ante las dificultades de las materias controvertidas y 
- dada su estimación por la familia desavenida respecto de cuyo 
' fundador y de varios de sus componentes tenía la Corona fuertes 


motivos de agradecimiento por los servicios prestados, dispuso 


por Real Orden que los herederos transaran sus diferencias. Les 


ordenó que transaran, pero no dió las bases de la transacción. (1) 


Sabido cuáles eran los Juzgados y Tribunales de Montevideo 
y los organismos con sede fuera de la ciudad y su jurisdicción, 
conectados con nuestra administración de justicia, voy a estudiar 
los recursos que se ejercieron contra las sentencias que se dic- 


` taban en nuestra ciudad y cuáles organismos, y en qué grado, 


conocían de esos recursos. Las normas procesales que voy a 
exponer fueron creadas, en parte, por la ley y, en parte, por la 
costumbre, impuesta ésta a veces por circunstancias especiales 
del medio, de la época y de la distancia, debiendo prevenirse que 
las Reales Cédulas de fundación o erección de. los organismos 
judiciales y reguladoras de sus reglas procesales se refirieron 
muchas veces a la costumbre como a norma directriz a la cual 
debía ajustarse el procedimiento. La costumbre, pues, aún contra 
la disposición escrita, tuvo así, efectivamente, por propia defini- 
ción real, el imperio de la misma ley. 

Entre los recursos en las causas civiles enumero en primer . 
lugar, el de apelación o alzada. Consistía en buscar por un liti- 
gante, en un Juez superior, el remedio contra el agravio de la 
sentencia dictada por el Juez inferior. Se daba contra las senten- 
cias definitivas; «mas de otro mandamiento o juicio que ficiesse 
» el juzgador, andando por el pleito, ante que diese sentencia 
» definitiva sobre lo principal non se puede ni se debe ninguno 
» alzar», habían establecido las Partidas; y la Nueva Recopilación 
preceptuó: «Establecemos que de las sentencias interlocutorias no 
» haya alzada, y que los juzgadores no la otorguen ni la den». 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1802; gestiones del Sub-Teniente del 
Regimiento de Infantería de Buenos Aires, José Joaquín de Viana, contra 
la venta que hizo su hermana a Benito López, campos entre Gutiérrez 


y Olimar Grande. 
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Sin embargo, tantas excepciones fueron introducidas a ese prin-. 


cipio que acabaron por constituir regla en el sentido de que se 
concediese apelación en todas aquellas interlocutorias que con- 
cluyesen artículo de interés. Podían interponer el recurso no sólo 
las partes sino también los terceros a quienes perjudicase el pro- 
nunciamiento de una sentencia. 
El término para apelar era de cinco días. La apelación en los 
juicios escritos podía introducirse de palabra, al notificarse la 
sentencia a las partes, consignando el notificador, en la diligencia, 
la manifestación del apelante, o por escrito delante del Juez sen- 
tenciador, o por escrito ante el Juez que debía conocer de la 
instancia apelatoria. Cuando se interponía la apelación delante del 
Juez que había sentenciado, éste la otorgaba, según su arbitrio, si 
no había para esa clase de causas disposición preceptiva en contra- 
rio, o en ambos efectos, esto es, en el devolutivo que implicaba 
pasar el conocimiento del asunto al Juez superior y en el suspensivo 
que significaba dejar en suspenso la ejecución de la sentencia y no 
innovar, o sólo en el devolutivo; o expresaba, simplemente, que 
otorgaba el recurso, sin especificar con qué efecto, o proveía conce- 
diendo el recurso en cuanto haya lugar. Se entendía que en el ter- 
cero de los modos citados, el otorgamiento comprendía los dos 
efectos, pues no estableciéndose limitación, el agraviado debía ser 
auxiliado con lo más y no con lo menos; en cuanto al cuarto modo, 
siendo su expresión tan ambigua desde que podía discutirse no 
sólo su alcance en cuanto a los efectos que encerraba sino también 
en cuanto a si era procedente o no el recurso interpuesto, pronto 
cayó en desuso, y mientras subsistió tenía el pleiteante derecho a 
pedir su aclaración; o el alcance era determinado también, a veces, 
por el Juez ad quem. Cuando la «apelación se interponía ante el 
superior, éste requería informe del inferior y, en ocasiónes, pedía 
también los autos, quedando por este último hecho suspendida la 
intervención del inferior. Negada la apelación por el inferior, u 
otorgada sólo en efecto devolutivo, tenían los agraviados derecho 
de quejarse ante el superior. y 
Cuando la apelación se concedía sólo con efecto devolutivo, 
era opción del recurrente pedir un testimonio de los autos para 
que el superior pudiese desde luego entrar en conocimiento de 
la causa, y a esto se llamaba «subirla por compulsa, o esperar a 


que se ejecutase la sentencia y pudiesen ser elevados los autos 
originales. 


“Real Audiencia Pretoria! 
“ Gobernador. En esto, com 
«mado al lector, tean 
| Plata tuvo por base lo que se 


`- el Gobernador de la Isla; 


E «El Siglo XX>. Habana. 
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los Alcaldes, hasta la : erección de ta 
de Buenos Aires, Se apelaba an te el 
en otras materias de que ya he : 
r normas para el Río de la 


De las sentenciás de 


iento de las' , E 
el plantear había determinado para a Habana 
IS E- si uacl . 
ucblos de la Isla de Cuba por 1a m Tas Audien- 
y otros Pi con relación a la distancia a que uí la de Charcas. 
e; alk la Audiencia de Santo Porina conocia en apelación 
cias; ` caldes, en ' ? s Alc 
De las sentencias de. los A de las sentencias de nues Tos Aa de 
.. y ernacl 
cota el Gobernador. Hasta la ereachn m Pe las Provincias 
conocia deo, el Gobernador y Capitán Genera tra Gobernación, 
Mont a a Plata; desde la creación de nuestra 
del Río de o ideo. 2 i 
e Montevideo. on i erigida 
el ye ema nor error, algún juicio de Montevideo ante curso al 
unque ' diendo entender en t ` 
nación correspondie f Comandante 
G Grandor del Río de la Plata, fue apelado ane hires. (3) 
Gobern”, de la Plaza; éste elevó el asunto 3 Gobernador no era ni. 
Minitar día, a veces, que la sentencia del Go ino distinta de 
cat y ia ni confirmatoria de la del Alcalde, S es. Las partes 
revocs , había entonces, dos sentencias confom ia de Charcas, 
ella; ig esos casos expedita su vía ante e arazosaS emergen- 
| ta segunda apelación, tercera instancia. Sm Por eso, sin duda, 
o j éstas las que exigían recurrir a Char a recordado ya un 
a “procedimiento fué escasamente Charcas Del Pino la concedió 
sa | apelación ante Charcas. e- 
juicio en me que en el término de seis meses on porgue 
o e <timonio de la mejora de la expuesta ape 532 y pasada 
> lante) rlo se declarará por desierta y por consen! da en estos 
as i sidad de cosa juzgada la sentencia pronunciada 
» en autori e 
» autos». (3) 


í devolutivo. 
Este recurso se concedió solamente con efecto 


— 


amir i uba. 1927. Imprenta 
~ (1) Ramiro Guerra Y 7 


Sánchez. Historia de Cc 


j stanci lo Civil 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en 
de Primer Turno. Diversos expedientes. 


j a 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primer 


de Primer Turno. Expedientes de 1738. Primera Instancia en lo Civil 


Fernando Martínez. 


Instancia de lo Civil 
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Pero erigido el Virreynato de Buenos Aires, se introdujo una. 


modificación importante en lo relativo a apelaciones. La Real 


Cédula de creación del Virreynato, dictada a favor de Don Pedro' 
de Cevallos en 1? de Agosto de 1776, decía: ...«he venido en 


» crearós mi Virrey, Gobernador, y Capitan General de las de 
» Buenos Aires, (se refiere a las 'Provincias) Paraguay, Tucumán 
» Potosí, Santa Cruz de la Sierra, Charcas, y de todos los Corr 
» gimientos, Pueblos y Territorios aque se extiende la J aa. 
> cion de aquella Audiencia, la cual podeis presidir en el caso 
» de ir a ella...» ( De este «a cual podeis presidir en el caso 
de ir a ella» derivaron los Virreyes de Buenos Aires el título qu 

usaron de «Presidente de la Rea] Audiencia de Charcas», (2) Se lo 
aplicó Cevallos; se lo aplicó Vertiz. Se lo aplicaron otros: de culos 


en su caso, Audienci ) 
Ls 5 pe la Audiencia de Charcas, se abrieron el camino 
e el Virrey. Al principio para sus apelaciones, más tarde 


aun en sus viajes y recorridas de su territorio, ejercían la facultad 
de que se consideraban investidos de ser J Ueces de apelació : 
las causas sentenciadas por los Alcaldes, Consideraban su atri 
bución «como inherente á su persona y no a su Juzgado». Y a 
que, a estos efectos, en la comitiva con que viajaba el Vir E 
Vertiz se hallaba siempre su asesor letrado. Enconttándos 
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Virrey Vertiz en Montevideo, entendió en un recurso que se 


introdujo ante él (D E | 
«Hubo vez en que en su afán de autoridad no se limitó el 


Virrey a pronunciarse sobre el punto recurrido sino que llevó su 
` decisión a la adopción de medidas punitivas contra los Alcaldes. 
En un caso ventilado en nuestra ciudad, en expediente iniciado 


en 1779, en que el litigante se agraviaba por haber dispuesto el 
Alcalde. — en su concepto extemporáneamente — la formación 
y pago de la planilla de costas y la libertad de deudores del deman- 
dante, el Virrey ordenó al Gobernador de Montevideo que impi- 
diese que dicho Alcalde, — Domingo' Guerrero — fuese elegido 
nuevamente para ese puesto en un período de seis años, que no 
se le permitiese, durante el mismo término, administrar justicia 
de modo- algúno; que Guerrero pagase al litigante todos los gastos 
incurridos en: su viaje a Buenos Aires y.en su permanencia en 
ella para introducir y tramitar el recurso y que restituyese a su 
costa, a la cárcel, a los deudores libertados. (2. | 
_No todos se sometían a ese reconocimiento de atribuciones 
en el Virrey. Hubo litigantes que no las aceptaron. Hubo Alcaldes : 
de temple que las desconocieron. Los hubo aquí; los hubo en 
Corrientes. Talvez, también, en otras partes. Pero el Virrey, con. 
la opinión de sus asequibles asesores, mantuvo su prerrogativa y 
dispuso que dieran nuestros Alcaldes, Domingo Guerrero y Juan 
de Echenique, en un término perentorio, las razones en que se 
fundaban para «contestarle» su facultad. (3 
Estas desviaciones ilegítimas del procedimiento fueron desapa- 
reciendo a contar desde que se creó la Real Audiencia Pretorial de 
Buenos Airés, ya que el Presidente era el propio Virrey y no 
había entonces razón para mantener la vía de apelación de que 
algunos se servían. Sin embargo, años después, en nuestra ciudad 
todavía se registraba una «intromisión». En el año 1806, estando 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Causa criminal contra el negro Bentura, esclabo de 
Don Domingo Chavarría por haver dado muerte al negro Liberto llamado 
Franco.» 1779. `. i T 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Causa seguida contra Tomas Cavello por ladron 


Quatrero». 1779. i 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Autos civiles entre Domingo Puig y Mariano Font. 1779. 
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en -nuestra ciudad el Virrey Marqués de Sobremonte tomó 


ingerencia directa, en este caso, sin protesta de nadie, en un 
, 


A ; : ; 
oi Fi por el atentado cometido por un indio contra 
: a medio de la confusión reinante sobre atribuciones judicia- 
es el Virrey, el Soberano procedió en. alguna ocasión dictando 
una disposición expresa otorgándole determinadas facultades de 
Juez, lo que supone reconocer que, sin esa decisión, el Virre 

las tenía. Así, en 2 de Abril de 1789, noticiado el Rèy de que de 


e i .... 2 9? č y 
a po a petición de parte, y ello tanto en lo que se 
l0naba con quiénes habían sido o eran Gobernadores, justi 


m g , | 
, 
. 


() Archivo del Juz | | 
: gado Letrado d i ao na 
de Primer Turno. Expedientes de 1808. A instancia en lo Civil 
(2) i dd 
de Ricar us de la Real Audiencia de Buenos Aires. Advertencia 
vene, Director honorario del Archivo. Volumen L Pág 274 
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En tal grado.se prestó acatamiento a este principio que para evitar 


desviaciones se creó la «diligencia de consulta». 


La «diligencia de consulta». Procedía, en general, cuando 


i t . ds . , p 
dictada una sentencia susceptible de recurso, éste no era usado 


por el procesado o por su defensor. Veamos el texto de la comu- 
nicación con que el Juez sentenciante remitía al superior, en con- 
sulta; una causa criminal. En el caso de que me ocupo, la consulta 
está hecha por un Alcalde de Montevideo a la Real Audiencia 
Pretorial de Buenos Aires. Los paréntesis encierran explicacio- 
nes mías. | | 

«M. P. S.» (Muy Poderoso Señor). | 

«Vuestro Alcalde Ord.? de Primero Voto remite a V. A. (Vuestra 
» Alteza) los adjuntos Autos criminales que he formado contra 
» las personas de Juan Ant.* Rodriguez, alias el Corujo, y Martin 
» Ceballos, alias el Copeton, con la sentencia que en ellos ha pro- 
» nunciado para que su Superioridad se digne resolver lo que 
» fuese de su sublime Justificacion cuio próceso conduce el Patron 
» de Lancha Matias de Sosa, que deja conocimiento de este 
» Pliego. (Una vía del resguardo de haber recibido el patrón, 
» a bordo de su lancha, para su transporte, el expediente de la 


» referencia.) 
Nuestro S.°r G.de la Vida de V. A. (Vuestra Alteza) 


m.: y felices años en aumento de Mayores Reynos, 


y Señorios. Montev.* 27 de Ab! de 1789. 
M. P. S. (Muy Poderoso Señor) 


Fernando Jph. Rodriguez».(1) 


¿Constituía la «diligencia de consulta» una instancia? En el 
hecho, sí, porque el «Superior», el «Regio Tribunal» podía ordenar, 
a su arbitrio, nuevas diligencias procesales con intervención o sin 
intervención del encausado o de su defensor, nuevas pruebas, con- 
ceder audiencias al procesado o a su defensor, o al «Promotor 
Fiscal», o a sus apoderados en Buenos Aires, escritas u orales, 
disponer la subsanación de requisitos de procedimiento y luego 


pronunciaba su fallo «confirmando» la sentencia o «revocándola»,. 


o introduciéndole las modificaciones que estimase convenientes. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1786. i 
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Contra la sentencia dictada por un «Superior», en decisión de 
consulta, se usaban los recursos prevenidos para las sentencias 
en general. 


Contra las decisiones del Juzgado de Arribadas se usaron, en 
general, pocos recursos. Sus causas no fueron muchas y como, 
frecuentemente, los Gobernadores cometieron el conocimiento de 
esos asuntos propios, por delegación, a los Alcaldes, resultó, a 
veces, que contra las sentencias de éstos se recurría ante el dele- 
gante. Raros fueron estos casos. Hasta época ya adelantada de 
la Gobernación de Del Pino no se planteó expresamente la pro- 
cedencia de los recursos contra el pronunciamiento del Juzgado 
de Arribadas. Con motivo de la causa que se instauró a Pedro 
Guido por haber introducido, traídos en su buque «Nuestra Señora 
del Rosario», algunos pasajeros embarcados clandestinamente — 
llamados ya entonces polizones — y de haber el reo, arrestado y 
con sus bienes embargados, apelado a la Real Audiencia de Buenos 
Aires, Del Pino denegó la apelación sosteniendo que, de otorgarse, 
había de concederse, según el «Reglamento de Comercio Libre» 
al Consejo de Indias, teoría que objetó la Audiencia, disponiendo 
que Del Pino le remitiese los autos, como así se hizo; el conflicto 
subió a España por iniciativa del Gobernador, y, como definición 
del punto, el Rey libró la Real Orden de 8 de Diciembre de 1790 
en la que se determinó que en todas las causas de esa naturaleza 
en que tomase conocimiento el Gobernador de Montevideo, tanto 
en las embarcaciones del comercio libre como en las demás que 
pertenezcan «a aquel Govierno» admita las apelaciones y recursos 
que de sus providencias se interpusieren legítimamente, conforme 
a derecho, «para esa Real Audiencia, y Tribunal Superior del Dis- 
trito en la forma ordinaria». (1) 

De modo que para las causas del Juzgado de Arribadas que- 
daron expeditas las vías de recursos que correspondían por regla 
general a los juicios en los Juzgados Ordinarios. 


En los comentarios que he formulado acerca de las apelacio- 
nes que se elevaban al Virrey, he particularizado siempre que 


(1) Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires. Advertencia 
de Ricardo Levene, Director honorario del Archivo. Volumen I, pág. 472. 
La Plata 1929. Publicaciones del Archivo Histórico de la Provincia de 
Buenos Aires. Documentos del Archivo. Tomo II. 
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is. atañían a las causas del fuero común o político. m 
teresaban a personas que aunque litigasen asuntos ev Eaa 
a Van bajo fuero militar, esas sí, tenían, por expresas disposicio E 
E S 1 remedio de apelación ante el Virrey; esto desde que se c 

i Virre nato; antiguamente correspondían al Capitán General de 
E del Río de la Plata. De los Gobernadores, ao a 
fundado el Virreynato, las causas debian subir al Capitán md Á 
después de fundado el Virreynato, al Virrey. Sólo en casos 


EE : 
da “tercera instancia subían a los Consejos en España. Sa 

Ese procedimiento fué recordado en Real Orden, E de 

bril de 1784, en la cual se establecía que los Ingenieros y a S 
de Artillería que se trasladaban a América debían ser pas 

A dos como permaneciendo en sus cuerpos y fueros, como si er 
en en España; y que con el objeto de evitar dudas Su Majes : 

le laraba que «qualesquiera Individuos de estos cuerpos e os 
‘del Exercito de España y la Marina que tuviere a bien emp pa 
en Goviernos Militares y otros destinos en America se psa 
3 egular comprehendidos, vaxo la Jurisdiccion del Consexo de 
iS 'Tridias con arreglo a la segunda parte de la citada Real Orden de 
y veinte y nuebe de Enero de mil setecientos setenta y siete...» 
: ero observaba el Rey en esa resolución que, en algunos recursos 
que subían a los Consejos en estos casos de fuero militar y de 
harina, se omitía el recurso a los Virreyes que prudentemente A 
hi bía creado para evitar a esas personas beneficiadas por e 

ero militar tener que litigar en España, obligándolas así o a 
ometerse a gravosos gastos y dilaciones o a abandonar sus pleitos 
para no incurrir en ello. Disponía, pues, que el recurso an 
-Virreyes y a los Capitanes Generales y Presidentes «de ca E a 
“Española, Nuebo Reyno de Tierra Firme, Goathemala, y Chyle», 
e «en las Causas de los Militares» ha de ser extensivo para ante 
-«los demas Capitanes, o Comandantes Generales de las demas 
Provincias de Indias» para que «sin las yncomodidades de recurrir 
» a España, tengan en la America ygual veneficio, reserbandose 
» solo el ultimo recurso a los Consexos, aunque sin admitirse la 
» apelacion en lo suspensibo para los negocios de mayor gravedad 


» que tratan también las Leyes de España». (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Autos obrados a instancia de Alejo Ayllones, contra 
Don José Cardozo, sobre el cobro de cantidad de pesos. 1781. 


sitos o procedimientos considerados como esenciales para el de- 
sarrollo y decisión de los juicios. Las treinta a Cuarenta causales 
que daban a los litigantes el derecho de decir de nulidad una 
sentencia, se agrupaban por los autores en diez motivos que 
abarcaban a todas, y, generalmente, con la invocación de uno de 
esos diez compendios, los litigantes introducían este recurso, 

Había nulidades nolorias, que resultaban evidentemente del 
expediente, y atañían a matéria fundamentalísima, como, por 
ejemplo, cuando una sentencia se daba «contra fuero»; esas nuli- 
dades eran consideradas perpetuas y no se subsanaban por el 
curso del tiempo; para la deducción del recurso contra otras nuli- 
dades calificadas de lemporarias se fijaba el término de sesenta 
días contados desde la notificación de la sentencia. 

El recurso de nulidad podía utilizarse como acción y como 
excepción; como acción moviendo el recurso en término hábil, 
ante Juez competente, y como excepción cuando se invocaba 


vencedor. 


Si el recurso se intentaba como acción, podía ejercerse con- 
juntamente con el de apelación o separadamente; en el primer 
caso, era Juez para conocer en el recurso de nulidad el Juez de 
la apelación; cuando el recurso se usaba independientemente del 
de apelación, había que ventilarlo ante el mismo Juez que había 
dictado la sentencia argúida de nula. Cuando se formalizaba como 
excepción, se ventilaba ante el Juez que conocía en la acción de 
cumplimiento de la sentencia. 

Si bien las expuestas eran las reglas generales, en las ciuda- 
des españolas de Indias, entre ellas Montevideo, hubo en ello, 
como en todos los demás puntos de procedimientos, continuas alte- 
raciones que la costumbre hizo admitir y que, al cabo, constitu- 


esto para el litigante, solían hacerse ante ese Juez determinadas 
diligencias que se llamaban de preparación, e, instruído así el 
recurso, pedía el litigante «la gracia» de elevarlo al superior, la 
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ón fuerza de definitivas, dictadas por los Tribunales ic 
; ar que éstos enmendaran o modificasen el fallo o a 
Ci do uno de estos Tribunales veía una causa y e alla _ ? 

curso de apelación, se decía que lo hacía por vista; cuan a 
7 oducía la súplica se pedía, en realidad, que se reviese ese i 


te, en que la apelación era de sentencia de Juez e : 
? y i 

z superior y la súplica se producía ante el mismo bd 
| ía i i inferiores; 

A A yente; en que no se podía introducir ante J a in a 
a ET, T súplica se basa 

EN, le la apelación era un «derecho de ley» y la súp 


intos por la naturaleza de las causas en que podían Ea al 
tro, por los términos de tiempo para su interposición, á P : q e 
omo el de apelación se daba contra las sentencias eS z Ra 
úplica se concedía contra las sentencias de que no al E u e 
emedio de grado. Existían también otros caracteres di eren ; 

o tan señalados como los expuestos. En nuestra ciudad, en los 
-primeros tiempos de su organización judicial, fué muy frecuente 
“ausar mal este recurso de súplica. Nuestros primeros o 
solían suplicar ante los Alcaldes, Jueces inferiores ante los cua es, 
como he dicho, no cabía ese recurso.(0) Otras veces supli- 


(D Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo a 
de Primer Turno. Querella civil de Cristobal Cayetano de Herrera coni 
Miguel Cardozo. 1737. Querella Catalina de Aguilar contra su mari 
Francisco de Armas. 1734. 
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caban al Juez superior en Buenos Aires, en lugar de apelar. (1) 

Existía también el recurso de segunda suplicación llamado, 
asimismo, recurso segoviano porque fué creado por disposición 
dictada en Segovia por el Rey Juan I. Consistía en solicitar del 
Tribunal que ya había fallado en revista que diese entrada al 
recurso para ante S. M., o sea, en lo referente a Indias, ante el 
Supremo Consejo de Indias. 

La introducción de ese recurso era autorizada muy limitada- 
mente. Se excluía en todas aquellas causas en que con la sen- 
tencia de revista había tres pronunciamientos, a saber: la sentencia 
del inferior, la de vista del Tribunal superior y la de revista de 
éste; no cabía, pues, en las causas iniciadas ante los Alcaldes 
y otros Jueces considerados como inferiores, como los Goberna- 
dores en determinados casos; se hacía excepción en aquellas causas, 
falladas por Jueces inferiores, en las cuales, durante la tramita- 
ción de la instancia ante el Tribunal superior, habían aparecido 
hechos nuevos no examinados por el inferior pues se entendía 
que, mediando esas circunstancias, no se infrigía el aforismo 
de derecho según el cual todo pleito debía fenecerse con tres 
decisiones. 

Cabía, pues, en términos generales, el recurso solamente en 
las denominadas causas o casos de Corte, es decir en aquellas cuya 
primera instancia correspondía por su naturaleza a Tribunales 
superiores, o por el carácter peculiar del asunto, o por impli- 
cancia de actuación en el inferior, como cuando un Cabildo debía 
pleitear con particulares, pues en estos casos los Alcaldes, Jueces 
de primera instancia, integraban la institución demandante, el 
Cabildo. 

A las limitaciones creadas para la deducción de este recurso, 
se unía otra circunstancia por la cual era poco ejercido: la obli- 
gación en que estaba el recurrente de dar caución pecuniaria de 
importancia para el caso de que el fallo recurrido fuera confir- 

mado. Ya interpuesto, podía el litigante, en el término de tres 


meses, desistir, con derecho a que se le reintegrase de la cantidad 
depositada en caución. 


El recurso de injusticia notoria se concedía para ante el Con- 
sejo Supremo de Indias contra las sentencias definitivas y contra 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. — Querella de Luis Mascarenas. — 1734. 
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or nombrado por el Rey, más apartado de ella el de 
] ‘Aires, con sus autoridades más autóctonas, y se interrumpió 
i la- antigua y constante comunicación entre ambas ciudades, las 
“conveniencias de la Corona, y sus necesidades políticas, propen- 
dieron a crear en nuestra ciudad todos los organismos Superiores 
que habían tenido hasta entonces su sede en Buenos Aires. Entre 
ellos, una Real Audiencia. 

Primeramente, la proyectada Audiencia sería un mero «tras- 
plantes de la de Buenos Aires a Montevideo, subsistiendo como 
Real Audiencia «de Buenos Aires» en Montevideo. Es decir, que 
el asiento, únicamente el asiento de ella, correspondería a nuestra 
ciudad. Ni más ni menos como ocurrió con el Virreynato de Buenos 
Aires en 1811 y, posteriormente, disuelto el Virreynato, con la Capi- 
tanía General de las Provincias del Río de la Plata. Recordaba el 
Consejo de Indias, en Marzo de 1811, dirigiéndose en comunica- 
ción a la Audiencia de Buenos Aires, en pliego que recibió el 
Virrey en Montevideo, «la lealtad y amor de las Ciudades y 
Provincias del Río de la Plata a V. A.», «que no han Querido 
sucumbir a las ideas revolucionarias de la Junta de Buenos Aires» 
y que se debía atender en estos convulsionados momentos a la 
buena administración de justicia; por ello, y por otras razones, 
consideraba como necesaria la constitución de la Audiencia de 
Buenos Aires en Montevideo. 

Se tendría que «formar» de un modo excepcional, dadas las 
circunstancias reinantes. No se podrían trasladar a nuestra Ciudad 
los integrantes de la Audiencia que vivían en Buenos Aires y que 
permanecían adictos a España. Ni era dado que viniesen a Monte- 
video, por los notorios riesgos que el viaje suponía, letrados de 
Lima, de Chile y del Cuzco con que se podría llenar la Corporación; 
proponía, pues, el Consejo de Indias que la Audiencia de Buenos 
Aires en Montevideo se «formase» con Joseph de Acebedo, Oidor 
Supernumerario de Chile, que había tenido que interrumpir en 
nuestra ciudad su viaje a Chile, para donde iba con el objeto de 
ocupar su cargo; con don Juan de Cea, también en Montevideo, 
y con «un Abogado ConJuez» que designaría el Virrey, prefiriendo 
siempre para ese puesto a personas que ya devengasen sueldos u 


honorarios por otros conceptos para recargar menos, así, al erario 
público. 


.* 
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s. La EOT enía vertiginosamente. 
isoluci 
y la diso 


Y Ay 


¡conjurar los suceso 
in: modo muy agudo | 
; „tió funcionario que invis- 
Pero si no hubo Real Audiencia, ex! 
a . General de la Nación. Docu- 
ay Archivo de Indias, Sevilla. Archiv er, Caja 2 Auto de Vigodet, 
e meñtos de la Colección Mario Falcao Espa o 1812. De todos estos docu- 
“sobre erección del Consulado, de 2 er Me cado de los €Xpedientes colo- 
> a ue me remito y del estudio prac rende que la creación de la 
Entos eN han llegado a mis manos, se de Sin embargo, el Licencia do 
An ea de Montevideo no pasó de proye? nuestra Ciudad que brin dó 
Ni lás Herrera, en uno de los informes 50 y1, en 1816, refiriéndose a la 
tan asequiblemente al Rey portugués e cionÓ provisoriamente esa pro- 
" ormanizació “usticia, afirma que fun 
organización de la jus A 


Año 1808. 


.. tió en Montevideo muy caracterizada 
fué E s facultades de 1 iencia: 
cn pa j Montevideo en lo relativo a an 
territorios no inclufd i e a Yruguay: que epn A 
~ En efecto, en re en los límites de los distritos de los Cabildos. 
con mayor definició Aay estaba ya organizándose, cada vez 
E: e y bajo la dependencia política de Montevideo 
del Rios acordó E aa Oriental del Uruguay», «Banda Este 
«Vistos; estando e pa O de Buenos Aires: 
» de la mand.t* Gral de la ñ 
» a a Pio el Govern. Actual a dE 
oo CEE pcia A i lipp de este Superior 
»le es fac : ue en las materias de ici 
» nados a a y obligar a los Jueces, y a 
» dar las Ar N Ga Cupore de los respectivos deveres 
A O nes convenientes aprecaber los delitos y toda 
e e ce sobre la conducta de los campos y admi 
ode AE icia en sus inmediatos jefes, activar la ioma: 
a a Ai ad las causas despues de substanciadas 
» sentencias segun lo , Otorgando los recursos o consultando las 
E ls casos y en conclusion promober cuanto sea 
techos eguridad, tranquilidad y conserbacion de 1 
e aquellos vecinos y Hacendados; y para la nte 


» gencia del expresado 
e Acordada ió Comand.t* Gral librese la respectiba 


por ser de un i 
curial 
haber sido muy RE en aquellos años. Si funcionó, pues, d 
estudiados porini amente; la convicción que surge de 1 i e 
Daa mí, es contraria a esa afirmación o Aaa 
o el conocimi : $ 
ción del erudito e < R informe de Nicolás Herrera a 1 
riador, mi estimado amigo, Juan E. Pivel no 
, . Pivel Devoto. 


El documento 
> se encuent igi 
Janeiro, Caja 635. TA Da EREE ATONIVA ENEE HE: BGAE 
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CAPITULO X 


«SUCESOS BAJO JUSTICIA CRIMINAL» 


Anotaciones generales. Un herido grave. 
Isabel Gaitan, herida por su marido. Los 
pecados de la lengua. <Un gúeso de la olla». 
Muerte de Basilio Burgues, consecutiva de 
herida recibida. El caso de Joaquín de Vedia 
y la Quadra. Robos en los Almacenes Reales. 
Un rapto. «Falsificación de la firma del 


Virrey». 


Es de tradición, no de constancia documentada, que a las fami- 
lias que debían venir desde Canarias a poblar Montevideo y a 
los que, establecidos aquí, iban a recibir el nuevo contingente, se 
les aleccionó, desde tiempo atrás, sobre los modos con que habían 
de conducirse Unos respecto de otros y sobre la apretada instancia 
que hacía el Rey de que un amplio espíritu de caridad y de tole- 
rancia informase los actos de todos, reprimiendo enojos, sofocando 
arrebatos y pasiones Y procurando que nada turbase la amistad y 
la paz en el conjunto de la nueva población, que se fundaba para 
muy altos fines de defensa de los territorios de España. 

No obstante todas las recomendaciones y advertencias, Conso- 
lidado en la península de Montevideo el núcleo poblador impor- 
tado, mezclado con el elemento nativo de estas Provincias a que 
he aludido, que aquí se hallaba y con el que fué llegando, nutrido 
ello con los elementos de gente que se acercó a la población para 
trabajar a jornal y para ser peones de faenas de labranzas y de 
haciendas, pronto actuó la ley de la fragilidad humana, y surgieron 

las primeras murmuraciones, los agravios, las calumnias, los hurtos, 
las pendencias, los actos pasionales, los hechos de sangre, ejecutado 
todo ello ya en plena responsabilidad de los actores, sea bajo 
influencia de embriaguez, 0 sea por efecto de perturbaciones 
de la mente. 

Voy a particularizarme € 


actos, «sucesos bajo justicia Cr 
ros hechos delictuosos ocurridos en la ciudad 


n este capitulo con algunos de esos 


iminal». Se conocerán así los prime- 
en formación y 
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otfos de años posteriores. Digo delictuosos; 


entonces se calificaban 
de criminales. 


Fué el 24 de Julio de 1731. Un 
tituídos el Cabildo y las autoridades judiciales propias de la ciudad. 
9 y 30 de la noche, más o menos. Estando el Alcalde Tomás Gon- 
zález en su casa, recibió aviso por el soldado de Infantería Agustín 
Manuel de que un hombre se lamentaba, en la calle, diciendo: 
«Virgen Santa me han muerto». Expresaba el soldado que habiendo 


de ellas mortales, 


spor ser ambas muy penetrantes» «y estar resollando por ellas». 
Individualizado el reo, resultó que se había huído. (1) 


Isabel Gaitan era una vecina de Montevideo; 
de una incidencia de consecuencias. En 1733, cuarto año de la 


$ reducido a prisión y ence- 
(2) 


Incómoda vecina resultó Juliana de Soza. Muy habladora. 
En 1733, el Juez la condenó «por su lengua depravada». (3) 


José Sans, Cirujano del navío de Su Majestad llamado «San 


(D) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1731. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1733. Francisco de Acosta, o sin el «de», 


de Abril de 1728. 


Libro 19% de Matrimonios. Archivo de la 


(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1733. 


ritura confusa y perdida de modo que no me es posible A en 
objeto de esa sangre si bien por algunas palabras legibles pa 

sd derse que estaba destinada a un doliente — y siendo (los 
o) agrega el querellante, «tan sobrados como lo son en 


: ici ero 
*no. eran equiparables la vida del perrillo y la del canicida, a sü 
ano i bandonar a aqu 
Šilo fué cuanto no se le hizo a 
o fué en vano en i y 
el de agresión. Y una noche, refiere Sans, saliendo «de casa 


io tan gran golpe en una olla del lado derecho que me la quebro 


: (1) 
e loque estoy padeciendo gravemente». , leds 
: Pregunto otra vez ¿qué es eso de la olla? La o la e A 
ibre no técnico, pero si vulgar, de la cabeza. No técnico: 


1737, Perez se vengó de la muerte de su perrillo, quebrándole 
Sans un hueso de la cabeza. 


De gran pena tuvo que ser para Montevideo el suceso para 
1 4 de Junio de 1740. Murió, de resultas de una herida, a 
3urgues, el mayor de los dos hijos varones del eds 
j primeras nupcias, de Jorge Burgues con María i iO 
primitivo poblador de la ciudad y un patriarca de e i o 
efectuó el repartimiento de los solares, se le adju a o 
‘Burgues toda la manzana N° 3, comprendida entre las calles 


; ; ivil 
(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civi 
de Primer Turno. Expedientes de 1737. 
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das actualmente Piedras, Cerrito, Bartolomé Mitre y Juan Carlos 
Gómez, pues se hallaba poblado en ella, desde tres años atrás 
con autorización del Gobernador y Capitán General de B l 
Aires, dada por decreto. (1) e 
Basilio Burgues tenía entonces 14 años de edad. 
oia e Francisco Luis, hijo de otro de los pobladores 
ambien Francisco Luis. Figura éste en el li sn 
) : ibro padr 
Ea de los segundos pobladores que por olvido de Don Pedro 
ei no se asentaron en el Libro Padron y se hace ahora». (2) 
a echo se produjo en los Migueletes, en la chacra de Silvestre 
E dl rabo, asimismo poblador de la primera hora de la ciudad 
e? os de Canarias, y anotado con el N° 1 en la lista de los 
adores que trajo de «Orden de S 
a u Magestad» el «Nuestra 
i a Juez en esta causa el Alcalde de Segundo Voto, Delgado 
E se se er el aviso del hecho «por un pardo llamado 
rio, esclavo de Burgues». Nos va a relata 
e ues». r el suceso José 
Pérez, testigo presencial, hijo de Silvestre Pérez Brabo. Voy a des- 
pojar su declaración de los errores ortográficos y de escritura pero 
respetando enteramente sus locuciones. ý 
, «Preguntado si se habia hallado presente al tiempo que 
o la quimera»... La quimera. Se extraña esta palabra 
q a en el interrogatorio judicial porque, en su acepción de 
H quimera es lo que se propone a la imaginación como cosa 
z cierta, no siéndolo; pero entonces, allá por los siglos XVII 
y II, quimera era término de significado legal, usado habitual- 
mente en los procesos judiciales coloniales, y equivalía a penden- 
cia, rina o contienda. Nada, pues, de imaginación sino pura realidad 
y, frecuentemente, sangrienta. ' 
si si se había hallado presente al tiempo que tuvie- 
a a quimera, respondió que se halló y que estando con Fran.so 
uis llegó el difunto con Luis Reinoso y que antes de llegar a 


» ellos se apartó de con el dif : ; , 
» a Campear...» unto el dicho Luis Reinoso y se fue 


o 


(1) : 
ño R venida de Burgues a Montevideo, dan algunos porme- 
de la Ciudad de Bile a p y Enrique de Gandia en su obra «Historia 
enos Aires», II. På . 
General de la Nación. es». II. Pág. 48. Documentos Capitulares. Archivo 


(2) i 
Documentos Capitulares. Archivo General de la Nación 
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Se fué a campear. ¿Y qué otra distracción, qué otra fuerte 
atracción podía tener entonces la mozada de Montevideo que la 
del campo, la de andar en él, la de sus trabajos y faenas? Con sólo 
abrir, a primera hora del día, las puertas o las ventanas de aquellas 
rústicas casas, diseminadas sobre la península inicial de la ciudad, 
el ambiente de la naturaleza bravía se les metía de golpe en 
sus piezas solicitándolos a salir y a compenetrarse con ella. Ya ape- 
rado el caballo, también estaba ansioso desde hora temprana por 
irse a envolver en el medio agreste de los campos y a participar, 
él, también, en sus entretenimientos, en sus trabajos y en sus 
luchas. Si su dueño demoraba, él lo incitaba con la impaciencia 
de sus giros, desenvueltos alrededor del árbol o del palenque en 
que estaba atado, cascando la tierra, relinchando bajito o levan- 
tando rígidas las orejas a todos los ruidos queriendo descifrar en 
ellos los pasos de su dueño o sus preparativos de marcha. 

Reunidos Burgues, Luis y Pérez también éstos tres se fueron 
a campear. Dejemos hablar al testigo Pérez. «Que llegando a 
» ellos el difunto se fueron los tres juntos y que el dicho difunto 
» apartó un potro de las yeguas del Rey...» De modo que éstos 
tres, campeando, dieron con un lote de las yeguadas reyunas, 
de las yeguadas del Rey. Se introdujo Burgues en él y codició 
uno de los potros. Habrá sido de ver entonces la maniobra de 
Burgues para llevar el potro a la orilla del lote y, colocado el ani- 
mal en esa posición, cómo habrá atropellado oportuno su caballo y 

cómo habrá cortado el potro campo afuera. Diestro, el muchachón... 
Y cuando con otra habilidad campera iba a tirar su lazo, ya prepa- 
rado con las vueltas adecuadas a la distancia y con su armada en 
forma para que al desenvolverse el tiro aquélla se achicara para 
caer exactamente en el cuello o en el medio cuerpo del animal, 
Luis, más pronto que su compañero, atrapó el potro en su lazo. 

«Y sobre quien lo había de llevar se trabo la quimera entre 
los dos». En el derecho de la época, las yeguas, potros y potrillos 
de las manadas reyunas, del Rey, eran res nullius en cuanto a la 
facultad de los pobladores de hacerse dueños de ellos por ocupa- 
ción, por aprehensión, siempre que fuese para domesticarlos y apli- 
carlos a su uso o al procreo. 

Se trabó, pues, «la quimera». «Y entonces el difunto sacó 
» el cuchillo y le amagó al dicho Francisco Luis y entonces sacó el 
» dicho Francisco Luis su cuchillo...» Y se consumó lo irremediable. 


10 


Ur ante puñalada debajo de la tetilla izquierda de Burgues, 
- 1Jo*hirió de muerte. 

<...y que el (Pérez) con el difunto se vinieron de priesa para 
»su casa habiendo hecho fuga ya el dicho Francisco Luis y que 
» delante de Silvestre Pérez' padre del declarante dijo el difunto 
» que lo había herido Francisco Luis y que despues los peones 
» del padre del difunto lo pasaron de la casa del declarante a la 
» de su padre (de Burgues) y que luego que llegaron murió». 
Constató la muerte el Juez de la causa, Delgado Melilla, que se 
trasladó, en seguida del aviso, a la chacra de Jorge Burgues en 


los Migueletes a efectos de efectuar las diligencias judiciales 
pertinentes. (1) 


Joaquín de Vedia y la Quadra, o Joaquín de Vedia, fué per- 
sona descollante en el Montevideo español y generador de descen- 
dencia que dió a las causas de nuestras patrias, en sus orígenes 
y en los períodos de sus organizaciones, elementos de valiosa 
cooperación. Véase lo que le sucedió la noche del 17 de Setiembre 
de 1761. Era entonces Joaquín de Vedia un oficial, un pundonoroso 
oficial de Infantería. El nos va a referir el hecho, ocurrido en 
circunstancias en que se encontraba a cargo de la guardia de 
«La Pólvora». 

¿Dónde estaba ubicada «La Pólvora»? En el interior de la 
Ciudadela había un almacén, subterráneo, para pólvora. Pero no 
se guardaba allí en cantidad mayor. Los depósitos principales 
estaban fuera de muros, para dejar a la población sin el riesgo 
de explosiones. La ubicación de esos depósitos era la siguiente: 
saliendo por la puerta principal de la Ciudadela y siguiendo hacia 
el Este por el Camino de la Cuchilla, llamado del Cordón, Tres 
Cruces y Maldonado, digamos ahora, aproximadamente, por la 
Avenida 18 de Julio, hasta un punto próximo a la actual calle Río 
Branco, sobre la izquierda había uno de los Almacenes de Pólvora; 
sobre la derecha, muy próximo al Río de la Plata, había otro. El 
grueso de la guardia militar de La Pólvora correspondía al alma- 
cén de la derecha. En ese punto ocurrió el hecho en que fué pro- 
tagonista Joaquín de Vedia y la Quadra. Este nos relata el suceso 
en la exposición que elevó al Gobernador Viana, que decía: 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1740. 
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«S." Gobernador: e 
» Muy señor mio: Hallandome destacado en esta Guardia De la 


» Polvora, anoche a la hora de las nueve poco más O menos tuvo 
» Andres de Soto, soldado de la 4% vacante, el atrevimiento y 
» osadia de presentarseme en este cuarto, atropellando mi ostima- 
» cion e invirtiendo todo el respeto y subordinacion debida al 
» caracter de oficial con que (sin embargo de mis cortos méritos) 
» me hallo distinguido; se me presentó, Señor, dudo que a V. 5. 
» no cause repugnancia creerlo, convidandome a que me embo- 
» rrachase con el, pues traia cual si yo fuese algun aiae 
» suyo un frasco de vino, para que en su compañia a i 
»par nos lo bebiesemos; no pudiera imaginarme que tal a A 
» vimiento se pudiese dar en soldado alguno, y aunque el dolor 
» y enojo me hacia brotar en los extremos de romperle la cabeza, 
» con el mismo frasco, o dejarlo en el sitio con otra violencia, 
» contenido de no se que impulso interior y de que, si Ja mandaba 
» prender en aquel instante acaso el dolor de tal vejacion me 
» arrastraría á cometer un desatino, me contuve con echarlo fuera 
» del cuarto y hacer que se volviese con el frasco de vino, interin 
» me sosegaba para poner en manos del prudente acierto de bl S. 
» esta infamia, suplicandole rendidamente contenga con un ejem- 
» plar estos excesos, pues un oficial de honor que en su vida ha 
» dado el mas minimo apice de llaneza; familiaridad á ningun 
» subdito y se ve atropellar y pisar de este modo su honor y la 
» subordinacion puede con alguna viveza propasarse en aquel 
» primer movimiento á algun exceso.» E 
» Esta mañana lo hice conducir preso a este cuerpo de guardia 
» donde se halla interin V. S. determine.» 
» Dignese V. S. perdonar con su excesiva bondad y piedad las 
» faltas que esta lleve, pues va escrita con el pesar que me 
» acompaña.» 
» Que llanezas he dado yo á la tropa? Que embriagueces han visto 
» en mi para tratarme como a borracho con semejante exceso? 
» Quedo rendido á la disposición y ordenes de V. S. cuya vida 
» que Dios guarde, como deseo. Destacamento de la Polvora y 
» septiembre 17 de 1761.» l 
> De V. S. su mas humilde y apasionado subdito 
» Joachin de Vedia y la Quadra.» 

He aquí la providencia del Gobernador: 


a 
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. *... ¿Montevideo septiembre 18 de 1761. 

«Con vista de la precedente representacion y querella fundada 
> sobre un desacato injurioso que trasciende como se expone en 
» forma de delito de falta de subordinacion y respecto de ser 
» cometido el atrevimiento que se enuncia por un soldado subdito 
» a un Oficial su Superior, remitese al Capitan de Infanteria 
» Don Francisco Gorriti, Comandante de su Cuerpo, para que 
» nombrando la partida que tuviese por conveniente para la segu- 
» ridad del soldado Andres de Soto á este se pase de la prision 
» en que la carta deduce se halla a asegurarlo en la cactura (cap- 
» tura) que pareciere correspondiente, de la Real Ciudadela, eli- 
» giendo inmediatamente Oficial que le forme el debido proceso 
» segun previenen las Reales Ordenanzas para que finalizado y 
» junto el Consejo, de Guerra en el se sentencie la causa, segun 
»los meritos que resulten. 

» Viana». 

Si el hecho denunciado exaltó tan vivamente el sentimiento 
de dignidad militar de Joaquín de Vedia, la definitiva decisión 
del Consejo de Guerra significó para aquél una hora de tanta 
amargura que desvió para siempre sus pasos de la institución 
de las armas. 

Fué Juez pesquisador y Fiscal en el proceso el Teniente Sebas- 
tián Sánchez. En su dictamen, concluyó «por el Rey» que el 
soldado debía ser puesto en libertad. Lucido Consejo de Guerra 
presidido por el Capitán Francisco Gorriti e integrado por desta- 
cados oficiales de las fuerzas de la guarnición: Capitán de Infan- 
tería Carlos O'Hara, Capitán de Infantería Antonio Pascual, 
Capitán Francisco Bruno de Zavala, Teniente de Ingenieros Fran- 
cisco Rodríguez Cardozo, Sub-Teniente de Infantería Miguel Diaz, 
Sub-Teniente de Dragones Julián Núñez. Todos votan la libertad 
del soldado; suceso ocurrido sin testigos, la parte probatoria del 
proceso, en lo que al hecho se refería, era totalmente precaria; 
aún el hecho mismo no podía implicar el delito con que el agra- 
viado quería definirlo, y el soldado fué puesto en libertad. (© 

Y, como lo he dicho, la delicadeza de los sentimientos de 
honor personal y militar de De Vedia no le permitieron subsistir, 


() Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Proceso militar al soldado Andrés de Soto por insubor- 
dinación. Año 1761. 


A Rm a aga en ad 
Ter A A e a am meanen pa = Pe rr erp RA sm Er a 
ë E o. a -am 


— 133 — 


en su profesión, a este contraste. Se alejó de ella y puesto en la 
actividad civil, acreditó sus condiciones. Fué elemento de nombre: 
en la procuración y defensuría judiciales, actuó de Escribano, sin 
serlo, en falta de titulado, en la Junta Municipal de Temporali- 
dades creada cuando el extrañamiento de la Compañía de Jesús; 
fué, de hecho, el primer asesor de esa Junta y tuvo, más tarde, 
un destino de importancia en la Oficina de Correos Marítimos 
de la ciudad. 


Robos en los Almacenes Reales. Informa de ellos el siguiente 

documento: 

«Señor Gobernador. 

» El Guarda Almacen de Artilleria desta Plaza Dn Antonio Palo- 
» mino ante V. M. como más haya lugar en derecho y al servicio 
» del Rey convenga parezco y digo: Que en los Reales Almacenes 
» de mi cargo estoy experimentando continuos hurtos y robos 
» por los Presidiarios y Negros que trabajan en las faenas de 
» dichos almacenes: de cuios recientes hechos solo he podido ave- 
» riguar dos, el uno de rovo de minestras verificado en el Almacen 
» de San Francisco por dos Negros que se hallan arrestados en 
» la Ciudadela, y el otro de Pistolas en el Almacen de la Compañía 
» encontradas en un soldado de los que custodian a los mismos 
» Presos, aprehendido y puesto en reclusion por el Sarg.t* de la 
» Asamblea de Infteriz José Martínez siendo cierto que las balas 
» de fusil se venden publicam.*'* a medio real una copa de som- 
» brero llena. En cuia atencion y con el castigo de pena capital a 
» que estan sugetos los tales se contengan y escarmienten los mal 
» intencionados y cese el perjuicio que resulta al Rey con estos 
»rovos y a mi el descubierto en de necesidad o por consig.* 
» quedo...» 

El Rey no pudo ser vindicado. Para la «Justificacion», el Gober- 
nador Del Pino dió comisión al Sargento Mayor de la Plaza, 
Miguel Allende; éste se excepcionó por «Indispuesto» y propuso al 
Ayudante de la Plaza José María Moledo, del Regimiento de 
Galicia; Moledo invocando «urgencias del Real Servicio» logró 
que el asunto pasara al Alcalde y en manos de éste se paralizó. (2 


(D Véase mi «Epoca Colonial, La Compañía de Jesús en Montevideo». 
Capitulo X. ` 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1777. «Expediente contra varios Reos por urtos o rovos 
en los Almacenes Reales.» 


e $us ¿Alcaldes Ordinarios, recibió el nuestro de Segundo Voto, 
)ómingo Bauzá, titular de ese Juzgado en 1782, un exhorto en que 
-"ge'solicitaba la combinación de procedimientos contra Juan Rolón 
y otros por rapto de Josefa Freire de Andrade; la carátula del 
expediente dice: rapto á y no rapto de. Entre las diligencias 
actuadas en la mencionada ciudad de las Corrientes, se encuentra 
como foja del expediente una tira de papel en que la raptada 
denuncia el hecho «al señor General». Este General era el Teniente 
de Gobernador de aquella jurisdicción, Don Juan de Cossio. Si yo 
reprodujera esa pieza con sujeción a su ortografía, la haría de 
lectura difícil; le introduzco, pues, numerosas correcciones. Y aclaro 
que Josefa Freire de Andrade era una de las pobladoras traídas 
de España al Río de la Plata y se encontraba cuando el suceso en 
el pago de Santa Lucía Grande, calificado así en oposición al otro 
Santa Lucía, «Santa Lucía Chiquito». 
Dice así la denuncia: 
«So General. Josefa Freire y Andrade puesta a los pies de V. S. 
» hace presente de como siendo pobladora de los españoles que 
- » han venido por Su Magestad para el Rio de la Plata y hallandose 
» en el pago de Santa Lucia Grande de Montevideo en la estancia 
» de Juan Varela en compañía de mi marido y de un hijo de 
» 4 años, un mozo Paraguay atrevido me robo de mi casa estando 
» mi marido ausente y rodeando la casa con armas de fuego y 
» dos compañeros me tiene por esos campos y por aqui como 
» casada sin que me quiera largar ni aun para confesanme y me 
> hallo tan mortal del pesar que ya no espero cobrar salud por lo 
» que suplico a Usia me haga la caridad de prenderlo y a mi 
>» sacarme de la esclavitud del pecado y amor forzado y man- 
» darnos a Montevideo o Buenos Aires porque a mi dulce marido 
» y a mi amado hijo tenga el consuelo yo de verlos antes que 
> muera y por sacarme los hombres de entre los buenos (?) y le 
> suplico sea pronto y prevenido porque es mal mozo es mester 
» (menester) cogerlo con engaño o de noche porque esta armado 
>» y asi suplico á Usia esta caridad por el Señor que por nosotros 
» murio en la Cruz y por su madre santisima que libre mi alma 
» de este pecado y mi cuerpo de tanta afliccion favor que espero 
» de la cristiandad de Usia». 
La mujer fué libertada de su cautiverio; Rolón estuvo preso 
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en nuestra Real Ciudadela por más de dos años; la Real Cédula 
de Indulto de 16 de Enero de 1784, dictada por el Rey Carlos, 
cubrió con el perdón el hecho de Rolón y de sus acompañantes. 

Yo he reservado hasta ahora el apellido del esposo qe la 
raptada; pero voy a darlo pues me parece que ese nombre cons- 
tituye una singular circunstancia o, mejor dicho, un CONtrasen- 
tido con lo que le pasaba a esa mujer: el marido se llamaba, dé 
apellido, Amor; Juan Amor. > 


Setenta años después. Después de fundado Montevideo. Los 
expedientes judiciales registran hechos delictuosos que demues- 
tran los progresos de la delincuencia. No en los delitos CON tra las 
personas, porque esos dieron siempre, de Caín a la fecha, homici- 
dios y heridas; pero sí en materia de delitos de otra naturaleza. 
A los primeros hurtos en la ciudad, sustracción de alguna Prenda 
de vestir, de sobeos, de maneadores, de cojinillos, de frenos, en 
una palabra, raterías, sucedieron los hurtos o robos de alhaj as, de 
haciendas, etc., para llegarse a principios del siglo XIX a Uh caso 
en que en afán de una adquisición ilegítima, se opera «la falsifi- 
cacion de la firma del Virrey». Nada menos que de la firma 
del Virrey. 

La firma falsificada era la de Joaquín del Pino. La falsifica- 
ción se ejecutó cuando éste era Virrey pero fué hecha en docu- 
mento con fecha que correspondía a la época en que Del Pino 
ejercía de Gobernador de Montevideo. Bartolomé Busto, Sub- 
Teniente del Batallón de Milicias de la Plaza, había gestionado 
ante Del Pino que, en mérito de sus servicios, se le adjudicase T 
terreno. Su «memorial», que le servía de título, aparecia despa- 
chado favorablemente por Del Pino. Habiéndose presentado ese 
documento, en 1802, a Bustamante y Guerra, a éste le llamaron 
la atención dos circunstancias: la diferencia de la tinta entre el 
pedido de Busto y la del decreto de Del Pino, pues la de este decreto 
demostraba ser de utilización mucho más reciente que la otra 

— aún ahora se nota esa diferencia —, y la falta de trámite con 
que Del Pino había proveído la petición. Dispuso Bustamante y 
Guerra que los Maestros de primeras letras Manuel Antonio Arge- 
rich y Romualdo Ximeno y los Escribanos Bartolome Vianqui y 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1782. 


::Mánuel de Cavia cotejasen la firma de Joaquín del Pino y mani 


“festasen, asimismo, si la tinta era de 1785 o 1786, época de la 
tramitación de la solicitud de Busto, disponiendo también que 
se requiriese información del Cabildo acerca de concesiones i 
tradas de tierras. ' R 

ia y Escribanos dictaminaron que la firma no era 
au éntica, que la tinta era fresca; el Cabildo, por su parte, expresó 
es E su archivo, en esa pretendida gestión no æ lè había 

l E : a intervención que le correspondía, que el documento era 

€ 0» y, en consecuencia, «nulo». Bustamante y Guerra, que 

E dia en el juicio en virtud del fuero de Busto, — ésa Subs 
k TaN pa ere —, nombró Promotor Fiscal para esta causa 

errera. Y como éste opinase i 
' que el delito era suma- 
pia visto que hasta el Virrey establecía que «no me cabe 

F E sf pul mi firma y rubrica», se mandó proseguir 

se tomaron las medidas requerid á 
a l queridas, entre éstas, la de 
En os a 2 Busto, al que concurrió el Administrador 
usto era «estanquillero». La sentencia fué i 
vamente favorable al procesado i bi a 
e , pues si bien se resolvió á 
E vió que éste 
E oa el terreno al Rey», que restituyese al comprador de ese 
a A lo habría negociado, el precio percibido, que lo 
ase de los daños y perjuicios causado 
de s y que pagase una 
RRE de quinientos pesos aplicables a gastos de Cámara y de 
SN 3 a a se le eximió de pena corporal ya que si bien 
robada la falsificación no se había justifi 
a justifica 
hubiera hecho, personalmente, Busto. a 


La sentencia la dictó . : 
a dictó Ruiz Huido 
y Guerra. (1) bro, sucesor de Bustamante 


a) i ibaní 
Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Año 1802. N? 19 
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CAPITULO XI , 


JUZGADO DE LOS MERCADERES 


Creación de la jurisdicción comercial en nuestra 
ciudad; asuntos privativos de esa jurisdicción; dele- 
gación en Montevideo del Real Consulado de Buenos 
Aires. Juez colegiado. Subrogación de los Jueces de 
Comercio. Sede del Juzgado de los Mercaderes. Par- 
ticularidad: estaba prohibida la intervención de Abo- 
gados en los juicios mercantiles. Texto 'de un «acta de 
rezelo». Los hacendados eran reputados comerciantes. 
El procedimiento en los juicios mercantiles. Tribunal 
de Alzadas en Buenos Aires; obligación de la compa- 
recencia en Buenos Aires, de los comerciantes de 
nuestra ciudad, para la defensa en los recursos que 
interponían ante el Tribunal de Alzadas en Buenos 
Aires; inconvenientes del sistema; creación del Tribu- 
nal de Alzadas en Montevideo para asuntos comerciales 
de nuestra ciudad; los recursos de nulidad y de injus- 
ticia notoria, Nómina de los Jueces de Comercio que 
actuaron en nuestra ciudad. Erección del Consulado 
de Montevideo. Organización del Real Consulado y 
forma en que se integró; cuerpo judicial del mismo; 
. permanencia del Tribunal de Alzadas tal como se 
habla constituido en nuestra ciudad, no obstante la 
creación del Consulado. Plan económico para este 
Consulado. Proyecto de edificación de sede propia. 


A los Juzgados ordinarios, políticos, de nuestra ciudad, a 
cargo de los Alcaldes, se les segregaron, como ya se ha visto, con 
motivo de la creación de la Gobernación de Montevideo, las causas 
de arribadas y todas las conexas, conforme a explicación que he 
dado en el capítulo sobre el Juzgado de Arribadas o Juzgado del 
Gobernador. Según el lector habrá apreciado en la exposición de 
las relaciones entre el Juez Gobernador y los Jueces Alcaldes, 
hecha en el capitulo V, esa disminución en las cuestiones come- 
tidas a pronunciamiento de los Alcaldes fué, en la práctica, más 
de derecho que de hecho, pues los Gobernadores, invocando las 
urgencias del real servicio y otras razones que se han enunciado, 
encomendaban muchas de las causas de atribución propia, sea 
para el diligenciamiento, sea para diligenciamiento y decisión, A 
los Jueces Alcaldes. 


Hera 


E Pero no ocurrió lo mismo cuando se estableció una jurisdic- 
ción especial para los asuntoś comerciales, antes cometidos a los 
Jueces Alcaldes. La creación del Consulado en Buenos Aires y 
la designación de su Diputado o Comisionado en Montevideo para 
que actuara por delegación de aquella Corporación en nuestra 
ciudad, atrajo a su «fuero», a su Juzgado, llamado aquí Juzgado 
də los Mercaderes, una cantidad de asuntos que aliviaron efecti- 
vamente a los Alcaldes en una tarea que les era muy absorbente 
y pesada. La Real Cédula que erigió el Consulado de Buenos Aires 
es de 30 de Enero de 1794.( «Su instituto (el del Consulado) 
» — decía la parte final de la regla 1 — sera la mas breve y facil 
» administracion de justicia en los pleitos mercantiles...» 

Los asuntos de que debía conocer privativamente el Consulado 
eran «todos los pleytos y diferencias que ocurran entre comercian- 
> tes y mercaderes, sus compañeros (ahora los llamamos socios) y 
» factores sobre sus negociaciones de comercios, compras, ventas, 
» cambios, seguros, cuentas de compañia, fletamento de naos, fac- 
» torias y demas que conoce y debe conocer el Consulado de Bilbao 
» conforme a sus Ordenanzas: las quales han de servir de regla a 
» este nuevo Tribunal por ahora para la sustanciación y determi- 
» nación de los pleytos en todo lo que no vaya prevenido por 
» esta Cedula: y lo que ni en ella ni en dichas Ordenanzas este 
> prevenido se decidiran por las Leyes de Indias y en su defecto 
» por las de Castilla; no habiendo pragmaticas, reales cedulas, 
» ordenes, o reglamentos expedidos posteriormente que deban 
» gobernar en las respectivas materias». 

El distrito de la jurisdicción del Consulado de Buenos Aires 
era todo el Virreynato del Río de la Plata. Montevideo caía, pues, 
en su distrito jurisdiccional. Previno la Real Cédula que para 
«mayor comodidad de los litigantes» el Consulado »tendra Dipu- 
» tados en aquellos Puertos y lugares de mas comercio donde 
» parezcan necesarios, que conozcan con igual Jurisdiccion de sus 
» pleitos mercantiles en dichos Puertos y lugares». 

Montevideo era entonces, fuera del de Buenos Aires, el puerto 
de más comercio, dentro de la jurisdicción del Consulado. Podía 


(1) «Documentos referentes a la Guerra de la Independencia y Eman- 


cipación Política de la República Argentina». Publicación del Archivo de la 


Nación Argentina. Buenos Aires. Establecimiento Tipográfico de J. Weiss 
y Preusche. Pág. 269. 
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aspirar legítimamente a un Delegado, maxime a = DR 
i i la navegación de alto bordo. o. 
inal de preferencia en i de 
o por resolución del Virrey, a propuesta del Co 
sulado. En el curso del mismo año, 1794. 


Eo pe dai 
El Diputado o Comisionado para administrar q 
A j r n e on- 
asuntos entre partes, no podía actuar solo. Asi RES oral 
sulado la administración de justicia estaba a cargo de iS 
integrado por el Prior y los dos Cónsules, los rated 
; i en 
entre éstos, en consecuencia, el que estaba S A ase 
os i egiado co 
; : se en organismo Co 
ciudad, debía constituir i AD 
con dos «Colegas», esto es, con dos comerciantes, PS SN 
€ 
de dos que propondrá cada parte» y que lleven cali A endo 
» bres de caudal conocido, practicos e inteligentes ER ap 


» de comercio y de buena opinion y fama». 


Al Juez de Comercio lo subrogaba, en caso de E A 
designación especial de un Comisionado D O 
Primer o Segundo Voto, según los turnos, O sea € uez pea 
Hubo épocas, las que corresponden a las a a 
inglesas y a los sucesos id ge a nRa Aa 

ió ulado ! : 
SA on p a eea períodos largos en que 
S Te de Comercio actuaron los Alcaldes. 


La sede del Juzgado de los Mercaderes, en nuestra e 
estuvo en el Cabildo. Así como en la Real Orden de 6 de Sá A da 
de 1794, dirigida al Cabildo de Buenos Aires comunicán a] 
sección del Consulado, se le indicaba que de la da 5 a 

después y para las audi 
ara las que se celebrasen E 
al mientras el Consulado no tuviese casa a a 
franquease por el Cabildo la propia Sala en que «Se t e 
Ayuntamiento» «y si hubiere dificultad para S otra pS es 
i ié le hizo desde Buenos 
rcionada y capaz», tambien se : = 
D al Cabildo de Montevideo a fin de que an EEN a 
gado del Consulado sala aparente en el Cabildo en la cual p 
actuar con decoro. Así se hizo. 


stos juicios comerciales. El Gre- 
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iy Tivlas“gestiones judiciales relativas a asuntos mercantiles. 
K d ël procedimiento era oral, las partes no podían ser asisti- 
+ 2i0asyde:. ; í ir úni 
e m: i a y concurrir únicamente con sus documentos 
iba j E artícu o de la Real Cédula sobre erección del Consu- 
a o e Buenos Aires, ya citada; cuando las partes presentaban 
escritos que, aunque firmados sólo por ellas «parezca a los Jueces 
» estar dispuestos por Letrado no se admitiran, a menos que las 
> a o a bajo juramento no haber intervenido en 
» rado alguno», establece el arti 
articulo 16 de la i 
a a E mencionada 
a 5 Cédula; y agrega esta, en el mismo artículo que «y aun en 
caso — j 
e i a caso de que las partes jurasen que no había 
rado — «se desechará todo 1 
o que huela a sutil 
» y for E 
y formalidades de derecho y se atenderá sólo a la verdad ya 


O dirigie ; 
ga E ndo a las partes, ¿no era, acaso, una incongruencia per- 
n es que actuaran en calidad de Jueces? 
en 
a E mal que los letrados frente al desconcepto en que los 
a E a Real Cédula en los artículos recordados, eran vindi- 
SS por la propia disposición real en cuanto a sus conocimientos 
OS y en cuanto a la necesi 
E cesidad de su presenci í 
a presencia, pues decía 
hen a e caes 7%, que «en los casos en que por alguna 
icultad de derecho cr 
ean los Jueces qu b 
o ioner j que no bastan su 
miento y experiencia procederán con dictamen de Letrado» 


He > .. 
aqui la redacción de un acta judicial en que el Juez de 
(1) | 


Archivo General de la Nación. Libro 477. 
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Comercio dejaba constancia de sus sospechas de que había inter- 
venido un Abogado, como asistente de una de las partes en un juicio. 
La extraigo del expediente Miguel Antonio Vilardebó con 
Buenaventura Bofill, año 1795. El Comisionado o Delegado del 
Consulado era entonces Bernardo de la Torre. 
Con motivo de un escrito presentado por Buenaventura Bofill, 
se extendió la siguiente acta, que, como otras de tenor semejante, 


era llamada «acta de rezelo». (1) 
«No obstante la sutileza que se nota en el anterior escrito 


» en punto adro, y difraz con que concluyen algunos bocablos, 
» presuntivo todo de haverse formado por algún Abogado, por esto 
» haciendose comparecer a la parte de dho Buenaventura Bofill 
» afirmó ante mi el no haverlo hecho ningun Letrado sino el, 
» haverlo escrito y dictado dicho interesado por si mismo; y dudan- 
» dolo yo enteram.t* por contemplarlo falto de nocciones p.? ello, 
» le recivo el juram.t” q. en iguales casos previene S. M. en el 
» art. 16 de su Real Cedula de creación del R.! Consulado en estas 
» Provincias y en el afirmó Bofill lo propio que antes tenia dicho; 
» y teniendo presente esto en la desisiva de la presed.t* instancia 
» con arreglo al enunciado articulo se atendera solo ala verdad y 
» buena fe, corriendose por ahora traslado del propio escrito a 


» Dn Miguel Vilardebó». 


Los hacendados eran considerados comerciantes. Sus pleitos, 
por consiguiente, debían ser ventilados en el Juzgado de los Mer- 
caderes. Primeramente, después de la creación de esa jurisdicción, 
ante el Comisionado o Delegado de Buenos Aires en funciones 
ante nosotros; erigido el Consulado en nuestra ciudad, ante este 


organismo. 


Norma general de los juicios ante el Comisionado del Con- 
sulado de Buenos Aires, y más tarde ante el Consulado de Monte- 
video, era que debía procederse «a estilo llano, verdad savida y 
buena fé guardada». Variaba el juicio según la cuantía pleiteada. 
El juicio, generalmente, era puramente oral. El litigante producía 
su exposición verbal en audiencia pública, haciendo al efecto cono- 
cer previamente al Delegado su demanda y el nombre de la per- 


(D) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Segundo Turno, antiguo Juzgado de Comercio de Primer Turno. 
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sona contra «la cual la entablaba. Por medio de un «portero» se 
daba aviso al demandado y se esperaba su concurrencia. 


a 


1ês de oir a ambas partes e «inspeccionar» las pruebas que pre- 


| proponía el nombramiento de árbitros. Si tampoco en esto se tenía 
exito, se levantaba el acta correspondiente y, retiradas las partes 
y sus testigos, entraban los Jueces en deliberación, y procedían 
a votar. Lo hacía en primer término, el Juez más nuevo es decir 
el colega del Comisionado que menos práctica tuviera en pa clase 


en aquéllos en que 
to». En estos casos, 
ntada y los Jueces 
imo, para pronunciar 


Establecía el artículo 9 de la Real Cédula de erección del 
Consulado de Buenos Aires la formación de un «Tribunal de da 
das» para conocer en las apelaciones de sentencias definitivas, o 
que tuvieran fuerza de tales, pero sólo en asuntos que pasaseñ 
de mil pesos, pues en las causas de monto menor no se daba tal 
recurso. Ese Tribunal se componía del Decano de la Audiencia 
y de «dos Colegas», es decir, dos comerciantes; éstos se escogerían 
eligiéndose uno de cada dos que le propondría cada parte y «han 
» de ser hombres de caudal conocido, prácticos e inteligentes 
» las materias de comercio y de buena opinión y fama» j 

l A ese Tribunal, que funcionaba en Buenos Aires debían recu- 
rrir los comerciantes de Montevideo, en sus Apelaciones contra 
las sentencias que dictaba el Delegado del Consulado sus dos 
colegas, en funciones de Jueces de Comercio de A ciudad 

El procedimiento era muy inconveniente. El comerciante tenía 


que trasladarse, personalmente, a Buenos Aires, a seguir la ins- 


tancia, con tod juici 
, os los perjuicios que su Í 
onila el ab 
asuntos aquí, p andono de sus 


co i 
e n todos los gastos inherentes y con los riesgos 


Montevi A i ñ 
a P después de quince años de sufrir ese proce- 
o » *HZO SUS representaciones directamente ante el Rey. Se 
quejo de ello y solicitó remedio. Fué escuchado. 
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ernando VII, en 1809, en su nombre la Suprema Junta Guber- 


¿sentasen, se tentaba un avenimiento, y, en caso de fracaso, se les 
CI a | 


$ F 
7 
ES 
y 
HE- 
ii 


mr e ne 


E -. > o - zie AS ES e e a ia. g A 
A AA a pA TIT NA a AAIE A TE T T TETEA AA DT a aia aiaia a 
A + E e 5 Sa i Pa E A AL 


— 143 — 


nativa de España e Indias, creó para nuestra ciudad el Juzgado de 
Alzadas, que debía entender en las apelaciones de los asuntos 
comerciales. Se le cometió esa función al Gobernador de Monte- 
video. La noticia de la Real Resolución fué comunicada desde 
España al Virrey Cisneros; éste la trasladó al Gobernador de 
Montevideo, éste al Cabildo y a la Diputación entre nosotros del 
Consulado de Buenos Aires. 

Dice así esa Real Resolución: 
«El Exmo señor Don Juan de Saavedra me dice con fecha 9 de 
» Julio último lo siguiente: 
» Exmo. Señor: Haviendo representado la ciudad de Montevideo 
» y su Comercio la necesidad de establecer en ella un Juzgado de 
» Alzadas que conozca en segunda instancia en las apelaciones 
» que en causas mercantiles se interponen de las sentencias que 
» da la diputacion de Comercio como unico medio de evitar que 
» el Comerciante, el Hacendado, el Maestre, el Capitan, el Sobre- 
» cargo y cuantos intervienen en asuntos del Comercio Marítimo 
» y Terrestre abandonen los unos sus Casa y giro y los otros sus 
» Embarcaciones y Haciendas para pasar á esa Capital á la defensa 
» corriendo los riesgos de la navegacion del Rio sufriendo las 
» detenciones consiguientes en un Tribunal ocupado de todas las 
» causas de las Diputaciones del Virreynato, soportando gastos de 
» Testimonios y exponiendose á demoras en su regreso si el tiempo 
» y la marea no son favorables, con otros inconvenientes de graví- 
» simo perjuicio a los intereses generales del comercio nacional; 
» ha resuelto el Rey Nte Señor Don Fernando Septimo y en su 
» Rl nombre la suprema Junta Gubernativa de España e Indias 
» que para remover semejantes obstaculos contrarios a la felicidad 
» que desea á todos los pueblos de la Monarquia que el Governa- 
» dor de Montevideo sea el Juez de Alzadas en todos los asuntos 
» respectivos que por su naturaleza y estado pasaban hasta aqui 
» al Juzgado de Alzadas de esa Capital, concediendo y otorgando 
» las apelaciones al Consejo de las Indias con las formalidades 
» y en los casos que previene la Ordenanza del establecimiento 
» de ese Consulado; sin mas dotacion que la que goza en su Empleo 
» de Gobernador de Montevideo. Todo lo cual participo a V. E. de 
» orden de S. Magi para que expida las oportunas a su exacto 
» cumplimiento, en inteligencia de que traslado esta Rl Resolucion 
» al Gobernador de Montevideo para su observancia». 


tala 


H 
saadi 


E 
mri B opran 
A 


ean 


TYR 
rH 


e 
tena 


La Da apa a aa TRO iP an 
PEREA EIRA A A rr 


pa acne de esta Capital. 
-> Dios guarde á V. E. ms as. Buenos Aires 4 de Noviembre de 1809. 
_» Bartolome Hidalgo de Cisneros». (1) 


Los recursos de nulidad y de injusticia notoria en las causas 
comerciales debían interponerse ante el Consejo de Indias, en la 
forma de práctica. 


Desempeñaron sus cargos de Jueces de Comercio de Monte- 
video, desde la creación de la Delegación del Consulado hasta la 
erección del Consulado de Montevideo, los siguientes comercian- 
tes que nombro por su orden de actuación, prescindiendo del 
Dr. José Rebuelta y Sanchez cuya designación fué objetada por 
el «Gremio de Comerciantes» según lo ya expuesto: Bernardo de 
la Torre, Juan Balbin de Vallejo, Juan Francisco Martínez, Cris- 
tobal Salvañach, Faustino García, Carlos Camusso. 

Tres años después, en 1812, se erigió el Consulado de Monte- 
video. Las circunstancias reinantes determinaron que se diera 
satisfacción a una aspiración reiterada del comercio de Montevi- 
deo, aspiración que pocos años antes, en 1804, había sido calificada 
por el Rey de «mui extraña su pretension». (2 

Su creación de debe al Capitán General de la Provincia, 
Gaspar de Vigodet. El auto de Vigodet sobre este asunto es de 
24 de Mayo de 1812. Su tenor, el siguiente: 

«Visto con la debida detención este expediente: teniendo en con- 
» sideracion los poderosos utiles fundamentos sobre que los repre- 
> sentantes de los Cuerpos de Comercio, y Navieros de esta Ciudad 
» afianzan la solicitud, que contiene su representacion de fojas 
» quarenta y seis apoyada del juicioso dictamen fiscal, y de los 
» recomendables documentos, é informes del Excmo Ayuntamiento, 


(1) Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Expediente 
N? 28, año 1809. 

(2) Publicación del Archivo de la Nación Argentina. Documentos 
referentes a la «Guerra de la Independencia y Emancipación Política de 
la República Argentina». Libro de «Comunicaciones del Consulado». 


N°? 361. Pág. 317. Buenos Aires. Establecimiento Tipográfico de J. Weiss y 
Preusche. 1914. 
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» Comandante general de este Apostadero, Diputacion de Comer- 


» cio y Ministerio de Real Hacienda, con cuyos justificados con- 


» ceptos está de acuerdo la voluntad general de este benemerito 
» Vecindario: teniendo igualmente a la vista la Real Orden reser- 
» vada de doce de Diciembre de mil ochocientos diez, la de tres 
» de Setiembre de mil ochocientos once y otras de la propia natu- 
» raleza, que entre otros delicados puntos de que tratan, autorizan 
» al Gefe superior de estas Provincias para establecer en esta 
» Plaza á su arbitrio, el Tribunal de la Real Audiencia, nombrar 
» interinamente Ministros, proceder en este y otros casos con 
» amplitud de facultades, segun lo exijan las circunstancias extra- 
» Ordinarias, que aun subsisten: recordando tambien con este 
» motivo los Reales Decretos de nueve de febrero y veinte y tres 
» de marzo de mil ochocientos once, y otros muchos de las Cortes 
»generales que no respiran sino beneficencia y eficaces deseos, 
» por que prosperen estos preciosos Paises, especialmente en los 
» ramos de comercio, agricultura y navegación cuyos interesantes 
» objetos comenzarán sin duda á tener su efecto con poner en 
» planta un Tribunal de Consulado propuesto yá como preciso, 
» conveniente, y justo á dichas Cortes por la Regencia del Reyno, 
» según resulta del documento testimoniado de fojas quarenta y 
» tres; y considerandose por ultimo este Superior Gobierno en la 
» imperiosa necesidad de adoptar quantos arbitrios pueda para 
» sostener el decoro, y derechos de la Nacion Española, no menos 
» que debe mostrar el aprecio, que le merecen los heroicos sacri- 
» ficios y esfuerzos, que los fieles habitantes de Montevideo hacen 
» de todos modos para salvar estas Provincias de sus opresores; 
» vengo por tanto, y por otras justas causas que arroja de si el 
» expediente, en decretar el establecimiento de un Tribunal de 
» Consulado en esta Plaza, bajo las declaraciones siguientes. 


» I. 
» Dicho Establecimiento será provisional hasta que S. M. no 


> determine otra cosa, con vista de la cuenta que se le dará con 
» testimonio de lo actuado, y el correspondiente informe.» (® 


e(a) Por Real Orden de 3 de Julio de 1813, fué aprobado este Con- 
» sulado por S. M. interinamente, y en los terminos propuestos.» 


11 


o AO y funciones, segun permitan las circunstancias, á los 
ápitulos de la Real Cedula de treinta de Enero de mil setecientos 
». tioventa y quatro, en virtud de la qual fué eregido igual Tri- 
E oa » ' bunal de Buenos Ayres.» 


III. 


> Debiendo cesar el treinta del corriente en el exercicio de su 
» empleo el Diputado de Comercio, se verificará el mismo dia la 
» eleccion de Prior, Consules, Sindico, y demas empleos electivos, 
» que previene la citada Real Cedula, convocandose al efecto para 
» esta sola vez la Junta general del Gremio Mercantil por el 
» Señor Gobernador politico, que la presidirá en calidad de Juez 
» de alzadas, para que está autorizado por Real Orden de diez y 
» nueve de Julio de mil ochocientos nueve, procediendo en todos 
ə» los demas actos relativos á dichas eleciones con sugecion á lo 
» prescrito en los articulos quarenta y uno, quarenta y dos, qua- 
» renta y tres, y quarenta y seis de la expresada Real Cedula, 
> con asistencia del Escribano de Gobierno, que actuará mientras 
» tanto el Consulado nombra el de su dotacion.» 


» 1V. 


> Celebradas las elecciones, se me dará parte de ellas con la 
>» acta respectiva, para que obteniendo mi aprobacion, sean puestos 
» los electos en posesion de sus empleos; previo el juramento que 
» advierte el articulo quarenta y quatro, que deberá recibir por 
» ante el mismo Escribano el indicado Señor Juez de alzadas.» 


š V. 


> Confirmadas las elecciones, se procederá por quienes corres- 
> ponde al nombramiento de los oficios de Secretario, Escribano, 
» y Porteros en el modo y forma prevenida en los articulos qua- 
» renta y nueve y cincuenta.» 


dd vi. 


» . Nombrarán asi mismo un Asesor para los casos de que habla 
» el articulo septimo.» 
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VII. 


> Los empleos de Contador, y Tesorero se desempeñarán por 
» los Consules con la calidad de por ahora, en la conformidad pro- 
» puesta en el articulo segundo del plan presentado á fojas quatro.» 


> VIII. 


» Las dotaciones de Prior y Consules serán las mismas que 
> están señaladas por el Rey á los de la Capital, pero no las cobra- 
» rán hasta la determinación de S. M.» 


> IX. 


» La Junta Consular de Gobierno me propondrá las modera- 
» das asignaciones, que crea deber disfrutar los Oficiales y 
» Dependientes del Consulado, teniendo para ello presente lo dis- 
» puesto en el artículo treinta y cinco, y la Real Orden de diez 
» y nueve de Julio de mil ochocientos diez, de que se le pasará 
» copia legalizada.» 

> X. 


» Será del cuidado del Tribunal proporcionar las cantidades 
» para el pago de casa y demas gastos urgentes é indispensables, 
» de que se hace merito en el plan economico corriente á fojas 
» quarenta, el qual deberá reconocerse por la insinuada Junta de 
» Gobierno en quanto á los demas particulares que abraza dan- 
» dome cuenta de lo que acordare para determinar lo mas 
» Conforme.» 

» XI. 


» Entre tanto subsisten las escasezes que padece el Real Erario, 
» Ó no ordena lo contrario S. M. deberán entrar como hasta ahora 
» en Caxas Reales todos los productos Consulares con deduccion 
» solamente de las asignaciones, y erogaciones que el Consulado 
» estime de absoluta necesidad». 


» XII. 
» Si ocurriesen al Tribunal algunos reparos y dudas en punto 


» de jurisdiccion, privilegios, ú otros propios de su instituto, que 
> no estubiesen decididos con claridad por la predicha Real Cedula, 
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“o 
Flas. con arreglo á los casos y circunstancias.» 
$: Saquense “los correspondientes testimonios de esta resolu- 
cion; pasense en el dia con oficio al Sr. Gobernador Politico, y 


o 5 > Diputacion de Comercio, para que traten inmediatamente de su 


» observancia en la parte que les toca. Comuniquese del mismo 
» modo al Excmo. Cabildo; Comandante General de Marina; 
» Ministros de Real Hacienda, y Administrador de la Aduana; y 
» pongase en noticia del Ministerio Fiscal, y de los Apoderados, 
» que se han personado en estos autos. — GASPAR VIGODET. — 
» ANTONIO GARFIAS. Ante mi AGUSTIN DE ARISMENDI». (1) 


El Consulado, según el artículo II del auto de Vigodet, tenía 
«que arreglarse y gobernarse interinamente, según permitan las 
circunstancias», por la Real Cédula de erección del Real Consulado 
de Buenos Aires. 

Según ésta, la Corporación debía constar de un Prior, dos 
Cónsules, nueve Conciliarios, un Síndico, un Secretario, un Con- 
tador, un Tesorero, todos con sus respectivos Tenientes. Pero 
entre nosotros las circunstancias no permitieron eso. Los cargos 
de Contador y Tesorero se atribuyeron a los dos Cónsules; no 
daba el Gremio de Comerciantes, tampoco, en aquellos tiempos, 
número suficiente de Tenientes, actualmente diríamos suplentes, 
uno para cada titular; los Tenientes se redujeron a cuatro. De 
modo que nuestro Consulado se constituyó con un Prior, un Cónsul 
Tesorero, un Cónsul Contador, un Síndico, cuatro Tenientes para 
los cuatro cargos que acaban de enunciarse; nueve Conciliarios y 
un Secretario; tuvo también su Asesor y su Escribano propio. 

Los designados fueron los siguientes: Prior: Manuel Diago; 
Cónsul Tesorero: Jaime Illa; Cónsul Contador: Jorge de las Carre- 
ras; Síndico: Damián de la Peña; los cuatro Tenientes, o suplentes: 
Zacarías Pereira, Domingo Vázquez, Juan Solórzano, Miguel 
Conde; Conciliarios: Pedro Berro, Domingo Navarro, Francisco 
Juanico, Clemente Darriba, Juan Manuel de la Senra, Juan 
Safons, Manuel Mons, Lorenzo Ballesteros, Angel Villegas; Secre- 
tario: Manuel Robles. Asesor fué José Acevedo, a quien he men- 
cionado al referirme a los proyectos de la Real Audiencia de 


(1) Creación del Consulado de Montevideo. Auto del Capitán Gene- 
ral de la Provincia, de 24 de Mayo de 1812. Imprenta de la Caridad. 


a Ordenanza de Bilbao, me las hará presente para resol- 


F 
7- 
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“Montevideo, y Escribano Joaquín Sagra o Joaquín Sagra y Piriz. 
El Cuerpo Judicial del Consulado lo constituían el Prior y los. 
os Cónsules; si uno de los componentes de este Cuerpo Judicial 
staba, accidentalmente, impedido de concurrir, actuaban sólo los 


“otros dos, salvo casos de enfermedad prolongada o ausencia pues 
* en estos casos entraba el Teniente respectivo. Circunstancias pro- 


pias del Montevideo de entonces, y de su estado de guerra, hicieron 
que el Cuerpo Judicial se integrase a veces con alguno. de los 


Conciliarios. 


Aunque la Real Cédula relativa al Consulado de Buenos Aires 
creaba un Tribunal de Apelaciones, entre nosotros no se ajustó 
la materia a esa reglamentación. Siguió funcionando para los 


"recursos el Juzgado de Alzadas, su titular el Gobernador de la 


Plaza. (1) 


El presupuesto para el Consulado que se iba a erigir, «Plan 
Economico para este Consulado» decían ellos, y así lo califica 
el auto de Vigodet, se proyectó previamente al auto de creación. 
Se hizo con estricta sujeción a las circunstancias difíciles que, en 
materia de recursos, sufría nuestra ciudad. Generosos fueron los 


(1) a) Diversos documentos del Archivo de la Nación y Escribanía 
de Gobierno y Hacienda y expedientes del Juzgado de Primera Instancia 
en lo Civil de Segundo Turno, antes Juzgado de Comercio de Primer Turno. 


b) En el Archivo de la Nación existe un libro, encuadernado, cuyo 
rótulo indica que son las Actas del Consulado de Comercio de Montevideo. 
Es el libro a que se refirió Francisco J. Ros en su nota ilustrativa de la 
publicación del acta de 23 de Marzo de 1810, aparecida en la Revista 
Histórica de la Universidad. N? 5, Agosto 10 de 1909, pág. 435, con el 
título «Consulado de Comercio de Montevideo». El rótulo del libro que 
está en el Archivo y el título de la publicación de dicha Revista no son 
correctos. Las actas comprendidas en ese libro no son las del Consulado sino 
las del «Gremio de Comerciantes»; el acta transcripta es de 23 de Marzo 
de 1810 y en Montevideo no hubo Consulado hasta mediados de 1812. 
Las actas que se registran en el libro aludido son, además, muy incom- 
pletas; hubo muchas asambleas de comerciantes, reunidos oficialmente, 
cuyas actas no se leen en ese libro. 


c) En algunos expedientes judiciales de indole comercial se habla 
de un «Juzgado de Propiedades Extrañas» o «de Extraños». Es instituto 
posterior a la terminación de la época colonial. 


d) También se ven en algunos expedientes comerciales, alusiones a 
un «Exmo. Tribunal de Apelaciones» «Exma Cámara de Apelaciones»; 
ese instituto es creación posterior al dominio de España. 


3 proyectistas de ese plan y sacrificados los que iban a tomar. sóbre s sÍ 


las cargas más pesadas. El proyecto se dividía en dos partes: asig- 


naciones «que no se cobraran por ahora hasta que se tranquilice 
la Provincia»; «Plazas unicas que cobraran sueldos desde el dia 
de su eleccion». 


El Prior disfrutaría «fenecida la insurreccion» de una 
dotación anual de ...........oooooooooooororoo.o. ..... 1,000.00 
El Primer Cónsul, Tesorero, sirviendo ambas plazas a 800.00 
Se determinaba que si esas plazas se dividían, el Pri- 
mer Cónsul disfrutaría de 500.00 y el Tesorero de 300.00. 
El Segundo Cónsul, Contador, percibiría, sirviendo 
ambas plazas ................ has PIN 800.00 
debiendo hacerse igual división de sueldos si se sepa- 
raran ambos cargos. 


El Síndico, «fenecida la insurreccion» ......... esa 500.00 
El Asesor del Tribunal .............................. 400.00 
3.500.00 


Plazas que cobrarán sus sueldos desde el día de 
la elección: 
Secretario del Consulado. Persona que debería 
ser de capacidad, instrucción y toda contracción 800. ps. anls. 
Portero sin que pudiese cobrar «cosa alguna por 


las citaciones» aa lios 300. >» » 
Portero suplente para casos de impedimento, 
enfermedad, ausencia del titular ............ 100. » » 


Previsión para gastos anuales de papel, portes 
de carta, escribiente para el Tribunal y su 
A A a gaa a aai 375. >» » 


1.575. 
Se presupuestó, también, en el «Plan Eco- 
nómico para este Consulado» un rubro sobre 
«Gastos precisos al tiempo de la Creación, 
» Docel, vidrios, sillas, mesas, alfombra, recado de 
» escribir, un retrato del Sor Don Fernando 72, 
» cobertor de mesa, estantes o papeleras para 


se digne resolver lo que sea de su R! Agrado». 
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Este plan de gastos anuales era para «hasta que Su Magestad 


Se preveía, asimismo, que si la Real Hacienda no podía sumi- 
nistrar los fondos de instalación y otros, el Consulado atendería 
ello con el importe de derechos y multas que le correspondían 
por derecho propio y otros proventos y auxilios que se podrían 
arbitrar. 

El «Plan Económico para este Consulado» lleva la fecha 
5 de Mayo de 1812. (0 | 


El «Gremio de Comerciantes» miró las cosas, para el futuro, 
con amplitud y confianza. Pensó en edificar su sede propia «con 
lucimiento». Se propuso levantarla en los terrenos que utilizó más 
tarde el Consulado durante la dominación portuguesa, situados 
sobre la bahía siendo su límite en el Oeste la prolongación de la 
calle San Francisco, ahora Zabala; existía en esos terrenos la 
Rampla del Consulado, para paseo de los vecinos de la ciudad y 
para el movimiento de las mercaderías y efectos en que el Consu- 
lado tenía cometidos que cumplir. Esa explanada, Rampla del 
Consulado, construida durante la dominación española y adoptada 
también por la edificación portuguesa del Consulado, fué recor- 
dada por mucho tiempo por la calle Rampla, pues daba acceso a 
esa explanada, nombre sustituído, tengo que suponer que por des- 
conocimiento de esos antecedentes históricos, por el de calle La 
Marsellaise. Se dijo, cuando el cambio de nombre de esa calle, que 
Rampla era un nombre sin significación digna de recuerdo. 


(1) Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Año 1812. 
Exp. 120. 
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CAPITULO XII 


JUZGADO DE NAUFRAGIOS 


Primitivos procedimientos entre nosotros en 
los casos de naufragios; formación de la 
Junta de Marina; disposiciones dictadas a 
pedido de la Habana con relación a la Gober- 
nación General de la Isla de Cuba, que rigie- 
ron para nuestra ciudad frente a Buenos 
Aires. Juez colegiado; quiénes lo constituían. 
Sede del Juzgado. Contienda de competencia 
entre Montevideo y Buenos Aires; ínterin se 
discutía este asunto, se erigió el Real Con- 
sulado de Buenos Aires; ¡decisión real a favor 
de nuestra ciudad. Real Orden de 4 de Julio 
de 179. Procedimientos en el Hemno poste- 
rior a estas incidencias. 


Hemos llegado a los años en que surge en Montevideo un 
nuevo organismo considerado judicial: el Juzgado de Naufragios. 

En la época de la fundación de la ciudad, las causas referentes 
a los naufragios que acaecían en zonas de su jurisdicción, se ins- 
truían con intervención de las autoridades radicadas en Buenos 
Aires, aunque actuando aquí, por éstas, los Comandantes del Pre- 
sidio. La decisión de esas causas en sus aspectos fundamentales 
era de incumbencia de la Junta de Dirección de la Armada, con- 
curriendo el Presidente y en su defecto un Oidor de la Contrata- 
ción. Esta entidad funcionaba en el Departamento Marítimo 
de Cádiz. ' | 

La creación de la Gobernación de Montevideo no innovó 
mayormente en esta materia. Desaparecidos los Comandantes de 
la Plaza, sustituidos por el Gobernador Político y Militar, pasaron 
a éste las facultades de aquéllos, que fueron ejercidas entonces 
por funcionario dotado de más autoridad. 

Así continuaron estos asuntos hasta un poco después de la 
erección de la Junta de Marina, organismo que le correspondió a 
Montevideo como sede del Apostadero del Río de la Plata, de la 
«Comandancia de las fuerzas marítimas del Rio de la Plata», 
del «Comandante de los Bajeles del Rey». Algún año después de 
la erección de esa Junta de Marina, aplicándose, como en otras 


A A, 


materias, al Río de la Plata lo que se prevenía para la Habana 
en isus relaciones con la Gobernación General de la Isla de Cuba, 
ig “y en virtud de instancia promovida por el Comandante de Marina 


*- Real Orden dictada en Aranjuez el 11 de Abril de 1788 que «se 
» radique en América el conocimiento de naufragios de embar- 
ə caciones que no sean mandadas por Oficiales u otros individuos 
» que no deban ser juzgados en concepto de guerra en las Juntas 
» de Marina con la precisa concurrencia del Ministro de ella (de 
» Mariná) y donde no las hubiere en los Capitanes de Puerto en 
» el Ministro de Marina y Oficiales Reales que ejerzan de tales 
'» pero con la precisa circunstancia de remitir siempre el proceso 
»a la Junta de Marina que estuviese más inmediata para su 
» determinación». U) 

Como Montevideo tenía entonces su Junta de Marina, y su 
Ministro de Marina, estaba en condiciones de intervenir privati- 
vamente en las causas de naufragios que ocurrieran en la juris- 
dicción marítima del Río de la Plata. 


El Juez de Naufragios en América era colegiado, como se. ha 
visto por el texto de la Real Orden pertinente. En Montevideo lo 
da integraban el «Comandante de los Bajeles del Rey en el Rio de 
8. a la Plata», el Administrador de la Marina Real, llamado también 
Ministro de Marina y tres vocales de la Junta de Marina. 


La sede del Juzgado estaba en las oficinas de la Junta de 
Marina. Esta funcionaba en unas piezas construídas en el Barracón 
de Marina, Arsenal de Marina, amplia superficie comprendida, 
aproximadamente, entre las calles llamadas hoy Zavala, 25 de 
Agosto, Solís y Piedras. El frente del Barracón, es decir, su portón 
de entrada, daba a la hoy calle Zavala, y las piezas destinadas a 
funcionamiento de la Junta de Marina y de su Juzgado estaban 
edificadas también sobre esa calle. (2 


y En el primer tiempo, después de que se cometió a la Junta 
de Marina la jurisdicción en las causas de naufragio, la atribución 
i se desempeñó sin contradicción. Pero naufragado cerca de nuestro 


l (1) Archivo General de la Nación Caja 239. 

(2) Mayores pormenores respecto de los terrenos en que se instaló 
*$ el Barracón de Marina, pueden verse en mi «Epoca Colonial. La Compañía 
de Jesús en Montevideo». Pág. 166. 


«del Apostadero de la nombrada ciudad antillana, se resolvió por | 


argamento de mucho valor en el cual interesaban, en 
roporción destacada, numerosos y poderosos comerciantes de 
“¡Buenos Aires, se produjo un reclamo de competencia por parte 
~ dè las autoridades de esa ciudad. Se discutió el asunto y se elevó 
a los Consejos del Rey. El pronunciamiento de España fué favo- 
rable a la Junta de Marina de Montevideo. Mientras se sostenía 
el incidente, la creación del Consulado de Buenos Aires dió, dadas 
la índole, la finalidad y las funciones de ese instituto, nuevas 
razones al comercio de Buenos Aires para sustentar su causa. 
Pero habiendo llegado al Río de la Plata la decisión real, pronun- 
ciada sin conocimiento del refuerzo de argumentación surgido de 
los términos de la Real Cédula sobre erección del Consulado de 
Buenos Aires, el Virrey dió por terminada la controversia y quedó 
fijada en la Junta de Marina de nuestra ciudad la autoridad para 
continuar el proceso que se originó con el naufragio del «Nuestra 
Señora del Buen Viaje». 

El oficio que el Virrey Pedro Melo de Portugal envió a nues- 
tra Junta de Marina comunicándole la resolución real, era de 
4 de Agosto de 1795, y decía: 

«Estando resuelto por Su Magestad en R! Orden de 4 de Julio del 
> año pasado de 1794 de que corre agregada copia certificada a 
» este expediente de que no se interrumpa a esta Junta de Marina 
» el conocimiento que le corresponde de la causa formada con 
» motibo del naufragio de la Fragata particular nombrada N. S.2 
» del Buen Viage hasta su total conclusion con lo cual no queda 
> duda ni motibo de competencia entre dicha Junta y el Real 
» Tribunal del Consulado, hágase saber a todos los interesados 
» en el naufragio de la mencionada Fragata ocurran á usar de sus 
»derechos á la referida Junta de Marina å quien corresponde el 
» conocimiento de la mencionada causa mientras S. M. otra cosa 
» no mande y dese aviso de esta providencia á la Junta de Marina 
» y al Real Tribunal del Consulado y tambien al Regente para 
» Su inteligencia y Gobierno.» 

» Lo que traslado á V. S. para su inteligencia y Gobierno. 

Buenos Aires, 4 de Agosto de 1795». (1) 


» 


() Archivo General de la Nación. Caja 239. En mi obra en prepa- 
ración «Epoca Colonial. Asunto 


$ s Marítimos» I, relato detalladamente el 
naufragio del «Nuestra Señora del Buen Viaje». 


aúsas de naufragios, con posterioridad a la designación 
e iscideo de Comisionados del Real Consulado de Buenos 
RN t irde después de la erección del Consulado de Monte- 
isi nados y Consulado ejercieron incumbencia en todo 
efería a la salvaguarda de los intereses del comercio 
cargamento así como en lo que atañía a seguros y Enn 
SE los casos de préstamo a la gruesa, como también en O o 
llos aspectos del hecho que podían afectar a noia 
N, iavegación. El estudio de esos asuntos permite esta pd 
que..lo. referente a responsabilidad de Capitán y De pia 
tambié a la de otros oficiales y personal de la dotación el buq A ; 
quedaba reservado al Juez de Naufragios. Superior, q a 
acidencia y recursos, era el Departamento Maritimo-de Cádiz en 
16 que tocaba a responsabilidad de Capitán, piloto, oficiales y a 
sonal; en los otros aspectos indicados se procedía con sujec 
à las disposiciones del Real Consulado y decisiones especiales para 
“Montevideo en su Tribunal de Alzadas, sin perjuicio de lo que 
o procediera en materia de ingerencia del Juzgado de la Real 
"Hacienda en lo que pudiera afectar al Fisco. 
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a CAPITULO XIII 
JUZGADO DE LA REAL HACIENDA 


Asuntos de la Real Hacienda; aspectos administrativo 
y judicial; tres etapas. Primera etapa, anterior de la 
erección de la Gobernación de Montevideo: represen- 
tantes en nuestra cludad de los Oficiales Reales de las 
Provincias del Río de la Plata; cometidos de carácter 
judicial: instruir los sumarios y elevarlos a Buenos 
Aires. Segunda etapa, creación de la Gobernación; 
atribuciones en esta materia en su titular; subsistencia 
de los representantes de los Oficiales Reales, Un proce- 
dimiento de uno de esos representantes: Cosme Alvarez. 
Organización de este Ramo entre nosotros hasta 1715; 
Oficial Real permanente para Montevideo. Tercera etapa: 
Oficial Real propio, Gobernador, Capitán General de 
lag Provincias del Río de la Plata; más tarde, en lugar 
de éste, el Virrey; posteriormente, Intendencia General 
del Ejército y Hacienda, con sede en Buenos Aires; por 
último, Junta Superior de la Real Hacienda; presiden- 
cia del Intendente. Procedimiento y jurisdicción para 
las causas de Real Hacienda; nuevo cometimiento de 
esos asuntos a la superintendencia del Virrey. Crea- 
ción de un organismo administrativo para esa materia 
en Montevideo. Competencias e incidentes. Sedes del 
Juzgado de la Real Hacienda. Organismo de emergencia 
para este eramo». 


En las materias referentes a la Real Hacienda o sea al cúmulo 
de bienes reales o públicos que constituían el «Real Erario» y a 
su administración, hay dos aspectos que considerar; el adminis- 
trativo y el judicial. Toca a mi tema sólo el segundo, pero para 
su mejor inteligencia, debo incursionar algo, forzosamente, en 
el primero. 

Voy a proceder por etapas. Considero que tengo que enunciar 
tres etapas. 

Primera etapa en la que se ensayó la organización del «ramo 
de la Real Hacienda» en el Montevideo recién fundado. Autoridad 
política y militar ejercida por los Comandantes del Presidio, 
subalternos de Buenos Aires. Los Oficiales Reales de las Provin- 
cias, de Buenos Aires, nombraron al Cabildante de Montevideo, 
Don Juan de Camejo, su representante en nuestra ciudad a los 
efectos de fiscalización en defensa de los intereses de la Real 
Hacienda, en todos sus resortes, especialmente en lo aduanero. 
Las instrucciones desde Buenos Aires se le dieron con fecha 15 de 
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Abril de 1730. A estos representantes de los Oficiales Reales de 


^ut Buenos Aires, nombrados por ellos y dependientes de ellos en 
"todo, se les llamaba «Tenientes de Oficiales Reales». Por lo gene- 
ral, eran también «Tesoreros de Oficiales Reales». Los cometidos 


“de carácter judicial, aunque los Oficiales Reales de Buenos Aires 
tenían alguna jurisdicción contenciosa, radicaban en el Capitán 
General de las Provincias, y se limitaban en estos Tenientes de 
Oficiales Reales a instrucción de sumarios que debían ser elevados 
a Buenos Aires, para la imposición de las Penas y demás efectos 
a que hubiera lugar, o para absolución. 1) 

Fueron también Tenientes de Oficiales Reales en esta etapa, 
entre otros, Luis de Sosa Mascareñas, Bruno Muñoz, Cosme Alvarez, 
Juan de Arroyo. 

Esta primera etapa llega hasta la creación de la Gobernación 
de Montevideo. 


La segunda etapa se inicia con la Gobernación, pues al Gober- 
nador Político y Militar de Montevideo, le incumbían, según su 
cédula de provisión, cometidos en lo referente a Real Hacienda. En 
la venta de empleos, en las ejecuciones de la Rea] Hacienda y nego- 
cios de este ramo podía proceder con las atribuciones de los otros 
Gobernadores de las Provincias del Río de Ją Plata, bien que 
en Buenos Aires residía la obligación de tomar ingerencia en 
todas esas actuaciones si así se consideraba conveniente para la 
mejor defensa del ramo. No obstante esas atribuciones del Gober- 
nador, el nombramiento de nuestros Oficiales Reales se continuó 
haciendo por los de Buenos Aires, como Sus Tenientes aquí, y 
siguieron dependiendo de ellos en cuanto a relaciones de orden 
corriente y regular. 


Procedimientos raros los seguidos por algunos de estos Tenien- 
tes de Oficiales Reales. 

He aquí la forma en que Cosme Alvarez, personaje de 
alta figuración en la ciudad colonial, ejercía a mediados del 
siglo XVIII, su autoridad de Teniente y Tesorero de Oficiales 
Reales. L 

Es el 6 de Marzo de 1758. Cosme Alvarez salió a la cruzada 
a una carreta del vecino Felipe Pérez de Sosa, conducida por 


(1) Archivo General de la Nación. Documentos capitulares. 
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6 "¿negro Ambrosio», su esclavo. Venía el negro desde la «chacara» 


` = dé su amo, pago de los Migueletes, trayerido fruta para «expender 


- en la plaza de esta ciudad», «cuios bueyes que la rodaban gober- 
“naba el declarante» — así dice el negro Ambrosio. A la altura 
del arroyo «que llaman Seco» se encontró de manos a boca con 
el dicho Don Cosme quien le preguntó: «cuya era». «—De mi 
amo—» ¿Qué conduce? —Fruta.— 

Don Cosme ordenó al negro que se pusiese delante de los 
bueyes para atajarlos porque quería registrar la carreta. Pero 
en lugar de dedicarse al reconocimiento, instaba al negro a «que se 
» desmontase de su cabalgadura aunque sin expresarle a que fin 
» ni efecto». Como el negro le decía que si quería registrar la 
carreta allí la tenía, «intempestivamente, diciendo ahora me lo 
>». han de pagar estos perros, echo mano a la espada que traia 
> tenida a la cinta», y se fué hacia el negro; éste disparó, lo corrió 
Don Cosme gritándole que se parara, que no le haría nada; 
nuevamente al alcance, instado el negro otra vez a que se apeara, 
no accedió y entonces le dió Don Cosme un golpe de espada en 
la cabeza. 

Como cuando se trajo el herido a la ciudad no se encontraban 
en ella ni el Cirujano del Presidio ni el dela tropa, «porque 
salieron ambos a una de sus inmediatas poblaciones campestres», 
resolvió el Alcalde que para que viese y curase al herido se soli- 
citase «cualesquiera persona habil en la medicina que se la pueda 
» ministrar por lopronto». El perito en medicina fué Lucas García 
«residente en la ciudad, que ejerce y practica el manejo de la 
» medicina». Según García, la herida «se le presenciaba en la 
cabeza», «de tres dedos de ancho de abertura» «en el gueso 
coronal con fractura». 

Era muy serio esto de que se tuviese que traer a juicio al 
Teniente de Oficiales Reales, vecino tan conspicuo como Don Cosme 
Alvarez; felizmente para éste, el negro Ambrosio, a pesar de las 
reservas de pronóstico acerca de las heridas, curó pronto; Don Sil- 
vestre Pérez de Sosa, amo del negro, desistió de toda querella. 
Don Cosme indemnizó pródigamente al negro, le pagó los gastos 


de la curación y con esto y con hacerse el agresor cargo de las 
costas, finalizó el juicio. (1) 


(D Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil de Primer 
Turno. Expedientes de 1758. 
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indicada se extendió hasta 1775 en que se 
d, procediéndose en consecuencia, la Real 
Noviembre de 1774, por la cual se creaba para 
Mor Oficial Real permanente, con jurisdicción bien 
; - a la que habían dispensado hasta entonces, 
Oficiales Reales, los Oficiales Reales de 


io i ombramiento para el cargo 
nos Aires. V con el n ient 1 
nos Aires. El fa orecido con b 0 


7] etapa. Se inicia co ze 
ho an saad, Gobernador y, por sobre éste, el a 
eneral de Buenos Aires. Pero a poco andar, 1* de Agosto de A 7 
-erigió el Virreynato del Río de la Plata. Dice la Real eN a 
aor de Pedro de Cevallos que le corresponde «la superinten n 
ia General de la Real Hacienda en todos los Ramos y Productos ; 
lla». i Tenemos desde entonces la siguiente escala: Oficial Rea 
opio, Gobernador de la ciudad, Virrey del Rio de la Plata. E 
cultades del Virrey se pasaron a la ES General de 
jércit cienda, con sede en Buenos Aires. E 
a Ren después, 28 de Enero de 1782, se promulgó E 
Real Ordenanza de Intendentes. En sus disposiciones sobre facul- 
ades de los Intendentes, art. 2%, se expresa «dexando la Super- 
» intendencia y arreglo de mi Real Hacienda en todos los Ramos 
a y Productos de ella, como ya lo tengo mandado al cuidado, e 
-» cion y manejo de la Intendencia General del Exercito y Hacienda 
» que se halla establecida en el mismo Virreynato ya que estaran 
» subordinadas las demas Provincias que en él mando erigir por 
» esta Instrucción». Esa superintendencia debía entenderse «Como 
» delegada de la general de mi Real Hacienda en Indias que 
ə residirá en mi Secretaria de Estado y del Despacho Universal 
» de ellas». (Art. 3”) 

Como los asuntos de Real Hacienda en el Río de la Plata eran 
ya muy numerosos, sus «ramos» variados, las necesidades sales 
siempre crecientes y, en consecuencia, más estricta la fiscalización 
de tributos y más rígida la persecución de los omisos y defrauda- 
dores, para aliviar de tareas a los Intendentes en esa materia y 
por otras razones que se invocaron, la Ordenanza citada mandó 
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(1) Actas del Cabildo. Sesión de 17 de Febrero de 1775. 
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pasar a los Intendentes (art. 72). Se debía desi 


gados a los Gobernadores 


Otorgarían las apelacio 


. (Art. 39). 


y variado, fundado en 


uperior de la Real Hacienda», 


USO y costumbre 


frecuentemente, en la voluntad, a veces 


la Real Hacienda. (Art. 76) 


Ambas reglas fueron 


algunas modificaciones fund 


asi al principio, pero 


ciones y aclaraciones posteriores. En los casos 


tierra», los Gobernadores intervení 


poner los asuntos en estado de sentencia; en 


expedientes subían al «Sor 


que se le hizo por el Gobernador de nuestra ciudad: «El Goy.or 


móvil inspirador de la Ordenanza que 
a las cosas de este Virreynato. 


gnar como Sub-dele- 


se establecieron 


amentales y variaciones por resolu- 
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an en los procesos sólo hasta 


ese estado, los 


En las causa Intendente» con sede en Buenos Aires. 
plane no fueran de «comisos de tierr a», el Gobernador 


> Politico y Militar de esa Plaza es tambien por naturaleza Sub- 
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NO 


tado de: sentencia al S.* Intend.t* de la Prov. p." ser estas de 
_pribativo conocimiento segun la R.! orn de cuyas resultas 
è dirige V. S. la citada consulta; pero de los comisos de mar 


» carlo a esta Superintend.* que como h.t3 aora se ha practicado, 
'» entendiendose p." tanto q.* respecto de unas sera Subdelegado 
» de ella sin que en esto haya la menor alteracion y p." lo tocante 
» a las otras lo sera de la Intend.* de Prov. al presente y separada 
-» de esta Superior.i en los casos que especifica la citada R..Odn.» (D 

Nunca, sin embargo, pudo precisarse bien esta materia. Tierras 
realengas, tierras fiscales, presas, naufragios, arribadas, todo ello 
en el aspecto económico, que refluía sobre el interés fiscal, aduana, 
actuando su personero el Colector, correos, naipes, tabacos, pól- 
. Vora, etc., etc., también en su faz de igual índole, y aunque varios 
-. de los tributos de estos rubrós tenían para administración orga- 
nizaciones propias, absorbían de manera muy estricta la atención 
de esa Junta Superior de la Real Hacienda y, en consecuencia, 
la de su presidente, el Intendente, muy cargado con atribuciones 
de otra naturaleza. En 9 de Mayo de 1788, se le retiró la super- 
intendencia de ese «ramo» al Intendente, cometiéndosela nueva- 
mente al Virrey. Así lo dispuso la Real Orden de la fecha indicada. 
Quedó, no obstante, subsistente la Junta Superior de la Real 


Hacienda. 


Desde el cumplimiento de las Ordenanzas de Intendencias, en 
lo que se refiere a la reorganización de los asuntos de la Real 
2 i Hacienda, se modificó también a fondo en Montevideo el proce- 
dimiento administrativo relativo a la fiscalización y percepción 
de impuestos. Ya no hubo Oficiales Reales; sus cometidos pasaron 
a un organismo, subalterno del Gobernador, constituído por un 
Ministro de la Real Hacienda y tres Oficiales de Recaudación. 


Numerosas fueron las contiendas respecto de la atracción de 
este fuero, no sólo en lo que se refiere a la naturaleza misma de 
los asuntos sino también al amparo que prestaba a sus funciona- 
rios y empleados. Unos de éstos gozaban del fuero militar, otros 


(D Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Año 1807. 
Doc. 63. 
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1 Hacienda, cuestiones nunca bien 
sucedió, a infinidad de incidentes 


» Pues los impuestos de é 
sta re 
r de los proventos fiscales. ps 


sentaban la cifra mayo 


CAPITULO XIV 


JUZGADO DE TIERRAS 


Diversos titulares de la facultad de conce- 
siones, ajustes y ventas de tierras públicas. 
Juez de Tierras; facultad, la del Gobernador, 
subdelegada; sedes del Juzgado. Extravío de 
determinados antecedentes sobre salidas fis- 
cales; su hallazgo. Dificultades que surgieron 
sobre los asuntos contenciosos en esa clase 
de materia. Organización que dictó al respecto 
la Real Ordenanza de Intendentes; Juez pri- 
vativo; Juez de apelación; expedición de los 
títulos de dominio. 


. Materia difícil de precisar en los primeros tiempos de Monte- 


' video, y llena de confusión para interesados y Jueces, fué la rela- 
-tiva a la facultad de concesión y a la potestad para decir justicia 
“sobre tierras públicas. Se hicieron, en el primer momento, las 
“ concesiones, en la hora de la fundación de la ciudad, por el propio 


Zavala sirviéndose de delegado demarcador de solares, chacras 


`y estancias. Dentro de la jurisdicción de Montevideo, siempre el 


Cabildo se consideró facultado para hacerlas y para poner a los 
interesados en posesión de las tierras. A estos efectos, después de 
otorgada «la gracia», generalmente el Alguacil Mayor, comisionado 
por el Cabildo, u otro miembro capitular, acompañaba al benefi- 
ciario al lugar de ubicación del bien, e introduciéndose ambos 
con testigos y demás presentes al acto a la fracción de tierra 
concedida, el favorecido «arrancaba hiervas», «ordenaba a los cir- 
cunstantes a retirarse del bien», «pregonaba en alto su dominio», 
lo primero «con sol y buen dia», y todo ello sin que se pudiera 
registrar oposición ni contradicción de nadie, pues de otra suerte 
no era válida la concesión; no habiendo oposición ni contradicción, 
se consumaban así requisitos externos y visibles que implicaban 
actos de dominio de parte de quien los realizaba. 

Pero también los Gobernadores de Montevideo, y el Capitán 
General de las Provincias, y después el Virrey, con sede en Buenos 
Aires, se consideraron titulares de la concesión de tierras públicas 
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e sos; de prestación de servicios de importancia al Rey, o a la 
- ciudad, o a sus habitantes o por otros merecimientos que invocaban 
los pretendientes, y aún, muchas veces, a simple título de haber 
asentado vecindad, y a hallarse «vaco» el terreno de población, 
o de chacra, o de estancia que se pedía. Por lo general, no se 
producían incidencias en estos casos de concesiones de tierras que 


se gestionaban ante el Gobernador o ante el Capitán General- 


porque éstos atinaban a no otorgarlas sin previo informe favorable 
del Cabildo. 


La actividad del Cabildo en esta clase de menesteres, y la 
de los funcionarios aludidos, se consideraba como propias del 
«Juzgado de Tierras», y el Gobernador cuando actuaba procedía 
como Ministro Subdelegado de Tierras. En documentos judiciales 
de 1783, y de otros años, (1) el Gobernador Del Pino se titulaba 
«Juez de Tierras». La sede de ese Juzgado, según quien actuara, 
Cabildo o Gobernador, era la propia de éstos. 


En el trajín inicial de la organización de la ciudad y de su 
jurisdicción, y en lo que toca a concesiones de tierras a los prime- 
ros pobladores, ocurrió un percance de importancia. Se extravia- 
ron los antecedentes «del repartimiento de Estancias del pago de 
Pando»; se extraviaron de mala manera. Nada se supo de ellos por 
mucho tiempo. 


Hasta que, corridos más de treinta años, a mediados de 1763, 
se presentó al Gobernador Viana, Dn. Jph. Gonzalez de Melo entre- 
gando el antecedente referido. Y proveyó Viana: 

«Montevideo, y Julio 7 de 1763 = Haviendome presentado D.” Jph 
» Gonzalez de Melo el antecedente repartimiento de Estancias del 
» pago de Pando, (que al parecer es original del q.* hiso D.” Pedro 
» Millan) por su carta de treinta de Mayo, proximo mes pasado, 
» remitasse al M.I.C.J. y Reximiento de esta Ciudad, para que 
» se archive, en la Caja de Instrumentos á ella pertenesiente, 
» remitiendome un testimonio autentico, para devolverlo á dho. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 
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Péro si en la materia de concesiones y de ajustes y véntas 
de tierras núblicas, realengas, no produjo inconvenientes mayores 
la diversificación de jurisdicciones y titulares de ella, surgieron, 
en cambio, serias dificultades desde el momento en que un asunto 
se tornaba contencioso. Cuando un tercero se «intrusaba» en terre- 
nos concedidos a otro, cuando por las deficiencias de la demarca- 
ción se superponían varias fracciones de las concedidas por merced, 
cuando por el ejercicio de facultades de que se consideraban 
asistidos más de un titular se adjudicaba, por gracia, a dos o más 
interesados la misma fracción, ¿qué Juez debía intervenir? Unos 
se iban al Juez de la concesión o venta; quiénes a otro de los 
Jueces considerados igualmente facultados; quiénes, al Juez civil; 
y ante todos esos Jueces, generalmente, comenzaban a diligen- 
ciarse los asuntos que solían encontrar a veces, otras veces no, 

los tropiezos fundamentales cuando en razón de requerimientos 
de informes, testimonios, copias de títulos, etc., aparecían concomi- 
tantemente dos Jueces que se consideraban con iguales facultades. 


A todo ello puso fin la Real Ordenanza de Intendentes, de 
1782, tan útil para el objeto que la inspiró que fué el de remediar 
los desorganizados resortes del Virreynato. 

Los Intendentes serían, según el artículo 77 de la Real Orde- 
nanza, Jueces privativos de las causas que ocurriesen en sus dis- 
tritos sobre ventas, composiciones y. repartimientos de tierras 
realengas y de señorío, debiendo los poseedores y los que preten- 
diesen nuevas concesiones de ellas deducir sus derechos y forma- 
lizar sus solicitudes ante esos funcionarios; todo lo relativo a esa 
clase de negocios, se instruiría con un Promotor del Real Fisco, 
y con dictamen de los asesores ordinarios. 

Las apelaciones debían cursarse a la Junta Superior de 
Hacienda. La expedición del título de propiedad la harían los 
Intendentes previa visación de la Junta cuando por otra razón no 
debía intervenir ésta. Facultad, la de la expedición del título, 
que antes había sido propia de la Audiencia del distrito, pero que, 
en lo que a Montevideo y su jurisdicción se refiere, no fué ejer- 
cida por aquélla; no tengo presente, al menos, caso ninguno en que 
la concesión fuera decretada por órgano de la Audiencia. 
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» de Correos y P enominación de R 
ost - e Real Ju 
> de las e Ap aña y de las Indias para que aei 
a se interpon 
» primera instanci gan de las sentenci 
c cias 
pE A ia por los subdelegados del T das en 
» Superio y aquellos Dominios y lo declaro po j gene- 
r con absoluta independenci por tal Tribunal 
nales dentro puño pendencia de los Consejos y Trib 
poro Jus ado: de E de la Corte, de los de Indias y de : 4 
Sd ECES e ia que ni por apelacion, ni por cual pa 
ae EEn d e la naturaleza que fuere puedan con aa 
o Po quedando expresamente inhividos a de 
, e conocer ser 
» instancia , proceder y substanci AT 
Segú uo E a 
n lo expuesto a 
era Juez d i : 
de corr i AE PARDEE i 
eos que ; E a instancia en 
os o debían de ventilarse en nuestra ciudad EA 
A y Militar de la misma, que e , €l Goberna- 
itulos, el de S n su caso agre 
como se ha leido EN EN de Correos, porque, Po i 
ción de la Real Jant era. Los recursos debían de elevarse a e 
ae a RP eS Correos y Postas de España y d z ya 
leza. Antes de la s na Superior para la justicia de P a an 
. a sanció l MAN BAF 
aoada sanción de esas disposiciones, esto atura 
oe a : reación de dicha Junta, las apel J es, con ante- 
ra e : f , acion í 
a, Consejo de Hacienda, con sede en 50 debían dedu- 
lem : pana. 
ción, el e precedieron a la erección de la Gob 
, o en prim : : erna- 
índole corr primera instancia d seai 
es í 0 e los 
pondía al Capitán General de Bueno o ds 
s Aires. 


(1) 


Ca 
yetano Alcazar. Obra citada. Pág. 223 y sigts 
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CAPITULO XVI 


JUZGADO DE BIENES DE DIFUNTOS 


Jurisdicción del «Juzgado de Bienes de Difun- 


era una subdelegación; su organización 
uestra ciudad; destino ulterior de los 
antes» O «yacentes». 


tos»; 
en n 
bienes «vac 


Cuando una persona, dueña de bienes en nuestra jurisdicción, 


fallecía sin dejar herederos en grado de sucederla o, si teniéndolos, 


estaban ausentes, SUS bienes caían «en competencia» del «Juzgado 
do se llamaba, también, «Sub- 


de Bienes de Difuntos». Este Juzga 
delegación de Bienes de Difuntos» porque era subalterno del exis- 
tente en la Capital de las Provincias, Buenos Aires, en donde 


existía el «Juzgado Mayor de Bienes de Difuntos», considerado, a 
su vez, como delegado del de España. 

Los bienes «vacantes» O «yacentes> quedaban sometidos a SU 
Juzgado especial, que a su vez tenía su «Defensor» propio y SU 
«Depositario»; designaba, en Su caso, los administradores de que 
hubiera menester según clase de los bienes que debía de manejar. 
Corridos los lapsos requeridos por las disposiciones vigentes, Se 
daba a los bienes UN destino de obras piadosas. 

En Montevideo, en algunas épocas, fueron Jueces de Bienes 
de Difuntos, Abogados de la ciudad; el primero en desempeñar 
ese puesto fué el Licenciado Eusebio Felices de Molina; ocupó des- 
pués durante muchos años ese cargo el Dr. Francisco de los Ange- 
les Muñoz; en otras, lo fué el Gobernador, que, entonces, agregaba 
a sus títulos de «Gobernador Político y Militar» «Juez de Arri- 
badas» «Subdelegado de Rentas y de la Rea] Hacienda», el de «Sub- 
delegado del Juzgado de Bienes de Difuntos». 

E] Abogado que llenó mayor tiempo la «defensuría» de ese 
gado, fué el Dr. Mateo Magariños. 


Juz 
Tenía el Juzgado, también, su Actuario particular. 
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de la Matriz como delegado del Obispo de Buenos Aires, con el 
«Administrador de Bienes de Temporalidades» y con dos Capitu- 
lares, éstos en representación de su Corporación. Completaban 
ese cuadro otros funcionarios cooperadores para el debido cum- 
plimiento de sus funciones. (1 a 


A la Junta Municipal de Temporalidades se le discernieron 
determinadas atribuciones de carácter contencioso. Decían, en 
efecto, los artículos 39 y 40 de la Real Orden de 27 de Marzo 
de 1769: «39. El Comisionado solo debera exercer lo concerniente 
» a la jurisdiccion contenciosa, pues lo economico, gubernativo e 
» informativo ha de corresponder a la Junta de la qual el Comi- 
» sionado en mi Real nombre es la Cabeza...» «40. ...mando que 
» en cada Municipal se actuen los remates y las ventas o enage- 
» naciones judiciales porque la Provincial es solo de revision...» 

De manera que todo lo relativo a remate y venta de bienes 
se entendía «contencioso» aunque no hubiera parte contraria de 
oposición ni se litigase aspecto ninguno de controversia en el 
expediente. Con más razón y más realidad había que considerarlo 
tal cuando surgía alguna incidencia con los ocupantes de los bienes, 
derivado su derecho de contratos de arrendamientos y de comodato, 
de acciones de tercería, de «pujas» entre postores, etc. 

Aunque algunas disposiciones habían querido limitar el ejer- 
cicio de las facultades de las Juntas Municipales a poner los asun- 
tos en estado de «Ultima Determinación» para cursar los expedien- 
tes para resolución al Gobernador Provincial, los términos recor- 
dados de la Real Orden de 27 de Marzo de 1769 eran concluyentes 
y el procedimiento, en definitiva, fué ajustado a lo que aquélla 
determinaba. 


Un incidente curioso se provocó con motivo de la venta del 
«Sitio y casas del Hospicio y Residencia», esto es, la esquina de 
las calles actualmente llamadas Rincón e Ituzaingó, frente a 
la plaza. i 

He relatado este incidente en mi trabajo «Epoca Colonial. 
La Compañía de Jesús en Montevideo», de esta manera: 

«No conforme con lo actuado, el primer postor, Don Juan 


(D) Estos asuntos han sido tratados por mi, con más apropiada exten- 
sión, en «Epoca Colonial. La Compañía de Jesús en Montevideo». 
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CAPITULO XVIII 


» resante leer. Oídos Ylla i 
y Abell f 
» del actor pues si bien era DEER D. Ls on a la pretensión a 
» momento, dijo «cincuenta, que De las Carreras, a último 
e a 


Explicación de la inclusión de capítulos de 
misceláneas en este trabajo. Inventario de 
una de las principales chacras del Migue- 
lete. Lo que necesitaban entonces para vivir 
una mujer con una hija y una negrita. Ladrón 
y torero. «Bulla y desgracias» en el Pintado. 
Las razones de la negativa de un preso a 
confesarse. Gente pendenciera en Canelones 
y la virtud de un sacerdote. Mortaja bien 
pobre. Los bienes gananciales en el matri- 
monio Viana-Alzaibar. El ajuar de novia de 
Margarita Viana. Vicios en la construcción 
de la primera Capilla de Pando. 


consignó ese modo de expresi ."Poralidades»; aún el propio Cabildo 


on en alguna d 
€ sus actas. (1) 
El conjunto de materias inconexas que voy a proporcionar en 


este capítulo, no corresponde, propiamente, a la índole de la obra. a 
No son asuntos jurídicos, ni legales, que se refieran a la organiza- j 
ción judicial de la ciudad, ni que hayan sido materia de contro- j 
versia ante la justicia. Todas ellas, sin embargo, son noticias 
consignadas en los expedientes judiciales, de modo que, por una 
u otra razón, han tenido vinculación con los juicios; y, como por ; 
otra parte, algunas de ellas constituyen aportes ilustrativos para ; 
apreciar elementos de los que integraban el modo de ser social E 
de entonces, y otras ofrecen conocimientos sobre modalidades de 

ideas y costumbres de aquella época, se las presento al lector, ya ó 
que le permitirá ello, en ciertos aspectos, una apreciación ajustada 

del medio en que se aplicó entre nosotros la justicia colonial. 


A i uè 


Inventario de una de las principales chacras del Miguelete. — š 


o Los comisionados de Zavala eligieron con acierto las tierras 
E destinadas para labranza, que se repartieron a los pobladores de 
la ciudad. Parte de la cuenca del arroyo de los Migueletes. Tierras 7 
buenas, generosas. Con sus profundas capas de humus, retribu- ' 


Sesi E 
esión del 7 de Enero de 1778 l yeron con la recompensa de su prodigalidad las pesadas faenas 
de los primitivos agricultores nuestros. Casi una centuria más 


o arde, Pérez Castellano, alec 
po letes, pónderaba las virtudes de esas tierras; 


iudad, con «maí , 
alz y trigo d 
co £rri g e 
zapallos, sandías o o Taas» cargas de papas, batatas, 
, que traía en carret 
aS para la venta 


en la Plaza Mayor, «H 

; > => «Hueco de la Cruz» y otros «h 
o de la ciudad. (2) Enviaba, también a re o solares 
uvo por fructicultor empeñoso. dd e frutas, Se le 


En la fecha de su fallecimiento, 1767, s 


POR , e inv i 
chacra los siguientes árboles frutales: entariaron en su 


< 516 pies de durazno 

» 219 pies de manzano 

» Il pies de perales 

» 50 pies de membrillo 

» 15 nogales 

> 91 higueras 
> 125 cepas de viña (un trozo de viña) 
» 30 pies de guindo 
2 pies de naranjos grandes 
pies de naranjos chicos 
» 3 pies de olivos». (2) 


(1) El «Hueco d 
, e la € 
baldía, cerrada ruz» lo formaba una cuadra, casi totalmente 


por las call 
Zabala y Alzaibar. es Mamadas hoy Buenos Aires, Reconquista 


(2) Archi 


de Pri 
imer Turno. Expedientes de 1767. 
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negrita. — 


En el mencionado expediente sucesorio de Felipe Pérez de 
“Sosa o de Souza, se originó pleito entre la viuda y los hijos. 
Véase la exposición que sobre el particular formuló la viuda. 
«Demostracion en que palpablem'* se reconoce lo que con mode- 
- ə racion necesita una Muger al dia, por via de alimentos, para el 
.» arreglo de los que se me deven satisfacer p" los herederos de 
» mi difunto Marido Dn Phelipe Perez de Sosa, por los tres años, 
» y diez meses, que corrieron desde Siete de Julio de mil, setecien- 
» tos sesenta y siete, que murio dho mi marido hta nuebe de Mayo 
» demil, Setecientos, setenta, y uno, q s me enteraron mi Dote; 
» teniendo presente q° las circunstancias de primer Poblador y 
» de los mas distinguidos de esta Ciudad que era el refde finado, 
» con el caudal, que dejó de once mil, Setecientos y noventa pessos, 
» pedian por dro. se me considerase maior diarios; pues assi esta 
» declarado p" la sentencia fs 201 hta 204 mandando se haga la 
» tasacion con el arreglo insinuado, y teniendo consideracion a la 
» familia que yo tubiese y acomodado precio a que corriesen las 
» cosas en esta Plaza. y en la suposicion de que en aquellos años 
» €s notorio, costaba todo mas caro, que en los pres.t*s y que mi 
» familia se componia de mi hija y la negrita Juana, se practica 
» este arreglo, bajo el concepto de ser con migo tres personas y 
» que a cada una se le asignara el bestido, q’ corresponde, siendo 
» igual y comun á todas la manutencion diaria 


Gasto que debe regularse por dias y cada uno 


lo siguiente 


Nota Carne un real . . . . . 
Q i 1 Verduras Yd . . . +... 
ue aqui no se pone e ; 
z q p Grasa, tocino y chorizo Yd 
e maior gasto que causa Pan 
- » los dias de abstenencia E a a 
a Agi, Aceite, vinagre, y Agua 
» que al año pasan de 
ña Sal, Herva, azucar, Velas. . 
» ochenta con vigilias Z 
Leña medio real . . . 
» temporas y Quaresma. 
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E _Los seis. rris y medio que suma el gasto de la Por quatro dhos de calzetas, á siete rrls par An 
» manutencion diaria, multiplitados por 365 dias Por tres pañuelos de narices, a seis rrls cada uno . 

» que tiene el año hacen dos mil trescientos setenta Por dos varas de estopilla para dos pañuelos ; 

» y, dos y medio reales que son pessos doscientos de cara, a ocho rrls vara . . . . . +... . 
» noventa y seis quatro y medio reales q’ reparti- m 


» dos estos entre los doce meses del año corres- 
» ponde a cada uno veinte y quatro pessos cinco 


i hija lo mismo f 
o el gasto anual a mi 
» reales y once doce avos a los tres p" eso se saca Reguland 8 


que para mi, cargo igual cantidad q° la de la { 45.2 


» al margen para uno... (ilegible) es el que resul- ; L 
aco al margen 
» taran por otros gastos. . . o. o... . 24,5 11/12 suma del mio, y s | 
» Gasto q’ amas del anterior se hacia Gasto anual de ropa para la a 
» Cada semana, negritta Juana ; 
, š : A 
» D el eu q pagaba Ea A rls Por tres varas de Lienzo de lino p? dos Cami- a es 
» or Jabon... o... zo g . . 
» Por A Carbon 1 O Corpiños . .  .3 
E 7 n Por tres quartas dhas para dos Corp ' 
» Polvillo una onza . . . 2 Por media vara de Baieta para un Jubon, a m 
» == diez y ocho rrls Vara. . i TE . e. e œ d 
ý A Por dos varas de Lienzo de lino para dos Ena- i 
» Los ocho reales que suma el gasto de cada semana guas, a quatro rrlS. . . . . . . E Au a 1 
» multiplicado por quatro de que se compone el Por tres quartas de Baieta para una Manti 2. 9 
» Mes, son treinta, y dos reales que en pesos se Por una vara de dha p? dos polleras. . . . ` 
» sacan al margen . . . . . e a‘ a‘ 0A 98.3 Y 
» Gasto de ropa anual p° mi 


Los noventa y ocho pesos, tres y medio rrls 


» Por dos pzas de Bretaña para quatro cami- de esta:Suma-mulliplicados por dies anos? 


» sas á seis ps pieza que costaba A A hago cargo solam't* por suponer que para los 

» Por diez y seis varas de Pontevi p? quatro diez meses restantes tuvimos suficiente con la 

”  £fhaguas, a quatro rls vara... . . 8, ropa que teniamos cuando murio dho mi T 

> Por dhas de Bretañ r r iñ i okoa ao 205.2 A 
! Bretaña para quatro corpiños Marido, hacen . . . . . 

» a sels rrls vara. . , . . es. LA 


» Por dos dhas de Clarin para quatro Cor- 


Gasto que fuera de lo anterior 
» batas o Pañuelos del Cuello a diez y ocho 


Se hizo en los tres años 


» rrls vara . . . .. a A 

> Por dos pares de media de seda á tres Por veintiuna varas de Gala negra, para dos 

» DESSOS Dar, e epcg uo o, e.’ 6 dá Polleras y dos Jubones para mi y dha mi hija, e 
» Por dos Redecillas a dos pessos cada una 4, Sl » a nuebe rrl vara. . . . . . . +. . B: ' 
» Por uno dho de Algodon, o hilo, que cos- | i , Por cinco varas de Baieta para dos Polleras de PE 
» taban á doce rrls O E: | A abajo p* las mismas, a diez, y ocho rrls vara : 


A 


para dos Polleras y dos medias batas, de 


a las dos dhas, a ocho rls vara. . . . 14. 
7 .» Por ocho varas de Baietilla p? quatro 
» Mantas, dos a cada una, y a diez y ocho 
» rrls vara que valian entonces . . . 18. 
» Por veinte, y una vara, de Tafetan negro 
z p? dos Polleras y dos Casacas de las 
» mismas a dos pessos vara. . . . . 42. 
2 
2 
» Los Quatrocientos, quatro pessos, uno y A 
» medio rrl de esta suma, repartido para 
» saber lo que toca a cada mes por cua- 
» renta y seis que componen los tres años 
» y diez meses: corresponde a cada uno 
» ocho pessos, seis rrls y veinte y siete, cua- 
» renta, y seis abos q’ se sacan al margen 8.6.27/46 
» Otro Gasto particular q corresponde 
» a cada Mes 
» Por veinte rrls por un par de zapatos 
» que entre Yo y mi hija consumimos 
» cada Mes, a razon de un par cada una 
» cada dos meses, advirtiendo que en aquel 
» tpo tenia un par de zapatos, el dho costo 
» de veinte rrls do e 2.4 
» Por cinco pesos de alquiler de casa que 
» pague cada mes . . . o. ary 5 
» 
45. Ya 
» Gasto mensual . . . . E 
» N°? de Meses. . . da , po dl 
f 270 
i 180 
2.7 


or catorce varas de Indiana ordinaria. 


2072.7 
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Segun parece, resulta (S. Y.) de la anteced'* cuenta que 
los mencionados herederos me deven por el total de Alimen- 
tos la cantidad de dos mil, setenta, y dos pessos, siete rrls, 
los miss que pidose me manden satisfacer, con conocimiento 
de lo arreglado, que se halla todo lo contenido en esta demos- 
tración. Montevideo, y Diziembre diez, y ocho, de -mil, Sete- 


» cientos, Setenta y seis. 
A ruego de mi señora madre 


Gregoria Diaz.» (2 
Ladrón y torero. — 


Véase el motivo principal de un decreto de libertad a favor 
de un encausado. Antonio Matos era ladrón. Había hurtado varios 
efectos de vecinos; se le procesó. Además de ladrón, era torero. 
Preso desde Mayo de 1780, llegó el día 4 de Noviembre, día del santo 
del Rey Carlos. Entre los festejos proyectados, se incluía «una 
fiesta de toros». Ese torero era menor de edad. Por esa circuns- 
tancia, por la de haber purgado ya su delito con prisión de más 
de cinco meses en un calabozo de la Ciudadela y «maxime cuando 
su persona es util» — dice la sentencia — «en algun modo al pp** 
» (público) puesta en libertad como lo es en el presente dia del 
_» Rey Ntro S% que Dios guarde para la fiesta de Toros p" ser de 
» oficio Torero y haber representado los diputados (del Cabildo) 
» la necesidad que hay de estos operarios: Por tanto en Nombre 
» de Su Magestad y Zelebridad de su dia pongase en su libertad 
» Natural»... Y como el reo se encontraba en el Cabildo, al cual 
había sido llevado para ganar tiempo, allí mismo, y en el acto, 
se le notificó la sentencia. (3 


Bulla y desgracias en el Pintado. — 


Por un expediente de 1780, «Causa Criminal contra Joseph 


a) Salvo yerro. 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Expedientes de 1767. Autos sucesorios de Felipe 
Pérez de Souza. 

(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Causa Criminal contra Antonio Matos pr Ladron» 
1780. La Plaza de Toros, entonces, estaba ubicada en un terreno cerca de 
la Punta de San José, entre la continuación al Oeste de las hoy calles 


Washington y Sarandí. 
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: «Quintana», sabemos que el nombrado es uno de los que «seallar 

>en la bulla y des grazias quando colocaron A nuestra Señora de 
> Lujan en el arroio del pintado». Así lo dice el Sargento Jph Mar- 
tínez en su parte de 11 de Marzo de 1780. Pero no consta en el 
expediente en qué consistieron la bulla y las desgracias. (1) j 


Razón 
por la cual un preso, gravemente enfermo, no quiso 
confesarse. — 


el Un preso enfermo, en peligro de muerte, no quiere confesarse. 
ase por qué. «R! Ciudadela. El Oficial de la expresada da part 
» al Sr. Governador que hallandose en este hosp! (hos ita 1 
» preso Joseph Quintana, con una barra de grillos oro 
» el medico que selequiten por habersele agravado i enfermedad 
» en tales terminos que dize dho medico puede morir y Rabino 
> RON que se confiese para recibir los Santos Sacramentos 
i ; AN no quiere porque lo tienen cargado de prisiones yn jus- 
| nte que asi que se las quiten se confesara: Montevideo 
» Marzo 25 de 1780. Torres de la Peña». (2) 
Intervino el Alcalde. Y este preso, que es la persona a qui 
se refiere el apartado anterior, fué puesto en libertad sin a ` 
diligencias por la convicción del Alcalde de que era P 


Gente pendenciera en Canelones y la virtud de un sacerdote 


r EAEE de gente pendenciera, de malevos y de criminales 
E o por 1780 en el «partido de los Canelones», «pago del Canelon» 
a Canelones». Se quejó de ello continuamente el Juez 
o e Fi partido, Claudio Marques. Para intimidar, hizo 
a poste a modo de horca, en la plaza del lugar. (3) 
E 7 ie respetaba esa gente. Ni al propio Cura 
E gue aguna cuyas condiciones de sacerdote y patriota 
evaron a la estimación de sus conciudadanos. 
Dos o tres veces fué agredido este sacerdote, sin motivo alguno. 


(1) 
de Prime 

(2) 
de Prime 

(3) 
de Prime 


e has Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 

Po f ea Criminal contra Joseph Quintana.» 

o uzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 

ps ee a Criminal contra Joseph Quintana.» 

O uzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
- “Causa Criminal contra Estanislao Masiel, pardo.» 1780. 


Estanislao Masiel, pardo, el 23 de Junio de 1780, lo atropelló 
“«tirandole tres puñaladas a vista de todo el pueblo...» «que a no 
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haber huido el cuerpo» lo hubieran alcanzado. Así dice el Juez 
Comisionado Claudio Marques al Gobernador. Seguida la causa, 
concurrió un día al Cabildo el mencionado Cura y manifestó que 
«cede de por si lo necesario» para la determinación que el Juez 
había de tomar. Esas palabras significaban el perdón del agredido. 
En causas de esta índole, aún en las que se seguían de oficio, el 
perdón del ofendido tenía siempre gran eficacia. Y el reo fué 


absuelto. (1) 


Una mortaja bien pobre. — 


« Fl infrascrito Escribano certifica que el dia de la fecha 
» siendo como las cinco de la tarde vi dar sepultura en el Campo 
» Santo de la Iglesia Matriz de esta ciudad al cadaver de Domingg 
» Rodriguez, amortajado en un Poncho biejo». (2 


Los bienes gananciales en el matrimonio Viana - Alzaibar. — 


Para que el lector pueda forjarse una idea de la riqueza con 
que algunos esposos adornaban sus personas y su casa, enumero 
los bienes gananciales que, fuera de las estancias, chacra, negros 
y animales, relaciona el Mariscal de Viana en su testamento. 
El Coronel José Joaquín de Viana, más tarde Mariscal, contrajo 
matrimonio, el 4 de Noviembre de 1755, día del santo del Rey, 
con María Francisca de Alzaibar, natural de Lemona, en el Señorío 
de Viscaya. Era Viana a la sazón, Gobernador Político y Militar 
de Montevideo. Doña María Francisca, hija de don Juan de Alzai- 
bar, sobrina de don Francisco, fué desde entonces la Coronela, la 
Gobernadora, y desde que a su esposo se le ascendió a Mariscal, 
fué la Mariscala para sus contemporáneos y para la historia. 

He aquí el detalle de los bienes gananciales a que aludo: 


« Cuatro platos de plata, 
» Cuarenta y cuatro cubiertos de plata, 


(© Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Causa Criminal contra Estanislao Masiel, pardo.» 1780. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1787. «Causa contra Domingo Rodriguez 
sobre la muerte de Chrisptobal Pereira.» 
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dl “Cuatro cucharónes de plata 
> Tres salvillas de plata, ' 
> Una palangana de plata, 
» Seis candeleros de plata, 
> Doce fuentes de plata 
» Tres mates guarnecid 
Os de plat | i 

i a da plata con sus bombillas, 
» Un Í i 

espadín de oro con su correspondiente juego de hebillas 


» Un baston de cana con puño de oro 
? 


» 3 y rubíes, 
> iez y ocho botone i i 

i T A a E a finas engarzadas en plata 
» Dos espejos de medio-cuerpo, 

» Veinte y tres cornucopias doradas 

» Una papelera de jacarandá, 

» Una docena de sillas de jacarandá 

» Dos sillas de arrimo, de lo mismo 

> Cinco taburetes con asiento de Damasi 
e PA de terciopelo carmesí, ' 

aja de j á i 
i k 5 a ma con dos cortinados de Damasco y 
> Dos relojes de sobremesa y uno de faldriquera 
? 


> Un coche de su 
uso», (Fué 3 
> Montevideo). (1) el primero que hubo en 


El ajuar de novia de Margarita Viana. — 


Rar, MARCA TAN 
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ella, la Mariscala. No de Margarita Viana, la hija de Melchor 
Viana, parienta próxima de aquélla. Parece que Margarita 
fa un nombre de familia entre los Viana. 
NN Margarita Viana contrajo enlace con Juan Pedro de Aguirre, 

.del comercio de la plaza. Como al verificarse el matrimonio no 
sé había otorgado formalidad sobre los bienes que la esposa 
portó, la Mariscala y su yerno comparecieron en Agosto de 1784, 
ante el Juez Alcalde, con una exposición que se iniciaba así: 
«D? María Fran.“ de Alzaibar viuda del Mariscal de Campo Dn Jph 
`s Joaquin de Viana, y D" Juan Pedro de Aguirre de este vecin- 
» dario y comercio, ante vm. conforme a dro parecemos y decimos, 
» que habiendo yo el dho. Juan Pedro contrahido Esponsales con 
» Dz Margarita Viana, hija lexitima de mi la nominada d* Maria 
 » Fran“ y del referido Mariscal le he dado en dote para ayuda 
` » de sustentar las cargas del Matrimonio y he recibido yo el expre- 
> sado d”? Juan Pedro las alajas y demas, que constan de la relacion 
» que debidamente presentamos...» El objeto de la petición era 
constatar el recibo de esos bienes «para que logren el privilegio 
de dotales» y para que se justipreciasen. 
Y he aquí la relación, a la letra: 

t 

«Relacion de la Ropa de mi uso, que me 
» el dia que sali de su casa.» 


Ropa blanca 


entrego mi S" Madre 


27 camisas de bretaña . . . . 
12 Enaguas de bretaña . . . . . +. . 


6 Idem de Ruan. . . . . ... : 
2 Polonesas de Muselina . . +. +. +. +. +. +. +...» 
1 Idem de Trué . . . . . . +. . Dd a 
2 Polleras de Trué con sus desabilles . . . . > 


1 Zagalejo de Trué. . . . . . . 
1 Idem de bretaña. . . . . +. +. +. . o. 
ACTOS -i w oog EA A A a O 
4 Sabanas de Ruan. . . . . +. . Ai 
4 Almohadas de Trué con encajes . . . . +. +. . 
» 4 Idem con guarnicion de Muselina . . . . 


> 2 Juegos de manteles . . . . . . TE ; 
» 6 Pares de medias de seda blancas usadas. . . . . >» 
» 6 Idem de idem nuebas . . . .. .. +. +... +. + P 


T : Ay 
PENA TR Miz 
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ai anmi etree 


6 Panuelos blancos de estopilla 


6 Idem de narizes . 
9 Panuelos de gasa . 
2 Teresitas de gasa . 


. . 


3 Delantales de gasa guarnecidos de cinta 
Ə Pares de buelos de encajes . 


2 Escotes con encajes . 


. e . . . . 


. . . . . . . 


Ropa de color 


1 Redecilla de tafetan de color de rosa 
1 Idem de gasa de color de rosa 


1 Idem de gasa negra . 
2 Idem de cinta . 
1 Idem de gasa blanca 


1 Ropon de raso liso verde guarnecido 
1 Polonesa de tafetan de color de 


con gasa de plata. . . 


. . . . . . . 


1 Idem de Indiana con guarniz” de tafetan azul 
1 Idem de Trué con guarnicion de gasa de plata 


1 Idem de calamaco de seda guar 
1 Idem de calamaco de seda guar 


y cintas verdes . . 


1 Idem de calamaco de seda guarnecid 
encarnado y cintas verdes . 


1 Pollera de tafetan azul con guarnizr de cintas 


1 Idem de tafetan encarnado co 


y Cintas verdes . ., 


1 Idem de calamaco de seda con guar 


. . . . . . . 


1 Idem de Delfina con guarnicion de cintas . 


1 Idem de tafetan de color d 


de cintas . 


. . a 


1 Desaville de raso liso negro . 


1 Idem de tafetan negro 


1 Jubon de castorcillo encarnado 
1 Idem de raso liso color de flor de Romero 
l Idem de tafetan listado de color de pulga . 

1 Vestido corto de raso liso verde 


gasa lisa o. 
1 Idem de raso liso azul con 


« 


. . . . . . . 


guarnicion de cinta . 


. 


. . . . . . 


con guarnicion de 


con gasa de plata » 
rosa, guarnecido 


a de tafetan 


n guarnicion de gasa 


e perla con guarnicion 


D 


» 


» 


» 


necida de lo mismo » 
necida de gasa blanca 


D 


» 


nicion de cintas » 


» 
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1 Idem de raso liso verde con guarnicion de cinta o Ñ > 
1 Idem de tafetan verde con guarnicion de tafeta 


encarnado . . +. +. +... o o 
1 Idem de tafetan encarnado con guarnicion de tafetan 


azul . ... o... . +... ÓN 
1 Parlamenta de gasa negra. . . . o 
1 Idem de raso liso encarnado con guarnicion de blonda 
1 Traje de zaraza . . . . . +. . + + + 
5 Idem de Indiana. . . ES 
1 Idem de Vayeta* con guarnicion de raso liso verde 
1 Zagalejo de lienzo . . +. +. +. +. +. +» + | 
1 Idem de vayeta blanca . . . +. +. +. + | 
5 Lazos de varios colores eor 
1 Basquiña de terciopelo liso . . . . +. +. + 
1 Idem cortado . . . +. +... .. +. 0.0. o 
1 Idem de tafetan . . +. +. +. +. +. +... 


NN 
> Mantillas de vayeta blanca con blondas estrechas 


a ancha. . . . . +... .. +. +. ? 
i dom do bayeta negra con dos varas de blonda . 
2 Idem de seda negra con su blonda o 
1 Idem de Muselina blanca con encajes finos . . 
1 Idem de Muselina con encajes o 
1 Cotilla de Damasco Carmesi . . . +. +. +. +. | 
1 Idem de seda. . . +. +. +. +... ... . o. 


» 


> 


siie 


A 


A A a li 


Alhajas 


2 Tembleques de Topacios . . . o | 
1 Par de zarzillos de piedras de Francia . | o. 
1 Idem de piedras encargadas . . . . ON 
1 Idem de Topacios . . . . +. +. + o | 
1 Aderezo de Brillantes . . . +. +. +. + + 

1 Sortija de Idem . . . o o 
1 Idem de Esmeraldas con chispas de Diamantes 

1 Rosario de Oro . . . . o A | 
1 Pulsera de retrato con guarnicion de piedras . . : 
1 Idem de metal con su medallon . 

1 Rascamoño de plata con piedras. . . . . 
1 Idem de asta con piedras . . . +. + + 


A E o e SS O TC 
E AS : 


q ió 5 ble, adecuada al documento. José 
- Par To A A aS e arare o mayores de ica 
eS A Idem F pean redondas A E > nes y obras de la ciudad de ic Meneses. 
> 2 Candeleros de plata . . . . . . . . . >» trucción por orden del Alcalde ante e enazanda bastante ruinas; 
» 6 Cucharas de plata . . . . . . . .. a> Las paredes estaban «desplomadas», ipa rturas mal, 'etc. Meneses 
> 6 Tenedores de Idem . . . a L l’ les faltaba trabazón, los arcos de las a ias cuarenta y un 
> 1Salvilla de plata. . . . 2 n n 0 l, reclamaba qup Tos maestros divo yan. S que por su parte 
» 2 Abanicos de marfil . . . . . , ral ads pesos corrientes a que ascendía el EEES cada maestro 
> 1 Idem de hueso usado... . . . . . . .» dió al contrato. El asunto se transó or mitades. (” 
» 1 Idem de hueso nuebo . . . . . .. ar a veinte pesos, debiendo abonarse las costas p 
> 4 Idem de palo. . n aaa. ed Tn A 
> 1 Sombrero negro . . . l0 aaa’. © > 
» 1 Almo hadilla de Coser. . . . . . . .. . » 
> 2 Pares de Zapatos. . . 0 0 a a aa’ . > 


» 1 Negra llamada Rita . . ..... .. >» MM) 


Esta relación de ropa, en la cual se incluyen alhajas y la 
negra Rita, está firmada por Juan Pedro de Aguirre y María 
Francisca de Alzaibar. Por el encabezamiento, debió firmarla la 
esposa, Margarita Viana, pero la firmó su madre. 


Vicios en la construcción de la primera Capilla de Pando, — 


La construcción de la primera Capilla de la Concepción de 
Pando, nombrada así para diferenciarla de Concepción de las 
Minas, la contrató Francisco Meneses, fundador de la Capilla y 
donante, junto con su madre, de los terrenos para la Capilla y el 
pueblo, con los maestros José Vicente Bage, Pedro Llambi y 
Rafael de la Puente. El documento con que éstos se obligaron, dice, 
a la letra, así: «Desimos Nos abaJo firmados decimos q* nos obliga- 
* mos aser en Pando La Iglecia de Nra S° de la Concepsion, como 
» son paderes, de quatro baras. sobresalientes. de latiera respectibos 
» los moJinetes arazon de sinco re!*s la Bara entrando Cuecos de 
» puertas. dandonos. de comer almorsar y todos los Materiales 
» prontos y 6 Peones y faltando Los materiales oPeones se les 
» abona lo respectivo. y para q* asiconste. lo Firmamos en dhó 
» Lugar de Pando a 1? de Nobiembre de 1780. Jose Vicente Vage. 
» pedro llambi. Rafael de la Puente». 
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(D Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil å l de 1782. 
de Primer Turno. Expedientes de 1784. de Primer Turno. Expedientes 


CAPITULO XIX 


JUZGADO ECLESIASTICO 


Diversas elases de jurisdicción eclesiástica: 
Jurisdicción eclesiástica privilegiada; Obispado 
a que perteneció Montevideo; Obispado de 
Buenos Aires o del Río de la Plata: Arzo- 
bispado de Charcas; Patriarcado de las Indias 
Juzgado Eclesiástico de Montevideo; quiénes 
lo tuvieron a su cargo. Facultades del Juez 
Eclesiástico de Montevideo; Juez de sentencia 
en las causas del Juzgado Eclesiástico de 
nuestra ciudad. Recursos contra las senten- 
Cias; gestiones del Rey de España ante Su 
Santidad sobre medidas generales para las 
apelaciones de los juicios de jurisdicción 
eclesiástica en América. Recordación de algu- 
nas causas en que intervin 

eclesiástica de nuestra lud: dada 


La a . . ., . . 
a as eclesiástica comprendía, en términos generales 
a] j 
pa cet o - o potestad espiritual relativa a la fe 
ntos, a los Sacramentale 

20; S, a las costumbre la di 
ciplina eclesiástica j ' e 
, que dimana del Fundado i 
r de la Igle l 
acciden ivilegi PA A 
o o a que, aunque originada también remota 
erecho Divino lo está i i ; 
$ inmediatament 
N l e en el Derecho 
» establecida con relació 
ación a las personas i 

a n , Y reconocida 
os concordatos, que consistía en la facultad de la Iglesia 
y , 
s, de sentenciar las causas que se 
clesiásticas, por asuntos temporales, 


de imponér R s seglares demandasen a aquéllas, y 
penas civiles a clérigos y demás personas eclesiásticas 


m Ñ . 
3 ross os que cometiesen como ciudadanos. Es como 
rendera, a esta facultad PRO 
p que creaba un fuero j 
excepcion, frente al ordinari eE 
inarlo, a la que me y i 
a ap ; oy a referir, recor- 
racterísticas de su organizació 
anización y de su extensió 
l | n en 
o ciudad, durante la época española. 
riginari A ici 
a o el área superficial de lo que hoy es nuestro 
de ormó parte del Obispado del Paraguay; cuando se fundó 
O, ya hacía más de un siglo que el primitivo Obispado 
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de la referencia se había subdividido por erección del Obispado del 
Río de la Plata o de Buenos Aires, que de ambas maneras se 
designó. Nuestra ciudad correspondió, pues, desde sus primeros 
días, al Obispado del Río de la Plata. Este Obispado, como el del 
Paraguay, era sufragáneo del Arzobispado de Charcas, lo cual 
indica su dependencia de aquella Arquidiócesis; el Arzobispo de 
Charcas era, pues, el Metropolitano del Obispo del Río de la Plata, 
circunstancia que debo consignar como antecedente necesario para 
la mejor inteligencia de lo que respecto a recursos y grados en 
materia de jurisdicción eclesiástica delegada voy a exponer en 
este capítulo. 

Y aún quiero a este respecto señalar que el Patriarca de las 
Indias tenía a su vez, además de su jurisdicción propia, la general 
que se extendía sobre todos los Metropolitanos de los dominios 
españoles en América. A lo menos, nominalmente. Digo esto por- 
que si bien al principio, cuando se constituyó esa dignidad, Cle- 
mente VII en su Breve de 1533 y más tarde Paulo III en el suyo 
de 1546 dijeron, con unas mismas palabras, «te constituimos en 
» Patriarca y Pastor de la Iglesia de las Indias encomendándote 
» plenariamente el cuidado y administración de esa Iglesia así en 
» las cosas espirituales como en las temporales dándote facultad 
» á pasar á dicha Iglesia, etc.», Felipe II, posteriormente, procuró 
que el Patriarca residiese en España, «como un segundo Papa» 
según la frase del P. Mariano Cuevas S.J.;(1D en tal virtud, en 
los asuntos eclesiásticos de entonces no se ven vestigios de esa 
jurisdicción del Patriarca en las cosas de América de modo que, 
estrictamente, esa dignidad fué honorífica y no de hecho, titulus 


sine re. 


Con su primer Cura, Doctor José Nicolás Barrales, tuvo Mon- 
tevideo su primer Juez Eclesiástico y este cargo fué sucesivamente 
desempeñado por los Curas de la ciudad y por el de la Matriz 
cuando se crearon dentro de los «términos de la jurisdicción» 
otras parroquias y vice-parroquias. 


Las facultades del Juez Eclesiástico de Montevideo eran suma- 
mente restringidas; limitación explicable desde que, por principio 
general, el Juez de primera instancia en materia eclesiástica era 


() Historia de la Iglesia de México. Tomo I, pág. 305. 
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ob 
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ASS 


a ps a A z 
el Ordinario igui 
Ba de ario. Por consiguiente, para las causas de esta jurisdicción 
o a nuestra ciudad y sus límites, era Juez de 
a Ñ : , 
Instancia el Obispo de Buenos Aires, que ejercía frecuen 


ies el presente despacho por el cua] ordenamos al 

a -a icario Don Juan José Ortiz... disponga lo conve- 

o te que comparezca personalm.te en su Juzgado el 
a de las Piedras...», frases de otro expediente, (1) 


Fallados los proceso i 
> s por el Obispo de Buenos Air Í 
apelación para ante el Metropolitano de Charcas. Y Be A 


«del nuestro 

enei «Ytem que en 

í viction se fenez 

» partes... : ; can en aquell 
p Indias habiendo sido sentenciadas por el Ordinario E 


(D Archiv i 
o de la Curia Eclesiástica. Carpetas: Epoca Española 
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» SU Metropolitano, excepto algunas más graves que a Su Beatitud 
» pluguiere reservar que ayan de venir al juicio de la sede. 
> apostolica». «Yten que las causas civiles haviéndose sentenciado 
» por el ordinario y Metropolitano puedan executar no obstante 
» appellacion interpuesta para la Sede Apostólica». (1) Entiendo 
esto último en el sentido de que las apelaciones para ante la 
Sede Apostólica serían sin efecto suspensivo. 


Muy poco tuvo que hacer en Montevideo el Juez Eclesiástico, 

a juzgar por lo que se conserva en nuestros archivos. Puede ser 
que la falta de expedientes tenga explicación, en parte, en la 
circunstancia de que siendo de carácter tan restringido la actua- 
ción del mencionado Juez, algunos de los expedientes en que tuvo 
intervención se encuentren en Buenos Aires. Por lo que existe 
aquí, repito, su labor fué muy exigua. Una demanda de un «pul- 
pero» de Montevideo, llamado Malpica, contra el Capellán del 
«segundo Batallon del regimiento de ynfanteria de Burgos» para 
que le abonase treinta y tres pesos y cinco reales y medio, pro- 
cedentes de «generos que mando llebar de mi Pulperia % a su 
casa», demanda que contestó el Capellán diciendo que él vivía en 
compañía de dos subtenientes del mismo Regimiento y que los 
asistentes llevaron a su casa alimentos para la manutención de 
los tres, y «como de mancomun se mantenian pagó el que declara 
» la parte que le correspondía ignorando si los otros dos ubiesen 

» pagado», explicación que, al parecer, satisfizo al actor, pues no 

siguió adelante el juicio; requerimiento de prisión de un eclesiás- 

tico, rebelde a comparecer al llamado del Obispo de Buenos Aires; 

demanda de un comerciante contra el Cura de la Parroquia de 


(1) Lucas Ayarragaray. La Iglesia en América y la Dominación 
Española. Estudio de la Epoca Colonial. Buenos Aires. J. Lajouane y Cía. 
Editores. 1920. En esta obra, pág. 104 y siguientes, se encuentra el docu- 
mento del cual extraigo los párrafos transcriptos; en la misma obra 
se publican otras piezas de mucho valor para el estudio de esta materia; 
también se hallan documentos de real importancia para ello en la citada 
obra Historia de la Iglesia en México, del P. Mariano Cuevas S. J. 
Editorial «Revista Católica». El Paso, Texas, 1928. 


(2) Pulpería o pulqueria es una palabra adoptada por la legislación 
de Indias. Viene de «pulque», bebida usada por los indios de Nueva 
España. Su expendio, asi como el de otras mercaderías de consumo gene- 
ralizado, fué determinado, a veces, en disposiciones catalogadas como 


«regimen de pulperias». 


an“Isidro; «sita en el Arroyo nombrado de las Piedras», porque 


RU oo 5} 


. '"habiendó afianzado con carácter de «llano y verdadero deudor» 
una obligación de un tercero y no abonándola éste, el cual «dila- 
taba con entretenimientos» el pago, quería el acreedor hacerla 
efectiva por justicia; citado el Cura, aunque diría: nequaquam!, (1) 
al verse obligado por otro, la pagó de inmediato, aclarándose su 
condición de fiador por lo cual se le hizo subrogación para que 
ventilase sus derechos contra el deudor primitivo.2) 


(1) 
(2) 


Adverbio latino que significa: de ningún modo. 


Archivo de la Curia Eclesiástica. Carpetas: Epoca Española. 
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CAPITULO XX 


INCUMBENCIA DEL JUEZ ECLESIASTICO 
EN CAUSAS DE JUSTICIA ORDINARIA 


Materias en que existía esa intervención, El «asilo en 
sagrado». Datos históricos, fundamentos y alcance del 
asilo. Fijación de ese beneficio poco después de fun- 
dada nuestra ciudad. Hechos exceptuados. El asilo de 
«Iglesia fría». El procedimiento en casos de asilo en 
sagrado. Consecuencias inconvenientes de las «compe- 
tencias» entre judicaturas civil y eclesiástica. Reales 
Cédulas de 18 de Octubre de 1750 y 5 de Abril de 1764. 
Conocimiento que de esta última se dió al Cabildo. 
Normas de procedimientos que en ella se fijaron. Dis- 
posiciones de carácter local dictadas respecto del asilo 
en sagrado. Extensión que algunos súbditos bajo juris- 
dicción militar quisieron dar al asilo. Nueva disposición 
real sobre el procedimiento en caso de asilo en sagrado. 
Noticias de diversos casos de amparo en sagrado, quese 
conservan en nuestros archivos. Un caso de justicia ordi. 
naria. Dos, de justicia militar referentes a hechos acaeci- 
dos en los comienzos de la población de San Fernando de 
Maldonado. Un «cambio de sagrado», «La visita de testa- 
menterías». Acta relativa a esa visita. Forma en que se 
ejerció en nuestra ciudad el deber eclesiástico de hacer 
cumplir una fundación de capellanía. Segregación que se 
hizo de las atribuciones del Juez Eclesiástico en algunas 
de las materias a que se refería la visita. «Fuerzas» de 
los Jueces Eclesiásticos. 


En dos clases de materia, atribuidas a la jurisdicción ordina- 
ria, el Juez Eclesiástico tenía cometidos de obligación. Sus deberes 
a este respecto eran sumamente estrictos; pesaban sobre su con- 
ciencia de sacerdote, y su cumplimiento era, especialmente, «celado» 
por los superiores jerárquicos. Las materias eran estas: asilo en 
sagrado y visita de las testamenterías. 


Desde tiempos antiquísimos, los lugares destinados al culto 
gozaban de un privilegio llamado de local, o inmunidad local, que 
constituía el asilo en sagrado. Se fundaba en la protección que se 
debía considerar dispensada por la Divinidad a los que, implorán- 
dola, se acogían a los edificios sagrados. También se exponía 
como razón el evitar en sagrado las violencias y desacatos que 
son frecuentes en la aprehensión de delincuentes. Este beneficio 
fué consagrado, especialmente, más tarde, por las legislaciones de 
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los países católicos. San Agustín había justificado su permanencia 
diciendo que «el castigo como el perdón no tienen más que un 
objeto, corregir al delincuente». Por una y otra vía se llegaba a 
igual finalidad. Y podía optarse por la del perdón cuando había 
motivos para otorgarlo en virtud de altas razones de principios. 

España, de un modo particular, adoptó ese concepto. Pero lo 
restringió muy pronto reglamentándolo con excepciones y con 
requisitos muy severos. En la época del descubrimiento de Amé- 
rica, la inmunidad que proporcionaba el asilo en sagrado era ya 
muy relativa. Consistía más bien en un derecho de reducción de 
pena que de exoneración de ella. 

Y como rápidamente el uso por los delincuentes de ese bene- 
ficio se erigió en abuso, acogiéndose aquéllos al derecho de asilo 
como a un medio fácil y seguro de obtener benevolencia en las 
sanciones y de alargar la secuela de las causas por los conflictos 
que se originaban entre autoridades civiles y eclesiásticas, y de 
tener facilidad para la fuga, o de utilizar otras ventajas, sucesivas 
disposiciones redujeron a mínimo beneficio el que se creaban 
los delincuentes asilándose en las Iglesias. Y si bien, en América, 
el movimiento de limitación no acompañó, a veces, al que se 
operaba en los Reinos de España, a mediados del siglo XVIII se 
arreglaron los procedimientos acomodándose los de las Colonias 
a los usos de la Metrópoli. 


En 1737, poco después de fundada Montevideo, se ajustó entre 
la Santa Sede y Felipe V un Concordato en que se llevaron a 
convención algunas materias acerca del asilo, que habían provo- 
cado discrepancias entre las autoridades, eclesiástica y civil, 
llamadas a intervenir. 

Se estableció que «basta un solo insulto de camino publico 
» con muerte o mutilacion de miembro, para que no gozen los 
» delingúentes de asilo alguno; que las inmunidades o Iglesias 
» que llaman frias, no valgan por ningun delito; y que tampoco 
» sean asilo las Iglesias rurales ni ermitas donde no haya Sacra- 
» mento o no se celebre misa con freqúencia». Como por ese 
Concordato se aplicaron a España las disposiciones de la Bula de 
Clemente XII para Roma y sus dominios, Bula conocida por sus 
primeras palabras In supremo Justitiae solio, quedaron también 
exentos de asilo «los que con animo deliberado y premeditado 
» osaren matar á su próximo, o hacer dentro de Sagrado muertes 


deros falsos, cercenadores de oro y plata; los fingidos Minis- 
e Justicia que entraren á robar las casas con muerte ó 
cion de miembro; y los demas crimenes que por derecho 


Laaban exentos de protección de asilo en sagrado. a Las excep- 
čiones continuaron acreciéndose, de modo que en casos de homi- 
i io, sólo subsistió el asilo, desde 1794, para los autores de actos 
ecutados en propia defensa o casualmente. (2) 


: - Como se vé, eran numerosas las excepciones introducidas al 
derecho de asilo. Todas ellas son de fácil interpretación, salvo 
úna que requerirá, para muchos, una explicación. ¿Qué significa 
«que las inmunidades o Iglesias que llaman frias no valgan por 
“ningun delito», que se lee en el texto transcripto? Se llamaba 
E ámparo de Iglesia fría el que invocaban los delincuentes cuando 
acogidos a sagrado en el primer momento de cometido su acto y 
“habiendo sido extraídos del asilo, o habiéndolo dejado, temporal- 
mente, por voluntad o para servicio a tercero, eran aprehendidos 
nuevamente; también se nominaba así el derecho que invocaban 
algunos delincuentes de extender a delitos posteriores el amparo 
sagrado de un delito anterior. Para todos ellos, después de fir- 
mado el Concordato de 1737, quedó abolido el beneficio. 


El procedimiento en los casos en que un delincuente se 
asilaba en sagrado, se iniciaba, por lo general, con un aviso que 
el Cura Párroco o Encargado de la Iglesia a que se acogía aquél, 


(1)  Novísima Recopilación. Edición de Vicente Salvá. Tomo I. Pág. 24. 

(2) Real Cédula de 28 de Marzo de 1794. Cedulario de la Real 
Audiencia de Buenos Aires, advertencia de Ricardo Levene, Director 
Honorario del Archivo. Volumen II. 


20 el Superior o Prelado de la orden religiosa cuando el retraimiento 

bi se,pperaba en una Iglesia de regulares, debía dar al Juez Eclesiás- 
tico, el cual a su vez lo daba a la autoridad civil o militar compe- 
tentes. Instaurado por ésta el proceso, y luego que se pudiese 
definir si el hecho era de los exceptuados de asilo o no y si el 
sagrado reunía las condiciones prescriptas para el amparo o no, 
el Juez civil se dirigía al Juez Eclesiástico manifestándole con- 
formidad con la inmunidad dispensada — el silencio equivalía a 
conformidad — o planteándole los reparos que el asunto le mere- 
ciera. Corrientemente, con estos reparos, o antes de ellos, se solici- 
taba «allanamiento» del Juez Eclesiástico para interrogar al 
retraído. 

Se originaban, con motivo de los reparos deducidos, largas 
y a veces sutiles discusiones sobre si el delito era de los excep- 
tuados o no, sobre las calidades canónicas del local elegido y 
sobre otras circunstancias concurrentes en el hecho, discusión que 
facilitaba la fuga del delincuente ya que ni los sacerdotes seculares 
ni los regulares podían mantener en seguridad a los delincuentes 
que se habían amparado en las Iglesias. Cuando no ocurría la 
fuga, el extenso tiempo de la discusión demoraba el pronun- 
ciamiento de la sentencia, creando así para el autor del delito 
una fundada expectativa en uno de los perdones generales que 
decretaba el Rey, que, por lo general, llegaba; se derivaba de todo 
ello un desconcierto de procedimientos que resultaban decepcio- 
nantes para los que, con menor delito, estaban purgándolo mientras 
que otros, con delitos mayores, habían encontrado facilidad de 
huída o gozaban de la tranquilidad que les proporcionaba una 
casa parroquial, o un claustro conventual, los cuales eran común- 
mente bien respetados, extendiéndose hasta ellos el amparo 
emanado de las Iglesias. 

Queriendo remediar estos casos en Indias, el Rey Fernando VI 
dictó una Real Cédula en 18 de Octubre de 1750 que no tuvo 
mayores efectos. Hubo de reiterarse. Se dictó nueva disposición 
en 5 de Abril de 1764. Decía así el documento: «Informado de la 
» frecuencia conq.* en mis Dominios delas Indias se cometian 
» homicidios, y otros Delitos, y que no se procedia al Condigno 
» Castigo por retirarse los Delinqúentes á los sagrados, siendo 
» amparados en ellos por los Reverendos Arzobispos, y Obispos, 
» sus Provisores, y demas Juez.s Eclesiasticos de las respectivas 
» Diocesis, sin permitir la extraccion de los Reos, que continua- 


ie 


dém.te pedian las Justicias Seculares, con plena Justificaz.n- del 
šcuerpo del delito, y por repetidos exhortos, escudandose á con- 
eder la licencia para sacarlos de la Iglecia con el pretexto de 
querer que se declarase primero si devia valer; ó no la inmuni- 
» dad; y no siendo justo que con estas dilaciones se diese lugar 
;-». aque saliendo del sagrado á cometer nuevos exsessos, como 
o sucedia, o haciendo fuga, quedasen consentidos sus delitos y 
` » burlados los Ministros que excersen Jurisdiccion Real tuve á 
- » bien prevenir por Real Cedula de diez y ocho de Octubre de 
“» mil setecientos y cinquenta, a mi Virrey y demas Ministros 
» Reales de la Provincia de Nueva España los terminos en que 
-» se havian de extraher de los Sagrados á los delinqientes. Poste- 
»riormente se me han hecho varias Representaciones, assi por 
» mi Real Audiencia del Reyno de Chile, como por algunos Gober- 
.» nadores de la America acerca de las Competencias que se han 
» sussitado sobre el mismo asumpto de las dificultades y embara- 
».z0s que oponen los Eclesiasticos a la extraccion de los reos del 
» Sagrado pidiendo me sirva dar providencia que sirva deregla 
» para excusar las dudas, y reparos que pueden ocasionar estas 
» competencias»...y determinó que «sucediendo cometerse delitos 
» enormes y gravisimos de la Clase, de los que por notoriedad y 
» por sus circunstancias seconcive que son exceptuados de la inmu- 
» nidad, y sin perjuicio de lo que a su tiempo y. con conosim.t* 
>» de causa se declare sobre esto por Jues Competente, pueden y 
» deven las Justicias Seculares, usando de la potestad economica, 
> y politica, que tienen, y exersen en mi Real Nombre para la 
» publica quetud de mis Vasallos, perseguir los reos en cualquier 
» parte y extraerlos del Sagrado donde serrefugien, no para cas- 
> tigarlos desde luego ni causarlos extorsion alguna, sino hunica- 
» mente para assegurarlos, y evitar que por su ocultacion o Fuga 
» (como ha susedido con frequencia) se queden sin Castigo los 
» delitos, con perjuicio y escandalo de la republica; y assimismo 
> he declarado que para la extraccion del reo, sedeve pedir licencia 
> al Eclesiastico, por escrito, ô verbalm.'* si lo pidiese la necesidad, 
» y riesgo inminente de su fuga; pero sin la presision de mani- 
> festarle la sumaria ni otra formalidad que la caucion juratoria 
» que se ofrecera. y se dará, deque no secausara daño, ni extorsion 
» alguna al delinquente hasta que por el mismo Eclesiastico se 
» declare si deve ó no gozar del sagrado de la Jglesia; que si 
» contra toda razon, se negare el Juez Eclesiastico a dar la Licencia, 


e le pida, deven proceder las Justicias seculares á la extrac- 
»cion- de. los reos de los Lugares Sagrados a donde se hayan 
ES refugiado, asegurandolos en las Reales Carseles, baxo las mismas 
» precauciones de la Caucion Juratoria de no molestarlos hasta 
» que se declare si deven gozar, o no de la inmunidad»... 

Por esta Real Cédula se concretaron bien esos asuntos. El 
Juez Secular podía en los casos de delitos enormes y gravísimos 
aprehender al refugiado en sagrado, previa licencia del Juez Ecle- 
siástico y sin que se calificase previamente la causa, jurando sola- 
mente no hacer daño al delincuente y devolverlo a sagrado siempre 
que el Juez Eclesiástico estableciese que el hecho imputado no era 
de los exceptuados; si se negase sin razón la licencia — la razón 
o la carencia de ella la juzgaba el Juez Secular — podía éste 
extraer por si mismo y por la fuerza al delincuente, también bajo 
caución juratoria de no hacerle daño alguno. En uno y otro caso, 
si el Juez Eclesiástico calificaba el delito como de no exceptuado, 
y si se establecía en su caso que el refugio reunía las condiciones 
canónicas necesarias para el amparo, el delincuente era devuelto 
al sagrado. Las disposiciones contenidas en la mencionada Real 
Cédula fueron comunicadas al Gobernador De la Rosa desde 
Buenos Aires y por el Gobernador a nuestro Cabildo. (1 


Otras disposiciones reales se dictaron, también, con tendencia 
a la disminución del derecho de asilo y a organizarlo sobre bases 
más severas. 

Y ese movimiento que se operaba, convenido siempre entre 
la Santa Sede y la Corona, fué acompañado por disposiciones de 
carácter local en nuestra ciudad, que surgían como consecuencia 
del nuevo régimen que se creaba para aquel derecho. Así, el 
segundo, en orden cronológico, de los Curas de la ciudad, Felipe 
Ortega y Esquivel, facultado por el Provisor y Gobernador del 
Obispado de Buenos Aires determinó, con fecha 3 de Mayo de 1774, 
en acuerdo con el Gobernador Del Pino, actuando éste en ejer- 
cicio de prerrogativas de Patronato que le asistían como Vice 
Patrono, que en nuestra ciudad y «demas partidos de esta vanda 
de Leste del Rio de la Plata» fuera «unica Iglesia que en adelante 
» goze y deva gozar del derecho de asylo y de la inmunidad local 
» la Santa Iglesia Matriz de esta ciudad, y para que llegue a 


(1) Libros de Actas Capitulares. Sesión del 30 de junio de 1766. 


> tro, Edicto en la misa conventual de esta nuestra Iglesia como 
:»en la de San Francisco inter ofertorium fixandose dos copias 
<» de el en las Puertas principales de dicha Iglesia». (0 
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Las instancias ante la autoridad eclesiástica para la entrega 


de los refugiados, antes de que el procedimiento fuera establecido 
- por las disposiciones reales recordadas, y la exposición de puntos 


de vista sobre la procedencia o improcedencia de la entrega, se 
hizo a veces con menos suavidad que la usada por las autoridades 


z civiles cuando el requerimiento lo formulaba la jerarquía militar. 


En estos casos de asilados militares, clases y soldados, además de 
los inconvenientes generales ya explicados, que emanaban de la 
protección del sagrado, se comprometía la disciplina y se quebran- 
taba el prestigio del comando. 

Entre los militares, además de «tomar Iglesia» en los casos 
de delito se había erigido el amparo en sagrado para promover 
desde él quejas o pretensiones que no les era dado deducir desde 
sus Cuerpos o desde sus otros empleos. Esta desviación del primi- 
tivo derecho de asilo fué prontamente cortada permitiéndose la 
rápida reducción del asilado. Por lo demás, los delitos exceptuados, 
las condiciones de las Iglesias para ser hábiles de asilo y el 
procedimiento que se debía seguir fueron en muchos puntos igua- 
les y en otros muy similares en los casos de fuero común y en 
los casos de fuero militar. 


Siempre continuaron dando que hacer estos asuntos de asilo. 
En 15 de Marzo de 1787 se dictó nueva Real Cédula. Después de 
extensos preliminares explicativos y justificativos, concretaba el 
Rey su resolución en los trece puntos siguientes: 
« 1.—Qualquiera persona de ambos sexos, sea del estado y con- 


> dición que fuese que se refugiase á Sagrado se extraerá 
> inmediatam.te con Noticia del Rector, Parroco ó Prelado 
» Ecclesiástico, por el Juez Real, Ministro, Gefe Militar, Ayu- 
» dante ó Cavo competente vajo la caucion (por escrito ó de 
» palabra á arvitrio del Retraido) de no ofenderle en su Vida 
> y Miembros; se la pondrá en Carcel Segura, y se la man- 


(1) Comunicación del Cura de la ciudad al Cabildo, inserta en el 
Libro de Actas Capitulares, con fecha 9 de Julio de 1774. 
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. tendrá á su costa, si tubiese bienes; y en caso de no tenerlos 

. delos Caudales del publico, o demi Real Hacienda á falta 
de unos y otros de modo que no le falte el alimento preciso. 

2.— Sin dilacion se procederá á la competente averiguacion 
del motivo, ó causa del Retraimiento, y si resultase que es 
leve, ó acaso voluntaria sele corregirá arvitraria, y pru- 
dente mente, y se le pondrá en livertad, con el aperci- 
vimiento que gradue oportuno el Juez, ó Gefe respectivo. 

3.— Si resultase delito ó exceso que constituia el refugiado 
acrehedor á sufrir pena formal sele hará el correspondiente 
sumario, y evaquada su confesion con las Sitas que resul- 
tasen en el termino preciso de tres días (quando no haia 
motivo urg.'* que lo dilate) se remitiran los Autos al 
Virrey, ó Governador que mande en Gefe, si el Reo fuese 
de fuero de Guerra, y quando no lo sea, á la Real Audiencia 
Territorial. 

4.— En las Audiencias se pasara el Sumario al dictamen Fiscal, 
y por el Gefe Militar, al de su Auditor o Asesor, y con 
lo que opinen y resulte delo actuado se providenciará sin 
demora, segun la calidad delos casos. 

5.—Si del Sumario resulta que el delito cometido no es de los 
exceptuados, ó que la prueva no puede bastar, para que 
el Reo pierda la inmunidad se le destinará por Providen- 
cia, y cierto tiempo que-nunca pase de diez años a precidio, 
Arcenales, sin aplicacion al travajo de las -Bombas, Lajeles, 
trabajos publicos, servicio delas Armas, ó destierro, ó se 
le multará, ó corregirá Arvitrariamente, segun las circuns- 
tancias del delinquente, y calidad del exceso cometido, y 
reteniendo los autos, se darán las ordenes correspondientes 
para la execucion, que no se suspenderá por motivo alguno. 
Y hecha saver la condenacion a los Reos, si suplicasen de 
ella, se les oyga conforme a Derecho. 

6.— Quando el delito sea atroz, y delos que por Derecho no 

deven los Reos gozar de la inmunidad local haviendo 

pruevas suficientes, se debolberan los autos por el Tribunal, 

o Gefe Militar al Juez inferior para que con copia autori- 

zada dela culpa que resulta, y oficio en papel simple, pida, 

(sin perjuicio de la procecución de la Causa) al Juez Ecle- 

siástico de su distrito la consignación formal, y llana 

entrega sin caucion de la persona del Reo, ó Reos, pasando 
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pod .* al mismo tpo. Acordada al Prelado territorial para que 
+, facilite el pronto despacho. 
7. El Juez Eclesiástico en vista solo dela referida copia de 
| culpa, que le remita el Juez Secular, proveerá si ha, ó nó 
lugar á la consignación, y entrega del Reo, y le avisará 
inmediatam.** de su determinacion con oficio en papel 
simple. | 
-8.—Provista la consignación del delinquente, se efectuará la 
entrega formal dentro de veinte y quatro dias, y siempre 
que en el discurso del Juicio desaparescan las pruevas, ó 
indicios que resulten contra el, ó se disminuirá la gravedad 
del delito, se procederá á la absolucion ó al destino que 
corresponda segun el articulo quinto. 
9.— Verificada la consignacion del Reo procederá el Juez 
Secular en los Autos, como si el Reo fuera aprehendido 
fuera de el Sagrado; y substanciada y determinada la 
Causa, segun Justicia se executará la sentencia con arreglo 
a Leyes, u Ordenanzas. 
10.— Si el Juez Eclesiástico en vista delo actuado por el Secular 
denegare la consignación, y entrega del Reo, ó procediese 
á formación de instancia, ú otra operacion irregular se 
dara cuenta por el inferior al Tribunal ó Gefe respectivo 
con remision de los Autos y demás documentos corres- 
pondientes para la introducción del Recurso de fuerza, de 
que se harán cargo mis fiscales en todas las causas, aunque 
sean los Reos Militares, para lo que el Gefe respectivo 
pasará los Autos á la Audiencia, y esta se los devolverá 
finalizado el recurso; y en tal caso, el tribunal en donde 
se hade Ventilar la fuerza libre la ordinaria acostumbrada, 
para que el Juez Eclesiástico remita igualmente los autos 
respectivos que se hubiesen obrado contra el, ó que pase 
el Notario a hacer relacion de ellos segun el estilo que en 
su sazon se halle introducido en los demás recursos de 


» aquella clase, afin de que con inteligencia de todo se pueda 
> determinar lo mas arreglado, sin que se deva excusar a ello 
» el Eclesiástico con pretexto alg." 

» 11.— Decidido sin demora el recurso de fuerza, y haciéndola el 
» Eclesiástico, se debolveran los autos al Juez inferior, y 
» este procedera con arreglo al Articulo nueve, pero no 
» haviendola en lo Substancial, providenciará desde luego el 
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A tribunal ó Gefe. el destino competente del Reo, o Reos 
A -Conforme lo prevenido en el Articulo quinto. 
> 12.— Quando el Reo Refugiado sea Eclesiástico se hará la extrac- 
» ción y encarcelamiento por su Juez competente, y procederá 
en la causa con arreglo a Justicia auxiliandosele por el 
» brazo seglar en todo lo que necesite y pida. 
» 13.— En los casos dudosos estarán siempre los tribunales, y 
» Gefes por la correccion y pronto destino delos Reos, sin 
embarasarse ni empeñarse en sostener sus conceptos, antes 
bien deveran prestarse todos a los medios y Arvitrios que 
faciliten el justo fin, que me he propuesto en esta deter- 
minacion, á que principalmente me induce la devida 
atencion a la humanidad, quietud pública y remedio de 
tantos males como se han experimentado hasta aor 
» irreverencia del Santuario». (1) 

El instituto se iba, gradualmente, desvaneciendo. Ya le que- 
daba muy poco de su primitiva contextura. Una de las razones 
en que se fundaba — alejar del Santuario la violencia que impli- 
caba la prisión de quien en él se refugiaba — 


, ya, en la mayoría 
de los retraimientos, había dejado de imperar pues con las nuevas 


reglamentaciones se podía proceder a la aprehensión por deci- 
sión propia de la autoridad civil. Debe traerse también a cuenta 
que la mayor suavidad imperante en criterio y costumbres había 
modificado la legislación creando una penalidad de más clemen- 
cia que no era desvirtuada sinó confirmada con amplitud por 
la interpretación y el arbitrio del Juez. Todo ello relegaba el 
instituto a rango menor; los mismos delincuentes ya no lo bus- 
caron como otrora. Como, por otra parte, no había, puede decirse, 
caso de asilo sin «Competencias», sin roces entre ambas jurisdic- 
ciones, se debe llegar a la afirmación, sin violentar métodos 
históricos, de que los Jueces de los fueros interferidos desearían 
que, sin menoscabo de principios y de derechos y con el acuerdo 
de regla, quedase el delincuente bajo la garantía que le ofrecía 


el único asilo de la ley. Hacia fines del siglo XVIII, los casos de 
asilo casi no existían en nuestra ciudad. 


» 
» 
> 
» 
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(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1789. «Causa criminal contra Marcelo 
Mandian por haber muerto a puñaladas a su mujer Marta Muñiz.» 
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Numerosos expedientes hay en nuestros archivos coloniales, 


jue registran casos de asilo en sagrado. De asilo con incidencias 


interesantes. Reseño algunos de ellos. 


Este primero es un asilo en la Iglesia de la Residencia de 
San Estanislao de Kostka, de los P.P. de la Compañía de Jesús. 


“Estaba ubicada la Iglesia en la esquina de las calles llamadas 


hoy Rincón e Ituzaingó, en la cuadra frente a la entonces Plaza 
Mayor, después Plaza Constitución. l 

Angelo de Acosta, Portugues» disparó «un carabinazo» contra 
José del Castillo que murió de resultas de la herida. Año 17 9. 
El autor del hecho se acogió al asilo de la Iglesia de los Jesuítas. 


En el caso de mi referencia se dudó de si el hecho cometido. 


por Acosta significaba un asesinato alevoso. Consiguió el Alcalde 
Francisco Xavier Ximenez, pues siendo así hubiera estado excep- 
tuado de protección en sagrado, que se le entregase el imputa O, 
sacándosele de la residencia de los Jesuítas para procesar o y 
establecer si el hecho constituía un homicidio ampara O po ; 
derecho de asilo o exceptuado de él. En el primer caso, Acosta 
í l ituído a la Residencia. 
A aron ahos años sin que el asunto se estudiase; se para- 
lizó la causa, no obstante urgirse, por la antoridad eclesiestica, que 
se devolviese el reo «á su inmunidad». En el año 1758, el Ju í 
Eclesiástico, Dr. Barrales, se dirigió a la justicia ordinaria, porso 
nificada en el caso en el Alcalde José Mas de Ayala, dicien o e: 
...«en cuya virtud exorto y requiero á V.m.{, señor A ca o. ose 
» Mas de Ayala de parte de Nuestra Madre Santa Iglesia, y de i 
» mía le ruego y encargo, que en vista de esta mi carta exorta oria, 
» monitoria se sirva devolver realmente y con efecto la persona a 
» dicho Angel De Acosta a la Residencia de la Compafia de esas i 
» dentro de seis horas con apercibimiento que hago a V.M.*, se or 
» Alcalde José Mas de Ayala de excomunión mayor, latae sen em 
> tiae, ipso facio incurrenda,unae protinae Jure premisa, en que 
> dare a V.M. por incurso y no de recumplimiento cumplido q 
» sea el dicho termino»... () 


i i ivil 
(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civi 
de Primer Turno. Testimonio agregado al expediente «Autos c 
és». 1750. . 
contra Angel De Acosta, Portugués». , tinae 
La frase latina latae sententiae, ipso facto incurrenda, unae protin 
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. Eelesiástico que no habiendo determinado el señor Obispo (de 
: Búenos Aires) la causa, se le remitirían los autos de «la materia 
condenatoria» porque a él le correspondían estas causas de inmu- 
-nidad. Expresaba asimismo, otras razones. El, el Alcalde, quería 
evitar escándalo. No deseaba «competencias de jurisdiccion en 
» una ciudad tan corta y reducida falta de profesores de derecho»; 
estaba dispuesto a cumplir lo que le ordenaba el Juez Eclesiástico, 
«pero sin que se entienda renuncio y someto a la autoridad ecle- 
» siástica el Derecho que la Real Jurisdiccion de la justicia tiene 
> á la persona de ese reo respecto del atrocísimo delito que 
» tiene cometido, que es de los exsemptos segun el arreglamiento 
» de las Constituciones Pontificias especialmente las de Cle- 
» mente 7%. Pero pedía el Alcalde Nicolás Herrera que sustituyó 
a aquél, que en caso de que «susistiese el Juez Eclesiastico en su 
» orden, se le librase todos los testimonios que requiriese» para 
justificar a plenitud su actuación especialmente en el juicio de 
Residencia y buen comportamiento que pudiera instaurársele. 
El Juez Eclesiástico dejó sin efecto la «providencia» contenida en 
el exhorto y se avino a que el expediente subiese al Juzgado 
Provisorial de Buenos Aires. 
En Buenos Aires, conoció en la incidencia el «Dr. Francisco de 
» los Rios Gutierrez Dignidad de Dean de esta Santa Iglesia Cate- 
» dral, Comisario del Santo Oficio de la Inquisicion, Examinador 
» Sinodal, Provisor y Vicario General de este Obispado del Rio 
» de la Plata». Oyó al Promotor Fiscal. Y ajustándose al dictamen 
de éste, después de expresar que «y el mucho tiempo que ha que 
» está padeciendo el expresado reo la prision a que el Vicario 
» Juez Eclesiastico de aquella plaza (Montevideo) no debió haber 
» concurrido por si propio ni tampoco en tantos años dejado de 
» excitar el curso de esta causa siendo por todo esto muy culpable 


Jure premisa está tomada por mi, a la letra, del expediente a que me he 
referido. Ese texto contiene, en mi concepto, en su parte final, errores 
de redacción o de copia. La cláusula jurídica, usada corrientemente, es 
esta: monitione canonica praemisa, Pero en este caso, tratando de inter- 
pretar el pensamiento y el giro del P. Barrales, creo que la frase debería 
ser así: en lugar de la palabra unae, una; en vez de protinae, pro trina; 
agregaria el vocablo monitione y la locución total quedaría así: ipso facto 
incurrenda, una pro trina monitione Jure praemisa. 


riterado Mas de Ayala de esa comunicación, representó al Juez 


‘sde omision», declaraba --- 
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«que el sobre dicho reo debe ser 


» inmediatamente repuesto en el mesmo sagrado de la dicha Resi- 


» dencia de la Compañía de Jesús...> p 
Y se cumplió la resolución. Acosta fué restituído al sagrado. 


No he encontrado antecedentes de cómo concluyó este asunto. 


Me refiero ahora a un caso de asilo en jurisdicción militar. 
Un. expediente militar, instruído en Maldonado, iniciado en 
Setiembre de 1759, suministra antecedentes de ese Curioso caso 
de asilo en sagrado. Se produjo en un proceso seguido contra el 
soldado Antonio Ximenez por heridas al soldado Juan Rolando. 

Era el tiempo de los orígenes de San Fernando de Maldonado. 
Comandante del punto, el Brigadier de los Reales Ejércitos, Tomás 
Hilson. Tenía allí un destacamento de tropa traída de España 
por Don Pedro de Cevallos. Casi toda gente española, recién lle- 
gada. La que no era española pertenecía a las nacionalidades de 
Europa central. Veamos la procedencia de los soldados que decla- 
ran como testigos: el uno, de Málaga; el otro, del Puerto de Santa 
María de Sevilla; aquél, de Navarra, éste, de Tarragona, y los 
demás, de Herrera de Extremadura, de Alcalá la Real, de Gerona, 
de Madrid. 

También había en la incipiente población un destacamento 
de tropa indigena. Lo mandaba «el teniente de los indios» Juan 
Alberto Cara-Cará, del pueblo «de San Lorenzo de las Misiones 
de los Padres de la Compañía de Jesús». Por asuntos, al parecer, 
de no mucha entidad, por «chanzas» que tuvo uno de los protago- 
nistas con María Manguray, mujer de uno de los indígenas, 
salieron Ximenez y Rolando desde «el rancho de los indios» al 
campo, y allí solos, sin testigos, bajo la inmensidad del cielo, en 
la inmensidad del campo y frente a la inmensidad del mar, uno 
de ellos, Ximenez, hirió al otro, Rolando. 

Ximenez buscó el asilo en sagrado, dirigiéndose a la Capilla de 
la población, que era a su Vez Capilla castrense. El Subteniente 
Saenz de Cámara, Ayudante del destacamento, solicitó autoriza- 
ción superior y siguió causa a Ximenez despojándolo de su 
inmunidad. 

Vino el expediente con el preso a Montevideo y con ellos una 
carta de Hilson para el Gobernador Viana advirtiéndole que al 
reo se le había despojado de su asilo en sagrado. Se dictó, entonces, 


qt 


una sentencia singular. El Padre Barrales, Cura de Montevideo, 
hizo al Gobernador Viana sus representaciones verbales «con el 
modo y estilo cortés y templado que acostumbra» — y «consultado 
y conferido el asunto por los dos largamente» — dice la sentencia 
de Viana — teniendo en cuenta que la Capilla en que el reo se 
refugió «es la única casa que en aquel sitio está dedicada a Dios, 
> que en ella se celebra públicamente el Santo Sacrificio de la 
» Misa, con la autoridad (sic) correspondiente, se entierran los 
» difuntos, se predica la Palabra Evangélica y administran los 
» principales Sacramentos del Bautismo, penitencia y Matrimo- 
» nios y demás Divinos Oficios en que se interesa la utilidad 
» común, que son los requisitos que por las Sacras Constituciones 
> Pontificias debe tener el Lugar que deba ser reputado por lexi- 
> timo Sagrado», por ello se le considera a Ximenez resguardado 
por la inmunidad sagrada y, no obstante, aunque se le declaró libre 
de toda pena aflictiva, se le debía tener «arrestado y en el trabajo 
> Corporal de las Obras Reales por el tiempo que me pareciere 


» conveniente, y al dicho Comandante (Hilson) á cuya discreción 
» y prudencia» lo sometió.(1) 


originó, también, como en el caso anterior, ocurrió en Maldo- 


nado; asimismo, el lugar del asilo fué la Capilla de la población 
en formación. Pero así como en 


el apartado precedente hubo acuerdo entre las autoridades militar 
y eclesiástica, que estudiaron conjuntamente, cortés y amable- 


fué bien definida y cada una de ellas defendió, sin declinación, 
su opinión sobre el fondo del asunto. 

También, entonces, una pelea entre soldados de las fuerzas 
que desde España vinieron con Cevallos, constituyó la razón del 
incidente. El soldado Otencio Silumbre hirió de muerte al de 
igual clase Bernardo Igares y se acogió al asilo de la Iglesia. 


(D Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente de 1759, 
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i Herida necesariamente, mortal. Decía acerca de ella Francisco 
2 3 s q i 
Martín, iruj: n el Exmo. Sr. Don 
t Martín, «Cirujano de la tropa que vino co 


cortante en la cabidad inferior o natural del abdomen, de la 
| region umbilical, dedo y medio de ancha y un dedo distante del 


> perforó la parte musculosa, omento, epipleon y a j 
-» hungrande fluxo de sangre lo que no pude nen si e 
:» la orta, o emulgentes; y haviendo espirado el herido a as vei 
<» horas hice la apercion del Cadaver y en su a 
a halle toda la sangre derramada en dha. cavidad, aviendo disla- 
‘» cerado los yntestinos yeyuno, leo y colon; herida la orta y pe 
a meseraicos principales tocando la linea alba. Por lo que devo 
decir que dha herida era mortal sin rrecurso alguno...» a 
a El Gobernador y el Cura de la ciudad discrepaban, como he 
+ dicho, en si la Capilla de Maldonado reunía las condiciones de 
- asilo. En el año anterior, repito, y en el caso relatado precedente- 
Ñ mente, estuvieron de acuerdo en que llenaba todas las as 
pero el Gobernador decía ahora, fundando su facultad para poder 
extraer al reo, que, además de que su delito era de los pa 
la Iglesia «no había sido constituída con autoridad de pre a A 
«cuyo requisito era necesario que intermediase para que a À 
por lugar sagrado». Replicaba el P. Barrales; pero accedió, po 
“último, a entregar el reo, a condición de que éste fuese trans- 
portado a Buenos Aires bajo segura custodia, de que fuera ea 
. tido el punto del asilo al Obispo de Buenos Aires que lo reso ps 
> con la autoridad militar competente de allí, y de que se o 
caución juratoria por el Gobernador Viana de que nada aría 
por sí, como Juez, contra el refugiado. Y Viana juró. He aquí 
cómo juró: «...juro abaxo de palabra de onor de la fee pS 
» por la Cruz del avito que visto como Cavallero traigo al Pecho 
» y que en el acto en presencia de los testigos que abaxo se expre- 
> saran tocandola y besandola con mi mano derecha todo en forma 
» aseguro por mi y en nombre de todo el Cuerpo Militar r sigo 
»que en el interim que este litixio de competencia se fenece 
» ante el juzgado donde toca no procedere ni se procedera por 
» otro Juez de mi Cuerpo en esta Causa, ni seara diligencia alguna 
» con la persona del soldado de infanteria Otencio Silumbre ni 
; : » se pronunciará Sentencia ni se executará en manera Pee de 
A Así juró el Gobernador Viana, bien que formulando esta salvedad: 


== 
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-ciidad, que ya entonces se denominaba Matriz, Don Felipe de 
Ortega; el primero había sido, como es sabido, el Maestro Doctor 
José Nicolás Barrales. El Padre Ortega intervino acompañándole 
como Actuario el Notario Eclesiástico Cristóbal Pugnon. 

' Después del «cúmplase» decretado por el Juez Eclesiástico 
de Montevideo a lo dispuesto desde Buenos Aires y hechas las 
notificaciones del caso, proveyó el Juez Eclesiástico que Don Juan 
Francisco García de Zuñiga fuese adjudicatario de las casas que 
ante el Juez Ordinario había adquirido en remate y que verificada 
la oblación por García de Zuñiga se procediese sin dilaciones a 
la fundación de la Capellanía dispuesta en el testamento, de lo 
cual se notificó a Don Antonio Camejo, «en quien residen las facul- 
tades para esta fundación» «quien deberá presentar, como también 
» Don Cosme Alvarez, las cuentas de los productos de las casas de 
» los expresados difuntos», «con prevencion de que debiendose fun- 
» dar la Capellanía en lo mejor y más bien parados de dichos bienes 
» desde luego entren en esta los de un mil ochocientos y cinco 
» pesos en que remató el dcho García las dchas Casas» «para 
» ponerlo en hipoteca segura a satisfaccion del Juez Eclesiástico». 

García de Zuñiga se presentó ante el Juez Eclesiástico, hizo 
depósito del precio de la compra, solicitó se le pusiese en posesión 
de la finca, como así se ordenó, actuando como Alguacil a este 
efecto el propio Notario Eclesiástico, dándosele a García de Zuñiga 
testimonio de todo ello; con este testimonio y con las constancias 
que resultaran del expediente ante la justicia ordinaria, tendría 
García de Zuñiga título suficiente y hábil. 


Pocos años después de este juicio, se innovó en la materia. 
Se segregaron de las atribuciones del Juez Eclesiástico las que se 
relacionaban con «el conocimiento de las demandas de principales, 
» y reditos de toda clase de Capellanías, y obras pias contra ntros 
» vasallos legos, y sus Bienes». Ese conocimiento, en adelante «no 
» toca los Jueces Eclesiásticos sino a nras Justicias Reales; y man- 
» damos que asi se guarde, cumpla y execute». Las trascriptas, son 
frases de la Real Orden de 22 de Marzo de 1789, dada por Carlos III, 


(D) Estas actuaciones están en testimonio en el expediente «Instancia 
producida por los Curas Parrocos contra Juan Francisco García de Zuñiga 
y este contra Antonio Camejo, como Albacea de Doña María Lorenza 


Cordovés». Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 
Primer Turno. Año 1779. 
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en Madrid. (? En Montevideo esos asuntos se resignaron en -el 
Juzgado del Gobernador. 


La coexistencia de judicaturas civil y eclesiástica producía a 
veces interferencias e invasiones de una de ellas sobre el campo 
de la otra. Muchas de las materias estaban bien definidas, en 
cuanto a jurisdicción; en otras, surgían interpretaciones diversas; 
cuando un Juez Eclesiástico sostenía contra la opinión del intere- 
sado, o de otro Juez, que le correspondía actuar en determinada 
causa, o que tenía en ella incumbencias que cumplir, aparecían 
las «competencias» y se originaban situaciones que era necesario 
definir. Se llamaba «fuerzas de los Jueces Eclesiásticos» a las 
actuaciones de éstos en causas enteramente profanas, que no esta- 
ban sujetas a su jurisdicción, o a las actuaciones que no les corres- 
pondían en esas causas en las cuales, no obstante, debían intervenir 
en determinadas «partes» o «aspectos». También se decía que 
«hacían fuerza» cuando en causas de su atribución no se ceñían 
a los procedimientos fijados por las leyes y cánones, o no otor- 
gaban las apelaciones prescriptas. 

El reclamo que el interesado, u otro Juez, incoaba contra las 
«fuerzas de los Jueces Eclesiásticos» se denominaba recurso «al 
Real Auxilio», recurso de fuerza. 

Muy pocos casos de éstos ofrecen los anales de la justicia colo- 
nial. Uno de los más interesantes es el suscitado en el expediente 


asilo que éste había tomado en la Matriz. Los contendientes eran 
el Provisor del Obispo de Buenos Aires y el Juez secular del 


«hacía fuerza en conocer y proceder», pues denegaba la consig- 
nación del reo. (2 

No he podido encontrar noticia precisa de cómo terminó esta 
incidencia. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1789. Félix Mas de Ayala y Juan 
Esteban Durán. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1789. 


dedo pea A: 


a OS US 
Ta Taaak ja p 


criminal contra Marcelo Mandian. Se produjo en la incidencia del 


Cabildo. La Audiencia Pretorial de Buenos Aires declaró que aquél: 


PEU 


-gue sĎor ningun caso se entienda le atribuyo á la Jurisdiccion 
“> Eclesiastica mas que aquella que lexitima.t* le pertenece y sin 

» perjuicio de la que exerzo protestando como protesto el defecto 
» de jurisdiccion y el auxilio Real de la fuerza y por el recelo 
» justo de que peligre la quietud publica pero sin que sea visto 
» de perjudicar por su hecho el derecho de S. M. y el de la 
» vindicta Publica ofendida, particularmente en este delito...» (D 


Un caso de «cambio de sagrado». Antonio de Areste, Capitán 
del «Nuestra Señora del Pilar San José» (alias «El Baltimore») 
se presentó al Gobernador en su carácter de Juez de Arribadas 
denunciándole que estando habilitando el buque para salida, fué 
insultado y amenazado por el marinero Juan Valenzuela; repro- 
chándole aquél su actitud, huyó el marinero y se asiló en la 
Iglesia del Convento de San Francisco, ubicada en la calle llamada 
hoy Zabala, frente al E. sobre su esquina Piedras. Delegado por 
el Gobernador el asunto en el Alcalde, y actuando Bruno Muñoz 
por enfermedad de Nicolás Herrera, dirigió aquél un exhorto al 
Juez Eclesiástico, Padre Barrales, solicitando el allanamiento del 
lugar para colocar al reo en la Capilla de la Ciudadela, bajo la 
caución juratoria del nombrado Alcalde de que devolvería el reo, 


al Juez Eclesiástico, libre y sano, a primera intimación. (2 Se 
cambió «el asilo». 


En los juicios sucesorios, testamentarios, la autoridad eclesiás- 
tica tenía el «derecho de visita ó inspección» para vigilar el cum- 
plimiento de las disposiciones de «orden espiritual», sufragios, 
mandas piadosas, fundaciones, etc.) en caso de incumplimiento de 
cláusulas relativas a ello, sea que el incumplimiento se advirtiese 
en la visita o se supiera por denuncia de interesado o de tercero, 
O por otra circunstancia, se originaba un procedimiento especial 
en que era actuante el Juez Eclesiástico, destinado a hacer efec- 
tivas las cláusulas de «cumplimiento omitido». 

Trascribo un acta de visita: «En la ciudad de Montevideo, á 
» diez y nueve de septiembre de mil setecientos ochenta y tres 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Testimonio de la sumaria hecha contra el soldado 


Otencio Silumbre, sobre la muerte que dio a Bernardo Igares.» Expedientes 
de 1760. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1759. 
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ñ señ José Ortiz, cura rector, vicario y Juez Ecle- 
a a dee que en virtud de hallarse con S del 
» Yllmo. Señor Obispo de Buen.’ Ayr.* Dn Fray Sebastian Malvran 
» p. visitar Testamentos, Capellanias y Obras Pias y dar sa 
» cumplidos los que en efecto lo estuviesen, y los que no Sl de 
» cumplir; haviendo visto el presente pen. origina 
» Doña Josefa Muñoz de Ruesta bajo cuia disposiz.? murio, e 
» los demas documentos, y recivos que acreditan el decenas O 
» del funeral, Entierro, mandas, fundacion de Capellania y aa 
» sufragios que a beneficio de su Alma, y la de su finado p a 
» dejo disp.t° a disposiz.** del Albacea, Ó Albaceas, a A 
» Testamto consta. Desde luego lo aprobava y aprovó >: . y se 
» su consequencia lo declarava y declaro por cumplido: y por po j 
» su Auto que Smd firmo assi lo proveyo que yo el Infrascrito Not. 
» Ecclesiast.2 doy fe. 


á i Ante mi 
» é Ortiz. 
ds Manuel Diaz Valdes 
i Note. Ecclesiast.% (1, 


Caso de intérvención con procedimientos en un juicio suce- 

i i uno en nuestros archivos. 
B T Capitán graduado de Infantería Don Pedro 
López y de su mujer María Lorenza Cordovés. Desde Buenos 
Aires «el Sr. Dr. Don Juan Baltasar Maciel, Examinador de Cáno- 
» nes, y de Leyes de la R.! Universidad de 5." Felipe del Reino de 
» Chile, Abogado de su Real Audiencia y de la de las Charcas, 
» Comisario del S.te Oficio de la Inquisicion, Canonigo O 
» de la S.tz Iglesia Catedral, Provisor, Vicario y Govern. or Gral 
» de este Obispado de el Rio de la Plata», dispuso el 23 de Agosto 
de 1775, en virtud de instancia que ante él se promovio sobre 
derechos a una finca de la nombrada testamenterla, que el Cura 
y Vicario de Montevideo siguiese la causa sucesoria hasta Sn 
finalización y hasta la fundación de la Capellania que habían 

i os testadores. 

go entonces el curato de Montevideo, y era Juez Ecle- 
siástico, el segundo de los Curas en propiedad de la Iglesia de la 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo a 
de Primer Turno. Año 1774. «Testamento de la Difunta Josefa Ruesta. 
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CAPITULO XXI 
JUZGADO DE RENTAS DE DIEZMOS 


Fundamento del tributo de diezmos; ¿esa 
prestación fué en América española a bene- 
ficio de la Iglesia o de la Corona?; Bula de 
1501. Disposiciones para asegurar la asisten- 
cia compensativa de la Corona a la Iglesia: 
razón de la creación del Juzgado de Rentas 
de Diezmos. Clases de diezmos. Licitación 
de los diezmos. ¿De qué naturaleza legal era 
la prestación?; ¿debía intervenir en los asun- 
tos originados en ella un Juez eclesiástico o 
un Juez secular?; incumbencia del Cabildo 
en esa materia. Recursos contra las decisio- 
nes del Juzgado de Rentas de Diezmos. Una 
incidencia por diezmos. 


Si se debe empezar por el principio, he de comenzar diciendo 
que los diezmos consistían en la prestación que tenían que efectuar 
los fieles, a favor de la Iglesia, de una parte de los frutos de sus 
cosechas y de sus lucros legítimos. Esa parte fué, en las épocas 
más remotas, del diez por ciento, una décima, y de ahí el nombre 
de diezmo que se dió al tributo; pero más tarde, ni subsistió esa 
proporción, ni la cuota se mantuvo constante. El origen del tri- 
buto fué, en el Antiguo Testamento, de derecho divino; en el 
Nuevo Testamento no se consignó la obligación sino indirecta- 
mente, en cuanto se estableció que quién sirve al altar, del altar 
debe vivir; de ahí que nosotros hayamos encontrado legislada la 
obligación no en los mandamientos de Dios sino en los de su 
Iglesia. Por eso se definen los diezmos como institución del Derecho 
Económico de la Iglesia. 

Debo, asimismo, establecer, como noción preliminar, que en 
Indias, y por consiguiente en Montevideo español y su jurisdicción, 
los diezmos no fueron contribución para la Iglesia sino para la 
Corona de España. Por Bula de Alejandro VI se había hecho la 
concesión a Fernando e Isabel, los Reyes Católicos, documento 
dado en Roma «apud Sanctum Petrum, en el año de la Encarnación 
» del Señor 1501.a 16 de la Kalendas de Diciembre, en el año décimo 


» de nuestro Pontificado»; concesión confirmada posteriormente 
por otros Romanos Pontífices. 
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Decía la Bula en sus partes fundamentales: ...«Y porque para 
» hacer las conquistas de las dichas Islas, y Provincias, os era for- 
» zoso hacer muchos gastos y pasar grandes peligros (se dirige Su 
» Santidad a los Reyes Católicos), era conveniente que para la 
» conservación y manutención de ellas despues que por vosotros 
» fuesen adquiridas y recuperadas, y para poder acudir á los gastos, 
» que para esto serían necesarios, pudiésedes pedir, cobrar y llevar 
» diezmos de todos los vecinos y moradores que ahora ó en lo 
» de adelante los habitasen. Por lo qual se nos suplico humilde- 
» mente por vuestra: parte que en orden á lo referido se dignase 
» nuestra Benignidad Apostólica, de proveer oportunamente lo que 
» á vosotros y á vuestro Estado juzgásemos convenir. Nos, pues, 
» que con sumos afectos deseamos la exaltacion de la misma Fé, 
» y especialmente en nuestros tiempos, alabando y estimando 
» mucho en el Señor vuestro piadoso y loable proposito, inclinán- 
» donos á semejantes suplicaciones, Os concedemos á vosotros, y á 
» los que por tiempo os fueren succediendo de autoridad Apostó- 
» lica y don de especial gracia por el tenor de las presentes, que 
» podais percibir, y llevar licita y libremente los dichos diezmos 
» en todas las dichas Islas y Provincias, de todos sus vecinos, 
» moradores y habitadores que en ellas están, ó por tiempo estu- 
» viesen, despues que como dicho es las hayáis adquirido y recu- 
» perado con que primero, realmente, y con efecto por vosotros, 
» y por vuestros succesores de vuestros bienes, y los suyos, se 
» haya de dar y asignar dote suficiente á las Iglesias, que en las 
» dichas Indias se hubieren de erigir, con la cual sus Prelados y 
» Rectores se pueden sustentar congruamente, y llevar las cargas 
» que por tiempo incumbieren á las dichas Iglesias, y exercitar 
» cómodamente el Culto Divino á honra y gloria de Dios Omni- 
» potente, y pagar los derechos Episcopales conforme la orden 
» que en esto dieren los Diocesanos que entonces fueren de dichos 
» lugares, cuyas conciencias sobre esto cargamos, no obstante las 
» constituciones del Concilio Lateranense, y cualesquier otras Orde- 
» naciones Apostólicas, y cosas que á esto sean contrarias...» (D 

Se entendió por los autores de aquel tiempo y de siglos pos- 
teriores que en lo hecho por Alejandro VI no había una donación 
gratuita, sino donación «modal», o «signalagmática» desde que era 
una dación compensativa de obligaciones que se imponían de un 


(1) Doctor Dn. Juan Solorzano. Política Indiana. Tomo II. Libro IV. 
La traducción de la Bula «del latín al romance» la hizo el propio Solorzano. 


miódo- expreso -a los beneficiarios y sobre cuyo cumplimiento se 
“cargaba las conciencias de ellos. Grave cometido; el de ganar y 
mantener para la Fe las comarcas de Indias atribuídas al Rey de 
España y atender a las obligaciones que enumera la Bula. 

- Reivindicándose siempre por la Corona el derecho a los diez- 
mos en Indias, que le asistía por la concesión pontificia, y mirando 
aquélla a su obligación de atender las obligaciones de que en com- 
pensación se había hecho cargo, se dictaron determinadas normas 
de proceder para contemplar los deberes de la Corona en su gran 
compromiso para Indias de «asistir a aquellas Iglesias con dote 
» suficiente para la decorosa manutencion del culto divino y a sus 
» Prelados, y demas Ministros que sirviesen al Altar, con la com- 
» petente congrua»; al efecto se dictaron disposiciones muy preci- 
sas en las Recopiladas sobre el modo de dividir, administrar y 
repartir los expresados diezmos. Se deseaba cumplir con integri- 
dad y exactitud con «todos los Participes interesados en la gruesa», 
O sea en el cúmulo de la renta de diezmos. Se buscaba que las 
«Santas Iglesias, Parroquias y Hospitales que quedaron baxo la 
» inmediata protección no padeciesen agravio en sus haberes ni el 
» Real Erario por la expresada responsabilidad»; y que los dos 
novenos de los diezmos, o sea la parte que correspondía desde 
largos años antes a los Reinos de Castilla y León, por Bulas y 
Breves dictados con anterioridad al descubrimiento de Indias, se 
destinasen en lo que a las rentas de diezmos correspondiera, a los 
ingresos del Real Erario. De modo que, la percepción y la admi- 
nistración de las rentas de Diezmos y su manejo para distribución, 
fué organizado mediante una institución especial. No podía en 
ella dejarse de prever los litigios y a eso obedeció el J uzgado a 


que se aplica este capítulo, «Juzgado de Rentas de Diezmos» o 
«Juzgado Hacedor de Diezmos». 


Los diezmos se dividían en tres clases: personales, reales y 
mixtos. En los personales, el gravado era el individuo, como ocu- 
rría con la cuota que se debía por los rendimientos de una profe- 
sión; los reales, gravaban las cosas, como los frutos de la tierra, 
o el aumento de haciendas, mixtos, lo que revestían ambos carac- 
teres, como la lana que la produce el animal bajo el cuidado y la 
industria del hombre. En los reales, el gravamen seguía a la cosa 
cualesquiera que fuesen las manos en que se encontrara; y quien 
compraba un rodeo, o una estancia, (entonces en la venta de la 


estancia se comprendía la del ganado que la poblaba), sin cercio- 
rarse de que los diezmos estaban abonados, sabía que se exponía 
a que sus haciendas quedaran afectadas por el valor de todos los 
diezmos atrasados. Esos diezmos, no cumplidos a su tiempo, se 
amaban diezmos defraudados. 


En Montevideo fué de práctica licitar los diezmos, corres- 
pondientes a un período de tiempo. Se decía, generalmente, «arren- 
dar los diezmos». El adjudicatario se obligaba a un pago de canti- 
dad determinada y era de su cargo el proveer lo necesario para el 
cobro de la prestación, a su riesgo el déficit que pudiese resultar 
y en su beneficio el exceso. Se designaba un recaudador llamado 
«diezmero». De los juicios, reclamos e incidencias por cobro de 
diezmos quedaba así alejada la Corona. Las partes en las con- 
tiendas eran el adjudicatario, o su representante «el diezmero», 
y el deudor del tributo. 


l ¿Ante qué jurisdicción debían de comparecer? Mucho se había 
- discutido por los autores y por los interesados en asuntos de esta 
clase sobre la jurisdicción para estos casos. Había algunas deci- 
siones judiciales encontradas. Quiénes sostenían que en virtud 
“de la donación de los diezmos hecha por Su Santidad a favor de 
la Corona, la prestación había perdido su primitiva naturaleza de 
“eclesiástica para convertirse en temporal y que, en consecuencia, 
correspondía la jurisdicción ordinaria, en el ramo de Real Hacienda. 
Quiénes, que la donación no les hacía perder a los diezmos su 
primitivo carácter. l 

En nuestra ciudad, en todos estos asuntos, en lo relativo al 
remate de los diezmos e incidencias no judiciales, tenía interven- 
ción principalísima, casi podría decirse excluyente, el Cabildo. 
En lo que respecta a los juicios e incidencias de caracter conten- 
cioso, existía, como lo he indicado, una jurisdicción propia: el 
Juzgado de Rentas de Diezmos que era, en realidad, una rama 
del Juzgado de la Real Hacienda. En Montevideo, admitido el 
carácter «temporal» de la obligación, temporal por oposición a 
eclesiástico, y al margen del Juzgado Eclesiástico, se designaba 
generalmente a un eclesiástico como Juez de Rentas de Diezmos. 
En los tiempos en que se produce el caso que se relata a conti- 
nuación, era titular de ese Juzgado «el St Dr Dn Josef Manuel 
Perez», o sea nuestro conocido sabio y patriota José Manuel Pérez 
Castellano. El Juez de Rentas de Diezmos debía de proceder «con 
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| » solo la Jurisdiccion Real Delegada que le compete por la natu- 
o» räleza y por la cualidad de bienes temporales que contituyen 
» esas rentas»; la primera apelación se deducía ante la Junta 
Superior de Hacienda de Buenos Aires; la segunda apelación «a mi 
Real Persona por la vía reservada de Indias». () 


Una incidencia por diezmos. Año 1790. Juan Pedro de Aguirre, 
figura de categoría del comercio montevideano, compró en el mes 
de Enero de ese año, a doña Catalina de Ascorra, viuda de José 
Ramírez, las estancias «comprendidas entre Yi y Cordovés». La 
operación incluía, según uso de entonces, los ganados que las 
poblaban. Parece que se debían los diezmos por esos ganados 
relativos a los años 1787 y 1789. Rafael Ascorra, comisionado por su 
hermana doña Catalina para hacer esos pagos, los había omitido. 
Movió sus facultades el «Diezmero», Antonio Pereyra, gestionando 
lo pertinente con resistencia de Juan Pedro Aguirre y de su capa- 
taz Xavier Echenique que recibía instrucciones estrictas de su 
patrón. Para auxilio de fuerza a Pereyra, el Gobernador de Mon- 
tevideo dió las órdenes del caso al Comandante de la guardia del 
Paso del Rey, del Yi, Rafael Gascón. 

El Gobernador procedía en virtud de comunicación que le 
había cursado el «Juez de Rentas de Diezmos», «So Dr. Dn. Josef 
Manuel Perez». Este, a su vez, se movía a instancias de Antonio 
de San Vicente, «subastador» de los diezmos. 

A la inculpación que formulaba Aguirre, de que el subastador 
con la fuerza de soldados suministrada por Gascón, se había 
entrado a su estancia del Cordovés y sacado «el ganado que le 
acomodo, obrando en todo en propio arbitrio», replicaba Gascón 
que estimada la existencia de ganados por «personas inteligentes» 
que la calcularon a ojo por no ser posible contarlos, y fijada la 
cifra, y traída a colación también «el ganado que podía haver en 
» los Circumbecinos y este creo que pasó de mil cavezas», «se sepa- 
» raron doscientos Toros de dos años, doscientas Vacas de igual 
» tpo. y una manada de Yeguas entablada». La resistencia de 
Echenique le atrajo el arresto. 

El expediente de que tomo estos datos está inconcluso. Sólo 
contiene la denuncia de Aguirre al Gobernador y la réplica de 
Gascón. Ello nos priva de conocer el final de la incidencia. 2 


(1) Real Ordenanza de Intendentes. 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Año 1790. 


CAPITULO XXII 
EL TRIBUNAL DEL SANTO OFICIO 


Tribunal de fuero privilegiado; su objeto; jurisdicción; 
delitos de «fuero mixto»; organización de esta jurisdic- 
ción del «Santo Oficio»; procedimientos. «Comisarios» 
en Montevideo, su nombramiento; Ministros Familiares. 
Alguacil Mayor. Quiénes desempeñaron el Comisariato 
del Santo Oficio en Montevideo. Actuación de Francisco 
de Alzaibar como Alguacil Mayor y de Bruno Muñoz y 
Manuel Durán como «Ministros Familiares». Facultades 
del Comisario del Santo Oficio en nuestra ciudad; depen- 
dencia de Buenos Aires. No se encuentra en nuestros 
archivos causa ninguna del Santo Oficio; relación de 
un proceso en que, en determinado punto de su curso, 
opinó el Dr. Mateo Magariños que debía ser considerado 
como causa del Santo Oficio. Abolición en Montevideo 


de este Tribunal. 


Entre los organismos de justicia de nuestra ciudad colonial, 
debo incluir el Tribunal del Santo Oficio o Tribunal de la 
Inquisición. 

Constituía un Tribunal en parte eclesiástico, en parte político, 
de fuero privilegiado, cuyo cometido, como su nombre lo indica, 
era inquirir, es decir, investigar los delitos contra la fe y contra la 
religión y calificarlos en su caso. En cuanto a aplicación de penas, 
este Tribunal imponía todas las llamadas eclesiásticas; en lo que 
respecta a las «seculares», propias de su judicatura, la aplicación 
de algunas de ellas era de su resorte, reservándose las otras para los 
Jueces Ordinarios, para el «brazo secular», según se decía entonces. 

En los delitos llamados «de fuero mixto», que eran aquellos 
que infringían las normas de la ley de Dios en determinadas 
materias relativas a los Sacramentos y que, al propio tiempo, vio- 
laban el orden y la corrección de vida de los súbditos, por actos 
contrarios a la organización cristiana de la familia, como base del 
Estado, entendía, a prevención, el Tribunal del Santo Oficio y la 
justicia ordinaria. Hubo un caso, en nuestra ciudad, en que se 
notició a la población la inclusión de un delito en la clasificación 
de «mixto». Se trató del delito de bigamia. Un Bando del Gober- 
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nador José Joaquín de Viana, de fecha 17 de Julio de 1757, hizo 
saber una Real Orden en que se declaró que ese delito era de 
«fuero mixto» y que su conocimiento correspondía, a prevención, 
al Tribunal del Santo Oficio y a la Jurisdicción Real. El Ayudante 
de la Plaza, Rudecindo Saenz, hizo saber el Bando al público, 
sirviéndose para ello de pregonero, y dispuso se fijara una copia 
de aquél en las puertas de la Casa Capitular. (1) 

La jurisdicción del Inquisidor General de España y de su Con- 
sejo Supremo alcanzaba a todos los dominios españoles y, por 
consiguiente, a América en las partes dependientes de España. 
Desde luego que, siendo así, sus funciones debían de delegarse y 
subdelegarse. Había «Tribunales Auxiliares de la Inquisición» en 
unas partes de América y «Comisarios» en otras, calificados éstos 
también como «Tribunal». Los Tribunales podían ser formados con 
eclesiásticos o civiles siempre que estos últimos reuniesen determi- 
nadas condiciones; también para los Comisarios, cuando eran 
seculares, se requerían especificadas calidades. Tribunales y Comi- 
sarios debían de actuar, en todos los casos en que fuera posible, 
con Abogados asesores y Promotores Fiscales letrados; los proce- 


dimientos tenían que ser ajustados a la ritualidad procesal vigente 
en la época. 


En Montevideo, la jurisdicción del Inquisidor tenía que ser 
ejercida por un «Comisario» nombrado por el Tribunal del Santo 
Oficio de Lima. Concurría con el Comisario, después de un 
tiempo de instituído el Tribunal, un cuerpo de funcionarios de 
entidad propia, llamados «Ministros», en cuyos deberes, atribu- 
ciones y procedimientos ningún otro funcionario podía inmiscuirse. 
Esos Ministros eran un «Alguacil Mayor», empleo de alto honor 
cuyo cometido era el de recibir las órdenes, vigilar su cumplimiento 
y asistir al Tribunal cuando se estudiasen las causas de los presos, 
y dos «Familiares» que debían visitar las prisiones y cumplir los 
encargos que les encomendase el Tribunal. 

Fueron Comisarios de dicho Tribunal, en Montevideo, varios 
Curas de la ciudad, o de la Matriz, pues hay que designarlos, como 
ya lo he expuesto, de uno u otro modo, según se trate del primer 
tiempo de la población en que había una sola Iglesia o en tiempo 
posterior en que hubo otras por lo cual le quedó a aquélla, con- 


(1) Archivo General de la Nación. Caja 9. Carp. 19, Doc. 1°. 
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Torii a su a y antigüedad, el calificativo de Matriz, como 


principal o primera en su clase; con esos Curas alternaron coma 
Comisarios algunos de los Superiores de la Residencia de San 


“Estanislao de Kostka, de los Padres de la Compañía de Jesús, como 
el P. Ignacio Perera que expresa ser «Comiss* del S.t* Oficio» 


en su nota al Cabildo, a que se refiere el acta de la sesión del 6 de 


| Febrero de 1765 (% y el P. Nicolás Plantich, Superior en la fecha 


de la expulsión, quién, al practicarse por la autoridad el inventario 
de los papeles de la Residencia, expuso, aludiendo a los que se 
encontraban en una gaveta, que pertenecían al Oficio de la Santa 
Inquisición de la cual era Comisario. % P 
Para Alguacil Mayor y Familiares se buscaba gente calificada. 
Así, ejerció el primer cargo durante largo tiempo un personaje 
como Don Francisco de Alzaibar que se daba el título de fundador 
de la ciudad; fueron también, por largo período, «Ministros Fami- 
liares», dos personas de alta categoría en el Montevideo español, 
Don Bruno Muñoz y Don Manuel Durán, con subrogación al pri- 
mero de ellos «de las veces de Alguacil Mayor en las ausencias y 
enfermedades de Don Francisco de Alzaibar» dado lo que esta- 


- blecen los despachos respectivos. Y esos despachos que terminan 


“con la frase «Dios guarde a Nuestra Inquisición de los Reyes» o 
sea a nuestra Inquisición de Lima, establecieron que los nom- 
bramientos se hacían por los buenos informes que aquel Tribunal 
de Lima había tenido acerca de los designados en cuanto a la 
puntualidad y secreto con que acudirían a lo que «por nos le 
fuere cometido». (3 


Las funciones del Comisario eran sumamente limitadas; no 
podía dictar justicia en la materia; era, propiamente, un Juez de 
instrucción: puestos los sumarios en estado de sentencia, los debía 
elevar para su pronunciamiento al Obispo de Buenos Aires. 


Entre los papeles originales que han llegado a mis manos, 
no he encontrado proceso alguno de inquisición que se haya 
seguido en nuestra ciudad y su jurisdicción, ni rastro alguno de 


(1) Libros de Actas del Cabildo. 


(2) Véase mi obra «Epoca Colonial. La Compañía de Jesús en 
Montevideo». 


(3) Libros de Actas del Cabildo. Sesión del 6 de Febrero de 1765. 


„ellos; “sólo hay un caso en que se inician procedimientos sin defi- 
mirlos como de esa materia y en los cuales el Promotor Fiscal 
nomibrado los hizo derivar a ella, pero que pronto terminaron 
con pedido de sobreseimiento y libertad de los presos. 
re El i a que aludo es éste: sus protagonistas principales 
rnando Rodríguez y Juani | 
o. «e ez y anillo, negro esclavo de Don Manuel 
El primero de los nombrados «parezió» «en la Concep™ de 
Pando» el día 2 de Mayo de 1790 ante Don Juan Estanislado 
de la Mata, Cura de dicha Parroquia y le entregó «dos formas 
>» Consagradas un Purificador y un pedazito de Corporales y una 
« medalla» manifestando, en la interrogación que se le formuló por 
el Cura acerca del lugar donde había encontrado esas «Reliquias» 
que las había hallado «aun lado de la portera del Corral de 
Don Manuel Camello el Platero»; «pero q° anterior mente abia 
» tenido una Conbersacion con un Negro Esclabo del Antedicho 
» Camello, llamado Juanillo en la q* le rrefirio estando Junto 
» ael fuego q* tenia unas Reliquias con sigo para q* no le ofen- 
» diese Cuchillo ni otra arma ofensiba a q* le rreplico el decla- 
» rante a” Reliquias as de tener lo q* bos tendreis seran algunas 
» brujerias a q* rrespondio el Negro si usted me guarda Secreto 
» yo le mostrare y bera si digo berdad o no, a q* rreplico el q* 
» declara q* le prometio guardar el Secreto q* le pedia y sacando 
» una bolsita Negra el susodicho Negro me mostro las mismas 
» reliquias que llebo espuesto y bisto por el q* declara le dijo q* 
» Se quitare de delante y q* fuese a entregar a algun Cura dhas 
» rreliquias a q* rrespondio el Negro q* aquello lo podia traer 
» porque eran Cosas de Dios y no del Diablo». 
Fernando Rodríguez, en su exposición, dió otras particulari- 
dades en todas las cuales no lo voy a seguir, manifestando, subs- 
tancialmente, que a los pocos días de esa conversación encontró 
a un lado de la portera del aludido corral una bolsa, pero dudando 
si sería la que le había mostrado el negro «por ser ya la bolsa 
colorada» y «creyendo q* pudiese ser otra cosa» se acercó al 
corredor «donde se allaba Doña Pascuala cosiendo y rrefiriendole 
» haber allado aquella bolsa q* les mestiese lastijeras y descosiese 
» a” queria saber lo q* ensi Contenia» reconoció ser «las mismas 
rreliquias q* llebo declarado». «Para disimular el caso» se fué 
Don Fernando a la cocina diciendo que iba a quemar aquello 
Juanillo estaba en esos momentos trabajando en el campo, 


según relación del denunciante; al regresar, buscó la bolsa en 
la portera y no encontrándola se encaminó a los ranchos y pre- -* 
guntó por ella, habiéndosele informado que Don Fernando la 
había quemado; interrogado Don Fernando por el negro y reque- 
rido para que le devolviese «si quiera la medalla» aquél le con- 
testó que la buscase entre la ceniza. 

Como he dicho, por boca del propio denunciante, el episodio 
de la quema fué forjado «para disimular». El caso es que aquél 
se presentó al Cura de Pando con «las rreliquias». Juanillo fué 
reducido a prisión.. 

El Cura, en algunas actuaciones se le dice Teniente Cura, 
como a veces aparece su apellido «De la Matta» y otras «De la 
Mata», el Cura consumió las formas y dispuso una información 
habilitando como «notario» a Don Félix José de Mena. Tomadas 
las declaraciones del caso, evacuadas todas las citas y no encon- 
trando el Cura en la prueba producida la justificación de los 
hechos que Rodríguez imputaba a Juanillo, dispuso el arresto 
de Rodríguez que por entonces se había establecido en «el pago 
que nombran del Sauce», jurisdicción de la ciudad de Monte- 
video. Y Rodríguez fué arrestado. 

Desde la Real Cárcel de esta ciudad recurrió Rodríguez al 
Juez Eclesiástico de ésta, Pbro. Juan José Ortiz, querellándose de 
la prisión hecha efectiva y que se prolongaba ya desde el 5 de 
Julio, fecha de su arresto y conducción a Montevideo, hasta el 
31 de ese mes, día en que data el escrito. El Pbro. Ortiz, en auto 
que autentica el Notario Eclesiástico José Eusebio González, esta- 

blece que no teniendo «esta Curia» conocimiento alguno de esa 
causa, debe el interesado usar de su derecho ante quien haya 
lugar y como mejor le convenga, mandando, a ese efecto, que se 
le devolviese el escrito. 

Rodríguez acudió entonces, reclamando su libertad, al Pro- 
visor y Vicario General de Buenos Aires, Licenciado Don Juan 
José Solís, por intermedio del cual ejercía su judicatura eclesiás- 
tica el Obispo de aquella ciudad. Y el Licenciado Solís, así firma, 
autorizado su decreto por el Escribano Gervasio Antonio De Posa- 
das, decidió que pasasen los autos al Cura y Vicario de la ciudad 
de Montevideo «para q* los substancie con arreglo a dro. hasta 
» ponerlos en estado de sentencia para la que los devolvera a 
» esta Curia». 


El Cura Vicario y Juez Eclesiástico de nuestra ciudad, Pbro. 
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- Ortiz, nombró Promotor Fiscal para la prosecución del proce 
al Doctor Mateo Magariños, «el Profesor». Para el Doctor Ma a 
riños, la causa que se seguía era «por delito de sacrilegio y de 
» irreverencia con q* trataba (el denunciado) unas particulas con- 
» sagradas» «y reprobables fines q* por estas sagradas especies se 
» proponia conseguir»; que, además de que ese delito era de los 
«atroces y graves», «puede tocar en el muy detestable de heregia» 
por lo cual consideraba que el conocimiento del asunto tocaba al 
«Sto Tribunal de la Inquisicion» reconociendo las facultades del 
Juez Eclesiástico como su Comisario, para intervenir en él i 
derecho propio, e indicaba lo que, en su concepto, se debía de 
hacer, expresando su parecer de que el Párroco ante ujen se 
“ había formulado la denuncia no la «habia mirado con el m or 
» Zelo ni guardado los tramites legales q* debia». Agregaba que, 
estando semi probado el delito atribuído a Juanillo procedía la 
libertad de Rodríguez, denunciante, como fué decretada b o 
fianza de comparecer y estar a dro». A 
p Substanciada la causa conforme a las normas que indicó el 
romotor Fiscal, Doctor Magariños, entre las que se incluía un 
careo en el cual denunciante y denunciado mantuvieron su e 
pectivas posiciones y en virtud de no constar, por otra > rte, 
«si en alguna Iglesia se robaron con el copon donde se havian de 
>hallar depositadas» (las formas), «circunstancia tan esencial j 
: piedra angular», expresó el Promotor Fiscal que se debía resol- 
r el sobreseimiento del proceso, ordenar la libertad de Juanill 
y declarar definitiva la de Rodríguez. El Pbro. Ortiz dispuso en 
ativo a la lik ertad de los encausados, como lo pro ía 
motor y ordenó la remisión del expediente a Buenos Aires, Si 
eñor Provisor y Vicario General, para que «en vista de su merit 
» (el de los autos) dé las providencias q* estimare oportunas». 


No hay constancia de 
ue s . 
Buenos Aires. (1) q e haya elevado el expediente a 


tu El Tribunal del Santo Oficio, abolido por las Cortes de Cádiz 
e suprimido en Montevideo, el 28 de Agosto de 1813.2 | 


(1) 


(2) Acuña de Fi : 
i . Para 
dicho día. gueroa. Diario Histórico, relato correspondiente a 


Archivo de la Curia Eclesiástica. Carpetas de la Epoca Española. 


ee 


CAPITULO XXIII 
MISCELANEA 
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El modo corriente de referirse a las diversas épocas 
del año. La computación del transcurso del día; el 
primer reloj de campana que hubo en nuestra ciudad; 
la indicación respecto de los momentos de la noche y 
de la madrugada; «el canto del gallo». Redacción de 
un vale a la vista. Una cuenta del Cirujano Joseph 
Casal por asistencia y medicinas. La «Capilla de Peña- 
rol»; sus características; sus «alhajas»; su erección 
como Vice Parroquia de Las Piedras. Los negros escla- 
vos podían ser «empeñados». Forma en que el Comisio- 
nado Tomás Milán cumplió una diligencia. El título de 
habilidad médica del Dr. José Giró. Una incidencia 
de mensura; ¿el arroyo Carrasco desemboca en el Río 
de la Plata o en los bañados? Desaparición del vecino 
de. Pando, Manuel Cabezas; un Sherlock Holmes de 
esa época, Consideraciones sobre las discordias entre 
mujeres: asesoría del Dr. Mariano Pérez de Sarabia. 
Inventario de la farmacia de Doña María Antonia 
Pérez, antes de Don Gabriel Piedra Cueba. 


El cómputo del tiempo. — 


Pocos almanaques u otras tablas adecuadas para seguir el 
cómputo anual del tiempo había entonces en Montevideo. Sólo en 
los partes oficiales, en las fechas de resoluciones de expedientes 
judiciales, en documentos de índole administrativa y en docu- 
mentos públicos y privados está la fecha indicada con precisión 
y eso mismo, algunas veces, en los expedientes, con evidente 
discordancia entre el día del mes y el de la semana. Los litigantes, 
los que concurrían a los Juzgados con denuncias de actos delic- 
tuosos o de hechos en que se fundamentaban acciones civiles, no 
se referían a las fechas sino con aproximación y se servian, como 
de punto de relación para ello, de las fiestas religiosas O de los 
días en que la Iglesia Católica conmemoraba santos de la devoción 
de la población. Las locuciones eran como estas: «en vísperas de 


Pascua de Nuestro Salvador», «durante la novena de San Juan», 


la 
«en los días de la novena 


«pasado Nuestro Padre San Francisco», 
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de San Estanislao de Kostka». Esto hasta 1755 - 1760, kiota en que 


parece que los pobladores empezaron a saber en qué día vivían. 


Tampoco podían decir, sino con aproximación, la hora del 
día en que se encontraban. Véanse estas expresiones, o similares: 
«a eso de las cuatro», «después del toque de ánimas», «a la ora- 
ción», «cerca de las horaciones», «siendo como medio día», «el sol 
muy bajo». Los relojes de sol, la longitud de las sombras proyec- 
tadas por los objetos, la práctica de mirar la posición del sol en 
su aparente trayectoria diurna, no permitieron nada más hasta 
1768. En ese año cambiaron esas cosas en la ciudad, pues se colocó 
el primer reloj de campana en la Iglesia Matriz, que comenzó a 
contar desde entonces las horas de la población. 

Sé que con esta afirmación contradigo a Isidoro de María. 
Establece éste en su capítulo «El Reloj de la Matriz - 1818» que se 
debe a Lecor, aguijoneado por el Cura y el Cabildo, la implanta- 
ción de ese beneficio para la población, y que en el año 1818 se 
colocó el primer reloj de campana. Tendría razón De María si se 
refiriese a la colocación del reloj de la Matriz nueva. Pero como 
dice «ya tuvo la Matriz su Reloj y los moradores de San Felipe 
el gusto de oirlo dar las horas», '* da a entender que no hubo 
antes en Montevideo reloj público con campana. 

Lo hubo; lo tuvo la Matriz vieja, por iniciativa española, desde 
1768. A reconocerlo así nos lleva sin dubitaciones el siguiente 
texto que tomo de un expediente judicial, de 1768: «En la Ciu. 
» de S.” Fhelipe de Montevideo, en diez y ocho días del mes de 
» octubre de mil setecientos sesenta y ocho, Nos Don Joseph Mas 
» de Ayala y Don Jaime Soler, Alcaldes ordinarios de primero y 
» segundo voto por S. M. de esta Ciudad su Jurisdiccion: Decimos 
» que por quanto por orden y disposicion del señor Governador 
» de esta Plaza se nos ha hecho entrega para que se inviertan a 
» favor del relox de Campana que se a colocado por esta Ciudad 
» en la Torre de la Iglesia Matriz de ella el numero de Trescientos 
» ochenta y Nueve Cueros de las siguientes calidades: Ciento 
» Noventa y ocho de Thoro; Noventa y ocho de novillo; y tres de 
» Baca.» (2 No dice el reloj de campana que se va a colocar, pro- 


(1) Isidoro De María. «Montevideo Antiguo». Tomo II. 


2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente sobre venta de cueros. 1768. 
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yecto que podría haber quedado sin efecto, sino «relox de Campana 
que se a colocado». Hecho ya consumado. (1) Esta mi aseveración 
está corroborada por el texto del acta de la sesión capitular de 
2 de Noviembre de 1768. : 
Para campaña siguieron iguales usos, para referirse al trans- 
curso del día, que los adoptados anteriormente en la ciudad; nada 
podía significar para aquélla el reloj de la torre de la Matriz. 
Para la indicación de las horas de la noche y de la madrugada, 
en la ciudad hasta el año 1768 y en la campaña en toda la época 
española, eran muy imprecisas las indicaciones corrientes de «a la 
salida de la luna», «a la aparición del lucero», «a las barras del 
día», que se leen en algunos expedientes y documentos, pues ello 
suponía para su interpretación un conocimiento no generalizado 
de momentos astronómicos. Por otra parte, dentro del sistema, 
cuando no había luna visible, o cuando Venus era vespertina, se 
carecía de reloj. De ciencia más vulgarizada y de hecho más con- 
creto de relación era «el canto del gallo». Los romanos lo habían 
adoptado y de ellos pasó a los españoles. En la división de la 
noche, los romanos tenían la tarde o primera vigilia, constituida 
por el tiempo comprendido desde la puesta del sol hasta lo que 
para nosotros son más o menos las veintiuna horas; noche o segunda 
vigilia, desde las veintiuna a media noche; canto del gallo o ter- 
cera vigilia, período entre media noche y tres de la mañana; maiti- 
nes o cuarta vigilia, desde las tres de la mañana a salida del sol. 
Muy usado entre los romanos fué ese modo de medir la noche pues 
sus períodos indicados así como las cuatro estaciones del día, de tres 
horas cada una, daban los turnos para el relevo de soldados. 
«En verdad te digo que esta misma noche antes de que cante el 
gallo me negarás tres veces», dijo Jesús a Pedro en el Monte de 
los Olivos según el relato que San Mateo nos hace de la Pasión. 
Se daba por constante que los gallos cantaban por primera 
vez apenas pasada media noche y que después cantaban dos o 
tres veces hasta el concierto general de sus voces en el alba. 
Los españoles de Montevideo, en la dominación del coloniaje, 
tuvieron en su vida civil, en los documentos y en los expedientes, 
el primer canto del gallo como hecho indicativo de un momento 
casi fijo y determinado de la noche. Y digamos como aseveración 
verídica que de los españoles del coloniaje pasó a nuestros paisa- 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente sobre venta de cueros. 1768. 


16 


a A . e Ze 4 Š . 
nos.,«También ellos uñían o 'ensillaban «al primer canto del gallo». 


o - Prestaron tanta fe a la exactitud de la vigilante ave que los 


carreros, en los largos años en que fueron los héroes del transporte 
en nuestra campaña, solían llevar colgada del pértigo de sus carre- 
tas una jaula con un gallo. Era su despertador. Cuando desuñían, 
terminada la marcha de la madrugada, y largaban sus bueyes a 
pastoreo, fué de su especial cuidado dar a su gallo, según su 
grado de domesticidad, o la libertad relativa circunscripta al 
círculo que se medía por un radio constituído por una cuerda o 
tiento delgados uno de cuyos extremos se ataba en una estaca y 
el otro en una pata del ave, o la libertad sin restricciones que 
le granjeaba su docilidad en no alejarse de la carreta y su manse- 
dumbre para volver a su jaula. Era de ver en estos últimos casos 
como, abierta la puerta de su reclusión y examinado el contorno 
con ojo escudriñador, salía el gallo al campo, esponjadas las plu- 
mas, hasta un lugar adecuado de alejamiento para detenerse en 
él, sacudir ruidosamente las alas, erguir la arrogante cabeza y 
cantar su himno a la libertad. 


Redacción de un vale a la vista, año 1755. — 


«Vale que pagare a la voluntad del Señor D. Melchor de Viana 
» la cantidad de quinientos cincuenta y un pesos en plata doble 
» y para que conste doy el prest? el 22 de Hen* de 1755. 


» JUAN FILL.» 
» Son 555. p.* p.'* doble.» 


Anótese la diferencia de la cantidad entre lo escrito con 
letras y lo expresado con cifras. 


El Cirujano Joseph Casal pasa su cuenta en un juicio testa- 
mentario. — 


«Ocho p* y quatro rr por la asistencia y medicina que le sumi- 
» nistre (al causante) durante su enfermedad en la forma siguiente: 
» De ocho visitas a quatro rr, treinta y dos rr: De un Cordial 
» Cornob.te { üy Diez y seis fr: De otro dho { üy Diez y seis fr: 
» Sp de sal amoniaco y azeite de succino para las narizes) Quatro 


»Fr: Cuias partidas componen los expresados Ocho ps y quatro FF: 
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> a 2 de Febrero de 1766. 
»Son 8 ps. 4 rr p.** corr.!* Jph. Cassal.» 


La Capilla de Peñarol. — 

La Capilla de Peñarol fué, originariamente, el oratorio público 
fundado por Doña María Antonia Pérez, viuda de Don Gabriel 
Piedra Cueba. Conocido farmacéutico de la ciudad, tenía su casa 
de campo en los Migueletes, «junto á lo de Peñarol». Así dice 
“el documento del cual extraigo estos datos. Peñarol era el apodo 
del vecino de Montevideo, Juan Bautista Crosa, oriundo del pueblo 
italiano de Pignerolo; pronunciado este nombre por sus conveci- 
-* nos, Piñerolo primero, más tarde Peñarolo y después Peñarol, 
se le designó a Crosa en su tiempo por el nombre transfigurado 
` de su pueblo y no por su apellido. Fué su chacra de los Migueletes 
un mojón conocido en las inmediaciones de la ciudad. Ese oratorio, 
posteriormente, fué erigido en Vice Parroquia de Las Piedras. 
- He aquí los antecedentes de tal hecho; constan en el expediente 
- sucesorio del nombrado Piedra Cueba. (1) 

La Capilla era de estas dimensiones. Sus laterales: de 17 y 
1/4 vs. por 5 de alto. Una vara de espesor. Las paredes del 
frente y del fondo, de 3/4 vs. de espesor tenían en conjunto, cada 
una, 37 y 1/2 varas. Cornisas interior y exterior. Claraboya en la 
fachada. Campanario con 100 vs. de pared. También tenía su 
cornisa. Techo de teja en la Capilla: 3.300 tejas. 600 cañas para 
la hechura del tejado, que también llevaba cal y arena. Enmade- 
rado de tijera, maderas del Paraguay, cielo raso. Sacristía: pare- 
des, una de 4 y 1/2 vs. por 3 vs. 3/4; otra de 6 y 1/4 vs. por 4; techo 
de teja: 580 tejas, 100 cañas. Piso de ladrillo en la Capilla y 
Sacristía. «Baptisterio» formado con tabiques. Pila «baptismal»; 
pila de agua bendita. Barandilla en el altar mayor. Puerta princi- 
pal, puerta traviesa, puerta al bautisterio, puerta a la sacristía; 
puerta en la tribuna o tránsito; ventanas con vidrios y rejilla en 
la Capilla. Altar: tarima, mesa, armazón de retablo, sagrario, nicho 
para la Virgen, advocación de Nuestra Señora de las Angustias; 
dos angelitos con insignias de la pasión; efigies, en la Capilla, 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Año 1790. 
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de: Sáh Pascual Bailon, de San Benito de Palermo, de San Miguel, 
de San Francisco Javier; cuadritos de la Purísima, de San Fran- 
cisco de Asis, de San Francisco de Paula, de San Cristóbal, de 
Santa Bárbara. Un púlpito portátil. Un confesionario. 

«Alhajas». Diadema y corazón de la Virgen: diademas de 
San Benito y San Pascual Bailón; custodia de dicho santo y 
relicario de San Benito, cáliz, patena, cucharita, tres crismeras, 
copón, cajita para llevar el Viático. 

He ofrecido un conjunto de datos bastantes minuciosos como 
para reconstruir, mentalmente, la célebre Capilla. 

Y doy a continuación los documentos eclesiásticos y civiles 
relativos a la erección de esa Capilla «en ayuda parroquial», «Vice 
Parroquia de las Piedras». 

«Ereccion en ayuda parroquial de la Capilla de Peñarol. 

» Hllmo Sor Obispo de Buenos ayr 

» Don Domingo Casteli Cura Vicario de las Piedras, D"* María 
» Antonia Perez vez.* de Montevideo, y D.” Manuel Perez, D.” 
» Domingo Guerrero, D.” Juan de Castilla, D.” Juan Camilo Tra- 
» pani y D.” Ignacio Pereyra, en su nombre y en el de otros 
» Noventa y seis Individuos vez.”“s del Pago del Miguelete, juris- 
» diccion de dho Curato, ante V. S. Y con la debida Venera.” 
» parezen y dizen: 

» Que deseosos de proporcionar a los Moradores de dho Pago el 
» mejor auxilio Parroquial aproximandoles al lugar de su domi- 
» cilio una ayuda de Parroquia, y teniendo para ello la oportu- 
» nidad de establecerla en el oratorio publico dela d. Maria Ant. 
» Perez, situado en el referido Pago, q.” desde luego la franqueara 
» a este efecto con las imagenes, Vasos Sagrados, y todo lo demas 
» adherente al divino culto, se comenzo a tratar entre los precitta- 
» dos Vezinos de proporcionar la sustent." de Teniente que dho 
» Cura había de poner en dho paraxe, y era necesario fuesse a 
» expensas de los vezinos por solo el termino de dos años med.'* 
» a que al presente por la fabrica de nueva Iglesia matriz, a la 
» que destina parte de sus rentas, no podía p." si solo mantenerlo, 
» alo qual desde luego se obligaron, señalando cada uno en par- 
» ticular las cantidades que han de subvenir las cuales componen 
» la de Trescientos pesos en cada uno de los dos expresados años. 
» En esta atenz.n y siendo tan util al bien espiritual de los mora- 
» dores del enunciado Pago la consecu. de lo expuesto pues de este 
» modo se evitara que algunos mueran sin el auxilio Parroquial 
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» dad aq.* lleguen los distantes socorros de la Matriz, se lograría 
»'el poder cumplir con el precepto del día festivo muchos de ellos 
sen qe p." los malos tiempos es dificil transportarse alli, y el 
» frecuentar varios actos q.* aunque no sean de precepto sino de 
$" » supereroga.” coadyuvan poderosam.!'* a instruir una vida Chris- 
Ht.» tiana, p* tanto: 

` > A. V. S. Illa suplican rendidam.'* se digne acceder a estos chris- 
„» tianos deseos, mandando des.* luego se formalize la erecc.” dha 
» ayuda de Parroquia, lo q.* sera aceptable á Dios por ser entan 
-» conocido beneficio delas almas delos Interesados, y todos viviran 
'»a V.S.I. perpetuam.t* reconocidos. Parroquia de San Isidro de 
» las Piedras, 23 de Agosto de 1783». 

> Proveído favorablemente el petitorio — 9 de Setiembre — 
` por el señor Obispo, los mismos peticionantes se presentaron ante 
el Gobernador Del Pino, acompañando la resolución de dicho 
- Prelado, y diciendo que como para llevar a efecto lo concedido 
«era indispensable... la Permis.”» la solicitaban. 

D La otorgó Del Pino en 20 de Diciembre de 1783. Estando el 
=. asunto despachado «por lo que corresponde al Eclesiastico», él, 
el Gobernador, atendiendo a la piadosa instancia, repitiendo como 
7. razones suyas las invocadas por los suplicantes, oído su asesor 
que le dió otras justas razones, dijo: «tengo por necesario diferir 
» desde luego a la suso dha solicitud y como Vice R.! Patrono y en 
» uso de las facultades que me competen, convengo en la ereccion 
» de la mencionada Vice Parrochia, dando, como doy, mis faculta- 
» des para quanto en el asumpto se ofrezca al referido señor Cura 
» de la ya citada Parrochia». 

La erección se efectuó el 12 de Febrero de 1784 por el señor 
Cura de San Isidro de las Piedras, Pbro. Domingo Casteli, ante 
el Notario Eclesiástico Manuel Díaz Valdes, sirviendo de testigos el 
Sr. Cura de la Matriz Don Juan José Ortiz y el Pbro. y su Vice 
Cura Cipriano Villota. 


Los negros esclavos podían «empeñarse» como bienes muebles. — 


«Declaro Yo Thomas Soriano como soy deudor de cien p.* moneda 
» corriente a d. Fran.“ Martin, cirujano en esta ciudad el que por 
» hacerme buena obra me los ha suplido para rescatar una negra 
» que tenia empeñada en cassa de Don Antonio el Portugues y 


= (como suele suceder) por no dar lugar la aceler.” de la enferme- 
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7 por' este me obligo en toda forma a pagarselos a dho S.” con 


“¿5-2 la mayor brevedad, anteponiendo a mis trabajos y aunque sea 


> con la benta de la dha negra y para el que doy este el que no 
-'» firmo por no saver y si solo hago la señal de la Cruz y firma a 
» mi ruego Gaspar de St: Coloma en Buens Ay* a prim” de 
» Nov.* de 1768. | 
» Son 100 p.* m? cor.te A ruego de Thomas Soriano» 
GASPAR DE S. COLOMA.» 
Este documento se consideraba de prenda. 


Modo de cumplir una diligencia. — 


El Comisionado Tomás Milán daba cuenta del cumplimiento 
de una comisión, — dispuesta por Del Pino —. Debía arrestar a 
Bartolo Rio. 
«A continuacion del Decreto de V. S. pase a la hapreencion de 
» Bartolo Picos' (por Rio) el q.* habiendo llegado don él estaba 
» monta en su caballo diciendole yo q.* se apease, y se diera preso 
» ál Rey, metio piernas a su caballo y disparo y lleban un soldado 
» de los de mi compaña unas bolas en la mano fue menester q. 
» para el haresto del dho le diera un bolaso en la cabesa el q.* 
» luego sedio, el mismo q.* a V. S. remito q.* disponga en Dro. 
» Thomas Jph. Mylan.» 

Este parte es de Diciembre de 1779. 


El título de habilidad médica del Dr. José Giró. — 


1787. En la instancia de «Juan Franc. Ribero como curador de 
Fran.“ Castilla», en que se planteó la cuestión de si el Bachiller 
José Giró tenía habilidad para ejercer la medicina, éste exhibió 
su «titulo de revalidacion, examen y aprobación», que dice así: 
«Nos los Doctores Don Pedro Guell, ex Catedratico Extraordinario 
» de Medicina, de la universidad de Valencia, numerario de la Real 
» Academia de ciencias naturales, y artes de la ciudad de Barcelona, 
» en la direccion de historia natural, Teniente de Protomedico, por 
» Su Magestad (que Dios Guarde) en el presente Principado de 
» Cataluña; Don Pablo Balmas, socio de la referida Real Acade- 
» mia de Ciencias naturales, y artes de la de Practica y medica en 
» la direccion de Botanica, y Don Benito Coll, socio de dicha 
» Academia, en la misma de Practica Medicina, Examinadores en 
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» el presente Principado, por los Ilustres señores, Presidente y 
» Protomedicos del tribunal del Real Protomedicato de estos Rei- 
» nos, Alcaldes, Examinadores y Jueces Mayores en ellos de los 
» Medicos, Cirujanos, Boticarios etc, y usando de las facultades anos 
» tribuhidas por su Señoría con Real Despacho, su fecha en Madrid, 
» a veinte, y tres de Agosto de mil setecientos setenta. = POR 
» QUANTO es mui justo, y conforme a la razon, que los que se han 
» fatigado, en los estudios de alguna facultad, sean condecorados 
» con la graduacion que les corresponda, y en consideracion que el 
» Bachiller José Giró, natural del Lugar de Garriga, corregimento y 
» Obispado de Gerona, nos ha echo presente, haver sido graduado 
» de Bachiller en Medicina en la universidad de Huesca, segun 
» es de ver en el privilegio a su favor, dado por el cancellario de 
» dicha universidad, y refrendado por Don Raimundo de Castillo, 
» secretario de dicha Unibersidad; y con el sello de la misma 
» sellado, de fecha diez y nueve de abril de mil setecientos setenta, 
» y siete, que por copia concordada queda en el Oficio de Nuestro 
» Tribunal, y haviendonos informado de la vida, y costumbres del 
» citado Bachiller José Giró; POR tanto debiendo tener Privilegio 
» de nuestra mano para excercer y usar de dicha facultad, haviendo 
» sido exsaminado sobre las questiones y reglas de aquellas en lo 
» especulatibo y practico, y en dichos exsamenes haver dado cabal 
> satisfaccion, y lexitimas respuestas y por consiguiente haver que- 
» dado avilitado NEMINE DISCREPANTE segun asi todo resulta 
» de las Diligencias que quedan en el Oficio de Nuestro Tribunal, 
» y siendo avil capas e idoneo para exercer la susodicha facultad; 
» por ende á tendido lo referido por la autoridad del oficio que 
» exercemos hacemos saver a todos, y cualesquiera personas de 
» qualquier estado, grado, y condicion que sean, y a quienes este 
» nuestro despacho fuere presentado, que el nombrado Bachiller 
» Jose Giró deve ser admitido conforme como abenemerito le admi- 
» timos para exercer y usar de dicha facultad en qualesquier ciudad, 
» Villa ó Lugar del presente Principado, y que por Real Orden de 
» diez y siete septiembre de: mil setecientos setenta, y siete a 
» consulta del Real Consejo de Hacienda, comunicada por el Exe- 
» lentisimo Señor Don Miguel de Mourquiz, se ha servido Su 
» Magestad en virtud de esta nuestra aprobacion declararle 
» exempto del servicio personal, consediendole el honorifico desti- 
» netivo de Gaudines; pues que aprobando la Santa Fee, Catolica, 
» Apostolica, Romana Juro á Dios y á su Santa Cruz en forma 
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+ dé.dro. de haverse bien y cumplidamente en el uso, y en exer- 
+ cicio de su facultad de estar siempre á la obediencia del Tribu- 
» nal del Real Protomedicato y de su lugar Teniente en este de 
» Cataluña de servir de valde á los Pobres, de defender la Con- 
» cepcion de la inmaculada virgen Maria, de ser leal vasallo á 
» Su Magestad, y de sus sucesores en la Real Corona, de no 
» consentir á conspiración alguna que sea contra Su Magestad 
» (que Dios Guarde) antes bien si noticia tubiere de tal, procurará 
» con todo celo ponerlo en noticia de los Ministros y Justicias 
» lo que mas presto pudiere. Y para que conste lo referido y no se 
» ponga impedimento alguno al nombrado Bachiller José Giró, 
» mandamos despachar el presente firmado de nuestra mano, 
» Rubricado por los señores Examinadores, y por el secretario de 
» Nuestro Tribunal referenciado, y con el comun de nuestro oficio 
» sellado. Dado en Barcelona, á diez y seis días del mes de Octubre 
» de mil setecientos setenta y ocho. Hay una Rubrica. Pedro Guell. 
» Hay una Rubrica». 


Incidencia de mensura. — 


Hela aquí: ¿el arroyo Carrasco desemboca en el Río de la 
Plata o en los esteros? Relata los hechos el Piloto Antonio de Alcalá. 
«Dn. Antonio de Alcala Piloto del Numero dela R.! Armada de la 
» Classe de Segundos, con destino en el Navio de S. M. nombrado 
» S.” Julian q.* se alla anclado en este Puerto. 

» Certifico q.* el veinte y tres del corriente, en cumplimiento de 
» Orden del S.* Gov.” de esta plaza, pasé ala chacarita nombrada 
» de s.” Fran. comisionado a el efecto de medir unas tierras 
» pendientes en litigio, entre este Combento y D. Luis Gimenez 
» afin de deslindar, y aclarar si este esta, o no introducido en las 
» tierras de aquel, y llegados ala Capilla y casa q* alli tienen los 
» R.R.PP.s salimos de ellas en busca del Arroyo nombrado de 
» Carrasco, me dijo el Juez q.* hiba comisionado (y lo hera d." 
» Ramon Gimeno Alcalde Ordinario de primer voto de esta Ciudad) 
» para precensiar dho. deslinde y esclarecimiento dela Justicia de 
» los Litigantes, lo siguieremos y caminasemos donde el se diri- 


_»giese, y obedecido nos llebó, y condujo hasta las Plaias del Rio 


» de la Plata por las que caminamos largo tiempo hasta q.* dijo 
» dho Juez alli estaba la boca del Arroyo de Carrasco, y recono- 
» sido por mi el parage, le replique que aquella no hera boca de 


. » arroyo sino u 
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derrame de un grande bañado q. abiamos. bisto, 
z e una Isleta de sauses que manifestaba. € 
partimiento ó dacion de tierras alos Pri- 


behia en aquel sitio nada q.* combiniese 
replica 


» y que segun la señal d 
» Padron, y otras, de Te 


bladores, nO Ñ . E 
A O Aron de aqui sin dar la debida solucion ami 
» con . ? 


i los muchos arenales, h.!* salir atierra 

Ped S eaa en que dho. Juez dijo de aqul Se 
Ea medicion; bolbile á exponer que tampoco allaba 
ne A terminado p.* la mensura arreglado al Padron 
29 ali punto pn respondio; vm. solo biene amedir tres mil 
» dela Ciudad, se M aste terreno, y Yo mando se empieze desde 
e a E determinaz.™® q.* reconosi irregular, por no 
or COR a vestigio alguno que confrontase con el Padron, 
> allar en Si e erza de mi obligacion depedir alos circuns- 
» NO a o gos como me mandaba dho. Juez, no obstante | 
e eN E representado q.* empezase alli la arare 3 

; do de mi proseder y facultad puse inmedia a 
i Ta mandato, midiendo desde aquel parage tres - | 
» en execusion su le de UN gran de bañado, y las conclui adist.? 
sabio pig s."Fran.s> como ochocientas ô mil baras, en 
due Si “oping reste ael mismo Juez y al sindico Procurador 
PES e hise dad d.” Pedro Barrenechea, q.* una bez que ya 
Ñ E aA las tres mil baras agusto de dho. Juez y sat 
aires -pedia q.* pasasemos todos juntos a reconoste!l i 
> P RE k del arroyo nombrado de Carrasco alo q.* assi € 
2 


i «¡endo 

Juez como sus acompañados no quisieron condesender, diciend s 
» Juez . e f : cia 
que ellos ya tenian concluida su diligencia, y, por mas instantes 
» 


s q+ les hizo el eitado sindico y Yo, no quiso atender» = hal 
» inmediatam.ts sepuso en marcha con sus acompaña aa a 
» ciudad pero reflexionando Yo q. el Expresado Procura DE -dase 
» instó delante del mismo Juez y sus acompañados me lina 
me an 1 he p° hir al dia sig.'* a reconoser la voca lej! 

Eg y eli: lo execute al dia sig.'" veinte y a 
» hizo llamar el Procurador gen.! aquatro de aquellos vecinos cado 
» diatos adh. chacara delos PP.* y aun abisó al mismo inter cs 
s d.n Luis Ximenez a+ dijo se quedaba adormir en uno de o 
» ranchos; pero alló que mui temprano se habia buelto al de El 
oa pal dho. Procurador gen. y vecinos al o 
> transita à Maldonado hasta q.* encontré con el arroyo q. Pe e 
» aquellos vecinos hera el nombrado de Carrasco, con lo q. 
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q -» costeandolo aguas abajo h.'* q.* pasado un cerro pequeño q.* 


» se alla en la costa de dho. arroyo, y encontré y reconosí ser la 
» bérdadera boca deel aquel sitio o parage, lo mismo q.* asegura- 
» ron tambien aquellos becinos, siendo uno de ellos el que llebó 
» el dho. Juez como Intelig.t* de aquellos campos q.* en el anterior 
» dia tubo por seguro ser la boca del arroyo el desague del bañado 
» en el rio dela Plata, pero echo este dia cargo de mis razones y 
» combencido con ebidencia palpable delo q.* veía, y demostraba 
» el Padron dela ciudad, se disculpo con no tener presente aquellas 
» y otras razones mas q.* expuso, y se afirmó en que la boca del 
> arroyo hera la q.* les mostraba en aquel parage y no la delaplaia 
» Que esta que reconosi este dia veinte y quatro, es la berdadera 
> y legitima voca de Carrasco, es indisputable y no la contradiciran 
» quantos inteligentes baian a su reconosimiento; La razon es 
» evidente, todo arroyo guarda la propiedad de tal desde su origen 
» hasta su boca, elprimero le da el nombre, y hasta que el curso 
» de sus aguas sepierde con su desague en otro se nomina spre. 
» con su nacimiento: El arroyo de carrasco pierde su nombre al 
» entrar en el Estero Ó Bañado grande que en dilatado espacio 
» comserba este nombre de Estero, ó Bañado hasta su derrame en 
» el Rio de la Plata, demostrando careser delnteligencia ô estar 
» preocupado de alguna ciega pasion quien en oposicion de estas 
» razones quiera q.* atrabesando las inmensas aguas de dho. Estero 
» ô Bañado camine su curso el arroyo de carrasco p? comserbar 
» SU nombre h.'2 el rio dela Plata, privilegio q. no an consedido 
» los inteligentes a ningun arroyo q.* entre en otro q.* despre- 
» Ciando el acopio de sus aguas corre señoreandose con ellas F á 
» comserbado spre. su legitimo nombre. Amas que el parage donde 
» reconosi este dia veinte y Quatro con dho. Procur.o" gen.! y veci- 
» NOS inmediatos que desde luego lo señalo en lo respectibo ami 
» comision por la legitima boca de dho. arroyo carrasco, tie 

» frente, afrente la misma Isleta de sauses q.* señala el Padron y 
» al tanto declaro, que la medicion q. me mandó hacer con su 
» mandato el Juez el dia veinte y tres no fué arreglada al Padron 
» y q* para que lo sea es necesario medir desde elpunto en ue 
> dejo declarado ser la legitima boca de carrasco y con las señale 
» que demuestra el Padron dela ciudad; y es quanto debo exponer 
» COMO lo hago a instancia del referido sindico Procur.or gen.! de 
» esta ciudad d.” Pedro Barrenechea, y p.? q.* assi conste, y obre 
» los efectos que haia lugar doy esta certificasion q* es iha en 
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» Montevideo á veinte y siete «de Diz."* de mil setecientos 


» setenta y uno = 
Antonio de Alcalá.» 


» 


? 
Desaparición de un vecino de Pando. — 


En Enero de 1796 desapareció el vecino de la Capilla de Pando, 


- Manuel Cabezas. En el expediente seguido con ese motivo, el Juez 


Comisionado de la Capilla de Pando, Baltasar de Aguirre, produjo, 
en 13 de Setiembre de 1798, como resultado de una inspección 
ocular, una exposición, algunos de cuyos fragmentos reproduzco, 
en los cuales pretende el nombrado Comisionado demostrar buena 


sagacidad de observación y condiciones de Sherlock Holmes. 


He aquí los párrafos de la exposición: 

«El dia siete del corriente Dn. Juan Tabares vecino del Arroyo del 
» Sause paso al Monte a compañado de Dn. Juan Palacios. y un 
» hijo suio. de edad de nueve para diez años, a cortar un poco de 
» fajina. en una Yslla del mismo Arroyo, del Sause: abajo de la 
» chacara de Dn. Felipe Pires —y mientras dho. Tabares y Palacios 
» estaban en su faena =el Muchacho encontro en aquella Yslla 
» =una calabera= de Hombre= sin q.* el Muchacho conociese lo 
» que era. Y asi que vido su padre Tabares conocio ser de Hombre: 
» de manera que quedo como asustado, pero dispusieron la calabera 
» lle." a su casa para pedir llimosnas para misas. y despues llevarla 
» ala capilla = pero en este dia tuve noticia de la dha. calabera por 
» el dho. Palacios “y mande q. me entregasen para reconocer e 
» Informar de algunas noticias como Juez del Partido. 

» El dia ocho por la mañana me entrego dho. Tabares la calabera 
» y bide que su muerte fue de dos Achacos (hachazos) uno en la 
» anuca y otro en la cien =y pase con hella a la Capilla de Pando= 
» y con el permiso del Padre de la dha. Capilla puse una mesa y 
» la calabera y encargue a Juan Conde que Pidiese limosna para 
» misas por el alma de aquella Calabera... 

» El dia nueve cite a los Becinos del Pueblo para que me acom- 
» pañasen a registrar haquella Islla donde fue hallada la calabera 
» y me acompañaron los siguientes sujetos = 

» D. Pedro Montero. D." Jose Ant? Menecor =D." Jose Marcos 
» Quintana =D." Jose Garrido = D." Ant? Balesi = D." Francisco 
» Caballero = y Jose Gomes = y asi mesmo el dho. Tabares, y 


» Palacios y el Muchacho. 


a ya 
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» Llegarido en el sitio en presencia de los acompañados pregonte 
» al Muchacho: si era aquella la calabera que en contro el dia 
» Viernes a que dijo que si: y hoyda su rrespuesta dije que pusiese 
» en el sitio donde allo y en la forma que estaba y asi lo yso = 
» Vista la postura de la calabera comencemos procurar el cuerpo: 
» lo primero que se hallo fue un pedaco (pedazo) de arrmador 
» (arreador) y D.” Pedro Montero afirmo ser del uso de Cabecas: 
» y despues en el Pueblo confirmaron muchos lo mesmo = lo 
» segundo que se encontro una costilla= lo tercero un gueso= 
» que tenemos del codo ala muñeca= el quarto un gueso= o caracu 
» del muslo= y de esta manera se hallaron los rrestantes asta siete 
» 0 ocho guesos: y no se pudo hallar mas por estar el arroyo con 
» bastante agua= de este sitio como cosa de dies o dose quadras 
» a la costa de Pando rrumbo a Este se encontro un fondo de 
» frasco: rretirado del arroyo como cosa de una quadra: y de 
» haqui pasemos a la chacara de D.” fellipe Pires= 
» llegando en la dha. chacara pregunte si era aquel pedazo de 
» frasco del que le emprestaron a Manuel Cabecas. a esto sacaron 
» un frasco compañero del q.* le emprestaron al dho. Cabecas y 
» conjeturado uno con otro parece ser lo mesmo= hecha esta 
» dilligencia pase a la Capilla contodo lo que se hallo del cadaber 
» a depositar en ella= 
» y despues pase a informarme sialguno sabia que ubiese perdido 
» algun Hombre. por aquellos pagos pero no tube noticia sino de 
» un tal Manuel Cabecas= en este pueblo” que falto el año pasado 
» de nobenta y siete por el mes de enero y que se allaron algunas 
» prendas enlosdias en que falto.— 
» Anoticiandome de las prendas y de los puntos donde fueron 
» hallados puse la atencion: y pase mirar el rrancho de Cabecas 
» y hallo que la puerta mas comun del uso de la casa mira al 
» norte y dha. puerta al entrar se abre a la mano derecha y asi 
» me puse a conjeturar unos con otros en la forma siguiente: 
» Como llebo dicho la Puerta mira al Norte. de aqui como cosa 
» de cinco a seis quadras derecho al Norte se hallo la chaqueta= 
» y mas adelante en el mismo rrumbo como cosa de un quarto de 
» legua se allo la media mas adelante derecho al mismo rrumbo 
»se allo el cadaber rre tirado poco mas de media legua. aun que 
> har.2 el frasco como cosa de una quadra sobre la derecha. pero 
» casas, chaqueta, media: y el cadaber= estan en linea rreta al 
» norte. y el caballo se en contro en estos medios= 
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ara mayor certidumbre de que el cadaber del difunto Cabecas 
i E cicatris que tenia el difunto en la frente. de una patada 
» aballo comfiesa ser el mesmo” 
» A claro esta aber executado el atros muerte en su Casa. al 
E de la puerta. se be claro que debia estar el pp is 
1 golpe de la anuca: y € segun 
» de la puerta. quando descargo € 
» en el Elle que le dio en la cien= y al rrigor de la Acha le quebro 
» todo el casco como esta patente= 
» y asi no puede menos de ser su 
» alebosa de su marido” l 
>N g. Alcalde —si esto se quiere mas claro acudir a Dios que 
» todo lo sabe. 
» El Juez del Partido 


» 


mujer compllice en la muerte 


Baltasar de Aguirre.» 


Consideraciones sobre las discordias entre mujeres. — 


He aquí el dictamen de uno de los asesores de nuestros Juz- 
ados; corresponde al «Dr. Mar.” Perez de Sarabia, elias? En 
caido en la Cap! Buenos Ayres». Lo emitió en el expedien 


«Querella de D. Manuela Mascareña contra D.? Martina Lozano». 


as ñ ujer de Cayetano Torres, 
Motivo del juicio: Manuela Mascarenas, m J 2123 de Abdil 


istió ij i la Iglesia Matriz, 

tió con su hija Francisca, a g ; ; 

de 1790 a las exequias de cabo de año «por la Difunta ada - 

Comandante Segundo de Marina». «Se arrodillo m _ a e : 
; i — de la denunciada D? 

» — dice la denunciante —, cerca ae 
» Lozano acomodandose en aquel paraje que pudo D a aaa 
tan reducida, y dia de tanto concurso». «Pues D. Mar! ina E 
sn mujer del Comandante de Milicias, Fernando M or 

ideracion en estas reflexiones, 
» Alcalde, no parando en la Consi racio: > 
» que parece dicta la propia prudencia, D a 

dos respectos que se deben a 
» pellando los Sagra o 
isi de un Pueblo cristiano, 
> Altisimo con grabe escandalo So 
i in temor a la Justicia Divina q 
» a la Cassa Santa de Dios y Sin l m 
i i desacato Insult a mi S 

> alli castigar exemplarmente su soare 
> S Hija D. Francisca, tratandola mal de Palabras, y dicien 


; i ivil 
(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera NEO o ESA 5 
de Primer Turno. Expedientes de 1797. «Criminal a NA AR 
i 1 Cabezas, vecino de la Capita ; 
dero o destino de D.” Man. a rana 
donde se ha desaparecido en el mes de Enero del año corriente 
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iG òla -a Presencia de toda la Publicidad, puerca cochina, pera 
¿*«perra), Mulata, pera (perra) Mula». 

Eas da : "Pasado el asunto a la asesoría del Dr. Pérez Sarabia, éste 
seipronunció en los términos que se van a leer. Se le habían reme- 
sado, por adelantado, siete pesos, como honorarios de su dictamen. 
No los quiso recibir; los devolvió, no por su importe pues ese 
monto era-emolumento general para esa clase de trabajo, sino, 
posiblemente, por la índole de la causa y por el tono de su dic- 
tamen, o por cortesía con las damas litigantes. Dice así: 


« S.o Alcalde Voto. 
» El Asesor, aquien V. se ha servido Remitir en Consulta la 
» Querella de D. Manuela Mascareñas, contra D.? Martina Lozano, 
» aseptando y jurando el Cargo, dice: Que al meditar en esta Causa 
» un Expediente que la Remueva, y reporte los humores delas 
> Personas que la actuan, se le ocurrió la producción del Gran 
ə» Luis 14 de la Francia, cuando embarasado de las desavenencias 
» entre las Madamas de Montespán, y Maintenon, decia, le costara 
» mas trabajo poner paz entre dos Mugeres, que en toda la Europa. 
e Sentencia berdaderamente respetable atendidos los delicados 
» humores del bello Secso, accesible por tanto a cualesquier ayre 
» de resentimiento y caprichoso en su inflamasion. Pero á pesar 
» de esto se han visto en el Theatro del Mundo, Mugeres pribile- 
» giadas de razon, que han Savido con prudencia ser exepcion de 
» estas flaquesas generales; y a no reselar se me imputase de una 
» lisonja Significante a la Madama Mascareñas para que conbi- 
» niese a mis ideas, yo la contaría entre las pribilegiadas de razon, 
» para prometerme su acquiensencia en esta Causa, y no empe- 
> narse a sus progresos, que no tendran otro suceso, que el de 
» confirmar su natural delicadesa. Pero sobre todo disipa mis con- 
» flictos de aquella sentencia de Luis 14, la prudencia de la J usticia, 
» para expedir el presente negosio. 
» Su materia es una injuria improvada, berval, oculta, y entre 
» dos Mugeres. Los Testigos que actuan sobre esto, unos se refie- 
» ren a otros, y fallan sus relatos: Tales son los que se refieren 
» al Sargento Mayor D. Fph Ignacio De la Quintana como D." 
» Francisca de Artigas, y D.? Maria Villagra: Otros se refieren ala 
> propia hija de D. Manuela, tal es, D. Juan Gusman: y ninguno 
> contesta tuviese oydo a D.2 Martina, tratase de Mulata a la D.a 
» Fran.sa sino el que mas de puerca cochina, como el citado Gusman. 
> Si un testigo añade la expresion de perra mula por D.? Martina 
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» a D.e Francisca, otro. indica la provocasion de esta:a aquella, 
» tratándola de jumento. Conque hagase el analicsis que se quiera 
» de todo el caso, y sus actuasiones, apurese toda la acrimonia, y 
» exprimanse las Leyes, aun que sean de Dracon, que no resultará 
» mas, que un altercado de palabras simples, arrojadas sin con- 
» sierto, entre los ardimientos De unos genios demasiadamente 
» melindrosos, y una accion solo para sofocarse en su naciente. 
» Las diferencias entre las Personas del bello secso, siempre ha 
» decidido la prudencia, mas que la Justicia, y el advitrio del Juez, 
» mas que el Derecho, meditando un expediente medio que corte 
» la altercasipn, y distraiga sus objetos. El Sabio Salomon en el 
» empeño delas dos Madres que reclamavan la Maternidad de un 
» Infante, se separó del orden de los Juicios, y distrajo de las 
» acciones, ocurriendo ala division del Tierno Infante, y logró 
» por este advitrio, tranquilisarlas: y en nuestras Historias, del 
» Rey D. Pedro conocido por el Cruel, se refiere que en Zaragosa, 
» en la ardiente disputa dedos Matronas por la preferencia en el 
» ingreso a un Templo, desidiendola por la de menos razon, terminó 
» la contienda, y fueron ambas reportadas. 

« La materia de injurias es mui escrupulosa. Si se da una 
» Ojeada a los Reynos estrangeros se verá, que en Florencia es 
» decretado, que en las injurias contra Magistrados, y Ministros, 
» siendo simples, aunque en Libelos y Pasquines, o solo bervales, 
» (cosas que, se dise, mas de desprecio que devengansa con la 
» sancion de una Ley) sepodrá dar parte al Presidente del buen 
» Govierno, en el estado Florentino, y en el Señés al Auditor 
» Fiscal, los cuales (persuadiendonos que si ellos fuesen los ofen- 
» didos sabran no haser caso) justificando el Autor le daran aquella 
» reprehension, o mortificasion que crean suficiente para corre- 
» girlo, y aserlo Solver en sí. Así nos comunican las noticias 
» Publicas de Florencia en elMercurio de Marzo de 1787, en el 
» capítulo de Florencia en el SS 63; y en nuestros Codigos, dise, 
» un celebre Sr. Ministro del dia, en nuestra Nacion, que sus Leyes 
» estan obscuras, y diminutas sobre injurias, sin que se hayan 
» mejorado ni con el Auto acordado de 1766, ni con Pracmatica 
» Sancion de 1774. 

« Las Leyes de Castilla, solo designan pena por la injuria 
» berval que sehase ala Muger casada, tratandola de... (aquí, una 
» palabra que yo, autor de este libro, no quiero transcribir) por la 
» Trascendencia de este dicterio, alhonor del Marido: y es argu- 
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mento deesta Ley que el propio dicterio ala Muger Soltera, no 
bo sda accion a querellarse, y por consiguiente, menos por otras 
“>-pálabras inferiores aesta, y producidas en el secreto de una a 
» otra, que no comprendiéndose por diversas Personas, no indusen 
> la difamasion necesaria a constituir la injuria. 
« Tambien en materia de injurias, ordena una Ley de Yndias, 
» no se formen Procesos, ni Autos de las injurias de palabras entre 
» los Yndios, siempre q. no trasciendan a Sangre, ni golpes ofen- 
> sibos. Yo encuentro en esta Ley, un bello argumento contra las 
» injurias delas Mugeres para que sobre ellas, no corran Autos, 
» ni Papeles. Reflexiono que la Rason de esta Ley, se tomó de la 
» devilidad, y facil imprecion de la naturaleza delos Yndios; y que 
» por esto mesmo, otra Ordenansa del Perú gradúa por tan poco 
» firmes las palabras de los Yndios querequiere la Contextacion 
» deSeis de ellos, para que formen la aceverasion deun Testigo. 
» Por Dro., la docilidad y Sencilles delas Mugeres las reduce a que 
» sea necesario el contexto de Siete de ellas, para que compongan 
» el consepto de un Testigo: y cata aquí, como siendo maior la 
» docilidad del bello Secso, que del genio delos Yndios, si por esto 
» entre los Yndios no deven formarse Autos, ni Procesos por sus 
» injurias bervales, menos deveran actuarse por las de las Mugeres. 
< Paradar fin a mis reflexiones, recuerdo que en el Año pasado 
» esta Real Audiencia Pretorial, que dá las reglas a la conducta 
>» de los Juzgados inferiores de su districto, en una Causa de inju- 
» rias que promovió con veemencia D.” Bartholome Lastra, contra 
» D. Ysidro Barvera, en virtud deuna Esquela privada que este 
» le dirigio, tratando á aquel de pícaro, y droguero, y en que yo 
» hise la defensa por Barvera, en consideracion a algunas delas 
» reflexiones expuestas, y otras del caso, este Savio Senado, cortó 
» la Causa imponiendo perpetuo Silencio en ella, sin condenar en 
> las Costas y solo con una mui ligera multa a Barvera, ordenán- 
» dole a Lastra le pagase unos pesos que dieron el movil a la 
> desason. La injuria por escrito, y entre dos hombres, tiene mui 
» agrabante consepto, respecto a la depalabras simples entre 
» Mugeres: y si aquellas en el caso referido tuvieron un expediente 
> tan lenitivo, mucho mas deveran tenerlo las de este. Con que de 
> todo concluio, que deve mandarse Sobreseer en la Causa, ponién- 
» dose perpetuo Silencio en ella, y Archivandose los Autos. 
« Pero lo que no puedo pasar en blanco, es el escandalo, y 
>» desacato que resulta haverse causado en el Templo de Dios entre 
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» D.e Martina, y D.* Manuela. Los Magistrados delos Paganos, son 


» demasiado selosos en prevenir los insultos contra sus Exselsos 
» o Ydolos; y los Catholicos deven serlo mucho mas, para con- 
» servar siempre incolumes las Casas del Señor, cuando en ellas 
» se adora al Verdadero Dios, y en las Mesquitas de los Paganos, 
» las fingidas Deidades: siendo por tanto de dictamen SEIS ope 
» hienda Severamente a D.* Martina, D.*? Manuela, y su hija D. 

» Francisca el insulto que perpetraron contra el Culto de Dios, y 
» se les multe en Dose pesos, seis a D.* Martina, y otros tantos a 
» D. Manuela, aplicados a la fabrica de esa S.'? Yglesia Matriz. 
» Así es en todo mi concepto, salvo el Superior. 


» Buenos Ayres Mayo 19 -de 1791. 
» Mariano Perez de Sarabia.» 
«P. D. 


» El Asesor devuelve los siete pesos que recivio de honorarios 
> en esta causa.» (1) 


Inventario de la farmacia de María Antonia Pérez y sus hijos, antes 
do Don Gabriel Piedra Cueba. — 


Aguas simples: Rosada, zumo de membrillos, zumo de granadas, 
aguas de todas cidras, aguardiente alcanforado. > o 
Dichas (aguas) compuestas: feriacal, de canela lacticinosa, brionia 
compuesta, carmelitana, fuerte, lanfranco, ras, de la palata, de 
canela espiritosa, de cidra, de corteza de naranja. : 
Espiritus: coclearia, vitriolo accido, dicho (vitriolo) dulce, nitro 
accido, dicho (nitro) dulce, sal accido, dicho (sal) dulce, licor 
anodino, hollín, sal amoníaco, cuerno de ciervo, dicho (cuerno) 
lucinado, de lucino, de violeta, vino rectificado, juncia, vinagre 
seilitico, dicho (vinagre) pestilencial, de bolo armenico, de sal 
amoníaco, sucin.d, de anis. 

«Xaraves»: Borrajas, violeta, altea, corteza de cidra, rodoscaro, 
granadas, peonia, zarza parrilla, culantro, rob sambuce, rosado 
solutivo, agenjos, balsamico, de moras, zarza parrilla purgante, 
«antirreumatico» oximiel salitico, miel rosada de llagas, de persico, 


de coral, miel de abejas. ZAE E 
Tinturas: Mirra, sucino, azafran, coral, antisterica, marte aperitiva, 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1790. «Querella de D.a Manuela Masca- 
reña contra D.a Martina Lozano.» 
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“qé goma laca espiritosa, anticolica, de «acibar», laudano líquido, 
` piedra ematitis, elixir vite majus, citri, salutis, propietatis, angli- 
"cana O gotas amargas, odontalgica, vino emetico, tintura elanica, 
de cantaridas. 

'“Balzamos y aceites empirenmaticos: de azufre terebent.“, catolico, 
penubiano negro, tolutano, sucino, azeite dematiolo, anodino, 
verde, arceo, aceite de terebent.*, balsamo de m., de copaiba, 
galbaneto, azeite de ladrillos, trebentina (trementina o terebin- 
tina) comun, terebentina de Venecia. 

Sales: Nitro estibiado, Tarte marc. soluble, arcano dupp.*”, de 
marte aperitivo, tartaro emetico, alumbre de España, sal de com- 
pas, cremontanto, sal citartica, sal gemma, nitro, admirable de 
Glamb."*, amoníaco, genciana, saturno, tartaro vitriolado, dicho 
(tartaro) soluble, sal policresta, sal tartaro, de centaura, de agenjos, 
de habas, de cardo santo, de retama, calcinada de Pignet. 

Sales volatiles: De cuerno de ciervo, de sucino, de «vivoras», flor 
de Benjui. 

Polvos: De víboras, cantaridas, ruibarbo, dicho (ruibarbo) tostado, 
estomaticos, «Sarza parrilla», «ipecaguana», hidropicos, azafran de 
marte aperitivo, antim° diaf.“e marc. azafran «adstringente» 
antim” usual, quina, aromaticos rosados, de gutela, diamargariton 
frios, piedra medicamentosa, dientes de Javali, madre de perlas, 
ajos de cangrejos, cuerno de ciervo, cristal mont."” pp., Coral rubio, 
sangre de drago, sangre de macho pp., bezoardico de ciervo, conmi- 
nativos, Mil pies, incienso, orozu, azibar, contra casum, tucia pp, 
lucino blando, piedra ematitis, absorventes, coloquintidas, arrebol, 
p. cataplasma cont. enjinas (anginas?) contra aborto, cardenillo, 
P. cabened.te laxat.v2, dexalpa, de mandibula de pez lucis ?, tierra 
sellada, de rosas, Dicigrido, Harinas resolutivas, de craneo, hum?" 
Emolientes, de cebadilla, Raiz de china, de tribus, restrictivos, de 
rubies, Margaritas p. p. 

Electriarios y confeccion: Confeccion de jacint.s, de alkernies, Dias 
cordio frascat”, electriario confortat”, teriaca magna, pulpas de 
tamarind.*, laudano apiado, trocicos de raiz sinopio, dichos idem 
con opio, extracto de Saturno, de «orosus», dicho catolico, t.c°s 
(trocicos) de mirra, de carabe, de tierra sellada. 

Pildoras: Balsamicas, detergentes, cinoglosas, «adstringentes», de 
estoraque, «antiafmaticas», Tartareas de Bonce, cabolicas, contra 
fluxión, de Ruibarbo. 

Escaroticos y mercuriales: Turbit mineral o precipitado amarillo, 


ido rubio soliman, antitectico de Poterio, 

ardenillo. «alumbre quemado, vitriolo blanco, colcotar, azogue, 
re 5, álcaparrosa, leche de azufre, arsénico blanco. 

nes, Alacranes, almendras, Hipericon de Esp.*, vio- 

] itinervino, de Lirios, de chacorros, ajenjos, rosados, 


Ta) Jómibrices, linaza. 
ssenciales»: Canela, clavos, sasafran, macias, cidra, pei 


A de huevos, Tomillo. 

s: Agripa, Marciaton, artanita, antinervino, cantaridas, 
postoles, cinabrio propuleon, Blanc. alcanforado, Basa- 
oraque, amarillo, calabaza, desopilativo, mercurio simps, 
\ Tilu, Zacharial, Egipciaco, Sauco, Naphe, Diapalina, De 
“«camuézas», alabastro, De la condesa, manteca de cacao, 
“pomada mercurial, mercurio compuesto, manteca de puerco, unto 
fuman , unguento de cebos, de altea. 

i; astos. De Ranas simp*, dicho de merc’, de palma, negro de 
: :(?), Estomaticon, Meliloto, Guillen Serven, Benedicto, matri- 
contra rotura, musilago, diabotano, Manus Dei, magnetico 
arsenic.!, Xavon, diasulfurio, Andres de la Cruz, galbano, oxicro- 
cio, esperma, estiptico, de Croli, de cicuta. 

Gomas y resinas: De Xalapa, opio, guta gamba, de palo santo, 
“benjui, acibar lucrotino, alcanfor, acibar epatico, galbano, alma- 
ziga, goma yedra, mirra, sangre de Dragon com.”, gomalaca, caraña, 
'sagapeno, “tacamaca, ladano, sucino blanco, goma amoniaco, asafe- 
‘tida, alguitiva, bedelio, anime copal, sarcocola, estoragne liquido, 
goma de limon, «araviga», incienso, Pez negra, Pez griega, esca- 
monea alepo, Isica, maná. 

Minerales trras y pinturas: Carmin fino, oropimente, trra Yapo- 
nica, verde, begica, azul de Prusia, añil, Magnesia alba o leche 
de trra., atencar, litargirio, creta blanca, tartaro crudo, minio u 
azareon, azufre, flor de azufre, albayalde, «ocle», antim? crudo, 
bolo armenico, polvos celestes, Sombra, bool, conchas de m.* perlas, 
A trra. foliada de tartar”, polvos de caoba, negro humo, almoagra. 
po Metales y piedras. Piedra Bezoar, limaduras de fierro, plomo 
po quemado. 
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$; Sandalo rubio, Satafrai un trozo, Sandalo citrino, sandalo 
O, Viseognercino, guayacin o palo santo un trozo. 
«Sómillas. Pimienta larga, alquequenjer, cabezas de adormideras, 
simiente de carcamo, agnos cortos, cebadilla, carcamono menor, 


lar 
8 


e simiente frias, linaza, Sargatona, artanuzes, mostaza, simiente de 


cicuta, simiente de cidra, de eneldo, alcavabea, alondar (?), grana 
guermes, adormideras b.“2*, cebada una quart.!!*, cominos rusticos, 
cominos comunes, simte de beleño, de azideras, 224 semillas de 
quinoa quinoa. 
Raizes: Bejuquillo, cedoaria, grama, calanga, angelica, calamo, aro- 
mática, raíz de China, genciana, lustorta, imperatoria, enula, cam- 
pana, agengibre, valeriana, tormentila, aristoloquia larga, dicha 
redonda, peonia, concuelda, ruibarbo, xalapia, polipodio, zarza 
parrilla, eleboro blanco, cinoglosa, rubia tintorum, altea, brionia, 
contra yerba, serpentaria virginiana, cebollas albarran.*, pelitres, 
lirios de Florencia, calaguala. 
Yervas: Cardosamo, salvia de España, Cavellos de angel, vulne- 
varias, escabiosa, chicorias, alhusemas, culantrillo, toronjil, enfra- 
sia, romero, celidonia, escordio, tusilago, hisopo, sabina, tomillo, 
cantueso, canchalagua, epitimo, malvas, betonica, pimpinela, came- 
dios, camepitios, uba ursi. 
Frutos: Nuez de cipres, mirabolanos, tamarindos, bayas de arrayán, 
agallas, coralina. 
Cortezas: De limón, cimarrubra, quina inferior. 
Ojas: Dictamo de Creta, Sem menudo, dicho entero, uba ursi, 
rosas, dichas rubias, Vinal, dictamo blanco. 
Flores: De sauco, de macias, amapolas, de violetas, de ailia, 
balamitrias. 
Varios simples: Azucar cande, dicho vermifugo, apariso blanco, 
jabón de España, cuerno de cierbo, cera virgen, esponja pp. esperma 
de ballena, carnemumia, uria (?) de la gran Best.*, hisopo húmedo, 
ranuras de C.e C.vo, zumo de limón, hilas, ranuras de marfil, 
simples p.* vino estipt.“o, Xivia, castoneos, cantaridas, clavos de 
comer, azafrán, aparico y esca, candelillas emolientes, dicha de 
vejeto, camilas de estaño, cera blanca, plata de galón, fel, víboras. 
Todas estas substancias importaron en la tasación ps. 3.813,3, (1 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1790. María Antonia Pérez casó en segundas nupcias 
con Josef de Sierra. La transcripción de este inventario no la he hecho 
con estricta sujeción a su texto y ortografía. 


CAPITULO XXIV 


LAS PENAS DE ENTONCES 


Penas corporales aflictivas. Penas de cadena y de 
presidio. Pena de azotes; forma en que se aplicaba 
en nuestra ciudad. «La Mariquita»; error de Isidoro 
de María; la pena de azotes «como pena de aperci- 
bimiento»; aplicación de pena de azotes en el fuero 
naval. Pena de mutilación; mutilación en vida; mutila- 
ción en vida pero seguida inmediatamente de ejecución 
de pena de muerte; mutilación después de cumplida la 
sentencia de muerte. Penas corporales restrictivas. Pena 
de prisión. Pena de arresto. Pena de relegación; en qué 
consistía y arbitrio con que aquí se aplicaba. Pena de 
confinamiento y de destierro; confusión que hicieron 
muchas veces nuestros Jueces entre relegación, con- 
finamiento y destierro. Penas de sujeción a la vigi- 
lancia de la autoridad y de prohibición de salir del 
domicilio, o de nuestra ciudad, o de intramuros. Pena 
de reprensión. Caución de conducta: el caso de «la 
china minuana» y de Pedro Juan Ximenez. Penas pri- 
vativas. Penas infamantes: la argolla y la exposición 
a la vergüenza pública. Penas pecuniarias. Confisca- 
ción, multas y pago de costas. Pena de silencio per- 
petuo. Pena de retractación en público. Conmutaciones 
de penas antes de dictada la sentencia. Una curlosa 
pena militar. También era curioso el cómputo con que 
se aplicaba la pena a «las centinelas» que dejaban huir 
a los presos. Pena de galeras, posteriormente llamada 
de «trabájos forzados en los navíos del Rey». Formas 
primitivas de esa pena y modificaciones que existían 
en nuestros tiempos coloniales. «Cuestión de tormento»; 
¿en qué consistía?; ¿la «cuestión de tormento» era una 
pena?; fué el origen de las actuales arbitrariedades 
policiales para arrancar confesiones a los detenidos. 


En la época española, años desde la fundación de nuestra 
«ciudad en adelante, era de uso aplicar las penas que detallo. 
' Penas corporales aflictivas: Se consideraban de esta clase la de 
privación de vida y las que producían sufrimientos físicos o impo- 
nían trabajos corporales; eran la de muerte, las de cadena y 
presidio, la de azotes y la de mutilación. 

Penas capitales se dictaron y se aplicaron en numerosos 
juicios; a algunas de ellas he dedicado el capítulo que sigue. 


Las penas de cadena y de presidio consistían en la pérdida 
de la libertad, temporaria o perpetuamente, debiendo realizarse 


dé las obras del Rey o de las clasificadas de interés para los 

vecindarios, dispuestas estas últimas por los Cabildos. Teniendo 
estas características de común, se diferenciaban las dos penas en 
, que en la de cadena los trabajos eran de más rigor y se ejecutaban 
‘en toda clase de obras públicas, llevando el condenado una cadena 
sujeta al pie, o pendiente de la cintura y a veces unida a la de 
otro condenado, mientras que en la de presidio los trabajos eran 

` más livianos, sin uso de cadena, y se cumplían, únicamente, en 
puntos u obras determinados. 

En Montevideo colonial se aplicaron ambas penas, raramente 
la de cadena, frecuentemente la de presidio, obligándose a los 
delincuentes a trabajar «en las obras de la fortificacion», en las 
«Reales Obras de la Ciudadela», «en las Obras Públicas de la 
ciudad», agregándose siempre «a racion y sin sueldo». ( Estas 
penas se dictaron algunas pocas veces estableciéndose que se tenían 
que cumplir «en las obras del presidio de Valdivia», o «en trabajos 
en Buenos Aires»; (2 en estos casos se aplicaba, en realidad, dos 
penas: la de presidio y la de relegación. 


La pena de azotes era una pena ignominiosa que consistía en 
pasear al delincuente por la ciudad, a pie o montado en un burro 
o caballo, y deteniéndole en las esquinas de calles se le golpeaban 
las espaldas desnudas con un instrumento de cuero. A veces se 
suprimía el procedimiento de hacerle recorrer la ciudad y se 
ejecutaba la sentencia en lugar público fijo, como al pie de la horca. 

El sistema de recorrer la ciudad y aplicar el castigo en sus 
esquinas se usó en Montevideo especialmente cuando la sentencia, 
por vía de recurso o de consulta, había sido pronunciada por la 
Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires. Ésta, en la materia, 
se ceñía a la vieja práctica. La sentencia contra Lorenzo Gómez, 
condenado a muerte por nuestros Jueces, fué revocada por la 
Audiencia que le impuso castigo de ocho años de presidio y «azotes 
por las calles públicas». La certificación del Escribano Palomino, 
sobre el cumplimiento de la sentencia audiencial, que se consigna 
en el respectivo expediente, dice: «El seis de Diciembre de mil 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Varios expedientes. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de los años 1769 - 1771. 


`> setecientos noventa y cinco se saco al reo por las calles publicas 
» de esta ciudad y en las esquinas se fue ejecutando el castigo 
de azotes por manos del Oficial Público Jose Dominguez y por 
> voz del mismo se publico y repitio en todas ellas el bando que 
: “ noticiaba su delito, acabada esta funcion se le llevo a la 


» Ciudadela...» 1) 

Hay, no obstante, algunos casos en que se dió el castigo por 
las calles de la ciudad en virtud de sentencia dictada por los Jueces 
del Cabildo; ello ocurrió después de creada la Real Audiencia 
Pretorial de Buenos Aires y cuando las causas criminales, por 
apelación o por consulta, debían subir a su conocimiento. Sabido 
el criterio de aquella autoridad judicial, que era, según lo 
he dicho, el indicado, respecto de la forma de aplicación de esa 
pena, muchos Jueces se adaptaron a estilo. Igualmente cuando 
«la asesoría» lo indicaba así. Al mulato Cayetano, por robo de 
vestiduras sagradas en la Iglesia de San Francisco, nuestro Juez 


“Luis Antonio Gutiérrez lo condenó a azotes por las calles, decisión 


confirmada por la mencionada Audiencia. La diligencia del Escri- 
bano de S. M. Francisco de Paula Dherbe de 14 de Diciembre 
de 1791 relaciona la aplicación del castigo en esa causa «...y hacién- 
» dole sacar de la Real Carcel por los Ministros del Juzgado y con 
» asistencia de mi el Escribano, y auxilio competente de la Tropa 
» que al efecto fue destinada ordeno que se le pusiese al citado Reo 
» encima de un Caballo con las seguridades correspondientes y 
» llebando delante al Pregonero Josep Dominguez fue conducido el 
» Reo Cayetano Acosta por la Plaza y Calles Publicas de esta 
» Ciudad, publicandose en las esquinas el Pregon del tenor 
» siguiente: —Esta es la Justicia que manda hacer el Rey Ntro 
» Señor, y en su Real Nombre los Señores, Presidente, Regente y 
» Oidores de la Real Audiencia Pretorial, en este Reo, por Ladron 
» de bestiduras sagradas... quien tal hizo que tal pague; y en 
» esta forma en cada esquina se le dieron cinco azotes por manos 
» del referido Ministro Executor hasta que concluido el número 
» de doscientos a que estaba sentenciado que se remato en la 
» Plaza publica siendo ya como las doze del dia se concluyo la 
» execucion de esta sentencia...» (2 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente de 1784. o 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1786. 
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AN Fuera de estos casos recordados, cuando nuestra justicia ordi- 


S y ñiá del p . 
nañ del fuero común dictaba el pronunciamiento de esta pena 
, 


A EFE: . 
se ejécutaba el castigo en la Plaza Pública, no en las esquinas. 


A. Juan González Belos o Beloso se le aplicaron, en Agosto de 1773 
doscientos azotes, por ladrón. Llegó a la Plaza Pública con F 
«correspondiente custodia» y en «la Mariquita» de ella el negro 
que hacía de verdugo cumplió el castigo. (1) Lo mismo ocurrió 
con Miguel de Pando, a quien se le dieron cincuenta azotes en «la 
Mariquita» de la Plaza. (2 Yo debo explicarle al lector qué signi- 
ficaba eso de «la Mariquita». «La Mariquita» era la horca o rollo 
levantada en la Plaza Mayor o Plaza Pública conocida también 
desde 1770, por «Plaza Matriz» ; era el nombre popular de la liares: 
que se introdujo hasta en el lenguaje judicial. Incurre en aitoi 
Isidoro de María, en su «Montevideo Antiguo», cuando en el capí- 
tulo «La Mariquita» afirma que se dió vulgarmente ese nombre 
a la horca en 1824, por la circunstancia de que una de las dos negras 
ajusticiadas en ese año por un delito atroz se llamaba Mariquita. (3) 
El lector sabe ya por mi narración que medio siglo antes de la 
época en que radica De María el origen de ese nombre, se men- 
ciona asi la horca en los expedientes judiciales y se registra en el 
modo de expresión de los Jueces. Aun en campaña, para las hor- 
cas que allí se establecieron, se usó ese nombre. El Juez Comisio- 
nado del «partido de Canelon», Claudio Márquez, avisó al Gober- 
nador en 26 de Julio de 1780 que «a fin de desusar tanta puñalada 
» rovos, desorden.: que continuam.tt se cometen, en este Pueblo 
» he puesto un poste o Mariquita en mit.1 de la Plaza para poreste 
> medio le sirva de algun temor...» 1% 
La pena de azotes, en los años de mi estudio, se decretó 
también, algunas veces, como pena de apercibimiento, para el 
caso de que el condenado no cumpliera, por desobediencia, otra 


(1) Archivo del Juzgado Letrado d€ Pri : 
. imera Instancia ivi 
de Primer Turno. Expedientes de 1773. SIA 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Pri i 
i rimera Instancia en 1 ivi 
de Primer Turno. Expedientes de 1774. Aa 


(3) Isidoro de María, Tomo II. Edici 
; ; . Edición de Impr iri 
Constantino Becchi y Cía. 1888. A OS 
4 , 
ie e ) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
imer Turno. Expedientes de 1780. «Causa criminal contra Estanislao 


Masiel, pardo, , 
Canelons por haber hecho armas contra el Cura Párroco de los 


ES : pena que se le había impuesto. Como, por ejemplo, cuando; $e 


dictaba pena de confinamiento o destierro. Se le prevenía :al 


l penado que si se presentaba en la ciudad sería castigado «con cien 
' azotes en la Plaza Mayor, junto a la horca». El apercibimiento se 
hacía también a mujeres. En causa contra «José Escobar y Felipe 


Rodríguez, ambos pardos» y otros, se les condenó a salir con sus 
mujeres para Buenos Aires por «toda su vida» con apercibimiento 
de prisión a los hombres si volvían a la ciudad, y a las mujeres 
«de sufrir cien azotes en paraje público». Sin perjuicio de cumplir 
después la pena que originariamente se les había impuesto. 0 

En la justicia ordinaria, del fuero naval, he encontrado tam- 


e bién dictada esa pena. Se le aplicó al grumete de la dotación de 
~ «la fragata de S. M. llamada «Santa Bárbara», José de Obar, 


acusado de haber escalado el almacén del «tratante» de nuestra 


ciudad, Antonio Fernández, y de haberle sustraído varios efectos. 


Se le condenó a cien azotes. El penado los tenía que recibir puesto 


de pie sobre un cañón de la mencionada nave. (2 


La pena de mutilación era una sanción bárbara que consistía 
en extirpar en el delincuente una o varias partes de su cuerpo, 
cortarle la lengua, extraerle los dientes, hacerle sección de la 
mano o del brazo. Podía aplicarse en vida del condenado, dejándolo 
imposibilitado físicamente, de un modo parcial, o inmediatamente 
antes o después de sufrir la pena de muerte, buscándose con ello 
que fuese ésta de más ejemplaridad. 

En nuestra época española, la pena había caído prácticamente 
en desuso en cuanto a su aplicación en vida, salvo los casos en que 
se seguía la pena de muerte. De éstos he encontrado dos sentencias. 
Una mutilación dispuesta en sentencia de muerte no cumplida, 
año 1745, asesinato de un patrón por su esclavo, «y con la misma 
»Acha que mato al dho su Amo le sean cortadas las dos manos 
> (Vibo) y clavadas en la Horca... y la dha Acha con que se le 
» deven cortar las manos al reo mandara arrojar a la mar.» (4) Hay 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1771. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente «Querella puesta por Antonio Fernandez 
Gallego contra Antonio Leal, pulpero». 1772. El proceso de la justicia 
naval se encuentra, en dicho expediente, en testimonio. 

(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente de 1745, mal incorporado al legajo de 1774. 
Autos obrados en causa criminal contra Juan Negro. 


A o f z ; 2 E Pa 
Ar Yosa de Gregorio López, infante de la de Antonio Facal 


rte; decía el fallo: «que antes 


rtas requisitorias» al «jefe del 
del Sacramento» y a las auto- 


Como penas corpo: 

rales restrictivas i 
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privaban o limitaban la liber sideraban las que 


La prisión istí 
consistía en la imposició 
E posicion de vivir 
nO penal; en Montevideo, se fij a 
uerte. Pena muy aplicada. Gene 
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@ Archivo del Juzgado Letrado de Prim 


de Primer Turno. Expedientes de 1758, e inetungia añ: TonGivil 


cir de éste «lo injurió de palabras con injurias denigrativas a 
: estimacion y de obras dandole dos bofetones en la cara». 
tablece la sentencia, entre otras resoluciones, «y que en cuanto 
las bofetadas que confiesa la misma Doña Eufrasia haberle 
ado es suficiente pena para castigo de su femenil atrevimiento 
] arresto que sufrió la referida Doña Eufrasia...» () 
- La relegación estaba constituída, por definición, por la tras- 
¡ción del criminal a puntos de ultramar, pero entre nosotros 
bién lo era cuando el penado debía salir a otras Gobernaciones 
spañolas o Virreynatos lejanos, sin necesidad de cruzar el mar. 
Se encuentran sentencias con las dos soluciones: «Que salga para 
“los puertos de nuestros reinos de España». He recordado más 
árriba una en que la pena debía cumplirse en «las Obras del 
presidio de Valdivia». (2 Esta pena, en el caso recordado, la con- 
mutó Cevallos por servicio en la «Ysla del Puerto de Maldonado». 
Hay un caso en que: un procesado, Juan Antonio de la Luz, 
- estando en curso su expediente, pide que el alejamiento, la rele- 
gación, sea su pena, solicitando autorización para trasladarse a 
las Malvinas en el navío «La Concepción», próximo a partir. 
El Juez consultó la petición con el Gobernador Viana y decretó 
- de conformidad. Ese reo era sospechado de «malevolo», «infec- 
tador de las campañas». (3) 
Había confinamiento cuando un reo o condenado era obligado 
a vivir en determinado punto de las Provincias del Río de la 
Plata, fuera de su residencia, bajo vigilancia; había destierro 
cuando al reo se le obligaba a salir, para nosotros diremos de 
nuestra ciudad, con privación de volver a ella. Frecuentemente 
se confundió por nuestros Jueces coloniales, la significación 
de estos tres términos, relegación, confinamiento, destierro, y 
bajo la mención de uno de ellos se pronunciaban sanciones con 
las características de otro. Se leen en la historia judicial de nues- 
tra ciudad varias resoluciones en que esas penas se impusieron, 
ya preventiva, ya definitivamente. (*) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Año 1770. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Causa militar contra Antonio Defendini. Año 1763. 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes 1761. 

(4) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Numerosos expedientes; varios años. 


< “¿De imposición de sujeción a la vigilancia de la autoridad, o 
~ «de obligación de no ausentarse, no debiendo el procesado o conde- 
_nado o un demandado, salir del límite que se le fijase, ya fuere 
sù domicilio, o de la zona de intramuros, o de la jurisdicción de 
la ciudad, se cuentan abundantes procesos civiles y criminales. 
Véase este asunto civil, y el modo de expresión del Juez: «y noti- 


fíquese al reo que no salga de esta ciudad ni en sus pies ni 
en agenos». (1) 


De reprensión, no he encontrado ninguna sentencia. Era una 
pena por la cual el procesado recibía, a puerta abierta, en el 
Juzgado, una amonestación de su Juez. 


La «caución de conducta» consistía en la obligación del acu- 
sado de presentar un fiador que se responsabilizase de que aquél 
no cometería el acto que se deseaba prevenir o de que cumpliría 
un hecho cuyo cumplimiento le incumbía. La caución personal de 
no hacer, no he podido registrarla en ninguna causa; la caución 
personal de hacer, sí, se encuentra en varias. Uno de estos juicios 
es de proceso de cumplimiento de esponsales o promesa de matri- 
monio. Aunque las sanciones por el incumplimiento de esa promesa 
se habían considerado antiguamente como de materia criminal, 
en la época colonial de Montevideo, ya muy modificado, en sen- 
tido restrictivo, el carácter de ese compromiso, se le había también 
cambiado el carácter jurídico, correspondiendo el conocimiento 
de los juicios sobre validez y cumplimiento de esponsales y su 
recisión a la justicia eclesiástica, y la determinación de los daños 
y perjuicios originados por violación o incumplimiento de la pro- 
mesa, al Juez secular. En el caso a que me refiero, los montevi- 
deanos estaban todavía a la antigua: el hecho se planteó como de 
justicia criminal. 

Helo aquí: «la china minuana», Juana Arnero, había accedido 
a hacer vida matrimonial con Pedro Juan Ximenez en virtud de 
promesa de matrimonio que éste le dió. Pero el hombre no cumplía. 
El Alcalde de la Santa Hermandad, Antonio de la Torre, denunció 
el hecho desde Pando, en Marzo 13 de 1773, al Alcalde de Segundo 
Voto, Miguel Ygnacio de la Quadra, remitiendo preso a Ximenez. 
Parece que éste, además de no cumplir, maltrataba «de palabra y 
obra» a la china y a sus hijos. El Alcalde sentenció que el acusado 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Matías Quiroga contra Benito Rodríguez. Año 1760. 


! fuera «desterrad 

< bajo serios ap A 
E ida su condena 
- antes de cumplida s E 

“ofreció una caución personal «de carcel segura» para que se 
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o» a Buenos Aires por el término de cuatro años, 
ercibimientos para el caso de volver a Montevideo 
. Fué, entonces, cuando el hombre 
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siguiente. 0) 


Penas privativas, O sea inhabilitación, suspensión - Ela 
ici i i . Tampoc 
úbli ió ficio, no las he visto aplicadas c 
público, profesión u O 4 a a e 
j icción civi ensión del derecho p 
la de interdiccion civil o sea susp | A 
j ; j ital sobre los bienes del matr 
otestad, de la autoridad marl e n 
a del derecho de disponer de sus bienes por acto entre vivos 


Ponas infamantes. La de argolla, que consistía en la pa 
ción del condenado ante el pueblo, sujeto con una a 7 a : 
cuello, con el objeto de ser expuesto a i A es AS E E 

] rla como aplicada en nuestra Cl ; c 
e A iia pública llevada a efecto por otro E 
El ladrón incorregible Juan González Beloso, a quien ce se E 
ha visto azotado por robo, y que de A ds de de 

Á rcera vez por el mismo delito en , 
a eS Se cumplió la pena «saliendo n Es 
» una cabalgadura por las Calles Públicas, tirada por e P E 
» Jose Dominguez que iba publicando la dicha a y delito». 
Así lo dice la diligencia de 22 de Diciembre de 1788. 


Penas pecuniarias. Las constituía la privación total das 
del patrimonio del castigado y eran, la O 
parcial de bienes, el secuestro y la multa, De confi 3 
dictaron algunas penas; de multa, muchisimas. 


(1 Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Çivil 

l imer Turno. Expedientes de 1773. l l de 

j el Archivo del Juzgado Letrado de Primera ER a o 
i i 73. Como a este reo se le sl 

de Primer Turno. Expedientes de 1773. : PES 

i de las dos primeras se unieron, 
usas, 1773, 1780, 1783, los expedientes | : a 
re efectos de antecedentes, al de la última y como figuraba en prime 


término el proceso de 1773, se incorporó todo el legajo al archivo de ese año. 
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Dag ‘de costas, de gastos ocasionados por el juicio, de asisten- 
iaimédica y de medicamentos y de daños y perjuicios, se anotan 
omo -penas accesorias, unas y otras, en casi todos los juicios 


criminales. 


Aunque no he visto mencionada por los autores de la época 
la pena de «silencio perpetuo», está decretada en varios de nuestros 
expedientes del tiempo español. Era pena propia de los casos de 
injurias y calumnias. Esta pena se imponía con dos alcances: que 
las partes no pudiesen hablar más del asunto, o que no pudiesen 
recurrir nuevamente a los Jueces por motivos conexos con el que 
había originado el pleito. Algunas de estas sentencias encierran 
aspectos singulares. En la de Sintamante contra Doña Eufrasia de 
la Paz, juicio que he recordado más arriba, se dijo: «Les impone 
> a ambas partes perpetuo silencio para no pedir ninguno nada 
» contra el otro».( En el juicio del soldado José de Vivar o de 
Vitar contra el Alcalde de Segundo Voto, Francisco Javier Xime- 
nez, iniciado ante el Alcalde de Primer Voto, un Alcalde, Juez, el 
otro, reo, por la razón de que éste, contrariado por la insistencia 
del soldado en casarse con una muchacha huérfana que Ximenez 
amparaba en su casa, había dicho, como justificativo de su oposi- 
ción, que de Vivar era un borracho, el soldado quiso justificar 
que no lo era y solicitó que se condenase a su detractor. Y el 
soldado salió bien. Y la particularidad de la sentencia es que 
establece no sólo sanciones con respecto a los litigantes «que 
>se guarde por las partes perpetuo silencio con pena de dos- 
ə cientos pesos de plata sellada aplicados a la Real Camara de 
» S. M.», sino también, contra terceros, «que ninguno pena de 
» quinientos pesos aplicados en la misma forma pueda tratar de 
»borracho al dicho Vivar por escrito ni de palabra». © La sen- 
tencia, pues, recaía sobre los litigantes y sobre el resto de los 
pobladores que no habían sido partes, casi podría decirse sobre 
el resto de la humanidad; nadie podía tratar de borracho a de Vivar. 


En estos casos de injurias y calumnias, se registra también 
el procedimiento de retractación en público, que ponía fin al juicio. 


(1) Expediente citado. 


a Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1750. 
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Tremendos agravios hizo un día Vicente Montó, «presidiario volun- 
tario» de las Reales Obras, a Don Miguel de Zamora, Oficial 
Mayor de los Tribunales de la ciudad, tratándolo de «perro mulato 
cordoves», al Alguacil Mayor atribuyéndole oficio de proporcio- 
nar a terceros ocasión de actos deshonestos, y a determinada 
familia y a una mujer imputándoles costumbres inmorales. El 
enjuiciado cantó la palinodia a cierta altura de la causa. Tuvo 
entonces que salir de su cárcel, acompañado por las autoridades, y 
constituyéndose todos en el lugar donde públicamente había hecho 
las ofensas, y al cual había también concurrido el vecindario pre- 
viamente noticiado del hecho, se desdijo de todo, pidió sus discul- 
pas, y explicó que lo ocurrido sucedió porque él se encontraba i 
aquel momento «calenton con la bebida y ciego de una pasion». 


Hay algunos casos de decisiones penales muy particulares. 
Quiero citar uno en que existe una especie de conmutación de 
pena antes de pronunciarse el fallo. Juan de Torres, autor de 
una muerte, se veía venir una sentencia con sanción muy grave 
contra él. Era segura. El propone su pena; dice que quiere ser 
soldado por toda su vida, ofrece la oblación de su persona para 
servir perpetuamente al Rey. Y se dispone «que se le deje por 
» libre en la Ciudadela, donde está preso hace dos años, para que 
» aprenda el ejercicio de soldado». (2) 


Pasando por alto algunas penas militares menores, como 
«pasarlo ultimo a su Compañía», «suspenderlo en su escuadra», 
«planton», «grillos», «barra», «recargos», etc., dictadas general- 
mente contra soldados y clases, como sanciones disciplinarias, y 
a veces, en casos de` poca culpabilidad, en delitos, y como para 
los delitos, en general, ya se han recordado las penas que se apli- 
caban, que alcanzaban a delitos militares y a delitos civiles, «contra 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1775. Autos criminales contra Vicente 
Montó. Se le dice a éste, «presidiario voluntario» de las Reales Obras, 
porque en éstas trabajaban en gran mayoría «presidiarios», forzados a ello, 
bajo régimen de cárcel; los que se incorporaban voluntariamente para 
hacer servicios y trabajos forzados eran llamados «presidiarios voluntarios». 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1771. 
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| militares y paisanos», según locución de uso, voy a mencionar una 
curiósa pena militar. 

Primeramente, dos palabras relatando el hecho. En la noche del 
30 de Noviembre al 1? de Diciembre de 1758, huyeron de la Ciu- 
dadela cinco presos. Centinela de la Ciudadela, Felipe De Bono. 
Dió la alarma el centinela del Baluarte Santa Isabel, que los vió 
cuando huían. En esta causa seguida contra De Bono, se consigna 
que éste en esa noche había cometido varias omisiones que el 
Gobernador Viana adujo como fundamento de su voto en el Con- 
sejo de Guerra: «había quitado las centinelas que estaban para 
» custodia, no había puesto la luz dentro de la crujía de la Ciu- 
» dadela para mayor seguridad de las centinelas y en particular 
» para que el cabo que esta frente a la crujia en el cuarto de Los 
» Leones pudiese ver por su esterada los movimientos de los presos». 
En el proceso, en que actuaba como Juez pesquisador un oficial 
tan destacado como Carlos Morfi, o Morphi, el soldado Juan Bon- 
fili había declarado «que fué sorprendido por los presos». 

Bien; la rigidez de Viana y la indignación que le producía 
todo acto de incumplimiento del deber militar y de debilidad o 
flaqueza de bravura en el soldado, le hizo votar en el Consejo 
de Guerra, para Bono, la pena de muerte y para Bonfili la pena 
«de echarlo a punta pies, con cajas destempladas». 

En este caso, cajas y tambores eran sinónimos. Para aplicar 
esta pena se hacía formar la tropa, en rueda, generalmente en 
dos filas, así lo decía en este caso el voto del Gobernador; a un 
toque de clarín, la banda destemplaba sus tambores, moviendo al 
efecto los anillos que mantienen tirante el cordón en zig-zag que 
circunda las cajas exteriormente, dando tensión a las membranas 
superior e inferior del tambor. El instrumento pierde, entonces, 
su sonoridad. Y al son del barullo producido por los palillos al 
golpear las membranas flojas, iban saliendo de su fila los solda- 
dos y, adelantándose hacia el centro del círculo, en el cual se 
encontraba el castigado, lo echaban a punta pies para afuera 
de la rueda. El Gobernador Viana votó en esos términos 
por ser Bonfili «indigno de servir a S. M.». Los otros votos no 
acompañaron al del Presidente del Consejo de Guerra, ni en la 
sanción de la pena de muerte para Bono, ni en la de echarlo a 
punta pies con cajas destempladas para Bonfili. (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1758. 
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Queda informado el lector de esta curiosa pena militar de 
antaño y hallará, así, la explicación de la expresión castellana 
«sacarlo con cajas destempladas», «echarlo con cajas destempladas», 
incorporada al modo de hablar familiar, y que el lector habrá oído 


y dicho muchas veces. 


Y si esto era curioso, también era original la pena que se 
dictaba contra «las» centinelas de lugares de prisión y contra los 
guardianes de presos cuando estos se fugaban. El centinela o 
guardián culpable tenía que cumplir, él, la pena de que se había 
librado el huído. En la causa a que se refiere el parágrafo prece- 
dente, «la centinela» fué condenado a trabajar en «destierro» en 
las Reales Obras de la ciudad, «a ración y sin sueldo», «todo el 
» tiempo que debían cumplir los cinco presidiarios que ejecutaron 
»la fuga», «cuyo tiempo adicionado el respectivo de cada uno de 
>» los fugitivos llega al tiempo y termino de diez y siete años de 
» destierro segun certificación de Rudecindo Saenz (Sub-Teniente 
» de Infantería, Ayudante de la Plaza), que se acompaña a 
» los autos». (1) 

Sentencias como ésta, en las cuales se determina que el cen- 
tinela cumpla personalmente la pena de un evadido, las hay varias. 


Cesáreo Fernández Duro en su «Disquisiciones Náuticas. La 
mar descrita por los mareados» reproduce la obra del «Ylustre y 
Reverendísimo Señor Don Antonio de Guevara, Obispo de Mon- 
doñedo» etc., denominada «Arte del marear y de los inventores 
della con muchos avisos para los que navegan en ella». La intro- 
ducción de la obra, publicada por primera vez en Valladolid en 
1539, comienza así: «La vida de la galera dela Dios a quien la 
» quiera. Las palabras tomadas para el fundamento presente son 
» palabras de un antiguo refran, el cual entre la gente comun muy 
» usado, y de los que escapan de la galera muy lamentado. A lo 
» que en romance llamamos refranes, llaman en latín proverbios, 
» en griego sentencias, y a lo que en griego llaman sentencias, 
» nombran en Caldeo experiencias. De manera que los refranes 
» no son otra cosa sino unas sentencias de filósofos, y unos avisos 
» de hombres experimentados.» (2 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente citado. 

(2) Cesáreo Fernández Duro. Disquisiciones Náuticas. La mar descrita 
por los mareados. Madrid, 1877. Imprenta, Esteriotipia y Galvanoplastia 
de Ariban y Cía. 
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¡La experiencia, pues, decía, a mediados del siglo XVI, que la 
«vida de la galera se la diera Dios a quien la quisiera. El Obispo 
“de Mondoñedo que tuvo que marchar en una de ellas en las 
estuadras que llevó el César español en sus empresas sobre Argel 
e Italia, execró en su citada obra la vida en esas embarcaciones, 
y si tal fué su opinión después de haber viajado con la relativa 
comodidad y regalo que se le tributaron en el buque, merecidos 
por su investidura y por su alto valimiento personal, puede ima- 
ginarse el lector cómo sería la vida en aquéllas cuando el embarcado 
era un «forzado», es decir, un sujeto condenado a los trabajos de 
ellas y, especialmente, a la abrumadora tarea de bogar cuando 
eran impulsadas, según casos y circunstancias, por el remo. 

Había dicho Góngora sobre este punto: 

«Amarrado al duro banco 

» De una galera turquesa 

» Ambas manos en el remo 

» Y ambos ojos en la tierra 

» Un forzado de Dragut, 

» En la playa de Marbella 

» Se quejaba al ronco son 

» del remo y de la cadena». () 

Pero éste, el de remar, era uno de los aspectos de esta clase 
de pena. Siempre hubo otros igualmente dolorosos, que subsis- 
tieron cuando la pesada jornada del remo pudo aminorarse. La 
cadena, en los tiempos más antiguos, el encierro a bordo, la ración, 
la falta de sueldo, y, a veces, para que no fuera posible la protesta, 
el mantenimiento de un balín en la boca que impedía que se 
hablase y aún que se respirase con facilidad. Todo ello inspiró 
a la imaginación de un autor, la aseveración de que los tormentos 
de la galera y los del infierno sólo se distinguían en que los de 
éste eran eternos y los de aquéllas, temporarios. 

Generalmente las condenas a galera fueron por diez años 
y fué corriente que esos diez años no pasasen sino con la vida 
del condenado. 

Bien sabe el lector que en los tiempos de la fundación de 
nuestro Montevideo ya existían en el mundo escasas galeras. El 
suplicio de ellas, como condena, había sido sustituido en estos países 
por la pena de «trabajos forzados en los navíos del Rey», en «los 


(1) Cesáreo Fernández Duro. Obra citada. 
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bajeles del Rey». Pero esta pena conservó por bastante tiempo el 
nombre de la anterior. Se le llamaba «condena a galeras», «destierro 


- a galeras». En un Consejo de Guerra celebrado en la rada de Mon- 


tevideo, en 1772, uno de sus componentes, el oficial Diego Ferrer, 
votó para que el procesado fuera «azotado sobre un cañón y deste- 


rrado a galeras por cinco años». Aún en la literatura de los 


documentos reales, se hace referencia a pena de galeras al fina- 
lizar el siglo XVIII. Entre otros, cito la Real Cédula de 10 de 
Agosto de 1788, sobre competencia y penas en los .casos de poli- 
gamia, en la cual se dice: ...«y la Justicia Real las otras mas 
» graves como vergüenza Publica, Azotes, Presidio, Galeras». (2) 

La pena de condena «en los navíos del Rey», «en los bajeles 
del Rey», se aplicó hasta principios del siglo XIX. 

Por Real Orden de 4 de Marzo de 1802, comunicada al Virrey 
Del Pino y por éste a la Audiencia de Buenos Aires, se prohibió 
destinar los reos al servicio de los bajeles del Rey. Razones? 
En concepto del Soberano eso era perjudicial, en tiempos de paz, 
porque si los buques en los cuales los condenados cumplían las 
sentencias se desarmaban, los penados eran depositados en los 
Arsenales de Marina «donde solosirven de embarazo y costo infruc- 
tuoso»; en consecuencia se determinó por el Rey «que los Tribu- 
> nales y toda otra jurisdiccion del Reyno cesen de dar tal destino 
» a los reos hasta que para ello proceda otra providencia». (3) 


En el expediente «criminal contra Francisco Rodavallo por 
una muerte», año 1781,(% el Regidor Fiel Ejecutor, Francisco de 
Ocio, actuando interinamente como Alcalde de Segundo Voto, 
con el asesoramiento del Dr. José Vicente Carrancio, condenó al 
nombrado encausado a «question de tormento». 

¿Qué era la cuestión de tormento?*Cuando, en causas graves, 
había vehementes indicios de que un inculpado fuera el autor 
de un delito, cuando se disponía contra él de un conjunto de 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1772. 

(2) Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires, Advertencia 
de Ricardo Levene, Director Honorario del Archivo. Volumen 1, N? 85. 

(3) Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires, Advertencia 
de Ricardo Levene, Director Honorario del Archivo. Volumen III, N? 43. 

(4) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 
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“pruebas poderosas pero no satisfactoriamente concluyentes, en 
forma de que su confesión afirmativa podía constituir el elemento 
probatorio. decisivo, se le condenaba a «cuestion de tormento». 
La palabra cuestión está tomada aquí en su acepción de pregunta, 
interrogatorio. Consistía en interrogar al reo mientras se le some- 
tía a una dolorosa, a veces sangrienta tortura. Nuestros Jueces 
solían decir, con referencia al tormento, «cuia quantidad y qua- 
» lidad en mi me reservo», (1) «reservandome a mi su Jenero y 
» duración», (2? La «calidad» y «genero» del tormento era casi 
siempre la misma; se producían heridas en la piel del reo azotán- 
dolo a ese efecto, o se suspendía al inculpado con una cuerda car- 
gándole los hombros o los pies con grandes pesos. La «duración», 
la «cantidad» era lo que principalmente quedaba librado al arbitrio 
judicial. 

Este instituto legal tenía en medio de su barbarie el aspecto 
de nobleza de que el que negaba en esas circunstancias «quedaba 
quito», es decir, se le declaraba absuelto, bien es cierto que la 
absolución era «sin perjuicio de los indicios y demas probanzas 
» contra el recurridas o que se juntasen despues». 

¿La «cuestion de tormento» era una pena? Si por pena debe- 
mos entender la sanción contra toda acción u omisión castigada 
por la ley, evidentemente no lo era. Sin embargo, en aquella época 
entendían que sí; la llamaban pena, la aplicaban por sentencia y 
daban para ésta todos los remedios que se concedían contra los 
pronunciamientos judiciales. 

Y en este viejo instituto legal de probanza está el origen de 
los actuales procedimientos arbitrarios de que echan mano algunas 
policías para obtener las confesiones de los sospechados, tempera- 
mento que, arrancada la confesión, tiene como epílogo casi obligado 
la retractación del confeso cuando se encuentra bajo el amparo 
del Juez. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1782. Causa contra Antonio Cid y otros. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1782. Causa contra Manuel Ximenez y Manuel Labrador. 
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CAPITULO XXV 


SENTENCIAS DE PENA DE MUERTE 


Primera sentencia de muerte dictada y 
cumplida en la ciudad; fuero militar, Se- 
gunda y tercera sentencias de muerte pro- 
nunciadas en la ciudad; fuero militar. Los 
esclavos; primera sentencia de muerte dada 
en el fuero común, aplicada a un esclavo. 
Segunda sentencia de muerte en el fuero 
común, en que también se condenó a un 
esclavo. Primera sentencia de muerte, en el 
fuero común, dictada en la ciudad contra 
individuo de raza blanca. Diversas maneras 
de aplicarse las penas de muerte. Sentencia 
seguida de un «desquartizamiento» caracte- 
rizado por su ferocidad. Suceso que prolongó 
durante unos días la vida de un condenado 
a muerte. 


Si este libro tuviera que darse a la publicidad al modo de 
algunos de los antiguos, manuscritos o impresos, con sus páginas 
exornadas con dibujos o viñetas, el margen de esta página debería 
de llevar grabado un lazo de crespón negro. Voy a recordar la 
primera sentencia de muerte dictada y cumplida por la justicia 
ordinaria de la ciudad, ya organizada en sus jerarquías judi- 
ciales. (1 La pronunció la justicia militar. Se trataba de un delito 
militar, la deserción, castigado, en determinadas circunstancias, 
con pena de muerte. 

Juan Furriol, catalán, oriundo de Figueras, Obispado de 
Gerona, «soldado de la tercera vacante de las Compañías de Infan- 
» tería de Guarnición en esta plaza». Este era el reo. La causa se 
le siguió «por el Crimen de desertor de esta plaza». Así dice el 
expediente. 

Resulta que el 22 de Noviembre de 1756, el Sargento Navarro, 
de la compañía de José Gómez, «una de las de dotación de esta 


(1D En el año 1745 se dictó una sentencia de muerte contra un 
esclavo que mató a su amo, pero no hay constancia de que haya sido 
cumplida, Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. El expediente está mal enlegajado pues figura entre 
los de 1774. Autos contra Juan Negro. 
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“plaza», destacado en la costa del Río San José, encontró a caballo 
al.soldado Furriol. Iba éste, según le expresó a su aprehensor, en 
busca de la carreta del Capitán Gutiérrez. El vehículo no se encon- 
traba por allí. Informó Navarro a sus superiores que él instó a 
Furriol a que dijese la verdad de su situación y que éste le mani- 
festó que «era soldado de esta plaza», que se había desertado 
hacía seis días, que iba a la Colonia del Sacramento, ocupada enton- 
ces por Portugal. Navarro, estando siempre a su propia versión, 
«lo trujo a su rancho», lo interrogó «sobre el motivo de su deser- 
ción», a lo que contestó que era «por no le dar lo que se le debía». 
Navarro lo condujo entonces a la Plaza, entregándolo preso en la 
Ciudadela. 

Furriol negó siempre que hubiese dicho esas cosas y que su 
intención fuese desertar; explicaba lo ocurrido expresando que 
habiendo tomado aguardiente con exceso con su compañero el 
soldado Gabriel Martínez se fueron a pasear al campo, apartados 
del lugar donde se encontraban, es decir, de donde habían salido, 
y que «habiéndose quedado dormido sobrevino la noche». No 
sabiendo al día siguiente para donde se había ido su compañía, 
encontrándose solo, y habiéndole un indio franqueado un caballo, 
se fué hacia un rancho frente al monte que, según le dijeron, era 
el del Río San José. En esa situación lo habría encontrado el 
sargento Navarro; se había perdido. 

Quedan consignadas las versiones del aprehensor y del apre- 
hendido, completamente contradictorias. Ambas aparecen, substan- 
cialmente, en el proceso, en los términos indicados. El soldado 
Gabriel Martínez, citado por Furriol, no fué interrogado. Otros 
soldados declaran que conocen a Furriol «por desertor», pero yo 
extraigo de sus declaraciones la opinión de que lo conocían por 
tal no por que les constase, personalmente, hechos particulares 
que lo constituyesen en desertor, sino porque esa era la imputación 
que se le hacía. 

Ante estas resultancias, Furriol continuó negando el cargo 
que se le «acumulaba» y las manifestaciones que se le atribuían. 
Los negó en su confesión, en su ratificación, en sus careos. 

Los que aceptamos la legitimidad de la pena de muerte, pena 
de suprema expiación, hemos considerado siempre que, ante su 
tremenda característica de irreparabilidad, solamente puede apli- 
carse al amparo de una prueba fehacientísima que no deje ni el 
asomo de una duda de que el imputado es, realmente, autor del 


lectura del proceso a que me refiero colma el alma de ansiedad 
de amargura al ver que se camina hacia la imposición de la pena 
xtrema en condiciones de prueba tan precaria como las que se 
observan en esta causa. Y así fué. 
© Se pronunció el Juez instructor y Fiscal: «.. .hallandole sufi- 
- + cientemente convencido concluy. por el Rey a que sufra la pena 
`» de ser pasado por las armas hasta que muerte se siga...». Pero 
este reo no estaba confeso, ni convicto, o convencido como decían 
entonces, pues reo convencido es el que no puede levantar los 
cargos que se le formulan y, en este caso, con la prueba rendida, 
que el lector conoce, no se le había ofrecido ni siquiera la más 
mínima proporción para destruir esos Cargos. 
Y también los Jueces del Consejo de Guerra fundaron sus votos 
; en la misma razón: «estando el reo suficientemente convencido». 
©- Ausente el Gobernador Viana, el Consejo de Guerra lo pre- 
- sidió el Gobernador interino Brigadier Tomás Hilson. 

Vamos a anotar los votos de los Jueces de ese Tribunal: 
«Es mi voto por la pena de muerte y sera urcado (ahorcado) como 
manda el Rey», dijo Antonio Colarre. 
«Mi voto es que sea pasado por las armas, arreglandome a las 
reales ordenanzas», expresó Domingo Bourgion. 
aMi voto es que sea pasado por las armas, arreglandome a lo que 
Su Magestad manda en sus reales ordenanzas», dijo José Antonio 
Escurrechea. 
«Mi voto es que sea pasado por las armas», consigna otro oficial 
cuyo nombre y apellido no puedo descifrar. 
«Que sufra la pena de ser pasado por las armas», vota Antonio 
Pascual. 
«Lo condeno a ser pasado por las armas hasta que muerte se siga», 
vota el capitán Carlos O'Hara. 
«Voto que sea pasado por las armas», consigna José Nietto. 
«Es mi voto que sea pasado por las armas», dice el Teniente 
Antonio Sedor. 

Ahora va a votar el Gobernador interino, Tomás Hilson: 
«Es mi voto padezca pena de muerte siendo pasado por las armas 
» tanto para castigo de este como para exemplar de Todos los 
Demas». 

Unanimidad. Y se dictó la sentencia: «y condena al referido 
Juan Furriol a ser pasado por las armas». 
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stgo Esta causa tenía que ser elevada a Buenos Aires, itá 
| General Pedro de Cevallos, para que aprobase la ena do 
Cevallos para dictamen al Auditor de Guerra Dr. Florencio Aro: 
nio Moreyra. Este llamó la atención sobre la constante negativa 
de Furriol de que su intención fuera desertar. «...pudieron los 
» señores que lo componen (el Consejo de Guerra) instruirse en 
» la razon y defensa que proponía el reo que no había sido su 
» animo en desertar y pudieron asegurar mas su concepto para 
> desestimarlo como todos lo ejecutaron declarandole por sufi- 
» cientemente convencido del delito de desercion para que V. E 
» siendo servido conformarse con el expresado Consejo de Guerra 
»a no ser que la superior comprension de V. E. se halle con 
» algun motivo especial para suspender la ejecucion y dar cuenta 
de a M. a virtud de las facultades que por R.* Ordenes que en 
» este punto estan concedi » i 
ta cedidas a V. E.» Este dictamen es de 9 de 
A pesar del resquicio que este Oidor de la Audiencia de 
Charcas abría al Capitán General ofreciéndole oportunidad de sus- 
pender una sentencia con pena tan irremediable, Cevallos fué 
inexorable. Con la misma fecha del dictamen de en Auditor de 
Guerra, y al margen de ese dictamen, se lee esta lacónica y tre- 
menda decisión: «Buenos Ayres, 9 de Diz. de 1756 Executese la 
sentencia dada por el Consejo de Guerra. Cevallos». (1) Fué ej 
cutado Furriol el 14 de ese mes. (2 iS 
Fuera de las palabras del Auditor de Guerra, dichas con poca 
convicción y sobrada debilidad, la única nota de piedad que se 
advierte en el asunto la ofrece la Iglesia. Esta recogió en la Ciu- 
dadela el cadáver del ajusticiado y lo condujo a la Iglesia Matriz 
para darle sepultura en ella. No obstante que la sepultura en 
casos de pena de muerte había de darse sin pompa de ninguna 
especie, este entierro se efectuó con «cruz alta y tres posas», es 
decir con tres estaciones en el camino desde la Ciudadela a la 


(1) Archivo del : E 
de de Turno. al Papa Da A 
del e R EEE Libro de entierros. La anotación 
Dime nor Po soldado tiene la fecha equivocada. Dice «quatro» de 
ala e «qatorce», como solían escribir entonces. No figura el 
muerte- El O por ser usual callarlo en casos de condenados a 
error de fecha se explica pues hay en el registro un conjunto 


de partidas evidentem 
emente pasadas en época algo po, i 
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Iglesia para rezar tres responsos. ¿Por qué habrá querido el Cura 
de la ciudad dar a estas exequias cristianas una solemnidad no 
acostumbrada en esos casos? ¿No sería porque habiendo auxiliado 
espiritualmente al condenado y habiéndole oído su confesiót sabría 
por la verdad con que hablan los reos cristianos ante la muerte 
que este desgraciado soldado era inocente de la deserción que se 


le imputaba? 


Voy a pasar por alto la relación de la segunda sentencia de 
muerte que registran, como cumplida, los anales judiciales del 
Montevideo español. También es de jurisdicción militar. Domingo 
Pasero, soldado, había dado muerte el 9 de Julio de 1757 al soldado 
Pedro Martin, hecho ocurrido en «este campo y fuerte de San 
Antonio del Salto Chico del Uruguay». Por allí andaba entonces 
Viana con fuerzas de la ciudad. El Consejo de Guerra lo presidió 
Francisco Gorriti. 

Pero quiero relatar el caso de la tercera sentencia de muerte 
que, por tratarse de suceso ocurrido en la ciudad, y por otras 
razones, reviste para nosotros mayor interés. Es, asimismo, de 
jurisdicción militar. Corresponde, como el anterior, a 1757.) 

Un soldado, José Forcodsqui, polaco de origen, mató al sar- 
gento de su misma compañía Gregorio Robere. Lo mató con «caso 
pensado» y «ventaja» y «alevosamente», como si dijéramos ahora 
con premeditación, superioridad y alevosía. Robere era en la oca- 
sión Jefe de la guardia de la muralla de esta ciudad. Circunstancias 
todas que daban suma gravedad al hecho. Tanto más cuanto que 
la razón del incidente fué la mera negativa del sargento a ordenar 
que se diese al soldado un «ponche para beber». «Y le pidió 

» le hiciese dar un ponche para beber» — dice el sargento en su 
declaración. «Respondio el declarante se fuese con Dios, y el 
» soldado se retiro.» Después de «un breve rato volvió segunda 
» vez y acercandose al declarante sin darle sospecha alguna por 
» venir riendo le dio el golpe de bayoneta de que se halla herido». 

El reo en su confesión manifestaba ignorar todo lo relativo 
al hecho. Le habían dicho el motivo de su prisión, pero él no 
recordaba nada. Dijo saber que el sargento en los «ponches» que 
hacía en su pulpería echaba unos- polvos para hacer morir a la 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1757. 
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A gente. Agregó ignorar las ordenanzas militares porque cuando 

- entró.a servicio no se las leyeron y por que en las lecturas que 

a hacían a la tropa los sábados se incluía la DR 

x v0 que él no las entendía porque ese idioma era extraño 

En el Consejo de Guerra, todos los votos conformes impusieron 

la pena de muerte: eque sea pasado por las armas». Pero en este 
caso se aplicó también la pena de mutilación. 

Algunos votos, en efecto, agregaron que se le cortase la mano 
al reo y se fijase en la puerta de la Ciudadela. «Que se le corte 
la mano derecha con que hirió a su sargento». Y la sentencia de 
este Consejo de Guerra, que también presidió Francisco Gorriti 
Comandante interino del presidio, estableció: «condena al referido 
» José Fordcosqui á que sufra la pena de ser pasado por las armas 
» y que después se le corte la mano derecha y se fije en la puerta 
» de la Real Ciudadela». La sentencia es del 18 de Noviembre; el 
expediente registra una certificación, fecha 19 de Noviembre día 
siguiente, consignando que a las cuatro de la tarde se enple 
la sentencia, «no habiéndose completado toda ésta por razón de 
faltar verdugo para cortarle la mano.» (1) 


En mi publicación «Epoca Colonial. La Compañía de Jesús 
en Montevideo», refiriéndome a los esclavos en nuestra ciudad, en 
el período español, expuse: «A la esclavitud del indio se había 
» opuesto la esclavitud del negro. Parecía esto una solución 
» humana, pues se defendía la debilidad del indio con la utiliza- 
» ción de la resistencia de una raza vigorosa, especialmente apta 
» para el trabajo en la zona tropical. Pronto un tráfico dante 
» acrecido con los asientos o contratos del gobierno con los Agentes 
» de la trata de negros, llenó de africanos las playas de América 
» al amparo de una legislación que convirtiendo al hombre en 
» COSA, sólo dejaba de mirarlo bajo este aspecto para equipararlo 
» al animal, bien que amalgaman en todo esto las nociones de la 
>» caridad, procurando que el amo atemperara con su sentimiento 
» cristiano el rigor que resultaba de los preceptos de la ley. 

» Propagado el negocio desde la zona tropical del ensayo hasta 
» las latitudes del Sur, encontró en éstas un campo propicio para 
» su expansión, constituído por distintos factores, todos conver- 


(1) Archivo del Juz Ñ 
. gado Letrado de Prim i iyi 
de Primer Turno. Expedientes de 1757. era Instancia en lo Civil 
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> gentes, que veían en la esclavitud de los negros la solución de 
» un problema que comprometía intereses de índole variada. Los" 
» contratos en Montevideo dan, pocos años después de fundada 
» la ciudad, un alto porcentaje para las transacciones de compra- 
» venta de negros y los expedientes judiciales y administrativos 
» con su abundancia de causas de contrabando de negros permiten 
» conocer la actividad de este comercio y la utilidad del esclavo, 
» por la frecuencia y persistencia con que se buscaba aún las vías 
» Clandestinas para su introducción a la plaza». 

Dije también: 

«En Roma, en tiempos de la esclavitud, se propuso dar a los 
» esclavos un traje distintivo, pero el Senado se opuso a ello, 
» porque, reconociéndose los esclavos por su indumentaria, podrían 
» ellos mismos apreciar la importancia de su número y, convenci- 
» dos de su fuerza, turbar el orden público. En Montevideo no 
» existió el medio de ocultar a los esclavos su número, pues lleva- 
» ban su distintivo en el color de la piel y esto puede decirse así 
» desde que el número de negros que habían recibido su libertad 
» o que disfrutaban de ésta por proceder de negra libre era real- 
» mente exiguo en relación con el de los que no la tenían...» 

Y fué, efectivamente, este convencimiento de su fuerza el que 
produjo desde 1770, por parte de los negros esclavos, los excesos 
e insubordinaciones, los atropellos y los crímenes que dieron a 
la ciudad muchos días de zozobras y de luto. En esta época y 
contra esta clase de habitantes de la ciudad, se pronunciaron y 
cumplieron las primeras sentencias de muerte que correspondie- 
ron a nuestra justicia ordinaria, en el fuero común. 

Antonio Massen, vecino de la ciudad, tenía una estancia entre 
el arroyo Melilla y el Río Santa Lucía, cercana al paraje de éste 
que llamaban «Paso de las ovejas». A mediados de Diciembre 
de 1770 se encontraba en ella, en sus faenas rurales, acompañado 
de su esposa Teresa Melilla y de una hermana de ésta, servido 
por sus dos negros esclavos, llamados los dos, Manuel, «de nombre 
Manueles», dice una pieza del expediente, y diferenciados con los 
aditamentos «grande» y «chico», «Manuel grande» y «Manuel 
chico»; ambos eran «negros beguelas», de Benguela, país de la 
Guinea inferior; el mayor «no demuestra tener arriba de diez y 
nueve a veinte años», «veintidos años» se dice en otro lugar, y 
el menor «diez y seis años poco mas o menos». 

Después de haber monteado amo y esclavos durante unos 


E 
E 
A 
= 
LR] 
e 
3 
«1 
A 
E] 
5! 
3 


A 


n ON ii por 
PR RT > E : EIEE T 


` 


— 268 — 


días, una mañana, con parte de los carros cargados la víspera, 
mientras el amo dormía debajo de uno de los carros, «Manuel 
grande» le colocó la armada de un lazo y haciéndolo arrastrar a 
cincha de caballo por «Manuel chico» lo hirió por la espalda con 
el hacha y luego le dió con el «mocho» de ésta dos recios golpes 
en las sienes, con fractura de todos los huesos vecinos, produ- 
ciéndole la muerte. Habiendo cortado dos trozos de molle, le 
ataron uno en el pescuezo y otro en los pies, arrojando el cadáver 
boca abajo en una laguna del Río Santa Lucía. Los negros lle- 
garon con su leña a la estancia, como si nada hubieran hecho. 

Ellos no daban razón de la tardanza del amo; habían salido 
del lugar, según aseguraban, antes que él. Prolongada la ausencia, 
se organizaron en su busca varios hacendados circunvecinos, sin 
fruto ninguno durante varios días. En estos trabajos los acompa- 
ñaba «Manuel grande». 

«Manuel chico» había quedado en la estancia. Este negrito 
llevaba en el alma, como un torcedor, el acto en que había sido par- 
tícipe. Su conciencia, como la que define Núñez de Arce en la 
última décima de «El Vértigo», era, para él, delator, juez y verdugo. 
Vivía en desasosiego, máxime cuando veía a su ama. Y un día, 
estando ésta en la penumbra de la pequeña cocina de terrón y 
paja, asistida de su hermana y de un joven de la vecindad, en 
medio de un silencio sólo turbado por las exhalaciones de la angus- 
tia y del dolor, no pudo más el negro chico y rompió a hablar: 
—Ama, «en balde buscan al amo que Manuel grande sabe de él». 
Una corazonada llenó de ansiedad la mirada, la voz, el ademán 
de la patrona. 

«¿Es que lo ha muerto a tu amo?» 
«—Parese, señora». 

Y explicó lo ocurrido. El propio «Manuel grande» llevó a los 
vecinos hasta el punto en que se encontraba el cadáver. 

Tres meses duró el proceso. Con la confesión de los negros, 
que se excusaron con que su amo los castigaba, y las declaracio- 
nes recibidas, quedó la causa en estado de sentencia. Los defensores, 
que fueron el Alguacil de la ciudad y el Fiel Ejecutor, no pudieron 
hacer otra cosa que solicitar que se usase de «la mayor piedad y 
» conmiseración con los expresados reos en la final sentencia 
» de esta causa atendiendo a que las referidas partes de nuestro 
» cargo a mas del beneficio que les franquea su menor edad gozan 
» también del beneficio de ser unos rústicos, destituidos de los 
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» necesarios alcances y luces de razon para conocer hni reflexionar 
» la culpa que contra ellos resultaba de la muerte del referido su 
» amo; siendo crédito indubitable de esta ignorancia invencible 
> el hecho constante de haberse venido los dichos negros a entrar 
» por las puertas de la casa O estancia de su amo despues de 
» dejarlo muerto, tan satisfechos, y nada recelosos, como pudiera 
» venir uno que acababa de hacerle al dicho Mazen un gran bien». 

La justicia ordinaria, propia de los Alcaldes, tenía que pronun- 
ciar una sentencia de muerte en la ciudad. Los reos eran menores. 
Su crimen tenía espantados a pobladores y vecinos. El Alcalde 
Ramón Ximeno quería asesorarse de letrado, en Buenos Aires, pero 
al Cabildo le faltaban recursos para satisfacer honorarios. Cerca 
del Alcalde estaba el Gobernador Viana, en su período de interino, 
posterior a la separación de De la Roza. ¿No querría el Gober- 
nador dictar él esta sentencia, aunque no le correspondiera? ¿No 
alcanzaría su benignidad a apartar al Juez del Cabildo de este 
trance? ¿El, que ya tenía asesor permanente para los juicios de 
su Juzgado? Si. 

«Respecto á que el motivo de estar suspensa la definitiva deter- 
» minacion de esta causa, — dijo el Alcalde en un auto — es no 
» haber de donde echar mano para la satisfacción de asesoría, remi- 
> tiendose como era correspondiente á un profesor de derecho en 
> Buenos Aires, y a que en el dia tiene el Superior Gobierno 
» asesor jurista; para que no se experimente mas demora en per- 
» juicio de la bendita (vindicta) publica, llevense estos autos a aquel 
» Juzgado a fin de que se sentencien con parecer de su asesor». 

Asequible el Gobernador, dispuso que «en atención a lo 
expuesto» por el Alcalde, se pasasen los autos a su asesor. 

Y conforme el Gobernador con el dictamen de aquél, y pres- 
cindiendo de que se trataba de asunto cuyo pronunciamiento no 
era de su resorte, dictó su sentencia. Se verá en qué forma tre- 
menda pagaron estos negros el asesinato de su señor. 

«Vistos estos autos que de oficio se han seguido por el Alcalde 
» ordinario de primer voto contra los reos Manuel grande y 
» Manuel chico por la alevosa muerte que entre los dos dieron a 
» su amo Don Antonio Massen. 

» Fallo atentos los méritos del proceso, y el 
» dictamen de mi asesor que por la culpa que contra ellos resulta 
» los debo condenar y condeno en muerte afrentosa de horca: la 
» que se les dara sacándolos de la prision, arrastrados a la cola 
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= >de ún caballo y conduciéndolos asi por las calles públicas de esta 


» ciudad hasta el lugar de la horca donde por el verdugo serán 
_» ahorcados y colgados sin que ninguno bajo las mismas (bajo las 
» mismas penas) se atreva a quitarlos de aquel lugar sin mi orden 
» expresa, lo cual se observará también con los cuartos de sus 
» Cuerpos que despues de muertos deberá dividirlos el verdugo 
» para que se repartan por los caminos que conducen al paraje 
» donde cometieron el delito. Y por esta mi sentencia definitiva- 
» mente juzgando así lo pronuncio y firmo y mando yo el actual 
» gobernador de esta plaza de Montevideo en veintiocho dias del 
» mes de noviembre de mil setecientos setenta y uno». Esta sen- 
tencia se cumplió el 5 de Diciembre de 1771. (1 


Otro hecho, de los calificados de «atroces», conmovió a la 
ciudad en los primeros días de Octubre de 1771, Era, también, 
imputable a un negro esclavo. El acto, en si mismo, producía 
horror; el carácter del delincuente demostraba a la sociedad la 
peligrosidad creciente con que se iba introduciendo al crimen la 
clase negra, esclava, con menosprecio de todas las normas de jus- 
ticia y de disciplina, de respeto y de temor que hasta entonces 
habían regulado el comportamiento de esta casta. 

Damian Luis, negro de Guinea, edad de unos veinte años, 
esclavo de Francisco el labrador, en un arrebato de torpe pasión, 
atentó contra una niñita blanca, de seis a siete años, y después, 
tomándole el cuello entre sus musculosas manos, la estranguló. 
Era hija de Vicente Rodríguez, Maestro Mayor de las obras de 
la fortificación de la ciudad. 

El cuerpo de la víctima fué hallado en el corral de la casa de 
su padre, pasadas ocho horas de haberse notado su falta. Y el 
padre, ante el Alcalde interino Ramón Ximeno, luego de relatar 
circunstanciadamente la desaparición y el hallazgo del cuerpo de su 
hija, agregó que «por la inmediación de la casa del labrador y 
» perversa condición de un esclavo de este, tiene sospecha fuese 
» el negro el delincuente». 

Averiguado el hecho, con la confesión neta del victimario, 
hecha con asistencia de su defensor, Manuel de Larrañaga, Regi- 
dor Fiel Ejecutor Defensor de pobres y menores de la ciudad, y 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de ler. Turno. Expedientes de 1770. 
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actuando como «acusador fiscal» el padre de la víctima, pronto 
estuvo el asunto en estado de sentencia. 

Pero también esta vez, como en el caso PNRA 
expuesto, el Alcalde Ramón Ximeno deseaba eximirse, A E 
Ordinario, de la violencia que le significaba firmar una sen ES 
de muerte. También, como en el caso anterior, se acogió A E 
circunstancia de no disponer el Cabildo de fondos con que cos a 
la asesoría de un profesor de Buenos Aires y en virtud de F > 
hizo pasar la causa al Juzgado del Gobernador o e 
parecer de su asesor la determine en justicia», a lo cual acc ; 
complaciente, José Joaquín de Viana. i l 

El 28 de Noviembre del mismo año, a los dos meses escaso 
de haber ocurrido el suceso, se dictó la sentencia. 

«Fallo atento a los meritos del proceso y dictamen de a Ia 
» que por la culpa que resulta contra el dicho o cal a 
» debo condenar y condeno en pena de muerte». Pena e horca. 
«Debera ejecutarse sacándolo de la Ciudadela donde está preso, 
» arrastrado a la cola de un caballo, atado de pies y manos y con 
» voz de pregonero que manifieste su delito sea o de 
» calles públicas hasta el lugar de la horca donde será E n E 
» el pescuezo y ahorcado en la forma acostumbrada». am ale 
esta pena se agregaría la de mutilación del cuerpo E a 
asesor, Diego Pereyra, había aconsejado que, después de j p E 
el reo, se le cortasen las manos «que fueron el instrumento de za 
iniquidad» y «que (el verdugo) las constituya en los o 
» la horca donde deberán conservarse hasta que el tiempo as 
» consuma». «Finalizado el acto» — dijo la sentencia — ale iaa 
» el verdugo por los miembros de las muñecas, las manos y colo- 
» cara en los extremos de la horca, sin que ninguno se atreva a 
» quitarlas de este paraje, ni el cuerpo de la horca, sin mi licencia, 
» bajo la misma pena». B Las 

El 9 de Diciembre se cumplió la sentencia. 

Cotejando las fechas se advierte que esta pena ds muerte a 
la aplicada por el asesinato de Massen, se cumplieron cas 
contemporáneamente. 


El año 1771, a pesar de ser época de paz, fué un año de sangre 
para Montevideo pues hubo varios asesinatos, se ocasionaron 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1771. 
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“varias. muertes en peleas y, como ha visto el lector, se cumplieron 


. sentencias de muerte. A las que conocemos, debemos agregar otra, 


“la que se aplicó a Antonio de Los Reyes, conocido por Francisco 
Lima, individuo de raza blanca, oriundo de Cádiz, 28 años de 
edad, por haber dado muerte alevosa al «pardo zapatero», así dice 
la sentencia, Manuel Rocha. El homicidio se produjo en Mayo; 
se ejecutó la sentencia el 19 de Diciembre. (1) Se cierra el año con 
tres penas de muerte, cumplidas con intervalo de pocos días. 

Otra vez el Alcalde Ximeno elude la violencia de firmar la 
decisión judicial; se invocan las mismas razones que en los dos casos 
anteriores; otra vez se presta el Gobernador para sentenciar en 
única instancia un asunto en que legalmente sólo podía intervenir 
como Juez ad quem, de apelación; también oyó a su asesor Diego 
Pereyra. 

El verdugo había de sacar a Lima de la Ciudadela, atado de 
pies y manos, «con una soga de esparto al cuello»; en este caso, 
como se advertirá, se suprimió el arrastre por un caballo; así, con 
la soga al cuello, debía llevársele, «a voz de pregonero que mani- 
» fieste su delito y esta justicia para escarmiento de otros hasta 
» el lugar de la plaza pública donde está puesta la horca». 

La muerte se le produjo dándole «garrote». Se le dará garrote, 
determinaba la resolución. Este era un procedimiento por el cual 
también se ahorcaba al reo, pero en lugar de suspenderlo en la 
horca para que la muerte se le produjera en ella, se le hacía morir, 
al pie de ella, aplicándole al condenado unos fierros en el cuello, 
o unas piezas de madera dura. Producida la muerte, se suspendía 
en la horca el cuerpo del ajusticiado. Se consideraba este medio 
menos afrentoso que el de horca, pues se evitaba el espectáculo 
de los movimientos y las contorsiones de defensa y los de la agonía 
del condenado, hechos en la suspensión. Los de aquel tiempo llama- 
ban a este procedimiento, con relación al de la horca, menos «opro- 
bioso» y lo reservaban, a título de privilegio, para las personas más 
dignas. Les parecía que había más nobleza en ajusticiar así que de la 
otra manera, la de la suspensión en la horca. En nuestros casos, el 
Gobernador Viana aplicaba la horca a los negros esclavos, pardos 
e indios, el garrote a los individuos de raza blanca; lo haría, espe- 
cialmente, así, dadas sus ideas, si los reos eran originarios de 


o Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
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«nuestros Reynos de España», como ocurrió con el gaditano de 
este juicio. A los individuos del ejército, o civiles bajo ley de 
guerra, se les aplicaba en su caso, la pena de muerte, generalmente, 


pasándolos por las armas. 


Véase otra sentencia de muerte en que se opera en el cuerpo 
del castigado un descuartizamiento caracterizado por sus condi- 
i rocidad. 
ia del indio Hermenegildo Ti, «criollo del Pago de 
las Minas», «hijo de Ygnacio Ti, de Nacion Yndio del Pueblo de 
la Candelaria de Misiones», reputado por «capitan de Malebos». 
Le decían «Meregildo». Había «executado quatro homicidios, 
» robado mugeres Virgenes, robado en caminos publicos a Varios 
» Sujetos y cometido otros excesos». Si a alguno se le ocurre 
escribir un día la historia de los bandidos en el territorio que 
constituye hoy el de nuestro país, como hubo quien escribió en 
España la historia de los bandidos en Andalucía, tendrá que reser- 
var el arranque de su catálogo para Hermenegildo Ti. 
Sentenciado a muerte de horca, su cuerpo después que se 
siguiese «muerte natural» debía ser «desquartizado en quatro 
» partes, quedando la cabeza p." si sola y esta en una aci 
» fierro quedara colgada en la Ahorca expuesta al pp.” por quar 
> renta dias, y los quatro quartos seran llevados con la corresp. 
» custodia y en palos bien altos seran clavados cada uno J ellos 
» en los caminos pp.“ y generales q.* salen de esta ciud.” p. la 
>» Colonia del Sacramento, p.* el Serro largo; p.* la Concepcion ES 
» Minas; y para el Canelon a distancia de diez leguas de esta Ciud.*, 
>» y ning? pers.2 les quitara del lugar donde se fixaren, pena de 
» la Vida». La ejecución se llevó a cabo en 1803. 


Benito García había dado muerte a Pedro Barbas. Se le con- 
denó a pena de horca. Una incidencia inesperada vino a alargar 
cerca de dos meses la vida de este desgraciado. El Escribano Juan 
Antonio Magariños nos certifica lo ocurrido: «yo el infrascrito 
» Escribano Publico certifico, doy fee y verdadero testimonio que 
» hoy dia de la fecha haviendo en cumplimiento de lo mandado 
» sacadose de la capilla en que se hallaba el Reo Benito Garcia 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1793. Criminal contra el Indio Hermenegildo Ti. Por 
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-* » y conducidose como 5e ordena para la execucion de la sentencia, 
‘ay puesto en la Plaza y leidosle la sentencia que ordena el Supe- 


» rior Tribunal de la R.! Audiencia y haviendo empezado enseguida 
» a suvir por la Escalera el Berdugo, Reo y demas que ayudaban 
» a conducir dicho Reo, y auxiliarle, estando en medio de la refe- 
» rida Escalera, se rompió por mitad, callendo enseguida, el Reo, 
» y berdugo, y demas que estaban, al pie de ella, por cuio motivo 
» y al alboroto que causo, y no encontrandose ni saberse de otra 
» Escalera que pudiese suplir la falta de la quebrada, y estando el 
» dia tan penoso, en un continuo llover, por cuio motivo se hallaba 
» toda la tropa, Ministros y demas gente mojada en medio del 
» Barro, mando se conduciese nuebam.* el Reo a la capilla, perma- 
» neciendo al cuidado y con los mismos auxilios, espirituales y 
» corporales, lo que se executo y en virtud de lo mandado berbalm.t* 
» por el señor presente juez...» 

Esto acaeció el 28 de Mayo de 1794. 

Se adoptó de inmediato, como urgente medida, la del «reco- 
nocimiento de la escalera por peritos inteligentes». La examinaron 
varios carpinteros; todos ellos estuvieron de acuerdo en la apre- 
ciación de las causas que originaron la rotura; escalera larga, de 
«mucho simbre», de cedro, madera porosa, expuesta a la incesante 
lluvia de toda la noche anterior, escopladuras empapadas y mucho 
peso, eran razones suficientemente explicativas del percance 
acaecido. 

El «alboroto» consistió, al decir de un testigo presencial, en 
que el público que iba a contemplar la ejecución, atribuyendo a 
milagro esa rotura, desbordó en la plaza, con penuria de los Her- 
manos de la Caridad para sustraer al reo al avance de la gente, 
lo cual dió mérito a que «los oficiales maior y ayudante de la 
» Plaza con espada en mano contubiesen a culatazos, y sablazos, 
» la gente que se entrometia, en el mismo quadro de la Plaza, 
» formado, para custodia del Reo...» 

El Defensor General de Pobres, Antonio de San Vicente, asis- 
tido del Licenciado Romano, quiso hacer caudal de tan inesperado 
suceso para beneficio de su protegido; lo interpretó como posible 
signo del perdón de Dios para el condenado. 

Decía el defensor: «Que este pobre hombre a la hora señalada 
» para la egecucion terrible de la sentencia fue conducido desde 
» la Capilla al Suplicio, con la correspond.'* escolta de Granaderos; 
>» la Plaza guarnecida de Tropa y llena de muchas gentes, de todas 


ara en el entregar gustoso su alma en manos del Creador. 
iş incomparablem.!* infinita y sin limites la Piedad, y miseri- 
* aícordia del S.°" Quiere que se castigue la culpa: aborrece el pecado; 
. mas despues deun dolor verdadero, como el que aqui devemos 
suponer, perdona gustoso al pecador. ¡O y que excelente atributo, 
id justicia y piedad aun mismo tiempo! Pues si S°. Alcalde, 
“sen la justicia de este dia que con Benito Garcia empezo a egecu- 
' » tarse, parece que la justicia divina se ha dado por satisfecha y 
3 quiere que la dela tierra use depiedad y misericordia con el 
.» infeliz Benito Garcia. ¿Como infeliz? Dichoso y muy dichoso, 
» pues parece que el mismo Dios lo libra.» 
ni Y agregaba: «...Aplacado una vez Dios, sus Ministros aca 
' - »en el Mundo no deben ser tenaces. Fundado en este principio 
» no cabe duda de que V. M. deve suspender por aora la egecucion 
» dela sentencia hasta la resolucion de S. A. vuestra benigna RI 
» Audiencia territorial, aquien de todo corresponde darse parte. 
» Deve V. M. informarle del acaecimiento dela escalera, caso raro, 
= »sin fraude, y nunca visto en Montevideo. No puede V. M. pre- 
» sindir de dar cuenta a S. A. delos clamores del Publico, gritas 
» en general, sollozos y amagos de riñas, hombres, mugeres, secu- 
» lares y Eclesiasticos, pidiendo todos auna voz, y aclamando la 
> vida de este Pobre. Parece cosa Increhible que al paso que la 
» Justicia Divina manifestaba averse dado por contenta, amanera 
» del sacrificio de Abrahan quando le mandó. detener el brazo 
» para que no descargase sobre su hijo Isac, se cree enteram.!* 
» satisfecha la Vindicta publica, quanto todo el Pueblo, que es 
» aquien compete esta accion grita y pide por esta vida... 

La causa subió otra vez a la Audiencia Pretorial de Buenos 
Aires; ya había intervenido ella, a su tiempo, en la apelación de 
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Aysénteticia de muerte dictada por nuestro Juez del Cabildo; con- 
firmada. “la sentencia, le fué suplicada y Su Alteza la mantuvo. 
Pero lo ocurrido con la interpretación que el pueblo le dió y que 
«epercute en el Defensor General de Pobres, era caso demasiado 
serio para que nuestro Juez Alcalde se determinase a proceder 
por su solo arbitrio. 
Determinó la Real Audiencia Pretorial que se hiciera efectivo 
el cumplimiento de la sentencia. 
Así se obró, en virtud de la decisión audiencial, el 21 de 


Julio de 1794. (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. «Causa criminal contra Benigno Garcia por haver dado 
muerte a Pedro Barbas.» 


CAPITULO XXVI 


PRISION POR DEUDAS 


El incumplimiento de obligaciones civiles; 
temperamentos aplicados en algunas legis- 
laciones antiguas contra los deudores remi- 
sos; las legislaciones españolas; prisión por 
deudas, medida coercitiva mas bien que 
pena; interpretación que le dieron nuestros 
Jueces; una obligación redactada en Mon- 
tevideo, en aquellos años. Procedimiento que 
se seguía después de decretada la prisión; 
deudores «ricos» y deudores «pobres»; alega- 
ciones de éstos ante los Jueces; sustitución 
de la prisión por deudas con una «fianza de 
cárcel segura»; extrema amplitud con que 
procedían nuestros Jueces en esta materia. 
Real Pragmática Sanción de Carlos III, de 
27 de Mayo de 1776, 


En ningún tiempo, en las legislaciones españolas, tuvo el 
remiso en el pago de sus deudas la pena de «esclavitud» que regía 
en las leyes romanas y en las de otras civilizaciones antiguas. 
No existiendo la esclavitud en España, nunca el deudor pasó a la 
condición de esclavo para que pudiese el acreedor, con su pro- 
piedad sobre aquél, temporaria o definitiva, cobrarse con sus servi- 
cios, o con su venta, lo que se le debía, y resarcirse de los daños 
y perjuicios que el incumplimiento del deudor le había irrogado. 
Tampoco se le puso al deudor en el rango de un obligado a 
servidumbre personal en beneficio de su acreedor. 

Siempre fueron las legislaciones españolas de esencia cris- 
tiana, y aquel primitivo rigor, en lo que se refiere al deudor incum- 
plidor, evolucionó a formas que, aunque igualmente inaceptables, 
tuvieron caracteres de más benignidad. 

Se optó por imponer prisión al demandado y al condenado 
por deudas. Pero ello más como medida de coerción que como pena. 

Con el transcurso del tiempo, mayor suavidad en las costum- 
bres, y la propia ineficacia de ese temperamento, trajeron modi- 
ficaciones en los preceptos y, especialmente, una marcada lenidad 
en la interpretación de los mismos y en su aplicación por los Jueces. 


Pon 
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En las demandas de ejecución por cobro de pesos, provenientes 


= de instrumento de adeudo que la traían aparejada, y en las ges- 
. tiones de cumplimiento de sentencias dictadas en juicios ordina- 


rios y que debían hacerse efectivas con pagos en dinero o con 
otros hechos de un obligado, se incluía casi siempre el pedido 
de prisión del reo; el silencio del acreedor a este respecto, se 
suplía, muy corrientemente, de oficio, por el pronunciamiento 
del Juez. 

Tan arraigado venía de antiguo el concepto de que el presta- 
tario, además de comprometerse con sus bienes, se obligaba con 
su «persona», que en la época colonial se redactaban frecuente- 
mente los documentos de adeudo usando esa locución. Infórmese 
el lector de este. pagaré: «Digo Bernardino Ferreyra que debo a 
» Manuel Furtado de Mendoza la cantidad de quinientos, y treinta 
» y ciete pesos plata corriente que me hizo el favor de prestar- 
> melos para mi bien haser, los cuales me obligo con mi Persona, 
» y vienes, havidos y por aver, á satisfaserlos aqualquiera que 
» con este me reconvenga, Ô sus poderes tubieze dentro del tiempo 
» de seys meses contados desde el Dia de la fha. Y para que 
» conste di esta obligacion en Montevideo, á 12 de Mayo de 1772, 
» Bernardino Ferreyra». (1) 


Otros se obligaban en documentos y fianzas «hipotecando su 
persona y bienes». (2) 


` 

En un tiempo, decretada la prisión por deudas, si el deudor 
tenía bienes y, por cualquier motivo, no podía hacer la paga, era 
liberado de aquélla si hacía cesión de bienes, hasta la concurren- 
cia requerida, a favor del acreedor; si disponía de bienes, con 
comprobación de ello en los autos, y no hacía la cesión, ésta se 
operaba ipso jure dentro de un tiempo determinado, y se decre- 
taba, entonces, la libertad. De modo que, respecto de esta clase 
de deudores, deudores pudientes, la prisión por deudas investía 
calidad de medida coercitiva. 

Más penosa era la situación para el deudor carente de medios 
con que abonar lo adeudado. Venían entonces las justas alegacio- 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1776. Demanda executiva contra Ber- 
nardino Ferreyra. 


(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1773. 
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; nes del deudor que deniostraban no sólo la ineficacia de lá m 
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sino también la inconveniencia de ella para el interés del acreedor. 
¿Cómo voy a pagar mi deuda, decían generalmente, por sí o 


“por sus defensores, los deudores presos, cómo voy a pagar mis 
: deudas si no teniendo bienes se me pone en prisiones impidién- 


dome el adquirirlos con mi trabajo o con mi oficio? Un padre, 
con motivo de haber sido su hijo reducido a prisión por deudas, 
le argumentaba al Juez: siendo mi hijo el cuidador de mis inte- 
reses no podremos pagar si se le pone preso. (1) 

Pronto se impuso mejor criterio. En estos casos, en que no 
había bienes, la fianza de cárcel segura, prestada por un tercero, 


eximía de prisión al deudor. Fué regla general y no se era exi- 


gente en las condiciones del fiador. 

Y medio siglo después de fundada la ciudad, aún sin fiador 
se decretaba la libertad del deudor_a cualquier requerimiento de 
éste. Léase este pedido y el auto que le sigue: «Silvestre Sanchez 
» preso en la Carcel Publica en virtud de demanda que por canti- 
» dad de pessos que devo a Don Marcos Perez tiene interpuesta 
» ante Vmd. y siendo constante que al tiempo de mi prision no se 
» encontraron por el señor Alguacil Mayor ningunos bienes mios 
» propios en q.* asegurar con su embargo dha deuda ni que en 
» el tiempo de mi prision se haya provado por dho mi acrehedor 
» que yo haga ocultacion maliciosa de ningunos. En estos términos 
» y usando del remedio que en semejantes circunstancias me com- 
» pete de derecho, desde luego en la forma que mas aya lugar, 
» renuncio la cadena en que me allo, para que en su virtud, sin 
» mas demora, ni figura de juicio, se sirva la justificacion de Vid. 
» mandar ponerme en mi natural livertad...»(% Protesta que, 
en el futuro, si tiene bienes, pagará. 

Y el auto dice que «como el reo ha expresado verbalmente 
» que no tiene quien le quiera hacer el bien de salirle de fianza 
» y como lleva un mes de prision acreditando con ese hecho que 
» no tiene bienes que denunciar», lo pone en libertad. (3) 

Esos fueron los usos de la justicia colonial en esa materia. 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1763. José García Montero contra 
Lorenzo Alberth. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes 1767. Demanda puesta por Marcos Pérez 
contra Silvestre Sánchez por cobro de cantidad. 

(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expediente citado. 
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H o ea generales que dictó el Rey. Especialmente debo 
recordar la Real Pragmática Sanción de Carlos III, de Mayo 27 
e 1776. Ese documento real decía, ampliando una concesión 
; hecha por Carlos II en 1683 a los fabricantes y artesanos de las 

fábricas de tejidos: «ordeno y mando que a los operarios de todas 
» las Fabricas de estos Reynos, y los que profesen las Artes y 
» Oficios, qualesquiera que sean, no se les pueda arrestar en las 
» carceles por deudas civiles y causas libianas...» 

Esta solución en que se fusionaban razones de humanidad y 
de interés público, ampliaba también disposiciones respecto de 
inembargabilidad de bienes, existentes desde tiempo atrás. A los 
obreros del tejido, desde 1683, no se le podía embargar tornos, 
telares y demás instrumentos precisos para su labor. Por la Real 
Pragmática Sanción de 1776 esa liberación se extendió a los ope- 
rarios de todas las fábricas de los reinos de España, a todos los 
que se dedicasen a artes y oficios, a todos los labradores, eximién- 
doseles de embargos y ocupación de bienes en lo que respecta a 
sus aperos y ganados de labor, ratificándose en esos términos la 
ley 25, lib. 4, tit. 21. de las Recopiladas; se estableció excepción 
en las deudas a favor del Fisco y en los casos en que estuviera 
« mezclado fraude, u ocultación, o falcedad o otro exceso de que 
pueda resultar pena corporal». 

Estas disposiciones que a la ligera recuerdo, sobre inembar- 
gabilidad de bienes, y tratamiento especial respecto de los obreros, 
así como las del régimen de ocho horas para el laboreo de minas 
y para otros trabajos en Indias, que dictó Felipe II, demuestran 
el alto ideario español de aquellas épocas respecto de la concep- 
ción de la vida personal y social, sin que menoscaben su inspira- 
ción y su mérito los incumplimientos que la ambición subalterna 
haya podido crear; demuestran también que muchas de las que se 
consideran conquistas recientes de este siglo, o de fines del pasado, 
son viejas instituciones del derecho y del procedimiento en España, 
que cayeron en desuso por efecto de organizaciones de la llamada 
economía liberal y que, posteriormente, volvieron a surgir en el 
mundo, como régimen del trabajo, por imposición de anhelos y 
reclamaciones perfectamente fundados en justicia cristiana. 
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CAPITULO XXVII 


VISITA DE CARCELES Y PRESOS 


Visitas de cárceles, privadas y públicas; 
épocas en que se realizaban, en cada año, 
las visitas públicas; estas visitas eran ejer- 
cidas por el Gobernador; aplicación del «don 
de gracia»; libertad de procesados y penados; 
modificación de sentencias ejecutoriadas; 
Real Orden que dictó Carlos III contra el 
uso que de la prerrogativa del don de gracia 
hicieron los Consejos, Audiencias y Gober- 
nadores; existen en nuestros archivos nume- 
rosos casos de aplicación del don de gracia. 


Visitas de cárceles, privadas y públicas. Las privadas eran 
las que efectuaban los Jueces del Cabildo y el Alguacil Mayor 
semanalmente, y, además, siempre que lo creyesen de necesidad 
o de conveniencia, para verificar el estado de los establecimientos 
o lugares de trabajos públicos en los cuales había procesados o 
penados, y la situación de éstos y el tratamiento que se les daba. 

Las públicas eran las que en determinadas épocas del año, 
en las tres Pascuas, de Resurrección, de Pentecostés y de Navidad, 
efectuaban los Jueces y las autoridades políticas y militares a las 
cárceles o lugares de castigo de la ciudad. Independientemente de 
éstas, había visitas obligatorias a las cárceles por el Cura de la 
ciudad y Prelados de órdenes religiosas. 

Entre nosotros, las visitas públicas eran ejercidas por el 
Gobernador. Esta clase de visitas es la que nos interesa en el 
momento, pues el Gobernador usaba, por Su Majestad, del don 
de gracia, aplicándolo en forma amplísima. No sólo decretaba 
la libertad de procesados sino también la de penados, llegando, 
en algunos casos, a modificar sentencias penales que pendían de 
recursos ordinarios deducidos respecto de ellas. 

Contra el ejercicio de esta última prerrogativa, se dictó la 
Real Orden de 28 de Enero de 1786 en la cual el Rey Carlos III 
dispuso que el visitante «no se introduzca en lo principal de los 
» procesos contra las leyes, ni en los recursos ordinarios, y en 
» perjuicios de derechos de tercero». Originó, entre otras razones, 
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esa resolución, la circunstancia de que como muchos delito 
seguían por denuncia o querella del damnificado, o dps A 
de su familia, y esos procesos debían siempre de consultar Ha 
_ interés. privado conjuntamente con el de la sociedad los Consejos 
en España y los Delegados de las Audiencias y Gobernadores ee 
estas partes de Indias, al practicar la visita y otorgar gracias 
como las indicadas, frustraban con esa interpretación equivocada 
de ese don, la legitimidad de muchas demandas particulares 
de Muy numerosos son los expedientes de nuestros archivos judi- 
== a o don de gracia del Gobernador se aplicó de la 
a dl arlos III tuvo que corregir con la Real Orden 
a a ana hubo del período español de América en que las 
isiones que el visitante tomaba eran recurridas por los que 
se consideraban agraviados con ella. Yo no he encontrado Al 


antecedente que compruebe 
que se haya echado m 
temperamento en nuestra ciudad. ano de ese 


CAPITULO XXVIII 


LOS «PERDONES GENERALES DEL REY»: 


En qué consistían; hechos por los cuales 
se decretaban; delitos incluídos y exclufdos; 
procedimiento para ampararse a los indul- 
tos, Oposición a esa clase de perdones. Requi- 
sitos para invocar el derecho de perdón 
cuando existía «parte agraviada». Algunos 
vecinos conocidos de Montevideo a quienes 
favorecieron determinados indultos: Marcos 
Pérez, Javier Gaitán; el indulto de 1778; el 
del 6 de Enero de 1784, llamado «de motivo 
doble». 


Se denominaban, en aquel tiempo, «perdones reales», o «Perdo- 


- nes Generales del Rey», a los decretados por el Rey en los indultos 


generales. Sucesos faustos para la monarquía, la exaltación del 
Rey al trono, el casamiento del Rey, el nacimiento de un príncipe, 
una victoria señalada, provocaban, corrientemente, como manifes- 
tación de júbilo del Rey, un decreto de perdón general. Casos 
había de indulto particular en que el Rey de por sí lo dictaba 
con relación a un procesado o penado, o en que su representante, 
como su otra persona, las Audiencias, o sus Tenientes o Delegados, 
el Virrey o el Gobernador, actuando por Su Majestad, aplicaban 
el derecho de gracia, como en las ya recordadas visitas de cárceles 
y presos. Pero yo aludo, en este capítulo, a los «Perdones Gene- 
rales del Rey», esto es, a los indultos generales que alcanzaban 
en su condonación a todos los delincuentes, por hechos cometidos 
con anterioridad a la fecha del indulto, salvo a los encausados 
o condenados por delitos exceptuados. 

Las exclusiones no eran pocas. Se comprendían entre éstas 
los delitos de lesa Majestad, divina o humana, la blasfemia, los 
homicidios premeditados o alevosos, la falsificación de moneda, 
el robo, la destrucción de propiedades rurales, la falsedad, la mal- 
versación de fondos, la sodomía, el lenocinio, el homicidio perpe- 
trado contra sacerdote, el cohecho; en muchos indultos se enumeran 
esos delitos y otros como exceptuados; no estableciéndolo así el 
documento real, se consideraban excluídos por la ley general. Y el 
beneficio del indulto llegaba no solamente a los penados que estu- 
viesen cumpliendo sus condenas, a los procesados presentes sino 
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ita, eù el pago de los Canelones, a una india tape «recien 
E prehendida en las campañas inmediatas á esta jurisdic- 
ña ón . Iniciado el proceso, otras informaciones que se obtu- 
| ieron dieron al suceso un cariz distinto y se resolvió por la 
utoridad hacer comparecer al nombrado Gaitán, pero éste des- 
apareció. Previos los edictos de emplazamientos que leyó en 

público el «indio pampa», Roque González, que hacía el oficio de 

pregonero, y de haberlos éste fijado en tres parajes concu- 

rridos de la ciudad, Gaitán fué declarado rebelde. En el año 1762, 

estando a cargo del Juzgado Ramón Ximeno se presentó Gaitán, 

personalmente, acogiéndose al indulto comprendido en la Real 

Cédula «expedida por Nuestro Catolico Monarca el Señor Don 

>» Carlos Tercero el veintiocho de Enero de este año con motivo 

` » de su exaltacion al Trono la que se habia promulgado y hecho 
 »saber al publico en nuestra ciudad y habiendo verificado el 
-. » Alcalde que el delito de Gaitan se hallaba comprendido entre 
» los indultados debía declarar y declaro al enunciado Xavier 
` » Gaitan por amparado del citado indulto» y, en consecuencia, 
lo dió «por libre y absuelto sin otro pension ni gravamen que 
» la de satisfagar las costas de estos autos a las partes que 
»correspondan». (1) 

El indulto de 1778, dictado «con motivo del feliz y dichoso 
parto de la Princesa Nuestra Señora dando a luz una Infanta» 
puso en nuestra ciudad a media cárcel en la calle. De unos 
treinta o cuarenta procesados o condenados, quedaron libres diez 
y nueve o veinte. (2) 

También fué pródigo en absoluciones y libertades el indulto 
del 6 de Enero de 1784; tenía un motivo doble. «Siendo tan propio 
» del paternal amor que tengo á mis Vasallos dispensarles las 
» gracias, y alivios, que permitan la equidad, y la justicia, y 
» habiendo debido á la Divina Providencia el importante bene- 
» ficio, y consuelo para esta Monarquia del feliz y dichoso Parto 
» de la Princesa mi muy Cara, y amada Nuera, dando á luz dos 
» robustos Infantes, á quienes se han puesto los nombres de Carlos 
» y Felipe, he venido en conceder Indulto general...» (3 


Lo i 
Pe A IS reales» tuvieron mucha contradicción de parte 
. Å.». « ignifi 
a ne A. significaba en los escritos jurídicos de enton 
; eS»; era una abreviat i 
ura de uso i i 

Pao generalizado. Si la 
ÓN bs na, decían unos, la gracia es injusta. Otros la conside 
O «Una injusticia frente a la justicia», pues su resultado 


epoca determinada, que 
de los eventos que origi- 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Expedientes de 1759. 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Numerosos expedientes. 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Numerosos expedientes. 
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CAPITULO XXIX 


ABOGADOS 


Grados académicos relacionados con el ejercicio de 
la abogacía. Universidades y Facultades; Facultad de 
Jurisprudencia y subdivisión en Cánones y Leyes; estu- 
dios que se hacía en la Facultad de Jurisprudencia; 
duración de los estudios; obtención del grado de Bachi- 
ler; grado de Licenciado; grado de Doctor; la prerro- 
gativa de «abogar»; Congregación o Agremiación de los 
Abogados; los «Prácticos»; exámenes ante :las Audien- 
cias y ante el Consejo General de España y el Consejo 
Supremo de Indias; Abogados de los Reales Consejos 
y Abogados de las Reales Audiencias. Los primeros 
Abogados que actuaron en Montevideo; su número en 
algunos períodos del tiempo colonial. Defensa letrada 


caciones que se hicieron desde Buenos Aires a España 
sobre el número de Abogados cuyo ejercicio podía 
autorizarse, Contrasentidos... Yo no sé. Actuación que 
tuvieron fuera de los estrados varios de los Abogados 
que profesaron en nuestra cludad colonial. 


Entonces, los grados académicos que tenían relación con el 
ejercicio de la abogacía, eran el de bachiller, el de licenciado y el 
de doctor; «Bachiller en Leyes» o «Bachiller en Jurisprudencia», 
«Lizenciado en Leyes» o «Lizenciado en Jurisprudencia», «Doctor 
en Leyes» o «Doctor en J urisprudencia». Los he indicado de menor 
a mayor. Ahora los voy a explicar, pero lo haré descendiendo, de 
superior a inferior. 

Doctor era quién había obtenido en una Universidad el más 
prominente de los grados; obtenido el grado, tenía la facultad, 
previo el cumplimiento de algunos requisitos, de profesar el dere- 
cho y también la de enseñarlo. 

El de Licenciado era e] grado inferior al de Doctor; implicaba 
para el beneficiario la facultad de poder hacer uso de su grado, 


| ié . | isi — el: 
llenando, previamente también, algunos. requisitos en el 


ejercicio de su profesión; poseía respecto de aquél menos pregrai- 

nencias y prerrogativas de significación principalmente pro o oa, 
Bachiller era quién, con un caudal menor de conocimie HE 

sólo tenía la posibilidad de ingreso a los estudios superiores 


leyes y jurisprudencia. 


Según el régimen de estudios de las Universidades de Saa 
manca, de Alcalá, de Valladolid y de otras de España, que fu 
también el que pasó fundamentalmente a Indias, e , al 
dades de Méjico, Lima y a las de creación posterior, sabía en clas 
Facultades destinadas a la investigación de la ciencia pura, ml 
enseñanza y fomento en el orden puramente especulativo, y otas 
encaminadas a la formación profesional de los alumnos. a l acn 
tad de Jurisprudencia, así se denominaba en la época de mi rela 
ción, formada a su vez con la subdivisión de Cánones y de Leyes, 
se incluía entre las de preparación de profesionales. o 

La enseñanza de las leyes comprendía, generalmente, seis año . 
Este era el tipo de cursos implantado en Salamanca y que o pas 
Universidades de España y de Indias siguieron muy de cerca. s 
años de Instituta, o Derecho Civil de los Romanos, com pues o por 
Justiniano; uno de Digesto, colección de decisiones de k ere 
Romano; otro de Código y Volumen, el quinto de Leyes 1 ea es M 
el sexto de Instituciones Canónicas. Cumplido el tercer año, po e 
el estudiante optar entre continuar leyes civiles o pasar a estudi 

nicos; a «Leyes» o a «Cánones». 
o Siguiendo leyes, aprobado el cuarto curso, el estudiante obtenia 

su grado de Bachiller, previo examen generat gual sis ema, P ro 
el que optaba por ir a Cánones; con los estudios in ica os < e oS 
tres primeros años y uno de especialización en Cánones, el asp 
rante alcanzaba, mediante examen, su bachillerato. a 

Para licenciarse, debía el Bachiller completar los otros os 
años indicados, si quería concretarse a ser únicamente Aboga o; 
pero si pretendía otras prerrogativas de Licenciado, debia cursar un 
séptimo año de estudios: Recopilación y Leyes del foro. a li a- 
tura en Cánones obligaba, en todos los casos, a tres años o 
respectiva subdivisión de Facultad. Todo, en una y otra Facu , 
previo un examen final. (1) 


(1) Lafuente. Historia de España. 
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| E El Licenciado optaba fácilmente al doctorado. Por :lo general 
una tesis, un trabajo de especialización, unos estudios complemeñ- 
tarios de determinadas ramas del derecho, en todos los casos 
pe aa S correspondiente, hacían accesible el peldaño del 
El examen para alcanzar la licenciatura era severo; constituía 
la prueba «brava» según un modo de decir de los estudiantes de 
otros tiempos, no así el del doctorado, que era de «mera culmina- 
ción». De tal modo definía estas cosas Carlos III, por Cédula del 
Consejo, de 24 de Enero de 1770. «En la colación de los grados 
» mayores de Licenciado y Doctor de unas y otras Universidades 
» no hay inconveniente grave ni perjuicio hacia la enseñanza Di 
» blica, asi porque el de Doctor es de quasi pura ceremonia y solem- 
» nidad, como porque el de Licenciado en todas las Universidades 
» pide un examen formal y riguroso, que si se hace con exactitud. 
» y conforme previenen los estatutos respectivos de todas ells 
» basta para probar la literatura que requiere el grado...» (1) ' 
El beneficiario de uno de los grados académicos indicados. si 
quería abogar, es decir, llevar la voz por los litigantes en Juicios 
verbales y escritos y defender a los encausados en materia penal 
tenía, según los lugares y las épocas, determinados requisitos due 
cumplir. A veces, la simple inscripción de su grado ante la autori- 
dad judicial en cuya jurisdicción se proponía actuar; otras, la ins- 
cripción de su grado y su incorporación personal a o. de los 
Reales Colegios de Abogados, llamados también Congregación o 
Agremiación de los Abogados; y hubo regímenes en algunas partes 
y tiempos que lo obligaba a un examen, principalmente de prác- 
tica, ante la autoridad judicial en cuyos estrados iba a ejercer, des 
pués de haber actuado durante un término, en concepto de as EEE 
dizaje, junto a otro graduado que «abogaba». did 
l Bajo esta última reglamentación, los titulados quedaban e 
cierto modo equiparados a los Prácticos o Idóneos, es decir, a a 
llos que, sin estudios de Facultad, o sólo rendidos los de Bachiller 
se habilitaban para el ejercicio de la abogacía, obteniendo su čerti- 
ficado de aptitud mediante examen dado ante el correspondiente 
SE judicial, después de práctica ejercida junto a un Abogado 
lerto que el examen de aquellos, de los titulados, era de me 
exigencia que el establecido para los «Prácticos», i ds 
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(1)  Novísima Recopilación de las 


III, pág. 514. Leyes de España, ya citada, Tomo 


Estos, = y aquellos en su caso, — eran examinados en las 
Audiencias. Aprobado por una de éstas, quedaba el interesado en 
condiciones de «abogar» ante ella y ante toda autoridad judicial 
inferior comprendida en el territorio audiencial. Como corriente- 
mente existía reciprocidad entre las Audiencias, el Abogado capa- 
citado en una de ellas podía matricularse en otra con la presenta- 
ción de su título para inscripción y el pago del derecho «anexo». 

En todos los casos también se requería presentar su título, 
para su admisión, ante la autoridad política correspondiente y 
abonar la «media anata». 

Y es entendido, desde luego, que si era dable capacitarse ante 
la Audiencia también podía ello obtenerse ante los Reales Conse- 
jos de España, autoridad judicial superior de las Audiencias, «orga- 
nismo ad quem» con relación a las Audiencias. Cuando estos exá- 
menes se cumplían ante uno de esos organismos superiores, el 
Consejo General de España o el de Indias, y el habilitado deseaba 
ejercer en América, el título de capacidad se comunicaba, a pedido 
del interesado, a las autoridades judiciales de Indias que el propio 
interesado indicaba. Esa habilitación se llamaba aprobación real. 
En la documentación de nuestro Cabildo hay alguna toma de razón 
de aprobaciones de esta índole. 

Explico la significación de los títulos que se daban los Abo- 

' gados en estas tierras. Abogado de los Reales Consejos, el que 
había obtenido su habilitación por examen en uno de los Consejos 
superiores de España; Abogado de los Reales Colegios, el que con 
su título de habilidad «se había colegiado» en uno de los Colegios 
de institución real; Doctor, Abogado de los Reales Consejos o de 
los Reales Colegios, el que, además de su examen de aprobación 
ante uno de esos organismos, se había colegiado; Licenciado, Abo- 
gado de los Reales Colegios o de los Reales Consejos, el que 
habiendo optado a la licenciatura, otorgada por una Facultad, 
se habilitaba para el ejercicio de la abogacía por examen ren- 
dido ante uno de los. mencionados organismos e ingresaba en la 
colegiación de uno de ellos; Doctor, Licenciado o Bachiller, Abo- 
gado de la Real Audiencia de ......, el que munido de su res- 
pectivo grado académico obtenía su certificado de Abogado ante 
una Audiencia; Abogado de la Real Audiencia de ....., el que, 


(a) Acta del Cabildo correspondiente a la sesión del 9 de Julio 
de 1774. i 
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sin grado académico, alcanzaba la abogacía ante una Audiencia 
Obteniendo de ella la credencial de aptitud o idoneidad; Abogado 
de la Real Audiencia de ..... «, matriculado en la de .... . -, El que 
habilitado, con examen, por una Audiencia, se matriculaba en otra 
que estuviese en reciprocidad con aquella. 


Montevideo careció de letrados y de Abogados, durante casi 
el primer medio siglo de su vida. Salvo el caso de la residencia 
transitoria de alguno, según lo he indicado en otro capítulo de 
este libro, hay que entrar en la década 1770-1780 para encontrarnos 
con letrados y hombres prácticos en las leyes, que van aumen- 
tando su número en los lustros posteriores. 

Se debe llegar a esa década y a las que siguieron para hallar 
al «Lizenciado» Fernando Padilla y Espinosa de los Monteros, al 
«Lizenciado» Eusebio Felices de Molina, al «Doctor» José Vicente 


Antonio Mayada o Mallada, Abogado de la Rea] Audiencia de La 
Plata y de la de Buenos Aires, por temporadas en nuestra ciudad, 
al «Doctor» Francisco de los Angeles Muñoz, «Abogado de la Real 
Audiencia de Chuquizaca o de las Charcas y de Buenos Aires», 
al «Doctor» Juan Bautista Aguiar, «Abogado de la Real Audiencia 
Pretorial de Buenos Aires», al «Lizenciado» Vicente Romano, al 
«Lizenciado» Vicente de Acha, «Abogado de los Reales Consejos 
y de la Audiencia de Buenos Aires», al «Lizenciado» Pasqual 
Araucho, Abogado de la Real Audiencia Pretoria] de Buenos 
Aires, al «Doctor» Arias Idalgo o Hidalgo, al «Lizenciado», más 
tarde Doctor, Antonio Feliciano Chiclana, Abogado de la Real 
Audiencia Pretorial de Buenos Aires, que estuvo radicado durante 
unas épocas en Buenos Aires y durante otras en Montevideo,W al 
«Doctor» Mateo Magariños a quien llamaban «Profesor», aplicán- 
dose él mismo ese calificativo. Al finalizar el siglo XVIII y en la 
entrada del XIX aparecen en el escenario judicial el Doctor Miguel 
Gregorio de Zamalloa, el Doctor José Rebuelta y Sánchez, el Doc- 
tor Pedro Medrano, el «Lizenciado» Nicolás Herrera (nuestros his- 


(© A este letrado en algunos expedientes se le titula Doctor. 


toriadóres lo doctoraron pero sólo era Licenciado), el «Lizenciado» 
Brúno Méndez (también nuestros historiadores lo doctoraron Fi 
sólo era Licenciado), el Doctor Andrés Pérez y Valdez pe an 
maba: Andrés Pérez, el Doctor José Eugenio Elías; más tarde, E 
Doctor Lucas José Obes, el «Lizenciado» Bartolomé Mosquera e 
Puga, el Doctor Antonio Garfias, el «Lizenciado» Remigio Caste- 
' llanos y el «Lizenciado» Mateo de la Portilla. À a 
Naturalmente que el número de Abogados variaba. Falle- 
cimientos, cambios de domicilio de una ciudad a otra de estas Pro- 
«vincias, ausencias temporales por viajes a España, a Chile, a Perú, 
y otras circunstancias influían sobre ello. Intimado el vecino 
- Durán, en 1788, para que litigase con Abogado, se a 
=. diciendo que en la ciudad «solo hay tres»; (1) en 1790 había, As 
decir del Gobernador Olaguer Feliú, un solo «profesor letrado», a 
Doctor Muñoz; (2% en 1791, los letrados de la ciudad eran cuatro, 


A principios de Marzo de 1792 la Real Audiencia Pretorial de 
` Buenos Aires hizo saber a los Juzgados del Cabildo y al Juzgado 
del Gobernador, que, en adelante, para los asuntos contenciosos, 
no se admitiera escrito sin firma de letrado reconocido por aquella 
Corporación; mayor prevención que contra los Abogados se tenía 
contra los Papelistas; de este modo eran llamados los Procurado- 
res y demás curiales no graduados que se movían alrededor Pe 
los pleitos. La provisión audiencial llegó a Montevideo comunicada 
por carta, de modo que fué una provisión cartada. S l 
Como resultado de ésta, cuatro Abogados domiciliados y resi- 
dentes en Montevideo, Dr. Francisco de los Angeles Muñoz, Licen- 
ciado Vicente de Acha, Dr. Feliciano Chiclana y Dr. Juan i 
Aguiar se comprometieron, ante el Escribano de Su Majesta ; 
Francisco de Paula Dherbe, actuando en el protocolo capitular, 
«deseando los otorgantes el mejor servicio del Público y que en 
» todo se obserbe lo mandado por el mencionado Superior Tri- 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera eee A lo Civil 

i i Á tra su mujer. Año ; 
de Primer Turno. Expediente Durán con l a 
(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo SN 
de Primer Turno. Sumario contra el negro Pedro Martínez por muerte 
j tretenidos». 
del de igual clase Josef Bentos, ambos «en Eee 
(3) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Año 1791. Expediente «contra Arias Sanchez, Dragon, 
y Melchor Suarez.» 


~» bunal» a «evadirse, separarse, y no firmar a los Papelistas de 
>» esta ciudad Escrito alguno. Y poniendolo en execucion, en aque- 
» lla via y forma que halla lugar en derecho OTORGAN por la 
» presente, que se obligan, y comprometen a no firmar escrito 
» alguno de qualquier calidad, y condición, que sea, que esté for- 
» mado, dirijido, o de otro algún modo ideado por los dichos pape- 
» listas de esta Ciudad, lo que executarán, precisa. puntualmente, 
» sin faltar a ello, de modo alguno, ni alegar ignorancia sobre el 
» referido mandato acordado, y obserbancia de las leyes en este 
» punto para lo qual empeñan su palabra de honor, hombría de 
» bien, legalidad de su oficio; y a mayor abundamiento juran en 
» este acto, por Dios nuestro señor, y una señal de cruz, según 
» forma de derecho, y bajo las penas de las leyes de prevaricato, a 
» que se someten, y mutuamente se sujetan a obserbar y cumplir 
» inviolablemente lo contenido en este Instrumento, con facultad 
» de que qualesquiera de los otorgantes acuse, y persiga al que 
» delinquiese en el asunto; con mas que justificado haberse fal- 
» tado por algunos de ellos al cumplimiento, y obserbancia de este 
» compromiso, han de ser multados en pena pecuniaria, hasta la 
» cantidad que el Juez, que conozca de ello arbitre, y determine, 
» cuya multa se aplicará a beneficio de los Pobres de la Real 
» Cárzel.(1) 


De entre los oriundos de la ciudad, el primero que estuvo 
«habilitado para abogar» en ella, fué Francisco de los Angeles 
Muñoz. Era hijo de Bruno Muñoz, uno de los personajes colo- 
niales, y de Agustina Almeyda. Nació en Octubre de 1754. Fué su 
padrino Melchor de Viana, otro de los prohombres del Montevideo 
de aquella época. (2) 

Hizo sus estudios de bachillerato en el Real Colegio de San 
Juan Bautista, de Chuquizaca, institución habilitada para aprobar 
los exámenes con derecho a que mediante esa aprobación confi- 
riese la Real Universidad de San Francisco Javier, de la nombrada 
ciudad, el grado de Bachiller; graduado, continuó en esa Universi- 
dad, Facultad de Cánones y Teología, sus cursos de licenciatura y 


(1) Esta escritura se encuentra en el Protocolo del Cabildo, año 1792, 
2? foliatura, pág. 35. Debo la noticia de esta escritura a la amabilidad del 
señor Escribano Ulises W. Riestra. 

(2 Archivo de la Metropolitana. Libros de Bautismos. 
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doctorado, otorgándosele estos grados. Al parecer, pensaba. optar ` 
a iguales grados de Licenciado y Doctor en Leyes y Jurispruden- 
cia. Pero su salud era muy precaria y no le daba ya para mayores 
esfuerzos. Por esa razón, probándole mal aquel clima, y, en virtud, 
además, dde los angustiosos llamados que le hacía, desde nuestra 
ciudad, su padre Don Bruno, éste ya con alta edad, con muchos 
achaques, y pasando grandes penurias económicas, se concretó 
Francisco de los Angeles Muñoz a obtener su título de Abogado 
sólo como Práctico o Idóneo, y aun para eso hubo que favorecerlo 
con concesiones de disminución de tiempo de práctica, concesiones 
que se le hicieron por las referidas circunstancias de salud y lla- 
mados de su padre, y en mérito de la información que suminis- 
traban, respecto de las dotes intelectuales y la preparación forense 
del pretendiente, el mentado Abogado de Charcas, Tomás de Alce- 
rreca, en cuyo bufete actuaba Muñoz, los Ministros de la Real 
Audiencia, y la Real Academia de Abogados de Charcas cuyo 
miembro era con lucida actuación. (1) 

De regreso a sus lares, contrajo enlace con Ana Quirós. 

Falleció en edad temprana, escasamente cuarenta años, el día 
1% de Febrero de 1794, y fué enterrado en la Iglesia del Convento 
de San Francisco. (2 


Por decisiones reales, la abogacía se reputaba como «Ylustre, 
preclara, distinguida y noble Facultad». Entre los privilegios dis- 
cernidos a los Abogados, se incluía el de ser «Noble» y el de gozar 
de las prerrogativas de «hixodalgo». (4) Estas calidades inherentes 
a la condición de Abogado, tenían derivaciones propias en «colo- 
cacion y asiento de distincion» en ceremonias religiosas y civiles, 
y otras mercedes grandes y chicas. 


(1) Los antecedentes de sus estudios, graduación, práctica y del 
cumplimiento de los demás requisitos para «abogar», se pueden ver en los 
libros capitulares, a continuación del acta correspondiente al 16 de Enero 
de 1781. Archivo General de la Nación. 

(2) Archivo de la Metropolitana. Libros de Entierros. Francisco de 
los Angeles Muñoz fué padre de Francisco J. Muñoz, Constituyente, cuyo 
nombre se conserva en una de las calles de nuestra ciudad, zona de Poci- 
tos; intervino activamente en la vida política del país hasta su falle- 
cimiento, mediados del siglo XIX, 

(3) . Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. 1796. «Testimonio del expediente promovido por Pedro 
Celestino Bauza contra Eusevio Joaquín Donado sobre lo contenido en el.» 


pd Gremio éste, el de Abogados, que: al mismo tiempo fué 
' nirado por muchos con harta prevención. La Real Cédula que creó 
el Consulado, que el lector ya conoce, privó en absoluto a los letra- 


dos de su intervención en los juicios mercantiles. Su intervención. 


manifiesta o clandestina. Cuando los Jueces sospechasen — como 
ya lo he expuesto — que un escrito, aunque firmado sólo por las 
partes, estaba «dispuesto» por letrado, no.se debía admitir salvo 
que la parte jurase que no había intervenido letrado y, aún 
mediando ese juramento, se rechazaba el escrito si «huele a suti- 
lezas y formalidades de derecho». El «olor» a sutilezas y formali- 
dades de derecho denunciaba al letrado con una presunción tan 
«juris et de jure» que podía devolverse el escrito a la parte a pesar 
de sus protestas y juramentos de que nada tenían que ver los 
Abogados en él. 

La animadversión contra los Abogados de Indias, fué creciendo. 
Ya no era sólo prevención contra ellos sino convicción de que 
constituían gente nociva para el sosiego de las poblaciones y para 
la armonía de sus vecinos. Llegó un momento en que los inte- 
grantes del Gremio se trasladaban de unos pueblos a otros y «pulu- 
laban» por ellos proponiendo litigios. Con vivos colores se pintó 
este cuadro en la Corte de España. Y juzgaron en la Corte, en el 
Supremo Consejo de Indias, que «para ocurrir a las perniciosas 
» consecuencias, que con grave perjuicio del Publico, buen govierno 
» y administracion de Justicia, ocasiona la multitud de Abogados 
» en mis Dominios en Indias; ha acordado este Supremo tribunal 
» informen las Audiencias del numero de Abogados que existen en 
» sus respectivos territorios, quantos podrán permitirse en cada 
» uno con consideración á los principales Pueblos que pueden 
» sufrirlos y demás que pareciere á los referidos tribunales para 
» el mejor arreglo de ese Punto.....». He estado tentado de sub- 
rayar la palabra: sufrirlos. El pedido de informe es de 22 de Diciem- 
bre de 1802. (1) 

La Real Audiencia de Buenos Aires «teniendo presente la 
matricula delos Abogados de su Distrito y los Conocim.tos q.* le 
ha ministrado la experiencia» indicó, en 24 de Diciembre de 1803, 


(1) Cedulario de la Real Audiencia de Buenos Aires. Advertencia 
de Ricardo Levene, Director Honorario del Archivo. Volumen III. Página 
208. Publicaciones del Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires, 
La Plata. Talleres de impresiones Oficiales. 1938. 
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ara Buenos Aires. podía autorizarse el número de Veintioatro 
gados, para- las capitales de Intendencias el de ocho Y Paya Jas 
“ciudades el de seis. Como Montevideo no era Capita] de 
“E Ihtendencia, podía tener únicamente seis AL 
Formulaba la Audiencia en su informe ciertas SUSSstiones 
ir a hacer efectivas las disposiciones que se pudieran tomar, a ese 
-voto El número que indicaba, fundado en su COnociMisni de 
necesidad que había de Abogado y de los inconvenientes de su 
antidad excesiva, no se podría «baxar ni subir E debia qe ser 
bligación de los Abogados asesorar a las justicias Y actuar de 
defensores y Promotores Fiscales en las causas CrmMMales de 
pobres; y sugería, también, que en adelante no se admitiesg a ojr 
práctica ni recibirse de Abogado a quien no se COMP esta 
ejercitar «suoficio detal Abogado» en el dugar ques le Señ alas; 
proponía, como consecuencia de esto último, que todo aquel gye por 
propia iniciativa variase de destino, O no fuese al lugar Señalado, 
incurriese por ese hecho «enperpetua privacion deoficio». 2d 
No alcanzó España a pronunciar nada definitivo sobr, esta 


materia. 


Como se vé, por una parte nobleza, distinción, preeminen cias y 
cortesías e intervención obligatoria de Abogados en las Sra A 
en los juicios contenciosos. ..; por otra, exclusión en los juicios 
mercantiles, precauciones contra sus actividades, reducción E 
número por los peligros que representaban. Situaciones de com 
tradicción que desorientan. Gloria y prerrogativas para el ¿Gres 
mio»; prohibiciones y descalificaciones contra él... Yo no A 


De entre los Abogados de nuestra ciudad, algunos tuyisron 
actuación muy importante fuera de estrados, en los suceso; origi- 
nados por las invasiones inglesas, por los de Mayo de 1810, en 108 
derivados de ellos, y en las luchas posteriores por la indepen y encia 
y organización de estos países. 

Chiclana, «Lizenciado» de la Facultad de Jurisprudenej, de la 
Universidad de San Felipe, Chile, más tarde «Doctor», Moss ún 


(1) Libro de Informes y Oficios de la Real Audiencia de Bueno, Aires. 
Advertencia de Ricardo Levene, Director Honorario del Archivo, p 
ciones del Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires. Y 
Página 215. 
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recuerdo. Después de figurar varios años, en nuestra ciudad, en el 
ejercicio de la abogacía, volvió a Buenos Aires, de donde había 
‘venido, demostrando lucidas aptitudes de letrado y de político. 
Peleó allí en el cuerpo de Patricios contra los invasores ingleses, y 
alcanzó a integrar, con Passo y Sarratea, el primer Triunvirato que 
sucedió a la Junta de Mayo de 1810; desempeñó, más tarde, entre 
otros cargos, el de Auditor de Guerra de la expedición al Perú. 

Nicolás Herrera, que hizo sus estudios superiotes en Chuqui- 
zaca completándolos en España de donde salió, muy joven, Abo- 
gado de los Reales Consejos, fué, dentro del medio en que le tocó 
moverse, publicista, político y diplomático. Como comisionado del 
Cabildo se trasladó a la Metrópoli a demostrar toda la lealtad y 
la gloria de Montevideo en la reconquista de Buenos Aires; fué 
periodista en los primeros números de La Gacetas enviado en 
misión especial, con diversos cometidos, a Paraguay y Brasil; 
Secretario del Supremo Dictador Posadas. Se le inculpa el olvido 
de su patria cuando las dominaciones portuguesa y brasilera, y su 
franca inclinación a ésta, ya con nuestra nación formada. 

Mateo Magariños, «el Profesor», que tuvo en el ejercicio de 
la abogacía las abundantes dificultades que le creó la circunstan- 
cia de ser hijo de Juan Antonio Magariños, el segundo, cronológica- 
mente, de los Escribanos de la ciudad, dando ello motivo a que se 
considerase por muchos que existía incompatibilidad en su inter- 
vención en expedientes cuyas providencias refrendaba su padre y 
muchas de cuyas diligencias éste mismo realizaba o autenticaba, 
violentó, por esas razones, muchas veces, su inclinación a la juris- 
prudencia y a la profesión de su carrera buscando otras vías para 
sus actividades. Logró en ellas formar un peculio de consideración 
y al verse frente a las invasiones inglesas fué un propulsor enér- 
gico de la defensa y de la reconquista, brindando a éstos sus idea- 
les, la contribución pródiga de su riqueza y de sus entusiasmos. 
Fué figura descollante, políticamente, en los primeros tiempos de 
la Revolución de Mayo. Prestó grandes servicios a la causa de 
España. 

El «Lizenciado» Bruno Méndez brilló como elemento dirigente 


en el Gobierno Municipal de la Provincia Oriental, en 1813, ejer- 
ciendo la vicepresidencia. 


luchas contra España y en las de organización del país. Principal 
y muy discutido. Bauzá le enrostra ser culpable de los desmanes 
de Torgués. Se le vitupera, también, su obsecuencia con las domi- 
naciones portuguesa y brasilera. Fué el iniciador del desmante- 
lamiento de las murallas y fortaleza de Montevideo, a raíz de la 
constitución del país como nación, en época todavía muy convul- 
sionada, por lo cual algunos han sospechado que no fuesen sinceras 
por su parte las razones en que fundaba su iniciativa. Obsecuente 
hacia el Brasil, como lo he dicho, y permanente en su inclinación 
y en su afición a aquél, fué con su cuñado Nicolás Herrera, y 
otros miembros de su familia, uno de los directores de la fracción 
de uruguayos que miraban siempre para el lado del Brasil en 
contraposición a los uruguayos considerados «patriotas», de entu- 
siastas simpatías hacia la Argentina. 

El «Lizenciado» Remigio Castellanos fué colaborador del 
Dr. José Rebuelta y Sánchez, y cuando éste, en 1804, principios de 
ese año — según lo anunció el Cabildo — (1 se retiró de su profe- 
sión, aquél quedó con su clientela. En los primeros tiempos no tuvo 
otra actuación lucida que la propia de su bufete; se conservó en 
los movimientos políticos primitivos con extraordinaria lealtad a 
España, bien considerado, no obstante, por la gente del campo 
adverso. Y fué después merecedor de la confianza de los patriotas 
para cargos de responsabilidad. Rebelde frente a Portugal, se 
marchó, por esa razón, de Montevideo a Buenos Aires donde fué 
útil, por sus conocimientos jurídicos, al Gobierno de allí, desem- 
peñando elevados cometidos de asesoria. (2) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo cd 
de Primer Turno; Testamentaría de Juan de Castro, expediente de 1804. 


(2) Cuando el Licenciado Castellanos dejó nuestra ciudad Faris! 
por el Gobierno de Buenos Aires, el Dr. Rebuelta volvió a sus activida 


i 
profesionales. 


El Doctor Lucas José Obes, nacido en la banda occidental del 
Uruguay, se radicó en nuestra ciudad. Personaje principal en las 


4. 
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CAPITULO XXX 


. PROCURADORES 


Defensa personal Y Procuración; para 
la procuración no se requería el previo 
cumplimiento de requisitos. Causas que 
explican la cantidad de Procuradores que 
en los primeros tiempos hubo en Monte- 
video. El primer Procurador que se deb 
mencionar entre los de nuestra cliidad: 
Antonio Vila, un soldado de: Infantería; 
Concesiones que para su actuación én la 
Procuración se hicieron. Principales P 
curadores que ejercieron en Montevideo. 


R a llos les proporcionó alguna aptitud, a lo menos en cuanto a 
dae. práctica, mayor que la que tenían otros. Por otra parte, el rango 
Ei superior, originado en ser vecinos de los de número del padrón 
de la ciudad, dió a varios de ellos cierta autoridad patriarcal que 
usaron en caridad respecto de los otros proporcionándoles cuantos 
favores pudieron, entre éstos, el de auxiliarlos en sus asuntos 


judiciales, llevando su voz y su defensa. 


La primera persona que aparece en los expedientes judiciales 
č; — por el año 1760 — como profesional de la procuración en Mon- 
:- tevideo, es Antonio Vila. ( Fué considerado «hombre de abun- 
“dantes letras», «diestro en defensas». Circunstancia singular: Vila 
era un soldado, soldado de Infantería. Y aunque las disposiciones 
- de entonces prohibían que los soldados fueran Procuradores «si no 
“es en cosas de milicia», hubo que dejar al margen esta prohibición 
“en Obsequio a la necesidad de defensores judiciales. A la fuerza, 
ahorcan. Vila se dedicó, preferentemente, al principio, a asuntos 
militares, pero más tarde, entró de lleno a los civiles. Tuvo frecuen- 
temente oposición y reparos por parte de los Alcaldes. Precisa- 
mente, por la razón apuntada. Y, en adelante, todo Procurador 
que se especializaba en asuntos de militares, sufrió delante de 
los Jueces una disminución de capacidad para su actuación en 
otros fueros. 
Este criterio se aplicó también a aquéllos que se dieron con 
preferencia a los juicios del fuero eclesiástico; se les trató siempre 
como a intrusos en los expedientes de otra índole. 


Después de Antonio Vila, lucen como Procuradores entre 
otros en crecido número, Domingo Mentasty, Cosme Alvarez, Juan 
Manuel Arellano, Manuel Alvarado, Manuel de Arce, Pedro Mundo, 
Pedro Pasqual Hidalgo, Miguel Ignacio de la Quadra, Pedro de 
la Quadra, Andres del Thoro, Joaquín de Orduño, Francisco Xavier 
Medrano, Juan Francisco Ribero que alcanzó mucha notoriedad 
por haber llevado la personería de la Mariscala, en varios de sus: 
muchos pleitos posteriores al fallecimiento de Viana, y Simón 


Adrián de Jauregui. 2 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Expedientes de varios años. 
-(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 


de Primer Turno. Expedientes de varios años. 


CAPITULO XXXI 


ESCRIBANOS-ACTUARIOS 


«Gremio de Escribanos»; Escrib 
: a 
y Escribanos o «Escribano a aesti 


emanaba lá autoridad de 
ridad procedía del Magis 
de número, de la ciudad 
Notarios Ecleslásticos; «Registro Público»; 


a incidencias; designación de Escribanos de 
obierno, como independientes de los «de la ciudad»: 
información sobre el precio de adquisi i 


Š E el «Gremio de Escribanos» se incluían los «Escribanos de 
u Magestad», llamados también «Escribanos Reales» 
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Rey el título que habilitaba al solicitante «para hacer su oficio» 
en las circunscripciones de la Audiencia examinadora; $ 

La facultad de que quedaban investidos los Escribanos de 
una y Otra definición «emanaba así del Principe», «como de fuente 
común», porque el título real constituía como una delegación a 
favor de los Escribanos, de facultades que se consideraban como 
exclusivas del Rey. Unos y otros, pues, eran en realidad, Escri- 
banos Reales. 

Hubo también Escribanos para quienes su función emanaba 
del Magistrado; era la de aquellos Escribanos sin título designados 
por los Jueces, solamente para determinados procesos, sea 
por no haber Escribanos en los lugares o en circunstancias en que 
eran menester o porque las disposiciones, como ocurría en los juicios 
militares, determinaban que actuara como Escribano un oficial 
o clase expresamente nombrado en cada caso. 

El conjunto de Escribanos admitía otra clasificación: Escri- 
banos de número, o «numerarios»; eran los únicos que, en número 
fijo para determinadas localidades o distritos, estaban facultados 
para intervenir como Actuarios en los procesos judiciales; podían 
autorizar la contratación entre partes, el otorgamiento de testa- 
mentos y todo acto que requería constancia de Escribano o que 
de la presencia de éste sacaba su fuerza y su fecha; «Escribanos 
de la ciudad» eran los numerarios que habían sido elegidos por la 
autoridad competente, para autorizar los procesos y las resolucio- 
nes de las autoridades capitulares y políticas; después de varios 
años de fundado Montevideo, quedó particularizado el título de 
Escribano de la ciudad para el que ejercía en los Juzgados del 
Cabildo y en todo otro acto de la Corporación capitular, pues el 
Gobernador tuvo para su Juzgado propio y para los otros de que 
era titular por delegación o subdelegación, Actuarios nombrados 
por él; Escribanos de Cámara, los nombrados por un Tribunal 
Superior para que actuasen en los expedientes que ante él se 
tramitaban e interviniesen en toda otra diligencia propia de su 
sala; Notarios Eclesiásticos, los que tenían iguales funciones en 

lo eclesiástico que los de la ciudad y los de Gobierno en sus res- 
pectivos Juzgados y Gobiernos. 

Cuando en una población o distrito existían Escribanos nume- 
rarios, éstos eran los que exclusivamente recibían «Registro 
Público»; sólo éstos podían ejercer en la contratación, en los 


testamentos y en todos los otros actos que he indicado: los qu 

no. tenían ese Registro, aunque fuesen Escribanos Reales, Nel E 
rios Eclesiásticos, no podían hacerlo si no recibían «la facultad a 
dar fé» de uno de los Escribanos de número; si la gestión requerí 

matriz debía extenderse la escritura, en estos casos en el EA ce 
tro Público» del Escribano facultante. Por el contrario nin n 
Escribano, aunque fuese de número, podía autorizar Ligeras 
judiciales si no era el nombrado para ello o si no lo A 
a ese efecto el Escribano de la ciudad o del "Gobierno, el de 
Cámara o el Notario Eclesiástico, o el de otro Juzgado. De lo 
dicho resulta que tenían conexión con la administración de jus- 
ticia, por derecho propio, los Escribanos de la ciudad y los E 
Gobierno, los de otros Juzgados y los Notarios Eclesiásticos. Los 
que no habían recibido estos nombramientos, sólo actuaban ón 
los expedientes por excepción, y a pedido o por gracia de los 
titulares; había casos en que, impedidos o imposibilitados los 
Actuarios, eran suplidos, temporariamente, por otros colegas, que 


al efecto, eran designados : A 
? por la misma aut ; 
brado al suplido. utoridad que había nom- 


Durante las tres o cuatro primeras décadas contadas desde 
la fundación de la ciudad, no tuvo Montevideo Escribanos con 
domicilio en ella. La tramitación de los expedientes se hacía, de 
acuerdo con las instrucciones de Zavala, asistiendo al Juez. en 
falta de Escribano, un testigo legal, más tarde dos. Pero el boner 
de los años, el incremento de la población y de su comercio, el 
aumento de contratos y juicios fueron convirtiendo a Montevideo 
en ciudad propicia para la radicación de profesionales de divers 
actividades. Entre estos, aparecen los Escribanos. Ñ 

Por esa época creyeron los Oficiales Reales, llevados por su 
afán de incrementar las entradas fiscales en Montevideo que podía 
ser buen recurso para ello el solicitar de Su Majestad el E 
cimiento de una escribanía numeraria para nuestra ciudad espe- 
rando que, si se defería a ello, fuera su consecuencia Patna que 
se impusiese la obligación del uso del sellado de que por prerro- 
gativa especial estaba exceptuada nuestra población. 

No obstante las apretadas razones en que fundamentaron su 
petitorio, no se prestó el Rey a esa sugestión. Quiso que se ins- 


, 


truyera la geštión, oyendo al Gobernador, entonces De la Rozā; 
el silencio real, posterior, trajo a los Cabildantes el convencimiento 
de que la clemencia del Rey no deseaba autorizar una deċisión 
que sería muy gravosa en el concepto de que llevase como efecto 
la implantación del uso del sellado. | 

Fracasada esta iniciativa oficial, Escribanos Reales de los que 
residían en Buenos Aires y otros que llegaban a estos puertos, 
juzgaron que Montevideo ya ofrecía población y operaciones para 
redituar a los Escribanos adecuados medios profesionales y resol- 
vieron tentar fortuna haciendo la respectiva petición ante el 
Cabildo para que se les permitiera autorizar escrituras y otras 
actuaciones en la ciudad, a título de ser Escribanos Reales, pre- 
tendiendo sustraer así, al Cabildo, atribuciones y rentas que eran 
consideradas propias de la Corporación, y que ésta las había ejer- 
cido siempre, como funciones notario-capitulares inherentes a su 
organismo. 

Manuel Joaquín de Toca, o de Foca, fué el Escribano que, 
primeramente, pretendió, en virtud de ser Escribano Real, que se 
le tuviera por Escribano numerario de la ciudad, con facultad de 
intervenir en toda clase de actuaciones. x 

Enérgico estuvo el Síndico Procurador de la ciudad, Fernando 
Martinez, en el dictamen en que estudió las pretensiones de Toca 
o Foca. Entendía ese Cabildante que la ciudad estaba exceptuada 
de actuar con Escribano numerario; que la creación de este cargo 
traería, como indispensable corolario, la implantación del uso del 
sellado; que ante esa situación y el precedente que significaba el 
haber desatendido el Rey las gestiones de los Oficiales Reales, 
era notoriamente osado que el solicitante mirase únicamente al 
logro del aumento de sus utilidades privadas con olvido del interés 
público comprometido con semejante pretensión. ¿Acaso esa aspi- 
ración no se oponía a la prohibición de la ley? Recordaba el Sín- 
dico Procurador de la ciudad la ley 27, título 8°, libro 5° de la 
Recopilación de Indias, que preceptuaba: «Mandamos que en las 

» Indias y sus Islas, no puedan usar ni usen oficios de escribanos 
» publicos sino los que de nos tubieren especial nombramiento 
» para exercer, y si algunos Escribanos reales aunque no tengan 
» titulo de Escribanos publicos hubiesen usado y exercido de tales 
» Oficios con el titulo solo de Escribanos reales dado por nos hasta 
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> diíince de Octubre de 162 j 
rg 3 no sean comprendidos en la pro- 


» obrase, á mas de las penas 
» merecedor el susodicho p 
> Real Despacho y demas D 
» denandosele al propio Fo 
» Costas que ha Ocasionado su ya citada instancia 
» lara el tazador general de ella en esta ciudad», (1) 


De 
en este 


y las que regu- 


esta negativa informó el Cabildo a Su Majestad; también 
Caso, desde España se solicitó la Opinión del Gobernador 


al respecto. 


Más decidido que Toca o Foca, en la obtención de la regalía 


a que aspiraba, fué, un ñ ; : 
Joseph Sensano. os anos después, 1782, el Escribano Real 


y 
(1) 


Áctas del Cabildo, sesión del 9 de Marzo de 1776. 
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» tal genero de papeles respecto á que estos Juzgados y este Ayun- 
» tamiento son quienes unicamente han estado desde la ereccion 
» de esta Ciudad en posesion de autuar y autorizar tales documen- 
» tos en cuia practica deven permanecer hasta que S. M. determine 
» Otra cosa en contrario...» 

Este acuerdo fué contestado por el Virrey en estos términos, 
en Mayo 24 de 1782: «Ni la costumbre ni el exemplar contra el 
» Escrivano Foca que alega el Cavildo de esta ciudad son bastantes 
> para contraer las disposiciones de las leyes que cita en restric- 
ə» cion de las facultades que concede á Dn. Joseph Sensano el 
» título de Escrivano Real y Publico que ha presentado, en cuia 
» virtud se le devolvera para que use de ellas con arreglo a dro.» (1 


Las actuarías de la ciudad y la del Consulado fueron pro- 
piedad, respectivamente, de los titulares, José Antonio Magariños 
y Joaquín Sagra y Píriz. De entre nuestros Juzgados, el primero 
que tuvo Escribano, fué el Juzgado Eclesiástico. Cristóbal Pugnon 
se llamó el primer Notario Eclesiástico de Montevideo. Poco tiempo 
después, disipado ya el temor de que la creación de una escriba- 
nía de número trajese la abolición de la merced del sellado, se 
efectuó el nombramiento del primer «Escribano de la ciudad» y 
«Escribano del Gobierno». Fué Antonio Palomino. Las carátulas 
de los expedientes de la justicia ordinaria consignan: «Juez: el 
Alcalde de 1° voto. Escribano: el de la ciudad». En otros expedien- 
tes se lee: «Escribano: el Público de la ciudad». 

Durante muchos años ejerció su cargo el Escribano Palomino. 
Tuvo alguna contrariedad con motivo del juicio que le inició, en 
1787, el vecino José Ma. Durán acusándolo de falsario. Debe haber 
levantado ese cargo porque siguió en su puesto. 

El segundo, en orden cronológico, de los «Escribanos de la 
ciudad y del Gobierno», fué Juan Antonio Magariños. También 
tuvo sus luchas, especialmente por la circunstancia que he anotado 
en el Capítulo XXVIII, de ser padre del Dr. Mateo Magariños y 
por las reservas que muchos litigantes teníari cuando como patro- 
cinador de la parte contraria asistía el Dr. Magariños actuando, 
al propio tiempo, como Escribano de la ciudad, el padre de éste. 

A estos dos Escribanos siguieron en funciones de Escribanos 
de la ciudad, en un primer período, José Eusebio González, antes 


(1) Actas del Cabildo, sesión del 9 de Abril de 1782 y nota al final. 
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Cavia. (1) Ambos ejercieron en calidad de «provisorio», de «inte- 


riño». Había sus razones para ello, pues Magariños había com- 


prado la Escribanía Pública por el precio de un tercio de las 
entradas anuales de la oficina y como andaba atrasado de pagos 
con el Rey, se le plantearon dificultades para el ejercicio de 
su cargo. 

Ocurrió entonces que Pedro Feliciano Sáenz de Cavia, «el inte- 
rino», abandonó la población huyéndose a campo adverso la noche 
del 12 de Julio de 1810. El Dr. Mateo Magariños, heredero del 
Escribano Juan Antonio Magariños, pidió la entrega de la Escri- 
banía. El expediente instaurado llevó las cosas a resultado de 
que Vigodet en 12 de Mayo de 1812 resolviese que se rematase 
el arrendamiento de ese oficio, tomándolo en ese concepto el Escri- 
bano José Gutiérrez del Oyo que ofreció por él quinientos pesos 
anuales. (2 Este fué, pues, el último de los Escribanos de la ciudad, 


en la época española, bien que compartió el servicio, durante un 
tiempo, con Manuel Varona. 


Después de correr unos años en que el Escribano de la ciudad 
atendía las diligencias judiciales pertinentes de los J uzgados del 
Cabildo y del Gobernador, empezaron los Gobernadores a utilizar 
Escribano propio. 

El Escribano de S. M., Bartolomé Domingo Vianquí, fué el 
primer Escribano de la Gobernación que ejerció su cargo con 
carácter estable. Su actuación data de la última década del 
siglo XVIIL Ya se ha anotado que antes de que hubiera Escribano 
de la ciudad, empleó a veces el Gobernador un Escribano que se 
llamaba de Gobierno.. Se volvió, pues, ahora, a Escribano propio 
para el Gobierno. 

En el Juzgado de los Mercaderes intervino, en primera época, 
el Escribano de S. M., Nicolás de Zamora; después, José Eusebio 
González; posteriormente, Mariano José Sáenz de Cavia; más 
tarde el numerario Fernando Ignacio Márquez, que fué nombrado 
en 14 de Junio de 1804 y renunció en Octubre de ese año; lo susti- 


(1) Sesión del Cabildo, de 7 de Setiembre de 1805 y otros diversos 
documentos y expedientes. 


(2) Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Expedientes 
de 1810. Gobierno de Montevideo, y de 1793. 
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Notario Eclesiástico, y, más tarde, Pedro Feliciano Sáenz de ' :tuyó José Eusebio González; volvió a actuar Fernando Ignacio 


': «Márquez. Cuando se erigió el Consulado en nuestra ciudad, fué 
ho designado como Escribano Joaquín Sagra o Joaquín de Sagra y 
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Píri empleo en cincuenta pesos anuales. (1) 
de Ea EA del Gobierno, desempeñó Bartolomé 
Domingo Vianquí el cargo de Actuario de los otros J penca 
titular era el Gobernador, como el de Juzgado de la Real Hacien 
en sus diversos ramos, Aduana, Tabacos, etc. (2 


En todas las actuarías indicadas intervinieron por e 
ción ocasional, todos los otros Escribanos que tuvo la pari 
Los expedientes judiciales suministran buena información e i 
Escribanos que, por una u otra razón, tomaron n Eo 
procesos: Nicolás de Zamora, Escribano de Su Majestad, Ec pe 
Escribano que soy de estos Reynos», dice un documento To a 
por él en su chacra del Miguelete; José Sensano, Escri E E 
Su Majestad, Francisco de Paula Dherbe, Escribano e de d 
tad, Antonio Guerra, Manuel de Cavia o José Manue a: 
Cavia, Escribano de Su Majestad, Mariano García : deb 
José Antonio Hidalgo, Escribano de Su Majestad, anue a 
Valdez, Notario Eclesiástico, Manuel Joaquín de Foca, deseadas 
dice en algunos documentos), Escribano de qm: en 
Aires, que accidentalmente residió en nuestra ciudad. 


La organización de las funciones actuarias de los PASS 
la naturaleza de las oficinas en cuanto eran susceptibles e a 
vendidas o arrendadas, y otros aspectos de su a 
hubieron de sufrir modificaciones, algunas de ellas E E a 
después de la sanción de la Constitución de Cádiz z e a a o E 
mentaciones que fueron su complemento; pero e as n e 
zaron a hacerse efectivas en nuestra ciudad. Su eta o j 
en momentos muy precarios y muy inadecuados para lar es ap 
cación; © por otra parte, levantaron fuerte resistencia. 


(D Expedientes N? 131, año 1804, 123, año 1812, i 
(2) Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. Diverso 


expedientes. B E 
á (3) De algunas innovaciones se dió cuenta, con lectura de los doc 
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mentos respectivos, en la sesión capitular del 12 de Marzo de 1 
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El ejercicio ilegítimo de atribuciones que eran privativas de 
los Escribanos de número, por los Escribanos Reales, que no habían 
obtenido calidad de numerarios, planteó disidencias y reclamos 
judiciales. Juan Antonio Magariños, Escribano de número, actuando 
en la Escribanía dé la ciudad, provocó querella ante el Juzgado 
del Cabildo pidiendo que se decretase que los Escribanos de Su 
Majestad, no siendo de número, no podían «actuar en los procesos 
ni extender instrumentos». La gestión se dirigía contra lo que 
ocurría con Bartolomé Domingo Vianquí, el cual siendo simple- 
mente Escribano de Su Majestad, pero no de número, actuaba 
en el Juzgado del Gobernador. El Juez resolvió favorablemente 
el pedido en lo que se refería a las actuaciones procesales, pero 
no en lo relativo a que no podían extender instrumentos. Elevado 
el asunto a la Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires, ésta con- 
firmó la primera parte de la sentencia y revocó la segunda, de 
modo que al Escribano Magariños se le reconoció totalmente el 
derecho que alegaba. Quedó establecido en esa sentencia que si 
alguno de los Escribanos de número no disponía, por cualquier 
razón que fuera, de protocolo, podía usar el de otro colega, siéndole 
dado en consecuencia a aquél, actuar en el «Oficio» de éste para 
todos los procesos y otros cometidos que los Jueces o las partes 
le cometieran. 

Poca atención se prestó a esta decisión audiencial. Cuando el 

Dr. Mateo Magariños pleiteó por la propiedad de la Escribanía de 
su padre, reabrió ante la Audiencia la cuestión que había promo- 
vido, con éxito, su causante, aduciendo que a éste se le había pri- 
vado de emolumentos a que tenía derecho, lesionando así los Escri- 
banos que no eran numerarios los derechos que le correspondían 
al Escribano Magariños. Por entonces, y como demostración de 
que se había burlado la resolución de la Audiencia, invocaba el 
Dr. Magariños el hecho de que el Escribano José Manuel Sáenz 
de Cavia no sólo actuaba no pudiendo hacerlo, sino que había 
acaparado Escribanías como las del Gobernador, de Bienes de 
Difuntos, del Ministerio de Marina (Juzgado de Naufragios), etc. 
Volvió a dictarse resolución por la Audiencia, confirmatoria, decre- 

tándose providencias para cortar esos abusos. (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1803. 


CAPITULO XXXII 


LA JUSTICIA DURANTE LA OCUPACION 
INGLESA 


Repercusión de esa ocupación en la 
organización judicial; con relación al Juz- 
gado del Gobernador. Frente a los Juzga- 
dos del Cabildo. Retiro de Auchmuty con 
motivo del arribo de Whitelocke y nom- 
bramiento del Coronel Browne como Jefe 
de Montevideo. Coexistencia durante los 
dos meses últimos de la ocupación in- 
glesa, de leyes y Jueces españoles e 
ingleses sobre determinado territorio. In- 
cumbencia especial del Juzgado de la 
Real Hacienda con ocasión del retiro de 
Montevideo de la fuerza expedicionaria 
inglesa. Un episodio dos años posterior 
al reembarco de esa expedición. 


Los cinco meses de ocupación inglesa propiamente dicha, pues 
de los siete que duró, dos de ellos fueron de preparación para el 
retiro de las fuerzas ocupantes, ya vencidas, tenían forzosamente 
que repercutir en nuestra organización española de las cosas de 
justicia. l 

Repercutieron, principalmente, en todos aquellos cometidos de 
justicia que eran de incumbencia del Juzgado del Gobernador y 
en los otros Juzgados cuyo titular era esa autoridad militar y 
política, como Juez delegado o subdelegado. 

La política inglesa se ajustó, en lo que le fué posible, dentro 
de las circunstancias de violencia con que debía establecer la 
nueva dominación, a reconocer, en materia de organización de 
justicia, a Montevideo, todas las atribuciones que correspondían a 
sus instituciones de origen popular; pero no podía regir igual tem- 
peramento para todas aquellas facultades que radicaban en el 
Gobernador, ya que éste, como titular de lo que era justicia propia 
de la ciudad, ejercida por él y en la que actuaba por delegación, 


0 o subdelegación, había desaparecido, suplantado por los jefes mili- 
tarés' ingleses de las fuerzas de ocupación. 

` Descartado lo que era fundamentalmente de justicia militar, 
y de justicia militar ejercida por jefes militares extranjeros y en 
situación y con leyes de guerra, procuró la ocupación inglesa, en 
toda clase de asuntos de justicia, en aquellas materias que incum- 
bían al Cabildo, al comercio y aún en las que habían pertene- 
cido al Gobernador en los asuntos de intereses privados de los 
ciudadanos, ser atemperada en sus procedimientos, dispuesta a dar 
la convicción a los habitantes de que sus derechos serían tutelados 


conforme a sus propias leyes y con el dictado de sus Jueces, sin- 


menoscabo de sus prerrogativas consagradas y de los usos y cos- 
tumbres locales. Procuraron los jefes -ingleses crear con su prédica 
ese convencimiento y sancionarlo con hechos palpables. 

Engorrosa fué para ellos la tarea de ejecutar su plan de sacar 
de manos del Gobernador numerosas materias de justicia para 
atribuirlas a organismos provisorios de prueba, con miras de esta- 
blecer después definitivamente esos organismos si su actuación era 
satisfactoria, o suprimirlos o modificarlos según las circunstancias 
lo determinaran; no era ese un afán que pudiera cumplirse en 
cinco meses, agitados como fueron éstos para la ocupación por 
sus preocupaciones, por sus complicaciones y por las constantes 
señales de rebelión que aparecían en la población de la ciudad 
ganada. En tales condiciones, se optó por soluciones transitorias, 
muchas veces incoloras, y aún variables con relación a iguales 
casos presentados. 

Pero no ocurrió lo mismo en lo referente a la justicia del 
Cabildo. En esa materia la jurisdicción no fué tocada ni rozada. 
Actuaron los Jueces del Cabildo con entera autonomía y prestó 
la ocupación inglesa todo acatamiento a las decisiones en los casos 
en que aquellos Jueces hicieron sus pronunciamientos. 

Actuando el inglés como Juez militar, en cierta ocasión, frente 
a muy honorables ciudadanos acusados de conspiración, amagó 
contener con mano muy dura las nobles altiveces de insurrección 
de las gentes del país, y dictó, después de gran aparato de investi- 
gación, la pena de muerte para aplicar, contemporáneamente, a 
muchos de ellos, haciendo salir de la cárcel a los reos camino de 
la «horca colectiva» preparada al efecto, flanqueados por los reli- 
giosos que los asistían a bien morir; pero dejó sin cumplimiento 
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entencia y anunció su perdón cuando ya: tenían los reos “sus 
s vendados y puestos los nudos en las gargantas. Demostración ` 
con que quiso Auchmuty poner de manifiesto la extensión de sus 
sé facultades como Juez y la flexibilidad con que las manejaba, en 
i obsequio a su política de conquista y a sus sentimientos de piedad 
hacia vecinos respetables y sus dignas familias montevideanas. a) 
Fué esa decisión un peso grande que el Jefe inglés echó en el 
plato de la balanza en que se medían las fluctuaciones de sen- 
“ timientos de los vecinos y las de la apreciación de sus conve- 
« niencias que la propaganda de The Southern Star y los numero- 
* sos comerciantes y artesanos que habían acompañado la expedición 
: militar inglesa ponían de manifiesto y mantenían encendidas en 
el ánimo de la población. 


Frente a los Jueces del Cabildo, su actitud, ya indicada, era 
amplia; no sólo no se inmiscuía en las contiendas civiles de los 
integrantes de la población ni en los asuntos por hechos delic- 
- tuosos, sino que, en algún caso, en que pudo reclamar el fuero 
inglés por ley de guerra, optó por entregarlos, en comisión de 
esclarecimiento, a los Jueces del país. En efecto, el 15 de Mayo de 
1807, el gobierno militar de la plaza, después de haberse obrado 
por un oficial inglés algunas averiguaciones de resultado nega- 
tivo, comunicó al Alcalde de Segundo Voto, Lorenzo Ulibarri, que 
el día 10 del corriente había sido herido un soldado inglés del 
Regimiento N°? 38, ocasionándosele, como consecuencia de las heri- 
das, la muerte. (2) 
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Retirado Auchmuty de Montevideo, con motivo de la llegada 
de Whitelocke, Mayo de 1807, y del mando que dió éste a aquél 
en la expedición que marchó contra Buenos Aires, quedó en nues- 
tra ciudad el Coronel Browne, que no introdujo novedades en el 
comportamiento inglés frente a la justicia del país. 


Los dos últimos meses de la ocupación inglesa se caracteriza- 
ron por la coexistencia de Jueces de los dos países, España e Ingla- 


(D Francisco Bauzá. Historia de la Dominación Española en el 
Uruguay. Tomo II, pág. 499. Edición A. Barreiro y Ramos. 

(2) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1807. 
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En 'óabditos: de uno u otro país. ¿Sobre qué territorios rigieron 

¡temporáneamente, y por acuerdo común, esas dos jurisdiccio- 
jes, y esas dos potestades? Habían discutido empeñosamente en 
e Buenos Aires, españoles e ingleses, las bases de la capitulación 
que Liniers propuso a éstos; parece que ante la resistencia de 
-Inglaterra a entregar Montevideo, sostenida con mucho ahinco por 
los jefes ingleses, momentos hubo en que estuvo vacilante la pos- 
tura de Liniers; por lo menos así lo narran algunos historiadores 
que señalan que sólo la energía de Martín de Alzaga contuvo la 
blandura con que aquél amagaba declinar en su exigencia. Cedería 
Inglaterra en la desocupación de nuestra ciudad, pero a condición 
de que se le permitiera retener una franja de tierra, vecina a 
Montevideo, sobre la margen septentrional del Río de la Plata. 
Tampoco se le concedió. Se acordó entonces que solamente durante 
los dos meses que se concederían para los preparativos del reem- 
barco de la expedición inglesa, existiría una zona de nuestro 
territorio en que coexistirían leyes y Jueces españoles e ingleses; 
esa zona sería la comprendida entre el Río de la Plata al Sur, 
al Este y al Norte una línea que, partiendo del nombrado río, 
pasase por San Carlos ¡para continuar por Camino a Maldonado 
hasta Pando para seguir desde esta localidad, siempre por ese 
camino, hasta nuestra ciudad, franja que era, aproximadamente, 
la que pretendía Inglaterra retener como posesión definitiva 
para .ella. 

Los archivos judiciales registran, como correspondiente a esos 
dos meses, los casos de justicia y las causas corrientes de los pobla- 
dores del país; en lo relativo a los ciudadanos ingleses, nada se 
puede referir, pues los ocupantes se llevaron sus expedientes. 


Fué nutrido el «cuerpo politico» de la invasión inglesa. Llama- 
ban «cuerpo politico» al conjunto de civiles, comerciantes, indus- 
triales, artífices y obreros especializados, que acompañaron a la 
expedición. Fué, principalmente numeroso, el «gremio» de comer- 
ciantes, que trajo consigo abundantes mercaderías que la pobla- 
ción española adquirió inmediatamente, codiciosa de ellas por la 
novedad de los artículos y por sus precios tan a su alcance en 
virtud de haber sido introducidos libres de impuestos. Y, precisa- 
mente, estas facetas de la invasión fueron las que proporcionaron 


tareas más detallistas y engorrosas a los Comisarios - Españoles e es: 


ingleses designados para vigilar el cumplimiento-de las condicio ka E k 


nes del reembarco de la fuerza expedicionaria; cupo en ello actua- 
ción destacada al Juzgado de la Real Hacienda. 

En Agosto de 1807, el «Superior Gobierno» de Buenos Aires, 
hizo saber al Gobernador de Montevideo, entre otras cosas, lo 
siguiente: «...y en esa virtud prebengo a V. S. que aproximandose 
» el plazo estipulado entre los Gefes de Gran Bretaña y Españoles 
» para la ebacuacion de esa Plaza de los prim" y ocupacion de 
» los segundos, se hagan por V. S. los inventarios de todo quanto 
» degen las Tropas Inglesas, con respecto a los Almacenes de 
» Artilleria, sus Montages y peltrechos de guerra, y por los demás 
» individuos del cuerpo Politico, en las Oficinas, de cuenta y 
» razon p" dros de Aduana, ramos estancados y demas; todos con 
» presencia de Comisarios de la Nacion Britanica y de la Nues- 
» tra...» Para el caso de que el Gobernador estuviera impedido 
u ocupado, delegó el Superior Gobierno de Buenos Aires sus 
facultades en el Ministro de la Real Hacienda, en ésta, Rafael 
Pérez del Puerto. 


Dos años después del reembarco de la expedición inglesa, se 
registró en nuestra ciudad un episodio que tenía alguna conexión, 
aunque muy remota, con los sucesos anteriores. El origen del epi- 
sodio está en un laudable empeño de armonía y de restablecimiento 
de cordialidad entre españoles e ingleses. Sus propulsores, Gui- 
llermo Mam y Jorge Federico Dickson, comerciantes entonces 
en nuestra plaza. «We William Mam and George Frederick Dick- 
son, English Merchants residing at this time in Montevideo...» 
decían estos británicos en una exposición de contestación de 
demanda ante el Alcalde de Primer Voto. 

Ellos habían encargado para el 5 de Junio de 1809, en la 
Fonda de las Cuatro Naciones, de que era propietario Francisco 
Estrázulas, un gran «convite». Su intención, al dar la comida, 
era rendir un cumplimiento a la muy hospitalaria gente entre la 
cual estaban ahora residiendo, y con motivo del cumpleaños del 
Rey de Inglaterra y de la alianza en que está ahora comprome- 


(1) Archivo del Ministerio de Gobierno y Hacienda. Año 1807. 
Documento 63. 
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» cuenta. Apelamos a todos aquellos que estuvieron presentes: 
» ¿Es esto justo? ¿es ésta una suma razonable por la comida 'sqlué”. 
» ellos vieron en la mesa el 5 de Junio? Nosotros estábamos:muy 
» disgustados con la comida de ese día; y tan lejos estábamos: de 
» presentar nuestro agradecimiento al demandante, que le dijimos 
» al día siguiente que él había arreglado todo muy hermosamente 
» pero que casi se había olvidado de darnos de comer». «We told 
» him on te following day he had arranged every thing very hand- 
» somely, but hat almost forgotten to give us any thing to eat». 
» En tiempo en que este sitio estuvo bajo el dominio de los ingleses, 
«una comida muy espléndida se sirvió en la misma fonda, en el 
» mismo aniversario: todos los que entonces estuvieron presentes 
» bien recuerdan la gran superioridad de aquella fiesta: y bien, 
» incluyendo todos los cargos por licores, música etc., etc., la parte 
» de cada invitado alcanzó á 13 dolls.» 
Decían también los dos británicos: 
« Observamos con gran asombro lo deshonesto de este individuo, 
» muy particularmente en la primera línea de su cuenta donde 
» tiene la audacia de reclamar el pago por 92 personas. Asegura- 
» mos positivamente y podemos probarlo por la declaración de 
» varios honorables españoles que estaban en la sala en esa ocasión, 
» que en ningún momento durante la cena hubo presentes mas 
» de 80 personas. Nosotros contamos los cubiertos antes de que 
» los participantes entraran y entonces había sólo 68 cubiertos; 
» después creemos que entraron 12 personas más y completaron 
» el número de 80 invitados; y sin embargo él se atreve a cobrar 
» por 92 demostrando por este hecho su intención deliberada de 
» cometer un acto de deshonestidad, suponiéndonos incapacitados 
» para contradecirlo. 
» En nuestra primera conversación con él se discutió el asunto 
» vinos y licores y él ofreció suministrarlos; pero como la buena 
» calidad de los vinos es asunto que entre los ingleses se atiende 
» con cuidado particular en circunstancias como éstas, nosotros 
» temimos que no los suministraría a nuestra satisfacción y por 
» consiguiente deseábamos que él no nos procurara nada de esa 
» naturaleza pues nosotros enviaríamos todas las bebidas necesa- 
ə» rias para la cena. De acuerdo con esto, en realidad enviamos más 
» de 300 botellas de varias bebidas para precaver la necesidad de 
» que él tuviera que suministrarnos algunas. Las pocas botellas 
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de licoresque se pusieron sobre la mesa después del café, fué lo 


» úriico: que él envió, y eso fué contra nuestra orden, y fueron 


»sácadas, creemos nosotros, todas ellas tan llenas como cuando 
» las habían traído; ¿cómo puede él atreverse a cargar por bebida 


* » y comida cuando sólo agua fué lo que suministró de la primera? 


» Él reclama $ 140 por 1 pipa de vino Carlón; ¿dónde estuvo el 
» vino Carlón? Nosotros no vimos ni una gota de él. No, pero 

» tenemos entendido que se lo robaron; ¿y somos nosotros res- 
» ponsables de su falta de ciudado o de la deshonestidad de sus 

» sirvientes? Él ha dicho que se dió a los soldados y a otras per- 

» sonas que vigilaban. ¿Por qué se los dió? ¿Quién le impartió 

» la orden? Ellos pidieron refrescos y les mandamos desde la mesa 

» vino Oporto. Pero llegamos a saber algo más de la historia de* 
» esta pipa de vino Carlon, de la cual talvez él no esté enterado. 

» Durante la comida se nos informó que cierto número de personas, 

» desde la calle, descubrieron su depósito de vinos; probablemente 

» encontraron allí alguna pipa de vino. ¿Pero debemos nosotros 

» pagar todo lo que pudo haberse robado aquella noche? Si fuera 

» este el caso, porqué no nos cargó el importe de los muebles o 

» cualquier cosa que él pensó conveniente decir que se la habían 

» robado? ¡Qué excelente oportunidad se perdió para amueblar 

» de nuevo su Casa a nuestro costo, reclamándonos el importe 

» basándose en un cargo de robo!; y juzgando por el tenor de su 

» conducta no vemos ninguna razón para suponer que sentiría 

» remordimiento en agregar una o más a las muchas extorsiones 

» que ya ha atentado». 

Este expediente quedó paralizado con la contestación a la 
demanda; un año después, ya el 26 de Agosto de 1810, se dictó 
esta providencia: «Debuelbase este escrito y hagaseles entender 
» a estos individuos (Mam y Dickson) contesten en español balien- 
» dose para ello de profesor letrado». (1) 

Ninguna actuación posterior registra este expediente. 


od Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
E Ta Turno. Año 1809, archivado por error entre los expedientes 
e a 


CAPITULO XXXIII 


LA JUSTICIA DURANTE LA DESINTEGRACION DEL 
VIRREYNATO 


Repercusión en nuestra ciudad de los sucesos de 
Buenos Aires, de Mayo de 1810. ¿Ante quién deberían 
cursarse, en adelante, los recursos cuyo conocimiento 
competía a la Real Audiencia Pretorial de Buenos 
Aires?; arbitrios adoptados; situación en que queda- 
ría respecto de los grados de instancia la tramita- 
ción de los procesos. Inaplicación de lo proyectado; 
supresión, de hecho, en los juicios ordinarios, de los 
recursos de apelación v nulidad. Aumento de las causas 
llamadas de «jurisdicción voluntarias y disminución 
de las contenciosas; motivos que lo determinaron. 
Razones supervinientes de alteraciones y desconcierto; 
contrariedad de parte de vecinos de la ciudad por el 
espíritu y letra de la Constitución del año 1812. Auto 
del Capitán General Vigodet suspendiendo la trami- 
tación en Montevideo de las causas contenciosas, excep- 
to las militares y las que correspondían a Real Ha- 
cienda. Caída de la dominación española; mi homenaje 


a España. 


Los sucesos ocurridos en Buenos Aires el 25 de Mayo de 1810 
iniciaron en el Virreynato del Río de la Plata una serie de pro- 
fundas perturbaciones políticas. Los vecinos de Montevideo, poco 
propensos a aceptar superintendencias de los de Buenos Aires, 
tuvieron en los primeros días posteriores a los hechos de Mayo, 
en el Dr. Mateo Magariños y en el Dr. Lucas José de Obes, enér- 
gicos mantenedores de su adhesión a España. Y si bien, poste- 
riormente, el grueso y autorizado grupo adicto a España se dislocó 
en gran parte, apartándose algunos de esos adictos en virtud de 
las circunstancias y otros por convencimiento, siempre fué Mon- 
tevideo, frente a la convulsión de las Provincias, el baluarte de la 
fuerza española, la sede donde se albergaron quienes sentían sin 
vacilaciones el viejo afecto por España y hacían de su lealtad 
hacia ella la norma inflexible por la cual debían regirse en aque- 


llos momentos. 


=e Deos días de las perturbaciones políticas y de las disiden- 
* cias de los ciudadanos, surgieron los del rompimiento, y, más 
tarde, los de la guerra. 

~ * Montevideo quedó con su tráfico ordinario con Buenos Aires 


casi suspendido; poco después, con su tráfico bloqueado; prácti- 
camente cortado. 


Fué entonces Montevideo escenario de mutaciones realmente 


inesperadas. Entre ellas debo registrar, por lo que toca a mi mate- 


ria, los trastornos y alteraciones que se operaron en la organiza- 
ción de la justicia y en la administración de ésta. 


¿Ante quién iban a cursarse los recursos de los litigantes de 
Montevideo en los casos en que debían comparecer ante la Real 
Audiencia Pretorial de Buenos Aires? No eran accesibles los estra- 
dos de ella. Tampoco estaba expedita la vía de Charcas, ésta tan 
lejana, y hasta la cual debía llegarse atravesando campañas con- 
vulsionadas. Si hubiera podido Vigodet hacer efectiva la autori- 
zación que le dió el Rey para crear en nuestra ciudad una Real 
Audiencia, hubiérase logrado sortear, a lo menos en los últimos 
tramos del período convulsionado, los inconvenientes que para 
la normal tramitación de los juicios en sus instancias y grados 
originaba la situación creada. (1) 

En virtud de la situación impuesta por los hechos de 1810, 
hubo de apelarse a temperamentos de emergencia. 

Las dificultades fueron también atemperadas, en parte, por 
factores inesperados. i 

Montevideo fué erigida en sede del Virreynato. A nuestra 
ciudad llegó Elío, con su nombramiento de Virrey del Río de la 
Plata, en Enero de 1811, y desde ella quiso imponer su autoridad 
a las Provincias aplicando, en medio de aquel estado de cosas de 
subversión, las facultades extraordinarias de que estaba investido. 

Abolido el Virreynato en Noviembre de 1811 y desde el regreso 
de Elío a España, Vigodet quedó como Capitán General de las Pro- 
vincias del Río de la Plata. 

El nuevo arbitrio era, desde luego, razonable. 

Las sentencias que dictasen los Juzgados del Cabildo, imposi- 


(` Me remito a la nota de mi comentario sobre el apartado que se 
refiere a los intentos de creación de la Real Audiencia de Montevideo. 
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sos se interpondrían ante el Capitán General de las Proyine ás, 
ahora en su Capitanía de Montevideo. (1) Se invocaba como razón 
justificativa para ello, fuera de las de emergencia originadas en 
las circunstancias del momento, la de ser Presidente de la Real 


Audiencia Pretorial de Buenos Aires, el Capitán General de estas 


Provincias, sustituyendo en sus facultades al Virrey. , 

La jurisdicción ordinaria en el fuero civil, fué la que quedó 
más afectada con los trastornos políticos. | 

Menos influenciada fué la justicia llamada ordinaria militar. 
Mientras el Virrey radicó en nuestra ciudad, la composición de 
esa justicia, en sus competencias, instancias y grados, mantuvo, 
propiamente, su estructura de antes. Causas leves, excluídas las 
disciplinarias, pronunciamiento del Gobernador, recursos ante su 
superior el Virrey, ambos con sus gobiernos aqui. Causas graves, 
el Consejo de Guerra y como Juez de aprobación o de visación 
de determinados asuntos, el Virrey. Abolido el Virreynato, ya 
Vigodet Capitán General, éste absorbió el mando total militar, 
correspondiéndole todas las atribuciones de carácter militar que 
eran propias del Gobernador de la ciudad y del Virrey. A Vigodet, 
pues, le incumbirían las decisiones de Juez Superior, en falta del 
Virrey, cometiéndolas aquél, por lo general, a sus Tenientes, al 
Jefe de la Plaza y a otros jefes con mandos superiores, que actua- 
ron como delegados. 

El Juzgado de los Mercaderes no se vió alterado en sus recur- 
sos. Primera instancia ante el Delegado del Consulado; después 
de creado el Consulado, primera instancia ante esa institución; 
segunda instancia, ambos períodos, ante el Juzgado de Alzadas. 

Ni el Juzgado de Naufragios ni los demás Juzgados de otros 
fueros que he referido, salvo lo ya explicado, sufrieron tampoco 
modificaciones, excepto en algunos de ellos en los cuales se pro- 
gramaron ligeras alteraciones que impuso la situación del momento, 
entre ellas la jurisdicción de la Real Hacienda a la que dió Vigodet 


a) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Expedientes de 1810. Pedro Olgado contra Ignacio 
Martinez. 
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-uha organización con carácter de interina, con la creación de la 
“Junta Superior de la Real Hacienda. 


En realidad, inaplicado, no obstante su previsión, fué ese plan 
“con que se deseaba suplir los trastornos surgidos para la jus- 
ticia ordinaria en sus grados y recursos. De hecho se suprimieron 


en los juicios civiles las instancias de apelación y de nulidad.. 


Desde fines de Mayo de 1810 hasta la terminación del período del 
coloniaje, sólo en contados expedientes de los que yo he tenido. 
en mis manos se interpusieron esos recursos. O los expedientes 
se paralizaban, cada vez en mayor número a medida que iban 
menguando los días de España en nuestra ciudad, o los litigantes 
se conformaban con la sentencia de primera instancia. 


Y eran menos los pleitos. Aumentaban, en cambio, los asuntos 
de «jurisdicción voluntaria». El mayor contingente de esto lo ofre- 
cieron los juicios sucesorios. Crecido número de fallecimientos 
daban las acciones de guerra y las privaciones sufridas en la Plaza. 
Los desaparecidos, los huídos, los que no podían regresar a la 
ciudad, originaban abundantes declaraciones de ausencia y la adop- 
ción de medidas judiciales que correspondían para los bienes de 
los ausentes. Pero, en compensación, como he indicado, decrecían 
los juicios litigiosos. A menos habitantes, menos pleiteantes; iban 
siendo muchos los muertos, los que defeccionaban, los escondidos; 
otra circunstancia que obraba notoriamente en esta situación, era 
la reducción extraordinaria, en razón de la ocupación efectuada 
por el enemigo y, en épocas, por el cerco impuesto a la población, 
del territorio sobre el cual dictaba justicia Montevideo. Influyeron 
más tarde, además, en ello, causas de menor entidad pero bien 
poderosas, como, por ejemplo, la orden pronunciada por el Gobierno 
militar de que todos los efectivos depositados por los litigantes 
cuya aplicación o destino pendiese de la decisión judicial y cuya 
propiedad fuera de ausentes pasaran a disponibilidad por parte 
del Gobierno, con cargo de oportuno reintegro a su dueño, «p.? 
» poder usar de ellos (de los efectivos) en los presentes apuros del 


» Erario publico en los terminos q.* tiene resueltos el Rey para 
» estos casos.» (1) 


(1) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. «Expedientes de 1812. Demanda executivamente Don 


Domingo Vazquez y Don Nicolas Fernandez de Miranda a Juan De Leon, 
cantidad de pesos.» 
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Profundas modificaciones las que se venían opęr id 
ceptos y en instituciones, y que sè sucedían con “insosp 
rapidez. A los factores generales y locales de desconcierto: 


obraban sobre los habitantes de la ciudad y que, frecuentémeñte, l a 
afectaban a las cosas de justicia, se unían ahora otros que “también ` 


creaban divisiones. Si para muchos fué de agrado el espíritu que 
dió aliento a la Constitución española de 1812, fué, en cambio, para 
otros de contrariedad y de censura. Y de resistencia a muchas de 
las modificaciones que ella impuso o quiso imponer sin alcanzar 
efectividad por las circunstancias precarias e inadecuadas en que 
llegó su conocimiento a esta ciudad. Algunos de los Jueces no se 
avinieron en llamar «Ayuntamiento» al viejo Cabildo; querían 
continuar siendo «los Jueces del Cabildo»; repugnó a algunos de 
ellos la llaneza en llamarse «ciudadanos» unos litigantes a otros, 
que algunos adoptaron dentro del espíritu de la Constitución; 
pero, especialmente, era dolorosa la abolición de aquél decir de 
rúbrica que expresaba que la facultad de juzgar se ejercía «por el 
Rey», «en nombre del Rey», para sustituirlo por su derecho de 
juzgar «en su calidad de Alcalde Constitucional de España». 


Un suceso de real importancia alcanzó en aquellos días a los 
estrados judiciales. El Capitán General Vigodet ordenó la suspen- 
sión de todas las causas contenciosas. Esto ocurrió el 13 de Abril 


. de 1814. En los días de la pre-agonía del mando de España en nues- 


tra ciudad, pues sólo le restabán cuarenta días de vida. Se necesi- 
taba del concurso personal de todos los vecinos y habitantes de 
la ciudad; nadie, ni los Jueces, debían ser sustraidos al cum- 
plimiento de sus deberes con su madre España; sólo lo que fuese 
del fuero militar, o de Hacienda Pública, debía considerarse indis- 
pensable, pues tendía al fin de mantener el orden y la disciplina 
y al de proporcionar los recursos que eran tan indispensables. 
Y dictó Vigodet su auto, que testimonió el Escribano de S. M., 
Público y de Gobierno, Fernando Ignacio Márquez, y que fué 
enviado a los Jueces. Dice así: 
«Montevideo, Mayo trece de mil ochocientos catorce. 
» Como el actual estado de la Plaza exige imperiosamente que 
» todos sus honrados y benemeritos vecinos, Y habitantes se 
» empleen en la gloriosa defensa contra el Perfido insurgente ene- 
» migo que la sitia; y que los Magistrados que COMPonen los Juz- 
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Puedan dedicarse solicitamente al Cumplimiento de los 
ismos deberes en Proporcionar medios suficientes parà soste- 
~ #2 her. las Tropas desembarazadas de las Tareas del foro: he venido 
» por. estas Justas consideraciones en mandar cesen por ahora 
>» todas las funciones contenciosas de los J uzgados y que sola- 
» mente por una ocurrencia extraordinaria relatiba alorden Publico 
» Pueda conocerse, como sucedera en esta Superioridad por lo 
» concerniente alo Militar y Hacienda nacional, que debera con- 
» tinuar como indispensables medios de conservar la disciplina 
» castigando los Delitos y proporcionar los ingresos aplicables a 
» sostener la Tropa. Considerandose pues todo Ciudadano militar 
» en las Presentes circunstancias como lo tengo publicado por el 
» bando del siete del Presente esta en el Deber de Preferir el 
» bien comun que es la salvacion de la Patria al Particular interes. 
» En esta virtud comuniquese esta Determinacion alos Juzgados 
» para que se haga fixar en las Escribanias afin de que asi lo 
» tengan entendido y Cuiden de su Cumplimiento. Vigodet.» (D 


Llegó el día de la cesación del Gobierno. español en Montevi- 
deo. 23 de Junio de 1814. Narra la historia que fué violada por el 
general vencedor la cláusula de la capitulación que se refería 
al retiro de la bandera española de la Fortaleza de Montevideo. 
Acostumbrada estaba esa enseña al tributo de la gloria; pero, por 
contrariarse lo pactado, ese su último descenso constituyó el pri- 
mero en que fué arriada de su mástil sin honras y sin homenaje. 

Nosotros, lectores y autor, al concluir este libro sobre la jus- 
ticia en Montevideo cumplida por España durante casi un siglo, 
por la rectitud innata de sus Jueces sencillos, sin venalidad y 
extraños a la influencia de los poderosos, reparemos esa ingrati- 
tud. Rehagamos el momento en que esa bandera fué retirada para 
siempre del baluarte español; rindámosle honor, merecido honor, 
y con la unción y devoción con que la recogían sus soldados, al 
toque de oración, en los días de la soberanía española en nuestras 
tierras, ofrezcamos, en esos momentos supremos de su terminación, 
a España, el tributo a que es acreedora por habernos legado sus 
sanos principios jurídicos que constituyen la base de nuestra codifi- 
cación en muchos de sus aspectos, especialmente en los procesales. 


@) Archivo del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil 
de Primer Turno. Legajo 1814. 
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APENDICE 


JUECES ALCALDES QUE HUBO EN MONTEVIDEO 
DURANTE LA EPOCA ESPAÑOLA 


APENDICE 
JUECES ALCALDES QUE HUBO EN MONTEVIDEO DURANTE LA EPOCA ESPAÑOLA 


ALCALDES PROVINCIALES 


Juan Antonio Artigas 


Miguel de Miguelena 
Juan Antonio Artigas 


Juan Antonlo Artigas 


Juan Antonio Artigas 


Fué sustituído por asunto ju- 
dicial en que se vió envuelto. 
Lo sustituyó Bernardo Gaytan, 
como Interino, mientras se re- 


Años ALCALDES DE PRIMER VOTO ALCALDES DE SEGUNDO VOTO 
1730 Joseph de Vera y Perdomo Joseph Fernandez Medina Bernardo Gaytan 
1731 Thomas Gonz,? Ramon Sotelo Bernardo Gaytan 
1732 Joseph Fernan.? de Medina Joseph de Mitre Tomas Tejera 
1733 Joseph Gonz.? de Melo Tomas de la Sierra Lorenzo Calleros 
1734 Luis de Sosa Mascareñas Tomas Texera Joseph de Mitre 
1735 Joseph de Vera y Perdomo Phelipe Perez de Sosa 
1736 Joseph Gonz.” de Melo Miguel de Milena Juan Bau.ta de Saa 
(Miguelena) 
1737 Joseph Gonz.? de Melo Miguel de Miguelena Juan Bau.ta de Saa 
1738 Joseph Fernandez Medina Ramon Sotelo Thomas Gonzalez 
1739 Ramon Sotelo Cristoval Caetano Errera Tomas Gonzalez 
(Cristobal Cayetano de Herrera) 
1740 Joseph de Vera Perdomo Juan Delgado Melilla 
1741 Joseph de Vera Perdomo Jorge Burgues Joseph de Mitre 
1742 Isidoro Perez de Roxas Marcos Velasquez 
(Rojas) (Marcos de Velazco) 
1743 Isidoro Perez de Roxas Marcos Velazco 
(Rojas) Se anuló esta elección por el 
Gobernador, 
1743 Joseph Fernandez Medina Francisco Xavier Ximenez 
1744 Por negarse Francisco Gorriti, Juan de Achucarro Esteban Ledesma 
elegido, por ser militar, no obs- 
tante haberse aprobado su nom- 
bramiento, actúa el Alférez Real 
Juan Delgado Melilla 
1745 Luis de Sosa Mascareñas Miguel de Miguelena Joseph de Mitre 
(Miquelena) 
1746 Pedro Montes de Oca Diego de Mendoza Marcos Velasco 
solvía el asunto. 
1747 Juan Delgado Melilla 


Pedro Cordoves 


Francisco Xavier Ximenez 
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ALCALDES 
DE LA SANTA HERMANDAD 


Juan Antonio Artigas 
Antonio Alvarez 
Antonio Alvarez 
Diego Mendoza 
Fran.” Cabrera 
Juan Delgado Melilla 
Pedro Cordoves 


Bartho.mo de Herrera 
Luis de Sosa Mascareñas 
Fran.“ Luis 


O A i e 


Juan de Toledo 
Manuel Duran 
Antonio Camexo 
(Camejo) 
No se nombró 


No se nombró 
Francisco de la Paz 


Juan Delgado Melilla 


Jacinto Morales e: 
Quedó suspendido por seguf 
sele juicio, 


Juan de Morales 


Años 


1748 


1749 


1750 


1751 
1752 
1753 
1754 
1755 
1756 


1757 


1758 
1759 
1760 


1761 
1762 


1763 


1764 
1765 
1766 
1767 
1768 
1769 


1770 
1771 


1771 
1771 


1771 


1771 


1772 


1773 
1774 
1775 
1776 
1777 
1778 
1779 
1780 
1781 
1782 
1783 
1784 
1785 
1786 
1787 
1788 
1789 
1790 
1791 
1792 
1793 
1794 
1795 
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ALCALDES DE PRIMER VOTO 


Jose Milan 


Francisco Cardoso 

(Sustituíldo por Thomas Gonza- 
lez Padron) 

Antonio Camejo 


Juan Delgado Melilla 

Pedro Cordoves 

Antonio Camejo 

Manuel Duran 

Juan Delgado Melilla 

Miguel de Miguelena 
(Miquelena) 

Por muerte lo sustituyó el Al- 

férez Real Francisco Pagola. 

Fran.0 Xavier Ximenez 


Lorenzo Garcia Tagle 
Bruno Muñoz 
Andres Gordillo 


Joseph Mas de Ayala 
Bruno Muñoz 

Lo sustituyó Pedro Serrano, 
Joseph Mas de Ayala 


Fernando Joseph Rodriguez 
Manuel Duran 

Juan de Achucarro 

Juan Delgado Melilla 
Joseph Mas de Ayala 
Joseph Mas de Ayala 


Dom.” Guerrero 

Andres Gordillo 

(Depositario General, hasta que 
viniera el Alf, Real, ausente). 
Domingo Guerrero 

Manuel Larrañaga 

(Fué elegido Alcalde interino). 
Ramon Ximeno 

Alf. Real, Alcalde Interino 
Ramon Ximeno 
Desde Agosto. 
calde Interino 
Bruno Muñoz 


Alf. Real. Al- 


Bruno Muñoz 

Manuel Duran 

Luis Ximenez 

Bruno Muñoz 

Manuel Duran 

Juan Antonio Guzman 

Juan de Echenique 

Domingo Guerreros 

Francisco Larrobla 

Juan Antonio Haedo 

Matlas Sanchez de la Rozuela 
Matlas Sanchez de la Rozuela 
Francisco de los Angeles Muñoz 
Miguel Herrera 

Bernardo de la Torre 
Francisco de Sierra 
Fernando Jose Rodríguez 
Juan de Ellauri 

Matheo Vidal 

Manuel Duran 

Joseph Cardozo : 

Antonio Pereira 

Mig.! Joaquin de la Quadra 


ALCALDES DE SEGUNDO VOTO 


Joseph Mas 
(Mas de Ayala.) 
Antonio Camejo 


Javier Jimenez 

(Francisco Xavler Ximenez) 
Andres Gordillo 
Manuel Duran 
Pedro Montes de Oca 
Francisco Xavier Ximenez 
Lorenzo Garcia Tagle 
Miguel Marcelo Medina 


Andres Gordillo 
(Decisión de Buenos Aires en 
la duda suscitada) 

Joseph Mas de Ayala 

Nicolas Herrera 

Joseph Rodriguez 


Jayme Soler 
Ramon Ximeno 


Andres Gordillo 


Antonio Garcia 

Jayme Soler 

Joaquin de Vedia y la Quadra 
Pedro Cordoves 

Jayme Soler 

Jayme Soler 


Luis Ximenez 
Luis Ximenez 


Fran. de Lores 

Pedro de Barrenechea 
(interino) 

Pedro de Barrenechea 
(interino) 

Fernando Jose Rodriguez 


Agustin Garcia 


Miguel Ignacio de la Quadra 
Dionisio Fernandez 

Agustin García 

Jose Gonzalez 

Jose Gonzalez 

Andres Gonzalez 

Matias Sanchez de la Rozuela 
Dionisio Fernandez 

Miguel Herrera 

Domingo Bauzá 

Juan Esteban Duran 
Francisco de los Angeles Muñoz 
Matias Sánchez de la Rozuela 
Bernardo de la Torre 
Francisco de Sierra 

Juan de Echenique 

Juan Ellaurl 

Joaquín de Chopitea 

Luis Antonio Gutierrez 
Marcos Jose Monterroso 


- Phelipe Perez 


Miguel Otermin 
Felix Saens de la Maza 


ALCALDES PROVINCIALES 


Miguel Marcelo Medina 


Miguel de Miguelena 


Joseph Milan 


Joseph Mas de Ayala 
Francisco Morales 
Miguel Marcelo Medina 
Antonio Hernandez 
Juan de Morales 
Nicolas Herrera 


Fernando Joseph Rodriguez 


Manuel Duran 
Ramon Ximeno 
Juan Angel de Llano y Braseras 


Manuel Duran 
Pedro de Barrenechea 


Luis Ximenez 


Joseph Lopez 

Martin Joseph Artigas 
Antonio Camejo 
Antonio Camejo 
Manuel Duran 

Manuel Duran 


Años ALCALDES DE PRIMER VOTO | ALCALDES DESEGUNDO VOTO| ALCALDES PROVINCIALES 


Juan Estevan Duran 
Juan Estevan Duran 


Juan de Pagola 


Bart.me Milia 


Salbador Bauza 


Juan Esteban Duran 
Martin Joseph Artigas 
Phelipe Perez 

Juan Balbin y Vallejo 
José Cardozo 

Domingo Bauza 

Felipe Hernandez 
Francisco Sierra 
Martín Jose Artigas 
Ramón de Cáceres 
Ramón de Cáceres 
Agustin de Hordeñana 
Agustin de Hordeñana 
Agustin de Hordeñana 
Agustin de Hordeñana 
Agustin de Hordeñana 
Agustin de Hordeñana 
Ramon de Cazeres 
Ramon de Cazeres 
Martin Jose Artigas 
Juan Medina 

Pedro Fabian Perez 
Juan Antonio Buatillo .. 


. Nicolas Herrera 


ALCALDES 0 A 
DE LA SANTA HERMANDAD: + 


Manuel Tejera 


Francisco Herrera 
Marcos Velasco 


Juan Cardoso 
Bartolo Perez 
Joseph Lopez 
Francisco Rodriguez 
Ramon Ximeno 


Esteban de Ledesma 


No se eligió 
Francisco Gutierrez 
Luis Ximenez 


Martin Joseph Artigas 
Francisco Gutierrez 


Manuel Duran 
(Dice: hijo del mismo — que- . 
riendo decir Manuel Duran 
hijo) 

Luis Chaves 

Antonio Hernandez 

Ramon Ximeno 

Joseph Lopez 

Antonio Santos de Almeyda 

Miguel Herrera , 


ALCALDES 
DE LA SANTA HERMANDAD 


Dom? Bausa 
Patricio Cardozo 


Patricio Cardozo 


No concurrió en todo el año. 


Roque Burguez 

No asistió en todo el año. 
Ant. de la Torre 
Miguel Herrera 
Jose Antonio Artigas 
Phelipe Hernandez 
Francisco Sierra 
Gregorio Trias 
Lorenzo del Valle 
Antonio Santos 
Sebastian Rivero 
Juan de Castilla 
Juan de Medina 
Phelipe Hernandez 
Ventura Duran 
Manuel Gordillo 
Phelipe Garcia 
Pedro Vidal 
Antonio Maria Gordillo 
Juan Romero 
Francisco Maciel ` 
Agustin Jose de Sierra 


e 


OBRAS DEL AUTOR 


EPOCA COLONIAL. 
LA COMPAÑIA DE JESUS EN MONTEVIDEO 


1920. Luis Gilli. Barcelona, — Agotada. 


EN PREPARACION 


EPOCA COLONIAL. 


ASUNTOS MARITIMOS 


